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ABOGAuC, 

Ver: Canal. Xaeiniial, '¿ ; Procurador, T. 

ACCIDENTES DEL TRABAJO 

Ver: Const. Naeioiiai, 20. 

ACCION DE REPETICION. 

Ver: Intereses. 2: .lurisdiceión y competencia. 1; Papo. 5. 



1. lienuuetn del Presidente de la CottC .Suprema: p. 5. 

2. Produce ¡ótl de la prueba de peritos: p. (i. 
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4. Turno de los Procuradores Viséales ■ p. 12. 

5. Tiiti'íinn-ii'ui de la Curte Suprema para la decisión de las 
causas de mayor urgencia: p. ;!-!">, 

ACTOS ADMINISTRATIVOS. 

Ver: A uto de no innovar. 1. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS. 

Ver: Const i t ue ion Nacional. 13. 

ADUANA, 

Infracciones. 

Maní fe st ación inexacta. 

1. Xo es itil'raceit'm punible el error (pie, sin causar perjui- 
cio fiscal, cometió el afrente del buque cu los certificados de 
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Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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transbordo al denuncian un número do bultos distinto que el 
comprobado hierro en la Aduana; p. !H. 

Jurisdicción y competencia» 

2. has autoridades administrativas carecen de competencia 
para aplicar penas por ini'ra iones descubiertas después 
que las mercaderías han salido de la jurisdicción aduanera: 
p, 94. 

AFIRMADOS. 

1. l.u contribución de afirmados que. ron exclusión do los 
intereses y del quebranto en hi noirociación ile títulos con 
motivo del acogimiento de] deudor a las facilidades de pa- 
go, supera en $ 2U4 la valorización de $ 1.2ttt producida por 
la obra pública no es coiif iscatoria : p. 1!H. 

AGRAVANTES, 

1, El fundante!-;., tic Ja agravante provista en oí art. 167, _ 
inc. 1» riel €6ú, IVnal radica en la necesidad de una mayor 
protección en los lujaros solitarios por la dificultad do reci- 
bir amparo o socorro do otras personas. Por despoblado de- 
be entenderse el lugar donde no hay población, tomada esta 
palahni en el sentirlo do ciudad, villa o aldea: p. 219. 

1. La facultad del Congreso para conceder amnistías no tie- 
ne otra limitación que la «lo ipie sean genéralos. Ella no le 

impide poner i.Üriones sobro los lioelios. el tiempo y las 

condiciones de su vigencia, por lo que la ley 1 2,C>7 *1 ha podi- 
do establecer válidamenle, como lo ha hecho, que la reincor- 
poración a une N<* refiere no tendrá efecto retroactivo sino 
1an sólo liara e! fu? uro. Procede* por lo lauto, rechazar la 
demanda del ml!i:.<r d.tdo de baja antes de la sanción do ja 
ley ll.(i2íí y no reincorporado hasta después do sancionada 
la ley 1l_Mi7:l por imputársele la «-omisión de delitos comunes 
conexos eon tos políticos, promovida con el oh.jolo do <pte se 
le reconozca !¡i antigüedad y el derecho a cobrar los sueldos 
desde [a fecha en que fué dado de baja hasta aipiclla en que 
fué reSiieorporado eon arresto a la ley 12.(37:1: p. 261. 



<I) V,t también: Prese rir-c-ión, 7. 
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2. La ]py 12,673 es comprensiva de los delitos comunes co- 
nexos con los políticos a <|iie se refiere; p. 261. 

APREMIO. 

Ver: Recurso extraordinario. 31. 

ARCHIVO DE LOS TRIBUNALES. 

Ver: Escribano de marina, 1. 

ARMADA. 

1. El auditor del Consejo de Ouerra Permanente para clases 
y tropas de la Armada asimilado a militar por deereto del 
30 de dieiendire de 1026 tiene carácter militar y derecho a 
cobrar el sueldo correspondiente a su errado : p. 207. 

AUTO DE NO INNOVAR (*). 

1. El principio (pe no admite las medidas de no innovar 
respecto de actos administrativos, fundado en la presunción 
de validez de los mismos, es de estricta aplicación cuando se 
trata de medidas de policía, basadas en razones de salubri- 
dad e higiene: p. 215. 

B 

BANCO HIPOTECARIO NACIONAL, 

Ver: Recurso extraordinario. 28, 



CAJA MUNICIPAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Recurso extraordinario. 26. 

CAJA NACIONAL DE JUBILACIONES Y PENSIONE!! 
CIVILES. 

Ver: Recurso extraordinario, 20. 



Ver también: Recurso extraordinario, 15. 
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COLEGIO DE ABOGADOS. 

Ver: Superintendencia, 1. 

COMODATO. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1. 
CONCUItSO DE DELITOS. 

1. Corresponde aplicar la roírl» de acumulación que estable- 
ce el art. í>5 del Cód. IVnal y, en atención a su peligrosidad, 
imponer et m.ixium de ta pena át prisión al autor del delito 
de homíetdto simple y de tres delitos de robo en despoblado 
y con ii- .. *»s, no siendo aplicable el art. 52 por no ser más 
que eua o (Híros: p. 210. 



condo amo (>). 

1. La relación de los condominos entre ellos y con la ensa 
(pie tienen en condominio es fundamentalmente distinta de 
]a que existe entre los socios y entre tastos y los bienes so- 
ciales, cualquiera ijiic sea la clase de sociedad. El inmueble 
eit condominio tiene tantos dueños como condominos, cada 
uno de los cuales «roza respecto de su parte indivisa de los 
derechos inherentes ;i la propiedad. El inmueble pertenecien- 
te a una socred d no tiene más dueño que esta, sea cual fuere 
id número de s-.i ios; p. 270. 

CONFESION. 

Ver; Homicidio, 1 

CONFISCACION. 

Ver: Afirmados, 1; Const. Nacional, 23; Impuesto, 2, 3; Pa- 
iro, 1. 

CONGRESO NACIONAL. 

Vf*r: Amnistía, I. 



(i) Vvt también: Coaat. Xucional, Mj Impuesto territorial, 2. 



CONSTITUCIÓN NACIONAL. 

CONJUFCES 

Ver: Acordadas, ¡i. 

CONSTITUCION NACIONAL (')• 
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Defensa en inicio. 

Prúcrtlimicaio y sentencia, 

1 Habiéndose oído al Interesado dándole oportunidad para 
hacer una exposición de deseado en el proeedim.ento admi- 
nistrativo sepuido ron motivo de la violación Je la ley 12,) >L 
v admitido después en el procedí miento judicial todas las 
pruebas que ofreció, debe desestimarse la violación de la cíe- 
fensa en juicio invocada por aquél: p, !>0. 

2 La exigencia de firma de letrado, tendiente al mejor plan- 
I ..amiento de las cnesl iones qoe se propasan a los .íueccs, no 
vulnera en principio, la inviolabilidad .Je ta defensa en jui- 
cio ,,i autoriza la concesión del recurso extraordinario, salvo 
que ta medida haya producido una efectiva restricción de Ja 
defensa : p. lííH. 

3 No ha existido violación de la defensa en respecto 
de quien fué oído en las actuaciones administrativas sobre in- 
fracción a la lev 12,591 y estuvo en condiciones de ofrecer 
prneha de desear-:"; con mayor razón si esta sena mutil por 
haber reconocido el comerciante cjtf* ofreció mercadería a un 
precio mavor .pie el fijado y fundarse exclusivamente en ello 
la resolución administrativa condenatoria, con prese m delicia 
de que haya habido o no una $ap#neia inmoderada: p. lo-). 

4 La circunstancia .te que el procedimiento sea sumario, re- 
duzco los termiUOS procesales, la calidad y numero de las de- 
fensas y tos recursos v suprima la sefjtiuda instancia (tara los 
pleitos' menores de mil pesos, como lo disponeel decreto 
ti' X>:í47 sobre creación (Ic los tribunales de la justicia del tra- 
bajo no basta para constuuir una violación de la defensa en 
juicio si esas disposiciones no han impedido efectivamente el 
ejercicio de ese derecho en el caso concreto: p. 200. 

5. La inviolabilidad de 'a defensa en juicio requiere que se 
dé al litigante oportunidad de ser oído y ademas se le per- 
mita el ejercicio de sos derechos en la forma y con las solem- 
nidades que establecen las leyes pro-esales. La sentencia de 

(i) Ver tíimlnín: Afirmo», 1; ExpiñWm <te extranjero», li Tm- 
pueato. 2, 3; itn^ueato territorial, 1; Ley, 1; Heeurao extraordinario, 8. 
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segunda instancia que fundarla en ia invalidez de la substitu- 
ción de un poder, anula de oficio actuaciones anteriores y pos- 
teriores u la sentencia de primera instancia, inclusive la noti- 
ficación de la misma, y sin embargo declara a aquélla firme, 
priva al interesado de la intervención que le corresponde en 
el juicio y de los recursos que la ley le otorga, sin fundamento 
atendible en la rondín ta procesal del interesado y contraría 
la garantía de la defensa en juicio: p. 293. 

Lrg ántrriur ¡/ jittcx tintúrale». 

6. Siendo válida la expresa asignación de facultades regla- 
mentarias al I*. E, y a la autoridad de aplicación establecida 
por et art. 17, tnc. v) de la ley 12.71;!: no atacándose lu razo- 
nahilidad del requisito reglamentario cuyo incumplimiento de- 
terminó Ni imposición de la multa, el cual es así parte inte- 
grante de la ley. y ha liándose prevista la sanción aplicada al 
recurrente en el art. :U de lu ley para quien infrinja cualquie- 
ra de las disposiciones: de la misma, debe concluirse que no ha 
mediado en id raso aplicación de pena sin ley que la establez- 
ca ni. por lo tanto, violación del art. 18 de la Const. Nacional : 
[i. 133. 

Derecho de entrar, permanecer, transitar y salir. 

7. Ni la internación de los tripulantes del acorazado alemán 
"Gnif Spee", ni el matrimonio contraído después por ellos con 
permiso de las autoridades respectivas, comporta su incorpo- 
ración al país como habitantes del mismo, sino bajo un régi- 
men de excepción que imposibilite cualquier actuación de 
aquéllos incompatible con las exigencias de la neutralidad, ei 
cual se agravó por su transformación en prisioneros como 
consecuencia de !a dee la ración de guerra, A raíz del armisti- 
cio y en el ejercicio de sus poderes de guerra el gobierno 
itr<:> ntiipn puede válidamente disponer la repatriación de esos 
prisioneros, aunque ello no importe liberación de los mismos 
por estar su nafa de origen ocupado aún por el enemigo j no 
siendo atribución de los jueces sino del F. E. considerar si 
existen o un, de hecho, seguridades efectivas de que el prisio- 
nero repatriado será mantenido por las autoridades ocupan- 
tes de sti país de origen en la misma condición que aquél tenía 
en la República Argentina: p. 121. 

Derecho de reunión. 

8. El iicr»cho de reunión, no enunciado expresamente en la 
Const. Nacional, nace de la soberanía del pueblo y de la for- 
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mit republicana de gobierno, está implícito en el art. 33 de 
aquélla y se vincula ton la libertad individual, de palabra y 
ele asoeiueión. Puede ser reglamentado, por normas uniformes 
y raaonahles, que no importen su efectivo desconocimiento, en 
k medida que le reuniera el orden y la tranquilidad públicos. 
Las reuniones cuyo fin lio sea contrario a la Constitución ni 
a Jas leyes, a la moral y a las buenas cost timbres, ni por razo- 
nes de oportunidad, peligrosas para el orden y la tranquili- 
dad públicas, no pueden prohibirse. No es contrario a laa 
instituciones la ipie tiende a propiciar el mantenimiento de 
una ley nncionat. 

No es admisible más restricción al derecho .le reunión que 
el permiso previo para la utilización de la calle, plazas u otro» 
lugares públicos y el aviso para los casos de reuniones cuantió- 
sas en lugares cerrados: p. íííil. 

Igualdad. 

9. El principio de la úrualdad no resulta violado por la crea- 
ción de un régimen distinto del judicial ordinario para las 
causas referentes al derecho del trabajo, en tanto se organice 
de manera razonable y compatible con los derechos y garan- 
tías constitucionales, como el que establece el decreto 
n' :¡'2.:t47 '44 : p. 2(1». 

10. Para juzgar si el impuesto territorial es o no vinlatono 
de la igualdad que establece el art. lfi de la Const. Nacional 
debe tomarse en cuenta la condición de las personas que lo 
soportan en orden al carácter y a la magnitud de la riqueza 
tenida en vista por el gravamen. La relación de éste con el 
inmueble queda, así, subordinada a los principios que rigen 
su relación con el contribuyente, uno de los cuales es que a 
igual capacidad tributaria con respecto a una misma especie 
de riqueza el impuesto debe ser, en las mismas circunstancias, 
i«ual niira todos los contribuyentes; p. 'JTO 

11. El impuesto territorial cuyo porciento gradúase con rela- 
ción al valor total del inmueble, con prescindencia de tpie per- 
lenczc-t a varios en condominio, es violalorio del art. lfi de 
la Const. Na- ional: |>. 3W. 

Constitucional idad e ¡rcoiistitucionrlidad. 
Leyes nacionales. 

Comunrt. 

12. El art 1 ~*T. iuc. 2 W , del Cód. de Comercio reformado por 
bi ley 11,729, no es viola torio de los arts. 14 y 17 de la Const. 
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Nacional en cuanto establece que para el cálculo fie la indem- 
nización por falta de preaviso deberá computarse ta antigüe- 
dad anterior a la sanción de dicha ley: p, 70. 

13. Las modificaciones introducidas al régimen de la previ- 
sión social por la ley 12 647 y los decretos ratificados por la 
ley 12.ÍÍ2I, que si bien mantienen el principio de la no acu- 
mula ciño de benef icios exceptúan expresamente los casos pre- 
vista por las leyes ;ih\ss y U.72:i, han hecho desaparecer el 
carácter excepcional de la doble carga que, por concepto de 
la respeeiivii ley de jubilaciones y de la ley 11,729, antes 
recaía únicamente sobre algunos empleadores. En la actua- 
lidad no es, pues, admisible la impugnación de la ley 11.729 
fundada en el art. 1<> de la Const. Nacional y en laVircuns- 
taneia de ipie H patrón demandado realba aportes a la res- 
pcetiva caja de jubilaciones: p. 2(W. 

Aitminutrtith-ii.i, 

14. El arl. <»' de la ley 12.ó!H en cuanto faculta al P. E. para 
imponer las mullas ipie esiahleee dejando expedita la instan- 
cia judicial ante la cual puede ventilarse el asunto con toda 
la amplitud ríe un procedimiento contencioso, no importa vio* 
[ación del :irt. !>ó de fa Const. Nacional i p. ÍHí y lliñ. 

15. La asignación al í\ B. y a la autoridad de aplicación de 
facultades reglamentarías destinadas a asegurar, mediante la 
imposición de los requisitos que juzguen necesarios, la obten- 
ción de !;i finalidad perseguida por la lev. es constitucional- 
mente válida. Tal es el «-aso del art. 17, iuc. el de la ley 
12.713: p. 133. 

16. El art. 4" del decreto 32.347 no vulnera la norma de le- 
gisbieión uniforme, del art. ti", ine. 11. de la Const, Nacional 
pues no existe precepto inequívoco del Cód. Civ. —cuya apli- 
cación incumbí a los jueces locales — ,pie contraríe" lo dis- 
puesto en el primero: p. 25(í. 

Decretos nacloüalea, 
t'arv>x. 

17. El decreto 1 3^0/43. en cuanto establece rebajas en los 
precio*» de la locación no obstante mediar contrato celebrado 
por eseriio, aun interpretado en el sentido de que la rebaja 
alcanza a los locales para cinematógrafos, no es viobitorio del 
art. 17 de la Const. Nacional: p. 182. 

18. Habí endose reconocido y declarado por la ley 12.í>48 la 



CONSTITUCIÓN NACIONAL 3T3 

validez v obligatoriedad del decreto n» 32.347/44 relativo 4 
la creación de los tribunales de la justicia del trabajo con 
efeeto retroactivo a la fecba de la publicación del mismo y sin 
interrupción alpuna desde entonces, lo que no es eonstitucio- 
■ mímente objetable por tratarse de normas A* derecho publi- 
co contra las <[ue no existen derechos adquiridos, correspon- 
de rechazar la impugnación Fundada en la inconstitucionali- 
dad de didio decreto por razón de su origen, como también 
las objeciones basadas en los arte. 17, 95 y concordantes de la 
Constitución y en la designación de los jueces por el gobierno 
de faeto: p. 200. . , 

19 IÍS art 4 del decreto 32.347/44 no vulnera las jurisdiccio- 
nes provinciales pin- 1¡i opi-ión «pie admite pura demandar ante 
los jueces del domicilio del demandado, por la sola circuns- 
tancia de tratarse de una norma nacional: p. 21f». 
20. Es ineficaz la alefíacióu de que el art. 4* del decreto 
32.347 invade jurisdicciones provinciales, mientras la justicia 
provincial no hftva hecho cuestión .le competencia y no «e 
¡leseono/.en la facultad estadual de crear tnbunale* adminis- 
trativo* destinados a entender en cuestiones relalivas a acci- 
dentes del trabajo. En tai supuesto el precepto cuestionado 
se limita a organizar la jurisdicción de los jueces de la Capi- 
tal respecto de personas domiciliadas en ella : p- -oh. 

21 Es constitucional ta atribución de Funciones judiciales a 
hi Comisión de Cmu-iliación crea, la por el decreto 32,. 4¿. que 
acuer.la preponderante intervención a funcionarios judiciales: 
p. 340. 

Leyes provinciales. 

Jujutj. 

22 El m. l"fí. i'»'. 1". de la ley 12fW de la I'rov. de Jujuy 
es inconstitucional en cuanto impide a los procuradores con 
título nacional ejercer su proFesión en el territorio de aque- 
lla mientras no prueben haber residido en el mismo durante 
los dos años inmediatamente anteriores al pedido de inscrip- 
ción en la matrícula respectiva: p. lóiK 

Impuestos y contribuciones provinciales. 

Territorial. 

23. No procede declarar violatorio del art. 17 de la Const. 
Nacional al impuesto territorial cobrado por la I rov (le 
Córdoba respecto del cual no se ha probado en forma clara 



374 (TI'ESTIÓN ABSTRACTA 

y precisa que koh eon Flava torio, aunque sea un gravamen 
rtífuroso: p. 2:1*. 

24. El adicional a la contribución territorial establecido por 
el art, 1;. ¡nc 5*. ele la ley 4*204 de la Pro y. de lis. Aires, es 
violatorio de los nri*. 4 y Ifi de la t'niist. Nacional en cuanto 
Ke cobra ¡" los poudóniinos u tendiendo :il valor total del in- 
mueble .on prescmdenciá del valor de la parte ideal de cada 
uno de olios. V en manto coloca a los condominos en inferio- 
ridad de enndirione.s por el solo hecho de ser lales, importa 
una ingerencia iletríiíma de la legislación provincial en una 
materia reservada al Congreso Nacional por el art. fJ7. ine. 
11, de la <'on>(Í¡ lición ¡ p. 27f). 

Sesolncionea administrativas. 

25. Et art. 4'' d™| edicto reglamentario de las reuniones del 
2 de m&pfa de íí>43i aplicado pura prohibir una reunión lí- 
eita, es tncoii>ttHjcion;il : [>. LTil. 

CONTADURIA GENERAL DE LA NACION. 

Ver: Prescripción, (i. 

CORTE SUPREMA. 

Ver: Acordadas, 5. 

COSA JUZGADA. 

Ver: Recurso extraordinario, 18, 

COSTAS (•»), 
Resultado del litigio. 

1. No siendo ajustadas a dereelio las razones en que se 
fundó l¡i ex.cprión de incompetencia de la Corte Suprema 
r|io>. ito vulnera, en principio, la inviolabilidad de la defensa 
corresponde que las cosías sean pagadas en el orden cansado: 
p. 139. 

CUESTION ABSTRACTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 5. 



(i) Ver tnmbiún: Recurso entrnorflinnrio, 41, 
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DAiíOS Y PERJUICIOS 



Caaos vartos. 

1. La derogación del régimen ordinario do pensiones de la 
(égislacioi) «-¡vil por la ley 4707. consistente en acordar pensión 
a los deudos di'l mili i ¡ir que no ha alcanzado derecho ¡i retiro, 
haya o un mediado colpa del i;tlli*<-jH(t. comporta la deroga- 
ción corre la i iva ilcl régimen civil de la responsabilidad en 
orden a las oblifraeioi»^» del Estado cuando el accidente ocu- 
rriese por eulpa tic quienes están bajo su dependenera o por 
las cosas de que se sirven o tienen a sn cuidado, fiche, pues, 
ser rechazada la demanda sobre indemnización de dnños y 
perjuicios promovida contra el Estado por ta viuda de un 
militar muerto a consecuencia de un arcíllente ocurrido por 
culpa de níro empleado del Estado, si aquella obtuvo ta pen- 
sión establecida por el arl. 12. me. 3*, tít. IV, de ta ley 4707: 
p. 17(i. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Coiist. Nacional. 1. 2. X 4. "•; Expulsión de extranjeros, 
1; Recorso extraordinario, 8, 25, 

DEFRAUDACION. 

Ven Jurisdicción y competencia. 8. 

DELITOS COMUNES. 

Ver: Amnistía, 1, 2: Prescripción. 7. 

DELITOS INDEPENDIENTES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, í>. 15. 

DELITOS POLITICOS. 

Ver: Amnistía, 1, 2; Prescripción, 7. 



(l) Ver tambiíh: Demanda, 1; Prescripción, 4. 5, 9, 10; Recurso 
onl innrio de apelación, 2. 



DOBLE INSTANCIA 

* ' 

DEMANDA. 

Requisitos de la demanda. 
Forma. 

1, Es obligatoria la estimación de los perjuicios en la de- 
manda, cuando ella sea posible, y la condena no debe exceder 
lo solicitado por el actor: p. 333. 

DEMANDA CONTENCIOSA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1. 

DERECHO DE ENTRAR, PERMANECER, TRANSITAR 
Y SALIR. 

Ver: Const. Nacional, 7. 
DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver; Afirmados, 1; Const. Nacional, 32, 17; Impuesto, 2, 3. 
DERECHO DE REUNION. 

Ver: Const. Nacional, 8, 25; Recurso extraordinario, 1, 5. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Const. Nacional. 18. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Recurso de queja. 1; Recurso extraordinario, 6, 
DESPIDO. 

Ver: Const. Nacional, 12, 13, 

DEVOLUCION DE APORTES. 

Ver: Recurso extraordinario. 27. 

DIVORCIO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 19, 10. 

DOBLE INSTANCIA. 

Ver: Const. Nacional, 4. 



EMPLEADOS DE rOMERClO 



1T7 



DOCENCIA. 

Ver: Incompatibilidad, í 

DOMICILIO. 

Ver: Const. Nacional. 16, 19, 20; Jurisdicción y competencia, 
5, 18. 

Ver = impuesto a los réditos, 2. 



EBRIEDAD. 

Ver: Homicidio, 'i ; Pena. 1. 

EDICTOS. 

Ver: Notificación. 1. 

EJECUCION DE SENTENCIA. 

Ver: üeenrso extraordinario, 37. 

EJERCITO (M. 

1. Las pensiones establéenlas por la ley 4707 constituyen 
una prerrogativa del estado militar. Las personas a quienes 
la autoridad competente incorpora al jéreito y acuerda di- 
cha esfaiO quedan, en orden a las situaciones une las leyes 
rectoras de este Último contemplan, bajo el reprimen estable- 
.•ido por bis mismas y substraídas en todo ello al reamen del 
,1 oree luí común mi en tras muí disposición le?al expresa no es- 
table lo cotí t ra rio: p, 176. 

EMBARGO. 

Ver: Prescripriem. 12; Recurso extraordinario. 20. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Const. Nacional, 12, 13. 

( i> Wr tnnibién: D***m y |k Huidos, t; .Torirtiocifin y oompe. 
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ERROR. 

Ver: Afilian». 1, Recurso extraordinario, 21. 
ESCRIBANO DE MARINA. 

1. MiíMitnis la Con** Suprema no re filamente la incorpora- 
ción rj*» los protocolos de los escribanos de Marina al Archivo 
de la Justicia Federal, ellos deberán ser depositados en el 
Archivo (rcncral de los Tribunales de lii Capital, sin perjuicio 
de la superintendencia que incumbe a la Cámara Federal - 
p. 35G. 

EXACCIONES ILEGALES. 

Ver: ¡Jurisdicción y competencia, 7. $, 

EXCEPCIONES fM- 
Inhabilidad de título 

1. La excepción de inhabilidad admitida por el art. 2* de 
ía lev 12.151 —57 del T. O. — no permite la consideración 
de los errores en el procedimiento administrativo sobre cuya 
base se Ka establecido la deuda de impuestos a los réditos ni 
la sobre la existencia de \u misma: p: 352. 

EXHORTO. 

Cumplimiento. 

1. El juez de J ;1 Capital Federal exhortado por otro provin- 
cial para tomar declaración a un testigo en una causa crimi- 
nal tramitad - ante el «efundo de ellos, no puede negarse 
válidamente a hacerlo fundado en la prohibición establecida 
en el art. 27« del Cód, de Proceda. Crim. de Iti Capital : p. 82. 

EXPRESION DE AGRAVIOS, 

Ver: Recurso ordinario de apelación. 2. 

EXPROPIACION. 

Ven Jurisdicción y competencia, *í. 



C) Ver tambión: Costas, t 



HA DEAS CORPUS 
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EXPULSION DE EXTRANJEROS ('). 

1. Es procedente el habeos rwpii,? interpuesto en favor de 
un extranjero doto nulo ton motivo de haberse decretado su 
expulsión del país por el P. E. sin darlo oportunidad de 
defenderse, «limpio éste baya informado a los tribu nales 
ipie se le dará autos de hacerse efectiva la expulsión: p. 16. 

EXTRADICION (-). 

1. A falla <lo tratado de extradición ósta no procede res- 
pecto dol extranjero radicado en el país a quien se imputa 
un heoho (¡no nn constituye delito para ta ley argentina. Por 
olio im procede acordar la solicitada por la Legación de la 
República do Cuba, con respecto a uua persona a quien sólo 
se imputa haber trasladado a territorio argentino a sus hijas 
sobre las que ejercía la patria potestad y en cuya tenencia 
lia lió base: p, 107, 

P 

FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Const. Nacional, 7. 

FISCAL. 

Ver: Acordadas. 4; Recurso extraordinario, 6. 

G 

GOBIERNO DE FACTO. 

Ver: Const. Nacional. 18. 

GUERRA. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 16, 17, 

H 

BABEAS CORPUS» 

Ver: Expulsión do extranjeros, 1 ; Recurso extraordinario, 

2. 38. 



(1) Ver tamtjicn: Recurso estríiordinJirio, 2. 

(2) Ver Umhicii; Jurisdicción y competencia, -. 



HURTO 

HABXTATTTE. 

Ver: Const. Na ■ioiial, 7. 

HECHOS ILICITOS. 

Ver: Prescripción, 10. 

HIPOTECA. 

Ver: Recurro extraordinario. 14. 24. 

HOMICIDIO (»). 
Homicidio simple, 

1. No pudiendo Invocarse como confesión del acusado la 
declaración indagatoria prestada ante la autoridad policial, 
según la cual mató para robar, pues al declarar ante el juer 
no ratificó fa intención de robar y dió otra versión de los 
motivos que lo impulsaron a obrar, y no siendo suficientes los 
indicios existentes en antas para desechar la hipótesis de 
que la idea de robar no haya surpido con posterioridad al 
homicidio, lebe calificarse a éste como simple: p. 219. 

2. Corresponde imponer muí pena más severa que la de trece 
años de prisión a quien, si bien provocado y atacado con 
un chuzo por su víctima, hirió a ésta, la persiguió después 
de haberla desarmado y le infirió dni-e heridas, tres de ellas 
mortales. Sin embargo, no es posible el '\ur la pena si falta 
recurso acusa tr vio: p. 21D. 

3. Corresponde imponer la pena de dieciocho años de pri- 
sión al delincuente primario, joven y trabajador, que se pre- 
sentó espontáneamente a la policía después de haber dado 
muerte. en estado de ebriedad leve y voluntaria, al amipo 
con quien se hallaba, por e[ solo hecho de haberle reclamado 
el pago de una deuda i p. 226. 

HONORARIOS DE ABOCADOS Y PROCURADORES. 

Ver: Recurso extraordinario, 4. 

HURTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 6. 11. 



(1) Ver tamban: Concurso de> «Jolitos, l. 



IMPUESTO A IjAS VENTAS 



m 



IGNORANCIA. 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios. 2 ; Ilecurso ex- 
traordinario, 11. 

IGUALDAD. 



Ver: Const. Nacional, íl. Tu. 11. 13. '24; Impuesto territorial, 
2. 

IMPOSIBILIDAD, 

Ver: Jubilación de empleados ferroviarios. 2; Recurso ex- 
traordinario, 11. 



1. En principio, ni para la valuación del inmueble ni pnra 
el monto de su rendimiento, deben admitirse simias menores 
que las admitidas en la contabilidad del interesado, ni cabe 
reducir las aceptadas en el juicio: p. 238, 

2. En la causa que persigue se declare eon*lscatoría la eou- 
tribneión territorial debe considerarse el re "miento anual 
medio de una correcta explotación del filii o concretamen- 
te afectado, sin descuento en eoreepto de rendimiento del 
capital invertirlo en hacienda ni deducefón fie intereses del 
capital-tierra: p. 238. 

3. Peir re^ta general no deben tomarse en consideración 
los años en que la explotación ha dado pérdidas, salvo en 
los casos límite* y sobre la base de la demostración concreta 
de une en un período determinado en tiempo ínter pérdidas 
revisten regularidad y reducen el rendimiento unitario de 
los años beneficiosos: p. 238. * 

IMPUESTO A LAS VENTAS. 

1. El tostado del café constituye un proceso de industria- 
lizaiión que hace procedente la aplicación del impuesto a 
los ventas al qne importa café crudo para revenderlo tos- 
tado: p. 58. 



(1) V?r tamhiíii; Af ¡rmacíuB. 1; Connt. Narinnal, 23; Píifio, 1¡ 
Kceurao i>xtra(inlin¡irio, 14, 
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IMPUESTO A LOS REDITOS (*). 

Réditos del suelo, 

1. El inmueble susceptible de producir renta cedido gra- 
tuitamente en uso h un tercero se halla exento del gravamen 
sobre la renta presunta del mismo. Y aunque el dueño haya 
ofrecida puyarlo sobre la base tío un valor locativo inferior 
al establecido en Ja estimación de oficio, el Fisco carece de 
dereeho para cobrar el impuesto: p. 2fl. 

Réditos de capitales mobiliarios. 

2. A falta de prueba fehaciente de las circunstancias rela- 
tivas a la donación de títulos invocada por el contribuyente 
para excluir de los ingresos las rentas correspondiente», 
procede la inclusión de ellas hecha por las nutori ¡es 
del impuesto a Ion réditos en la estimación de oficio: p. 29. 

Réditos del c mercio, de la industria, profesiones, etc. 

3. A falta de prueba de que el ingreso de una suma deter- 
minada proviniera de una venta de acciones — o sea capi- 
tal no imponible— cuya existencia anterior tampoco apare- 
ce prohada, corresponde incluir I» en la estimación de oficio 
respectiva; con mayor razón si en la fecha en que, según 
el contribuyente, habría adquirido dichas n ce iones, ya te- 
nía formalizada la venta de ellas que produjo el ingreso de 
referencia, circunstancia que impide considerar como valo- 
rización de capital a la diferencia entre el precio que pagó 
por la adquisición y el (pie obtuvo por la venta: p. 2Í). 

4. Siendo admisibles las explicaciones dadas por el contri- 
buyente en concordancia con las anotaciones de sus libros, 
no rebatidas por las autoridades del impuesto, y resultando 
fie ellas que el movimiento de Fondos invocado por aquél es 
exacto y no proviene de utilidades ocultas y g ra va h les. co- 
rresponde modificar la estimación de oficio en cuanto se 
aparta de esa conclusión i p. tiíl 

5. A fíilta de constancias de los libros y documentas del 
contribuyente " de otras pruebas demostrativas de las uti- 
lidades por venfa> de mi cadenas, en determinado ejercicio, 
i Has deluoi ser e.-di-u'adas teniendo especialmente en cuenta 
los coeficientes ríe las mismas durante los ejercicios más 
próximos : p. 29;. 

6. I.a explotación de un "deeauville" no autoriza a apar- 
terse del régimen de la ley que no permite compensar los 

<») "el- tiuiii.tén: Kxctqician. I; Intrrcsi"*. 2, 
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beneficios de un año con los quebrantos de otro; lo cual no 
obsta a que del importe t|iie resultare adeudarse haciendo 
las liquidación es anuales i tul ('pendientes, se deduzca lo paga- 
do en un ano posterior con motivo de la liquidación general 
que tn el mismo se hizo de esa explotación: p, 29. 

Procedimiento y recursos. 

7. ha existencia del art. 57 del T. O. en materia de multas, 
[•uva ejecución sólo procede en ando se encuen+ran ejecuto- 
riadas, no es susceptible de extensión a la deuda de im- 
puestos: p. 352. 

IMPUESTO TERRITORIAL (»). 

1. Si bien el impuesto territorial se mirle por el valor de la 
propiedad inmobiliaria, el objeto del gravamen no es el 
inmueble considerado en sí mismo sino la capacidad tribu- 
taria de su dueño, que se mide por la riqueza que su dominio 
representa: p. 270. 

2. A los efectos de la aplicación del impuesto territorial, 
debe «tenderse al número de d.ieños iel inmueble gravado, 
ijiie en el cuso de una sociedad es uno solo, a ln inversa de lo 
que ocurro en el condominio: p. 270. 

IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Prescripción. 11, 

INCOMPATIBILIDAD. 

1. Las funciones directivas de las i nsl i t liciones de enseñanza 
universitaria, como las de la docencia de ese mismo earácter/ 
no son legal ni reglamentariamente incompatibles con los 
cargos judiciales. Tampoco lo es el cargo de delegado inter- 
ventor en una facultad con el de secretario judicial, aun 
cuando podría suscitarse dudas si se tratara de un juez de 
ios tribunales federales: p. SO!). 

INTEGRACION DE LA CORTE SUPREMA. 

\ r er: Acordada, 5. 

INTENDENCIA MILITAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 16. 

<1) Wr lumhU'ii: Ce lint. Nnriunul, 10, U, 1*3, 24; Impuesto, 2, 3. 
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INTERESES. 

Oeaeralidadea. 

1. No rea u liando de autos que haya mediado negligencia 
del acreedor en la realización de los trámites pertinentes 
para la percepción de los fondos, los intereses corren hasta 
el día del retiro del cheque por el capital: p. 309. 

Relación jurídica entre la* partes. 



2. El rechazo de una pnrte importante de la demanda sobre 
repetición det impuesto ti los réditos impide aplicar el art. 
788 fiel Cód. Oiv. a efecto de liquidar los intereses a partir 
de la fecha del pugn indebido: p. 2fl. 

Liquidación. 

Tipo do intereses. 

3. A falta de interés convencional el que se manda papar 
en las sentencias debe liquidarle al tipo cobrado por el 
Banco de 1* Nación en bis operaciones ordinarias de des- 
cuento: p. 30!». 

INTERNACION. 

Ver: Const. Nacional. 7: Prisioneros de guerra, 1. 



JEFE DE POLICIA. 

Ver: líc.-urso extraordinario. 1. 

JUBILACION Y PENSION. 

Ver: íVnst. Nación al. 13. 

Personas comprendidas. 

1. Kl decreto n» 1G.4Í10745, que excluye del régimen de la 
ley tO.lfflt) a quienes no desempeñan tareas específicamente 

0) Wr (iimhi.'ii- Rivuran i-xiraordluario, II. 
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ferroviarias, es aplicable al personal que en la fecha de 
aquél no había obtenido aún su jubilación: p. 312. 




2. La expresión "imposibilidad morar' empleada en el art. 
21 de la ley 10". 650 reformado por la ley 11.308 comprende 
toda imposibilidad real que no sea física, caso en el cual 
hállase la ignorancia justificada o excusable cuando la de- 
cisión de que se trata requiere un determinado conocimiento: 
p. 315. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 27. 

Ver: Incompatibilidad, 1; Jurisdicción y competencia, 2. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 12, 32. 

JUICIO POLITICO. 

Verr Recusación, 2. 3. 4. 

JUICIO SUMARIO. 

Ver: Const. Nacional, 4. 
JURISDICCION Y COMPETENCIA (M. 

Prórroga. 
Trámites Judiciales. 

I. Cuando ha existido pleito sobre repetición de un impuesto 
ante los tribunales locales, no cabe luego traer la causa en 
instancia originaria a la Curte Suprema. No importa que el 
primer juicio haya sido conteiu- ¡oso-administrativo, ni que 
el nuevo litigio incluya otras cuestiones no propuestas en el 
primero, como la repetición de los gravámenes correspondien- 
tes a dos anualidades posteriores a los comprendidos en el 
anterior: p. 139. 



tí) Ver tamliU-d: Adunan, 2; Const. Nacional, lfl, 13, 20; Pre- 
ño* mAximon, 3; Becorso extraordinario, 6, 28. 
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Conflictos entre jueces. 

2. Et art. 3!) del Cód. de IVoccds. Crim., es una de Jan nor- 
mas «anconadas por el Congreso de la Nación con la supre- 
mafia que establece el art. 31 de la Const. Nacional. Con 
arreglo al mismo, que se aplica con preferencia a lo dispuesto 
por las leyes de las provincias, los jueces de éstas deben 
entregar el procesado a los jueces de la Capital Federal 
cuando estos lo solicitan en la hipótesis prevista por dicho 
articulo: p. 7S, 

Cuestiones de competencia. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

3. Habiendo reconocido eí gobierno de Jujuy en ¡as actua- 
ciones administrativas la jurisdicción originaria de la Corte 
Su p reina atribuida a ésta para entender en un juicio de ex- 
propiación por quienes plantearon cuestión de competencia 
por Inhibitoria, no debe hacerse lugar a la misma: p. 114. 

do la Corte 



4. Aunque la contienda de competencia se haya trabado 
entre un juey, federal y otro ordinario de la Capital, la Corte 
Suprema puede y debe declarar la competencia de otro juez 
(pie real mente la tenga: p. 290. 

Competencia territorial. 



Lugar <lfl itomicili,, d, /«* fiarlr*. 

5. El propósito del art. 4' del decreto . r í2.:i47 ha sido atribuir 
competencia a los jueces del trabajo de la Capital cuando 
el demandado se domicilia en ella — o es allí el lugar del 
trabajo o de la celebración del contrato — a elección del 
demandante y con prescindeneia en el primer supuesto del 
sitio ile la convención y de su cumplimiento: p. 256. 

Competencia federal. 

CausAfl penales. 

Por ti Uufúr. 

6. Kesul tundo prima jfacie de los antecedentes de la causa 
que el procesado ha participado como coautor o cómplice 
cu el hurto de efectos de propiedad de la Nación cometido 
en un cuartel del Ejército, corresponde declarar la compe- 
tencia de la justicia federal: p. 288, 
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DcHto» que obstruyen el normal funcionamirnt,, de l<i* rnsUt añone* na 
ritmóles. 

7. Corresponde a la justicia federal del hipar en que el au- 
pucsto delito habría producido sus e fe? tos, conocer en 1* 
querella sobre exucciones ilegales y mal desempeño de Job 
carpos de funcionarios públicos' promovida contra varioa 
funcionarios de Obras Sanitarias de la Nación con motivo 
de haber impuesto al querellante el uso de medidor de agua 
en el inmueble del mismo situado en el territorio de una 
provincia: p. 290. 

Drlitos en perjuicio ttf f"* bienc* y renta» de ir* Nación y de su* repar 
tiewm .< íin ííínjKicim. 

8. Corresponde a la justicia federal conocer en el sumario 
iniciado con motivo de imputarse a un sobrestante de la 
Ad. Cral. de Vialidad Nacional haber cometido, en el ejer- 
cicio de su carpo, el delito de exacciones i lépales con respecto 
a varitis peones que tenía a sus órdenes, y el de defraudación 
en perjuicio de dicha administración mediante la percepción 
de jornales computados indebidamente; siendo indiferente, 
a los efectos de la comí ciencia. <l ,ie 110 se níl > ,ft P 0ííi(1 ° esta " 
bleeer el monto de lo t|uc habría cobrado el acusado: p, 129. 

Cam* tarta*. 

9. No corresponde n la justicia federal sino a la ordinaria 
el conocimiento de la cansa referente a hechos constitutivo» 
de delitos comunes que, aun cuando respondieran al propó- 
sito de cometer otro de carácter federal que no llepó a ser 
consumado, son independientes de éste: p, 117, 

Competencia originarla de la Corte Suprema. 

Generalidad™. 

10. La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
declararse en cualquier estado de! juicio, a petición de parte 
o de oficio: p. 1W. 

Embaidores y Ministros «iranjtíros. 



11. La simple denuncia de la comisión de un hurto en per- 
juicio de un representante diplomático extranjero o de la 
embajada respectiva, no somete la causa a conocimiento de 
la Corte Suprema, sí no se atribuye el dellio a personas afo- 
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radas. Cuando no es parte en e) juicio el agente diplomático, 
ni puede afectarlo q obligarlo la senteueia del mismo, los 
procesos por delitos comunes non extraños a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema; p. 115. 

Cauta* en. </«■<■ e* parir una provincia. 
(buu qo* wnwi »obie .«f.tioD., Wer*l.». 

13. En ios casos en que se debate no sólo la inconstitucio- 
nal idad de gravámenes locales, sino también la incorrecta 
aplicación de los mismos con arreglo a la ley provincial, 
la Corte carece de jurisdicción originaria, salvo que la se- 
gunda cuestión no haya sido incluida en la litis, sino sólo 
mencionada en forma marginal: p. ]:í!>. 

Competencia penal. 
Locar del delito. 

13. Cu un rio los netos de comisión de un delito se han reali- 
zado en diversos. lugares, debe considerárselo cometido en 
aquél en que ha producido sus efectos: p. 290. 

PUmUdad de dclitjs. 

14. Cuando dehe juzgarse a una persona que está cumplien- 
do pena impuesta por sentencia firme en razón de nn delito 

diatint irrespoude al juez que dicte la última sentencia 

dictar la única que prevé el urt. 58 del Cód. Penal, Cuando 
se hubieran dictado dos o más sentencias firmes con viola- 
ción de bis reglas de a j muí ación, la sentencia única debe 
ser di'-tada por el juez que haya aplicado hi pena mayor: 
p. 222. 

Competencia militar. 

15. Corresponde a la justicia militar conocer acerca de los 
hechos referentes ¡i la substracción de correspondencia co- 
metida en un cuartel en perjuicio de un soldado por otro 
rpie desempeña ha las tarcas de furriel de la compañía, por 
tratarle de un delito independiente de la participación que 
también se atribuye a dicho furriel en los delitos comunes de 
falsificación de documento y estafa cometidos fuera del cuar- 
tel por otros dos procesados: p. 80. 

16. Corresponde a la justicia militar conocer en la causa so- 
bre substrucción de efectos de una intendencia regional del 
Bjémto cometida bajo A imperio del estado de guerra por 
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un empleado civil de ella en una de las dependencias de la 
misma: p. 112. 

17. Subsistiendo de derecho el estado de guerra, corresponde 
a la justicia militar conocer en la causa sobre .infracción al 
art. G41 del Cód, (le Justicia Militar atribuida a un cantinero 
del Ejercito en perjuicio de un oficial de éste y sobre lesione* 
imputadas al segundo de los nombrados, hechos ocurridos en 
un vivac donde se realizaban maniobras militares: p. 357. 

Incidentes y cuestiones conexas. 

Varío*. 

18. Los tribunales que decretaron el divorcio sin pronun- 
ciarse en secunda instancia sobre la separación de bienes de- 
mandada conjuntamente con aquél, a la que había hecho 
hipar el fallo de primera instancia, son los competentes para 
entender en la nueva demanda sobre separación de bienes y 
liquidación de la sociedad conyugal promovida por el esposo, 
aunque la mujer haya trasladado su domicilio a otra pro- 
vincia después del divorcio: p. 329. 

19. Los tribunales que decretaron el divorcio son los com- 
petentes para conocer en lo relativo a la tenencia de los 
hijos del matrimonio, respecto de la cual han adoptado las 
medidas provisionales pertinentes, sin haberse pronunciado 
en forma definitiva sobre el punto: p. 32!). 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, W, 1$ 17. 



LEGISLACION 

Ver: Const. Nacional. 16. 24. 

LEY ('), 

Principios generales. 

1. T.;t prean neñin de constitución ni i dad de las leyes nacio- 
nales y provinciales no debe ceder sino ante una prueba tan 
clara y precisa como sea posible de la transgresión coustitu- 



(i) Ver tumlm'n: Recusación, .1. 
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MEDIDAS PRECAUTORIAS 



cional que se les imputa. No hasta al efecto la mera estima- 
ción personal fie los peritos: p. 238. 

LIBROS DE COMERCÍO. 

Ver: Tm puesto h los rcditos, 4, 5. 

LIQUIDACION. 

Ver: Intereses, 2, 3, 

LFTISCONTEST ACION. 

Ver : Papo, l 



MANDATO. 

Ver: Const. Nacional, 5; Notificación, L 
MATRICULA. 

Ver: Const. Nacional. 22; Procurador, 1. 

MATRIMONIO. 

Ver: í'onst. Nacional, 7. 

MEDIDA DE NO INNOVAR. 

Ver: Recurso extraordinario. 15. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 3. 



LOCACION. 



Ver: Corisl. Nacional. 17. 



LOCACION DE COSAS- 




MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Recurso extraordinario. 20. 
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MILITARES. 

Ver: Amnistía. 1. 2 : Armada, 1; Daños y perjuicios, 1; Ejér- 
cito. 1; (Yusiones militares. 1. 2; Proscripción. 2, 3, 7. í>. 



Ver: Const. Nacional. 14. 15: Impuesto a los réditos, 7- Re* 
curso extraordinario, 12. 

N 

NOTIFICACION. 

1. Xo siendo posible la notificación personal o por cédula 
del maliciante de la renuncia del mandatario, corresponde la 
publicación de edictos, que puede lim-crse por einco días : p. 78, 

NULIDAD PROCESAL. 

Ver: Comí. Xm-imiaf. : Recurso extraordinario. 30, 33, 



O 

OBRAS PUBLICAS. 

Ver : Prescripción, 8. 10. 

OBRAS SANITARIAS DE LA NACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 7. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Cons. Nacional. 8. 

P 

PAGO. 

Pago indebido. 



1. No conteniendo cuestión constitucional alguna la protesta 
invocada, debe rechazarse la demanda fundada en la eunfísea- 
toriedad del porciento que se repite: p. 101. 

2. Es suficiente y eficaz la protesta que permite a las auto- 
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ridades la identificación del gravamen impugnado, llevando 
a su conocimiento la disconformidad del contribuyente con el 
mismo y su fundamento: p. 238. 

3. La negativa ircneral de los hechos al contestar la demanda 
por el apoderado provincial, obliga a justificar la existencia 
y eficacia de la protesta: p. 101. 

Aitvncf. 

4. Limitada la protesta al exceso del gravamen sobre el 
monto que autoriza la ley Arana de la Prov. de Bs. Aires, 
ta demanda subsiguiente no puede perseguir la devolución 
total de la contribución: p. I0L 

5. Teniendo en cuenta la época del año en que se realizó la 
protesta y et breve tiempo hábil transcurrido desde la fecha 
del pago a que se refiere, debe considerarse oportuna la que 
se hizo el 2 de enero de 1Ü44 con respecto a un pago efectuado 
el 2H de diciembre del año anterior: p. 270. 

PALACIO DE JUSTICIA. 

Ver: Superintendencia. 1. 

PENA f 1 ). 

1, [ja influencia del estado de ebriedad, ron respecto a la 
trradunrióit de la pena depende del origen de aquélla, de su 
intensidad y de su valor sintomático como revelador del ca- 
rácter: j). 2S& 

PENSIONES MILITARES f a ). 
Pensiones a los militares. 
Inutilización para la carrera militar. 

Ejercito. 

1. El conscripto dado de baja a consecuencia de un accidente 
ni ncln de *crvici(i ocurrido durante la vigencia de la ley 



{•) Ver tmnhirn: Concurso de delitos, 1; Homicidio, '2, 3; Juris 
ilirrii'n y muirn-tenria, 14¡ Kertirao extraordinario, 7. 

(2) Ver también: AratiHtta, 1; ñaño* y j^rjuiiios, I] Ejíreito, 
! ; Pr<?wri |*ion, 2, 3. 9, 



PRECIOS MÁXIMOS 



4707, que le ha producido una incapacidad para la vida civil 
que no excede del f) c /c tiene derecho, con arreglo a los arts. 209 
del decreto 20.375/44 y 42 del decreto 22.559/45, a una pen- 
sión de retiro equivalente ni 30 % del sueldo que para el grado 
de robo fijnbn el presupuesto vigente en el año en que fué 
dado de baja: p, 326. 

2, Las disposiciones del decreto 20.375/44, ratificado por la 
ley 12.01.3. son aplicables a las casos de inutilización para la 
carrera de las armas previstos por la ley 4707 y producidos 
durante la vigencia de esta, en los que no media otorgamiento 
de pensión de retiro: p. 320. 

PERITOS. 

Ver: Acordadas, 2; Ley. 1. 
PERSONERIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 38. 

PODER DE POLICIA. 

Ver: Auto de no innovar, 1. 

PODER EJECUTIVO. 

Ver: Const. Nacional. 14. 15 : Reglamentación, L 

POLICIA DE VINOS. 

Ver: Prescripción, 14. 

PRECIOS MAXIMOS 

1. Las sentencias dictadas por los jueces federales en los 
casos previstos por el art, de la ley 12.501, no pueden ser 
recurridas por medio del recurso ordinario de npetaeión sino 
tan sólo del extraordinario: p. 84. 

2. El decreto 21.748/45 .significó que a partir de la vigencia 
del nuevo régimen ijue estableció los comerciantes no esta- 
rían obligados a efectuar los descuentos dispuestos por los 
decretos 20.233/44 y 20.700/44; o sea que hasta esa fecha lo 
estuvieron, y que quienes antes de ella no los hicieron infrin- 



(l) Ver también: Const. Nacional, 1, 3, 14; Recurso extraordina- 
rio. 12, 23. 



PRESCRIPCIÓN 



gierou la ley 12.591 ; por lo cual no viola el art. 18 de la Const. 
Nacional la resolución que. entendiéndolo así, aplica al in- 
fractor la .sanción correspondiente: p. 146. 

3. Los ilec retos que imponen multas por violación de la ley 
12.51U, «obre precios máximos, son apelables para ante la 
justicia federal: p. 165. 

4, El art. í) de la ley 12.5ÍÍ1 — ley de emergencia cuyas dis- 
posiciones no cuben en el mareo del derecho coiuún t dictada 
par» suplir las deficiencias de este último — establece una 
infracción formal en el sentido do (pie la acción es suficiente 
por sí sota para constituir la violación punible, sin que sean 
necesarios un resultado determinado ni la prueba de una ga- 
nancia injustificada, artificial o de la obtención de un lucro 
desmedido: p. lfió. 



cía de su calificar ióu por tus partes: p. 
Comienzo. 

2. La prescripción de la acción correspondiente al auditor 
del Consejo de í hierra Permanente para clases y tropas de la 
Armada para cobrar el sueldo correspondiente a su grado 
comienza a correr desde la fecha del decreto que lo asimiló 
a militar con respecto a los haberes anteriores, y desde el 
vencimiento de cada mes de servicio en cuanto a los poste- 
riores: p. 207. 

3. La prescripción de la acción tendiente a obtener el retiro 
militar que corresponda por inutilización para la carrera de 
las armas, no comienza a correr desde la fecha del decreto que 
ordenó la baja o el retiro sino desde el instante en que el de- 
recho nació y pudo ser exigido por el interesado. En el caso 
de un suboficial ele la Armada declarado definitivamente 
inútil, dicha oportunidad es aquella cu la que el interesado 
tuvo conocimiento de esa declaración, según resulta de la 
anotación firmada para constancia de ello en el respectivo 



(l) Ver tamban: Procurador, I; Recurso extraordinario, 10, 39. 
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expolíente p<ir el jefe de la repartición eu que prestaba ser- 
vicios: p. 319. 

4. Por refría «re itera I la prescripción de las acciones por in- 
demnización de perjuicios corre a partir de Ja fecha del evento 
dañoso, pero cuando el daño es posterior al hecho que lo 
causa, su curso comienza con la realización del perjuicio. Si 
la realización del perjuicio constituye un proceso de duración 
prolongada o indefinida» la víctima de la acción dañosa tiene 
acción para den- indar la reparación del perjuicio futuro 
cuando éste sea cierto y susceptible de apreciación. Corre 
también desde ese momento la prescripción. 

Para las etapas nuevas y no previsibles del perjuicio puede 
admitirse prescripciones independientes: p. 33.1. 

5. T.a acción de daños y perjuicios provenientes del anega- 
miento de un campo a raíz de la construcción de un dique, 
corre a partir de la fecha en que el fenómeno referido origi- 
nado por el emhaneamienlo de materiales de arrastre y cap- 
tación y afloramiento do las ajinas estuvo equilibrado: p. 333, 

■ 

Interrupción. 

6. No es mterruptívo A? la prescripción el decreto que, si 
bien reconoció el derecho al cobro de bis diferencias de suel- 
dos, fue observado por la Contaduría den eral de la Nación 
sin que mediara insistencia del IV E. : p. 297. 

Tiempo de la prescripción. 
Materia civil, 

PffACripción iJtrrnai. 

7. No habiendo transcurrido e| plazo del art. 4023 del Cód, 
Civ. entre la fecha de la ley J2.<i73 y aquella en rpie fué pre- 
sentada la demanda, no ha p rescripto la acción correspon- 
diente a! militar dado de baja con anterioridad a la ley 
11,626 y no reincorporado después de ésta por imputársele 
la comisión de delitos comunes conexos con los políticos pre- 
vistos por ella : p. 261. 

8. Las acciones por daños y perjuicios derivados de una obra 
pública lícita prescriben a los diez años: p. 333. 

Prescripción quinquenal. 

fi. La acción del militar asimilado para cobrar las diferen- 
eios de sueldo correspondientes a su grado prescribe a los 
cinco años: p. 297. 



Pmúrtpei&i anual. 

10. Es. improi 'dente la prescripción anual opuesta a la ac- 
i-ión po,* reparación de loa daños ocasión ados por una obrH 
pública ruva licitud no se discute —un dique o represa— 
v por incumplimiento de una obligación do hacer —la de re- 
parar una acequia— que es ajena al rófrimen de los hechos 
ilícitos: p. .133. 

Prescripción en materia penal. 

11. Existiendo una oportunidad diferente para la declara- 
ción de las existencias de aceites lubricantes y parn el pago 
de! impuesto «pie tus jrravu. el iin-umplimientn de ambas obli- 
gaciones puede constituir inl'raeeiniies d i le rentes con rela- 
ción a cada una de las cunle* corre y se opera la prescripción. 
El término de la prescripción penal de la con! ra vención con- 
sistente en t» omisión del pairo del impnesio al aceite lubri- 
cante curre a partir de la fecha_ del vencimiento del plazo 
acordado pura satisfacerlo: p. 173. 

InUrmpción. 

12. Los prncedimienlos ititerrnplivos de la prescripción son 
los judiciales directos contra la persona del infractor o para 
la represión de la infracción, entre los que encuadra la soli- 
citud de embarco en bienes de] acusado presenta. ln por el 
Ministerio l'siblh-o untes de contestar la demanda contenciosa 
prevista en ta ley 37(54: p. 171 y 173. 

Tiempo. 

Varia*, 

13. La prescripción de la acción penal es de orden público, 
se produce de pleno derecho por el solo transcurso del plazo 
pertinente y debe ser declarada de oficio; por lo (pie. aun 
cuando se reconociera efecto retroactivo al régimen estable- 
cido por la lev 12 830, nunca podría tenerlo respecto de 
una acción extinguida antes de (pie dicha ley comentara a 
rejíir: p. 86. 

14. N'o es aplicable lo dispuesto por la ley 11.3S5 sobre pres- 
cripción sino por el CÓd. Penal al caso que no versa sobre 
una infracción a las leyes o reglamentos impositivos sino a 
la lev 12.372 de policía comercial e industrial del vino: p. 13-. 
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PRESIDENTE BE LA CORTE SUPREMA. 



Ver: Acordadas, 1. 



PRISIONEROS DE GUERRA ('), 



1. Declarada la guerra a Alemania por la República Ar- 
ixví tina mediante el decreto 6945/1.1 aprobado por la ley 
12.8:17, lo* tripulantes del acorazado alemái. Graff Spee 
tjuo estaban en el país en la condición de "internados" lian 
podido ser válidamente considerados por el decreto 70:í7/4'> 
como prisioneros de guerra, cuya situación hállase rejrida 
por la convención sobre leyes y costumbres de la fruerra te- 
rreare de 1S!>!) a la iptc adhirió el gobierno por ¡;i ley Ó0B2. 
Las convenciones de lí)07 y 192Í), no ratificadas afín por el 
Congreso, deben tenerse presentes como expresión del cri- 
terio con (pie el 1\ E., en cuyos decretos se invocan, ha en- 
carado el caso en las cuestiones a que ellos se refieren*: p. 121. 



1. Es improcedente inscribir en la matricida de procurado- 
res id abobado eliminado de ella por cancelación de las fian- 
xas, contra quien seguíase enloiices un proceso criminal 
por defraudación y asociación ilícita en el cual, si bien fue- 
ron condenados varios procesados que .•■■seguraban haber 
actuado a las órdenes de «ipiól. fin- declarada Ja prescripción 
de la acción penal respecto de dicho letrado que. no obstante 
las srraves imputaciones tfue se Je i nn¡.ule.bau, opuso como 
única defensa la fu<ra y el oculta mié uto hasta que transcurrió 
el plrizo respectivo : p. 22, 

PROFESIONES LIBERALES. 

1. Ks facultad del gobierno nacional determinar Ins requi- 
sitos con sujeción a los cuales sus universidades deberán 
expedir los i ítalos habilitantes para el ejercicio de las pro- 
fesiones liberales. Este puede ser reglamentado por tus pro 




Ver: Recurso extraordinario. 14. 



PROCURADOR (*), 




3M RECURSO PE QUEJA 

viñetas con tal de no enervar el valor del título ni invadir 
el régimen de la capacidad civil: p. 

2. Kl otorjí amiento de un título profesional por el gobierno 
jiai-ional implica la comprobación del conjunto de conoci- 
mientos y 'experiencias considerados indispensables para de- 
clarar ¡t una persona con posesión de la respectiva capacidad 
profesional. Los requisitos que las regla mentaciones locales 
pueden imponer a los efectos del ofrecimiento y prestación 
en cada tiempo y luirar de los servicios profesionales de refe- 
rencia deben ver susceptibles tle cumplimiento inmediato, para 
tío afectar la eficacia del título: p. líiíí. 

PROTESTA. 

Ver. Pago. 1. :J. ó, 

PROTOCOLOS DE ESCRIBANO. 

Ver: Kx'Hbjino de marina, 1 

PROVINCIAS. 

Ver: Const. Nacional, 22: Profesiones liberales. 1, 2. 

PRUEBA ('). 
Ofrecimiento y producción. 

1. Tratándose de informes requeridos a una oficina de la 
provincia demandada, no cabe declarar negligente at actor 
en la producción de esa prueba, sí la demora en que se ha 
incurrido un le es exclusivamente imputable: p. 16. 

R 

RECURSO DE QUEJA 

1. Habiendo el iv.-iirretiie cumplido totalmente ta sentencia 
apelada sin reserva ab.ru na, y omitido además contestar el 
requerimiento formulado por la Corte Suprema para que ma- 
nifieste si mantiene la queja traída a la misma, corresponde 
tenerlo por desistido de la misma: p. ÍW. 



(1) V>r tuMihii'it: Ampiadas. :¿: <\in«t. NucíiiiiílI, I, 3; Kxhorto, 
1: II «mi e id i ». 1: Imcnrito n los r¿dit<j*, *J. 4. 5; Ley, 1: Fago. 3. 
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2. En la queja traída por denegación del recurso extraor- 
dinario corresponde intimar al juez del trabajo el envío den- 
tro del tercer día del expediente solicitado por la Corte Su- 
prema por oficio reiterado dos veces y cuya remisión se ha 
demorado sin razón atendible: p. 226. 

RECURSO EXTRAORDINARIO ('}. 
Requisitos comunes. 
Tribanal de Justicia. 

1. No es óbice n Iti procedencia del recurso extraordinario 
respecto de la resolución del Jefe de la Policía Federal que 
deniega permiso para realizar un acto púhlico. la circunstan- 
cia de que exista contra ella un recurso administrativo regla- 
mentado por decreto del P. E,: p. 251. 

Cuestión justiciable, 

2. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia denegatoria del babeas cor ¡uta intentado en favor del 
extranjero expulsado de la República Argentina y condu- 
cido por sus ex -enemigos a la zona de su país de origen ocu- 
pada por ellos, si no se ha demostrado que sea el decreto 
de expulsión el único obstáculo que impide su regreso: p. 232. 

3. Desestimada por habérsela propuesto tardíamente la obje- 
ción formulada por la parte demandada a la validez cons- 
titucional de la creación de los Tribunales del Trabajo, no 
procede el recurso extraordinario fundado en la misma cues- 
tión respecto de un auto que aplica una sanción disciplina- 
ria moderada al letrado patrocinante del demandado: p. 344. 

Gravamen. 

4. No musa gravamen la aplicación del decreto 10,439, 
para la regulación de honorarios en juicios no susceptibles 
de apreciación pecuniaria, porque no introduce modifica- 
ción especial al criterio admitido por el art. 2' de la ley 3<M>4. 
Por consiguiente el recurso extraordinario fundado en la 
inconstitucionalidnd del primero, mo procede: p. 352. 

Subsistencia da 1<*4 requisitos. 

5. No corresponde pronunciamiento algunos de la Corte 
Suprema en los casos en que las circunstancias sobrevinien- 



<i) Ver tnmbifn: í'oust. Nacional, 2; Precioi maximoa, 1; Becu 
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tea fian tornado inútil para la tutela del derecho del recu- 
rrente, la decisión pendiente del tribunal. 
EL tiempo transcurrido a partir de la denegatoria policial 
del permiso para una reunión pública, y las particularida- 
des de la oportunidad en (pie debió realizar el neto, privan 
de interés actual a la decisión de la Corte Suprema. Trá- 
tase además de gestiones susceptibles de reiteración por Ioh 
interesados: p. 145. 

8. El dictamen del Procurador General en el sentido de 
¡I ue td recurso extraordinario es improcedente importa el 
desistimiento del interpuesto por e! agente fiscal, contra la 
sentencia del juez correccional que declaró su incompetencia 
en un juicio sobre faltas: p. 152. 

Requisitos propios. 
Cne»tl6n federal. 

Cationes ferales simples. 
IntsrprcUclón da U ComUtücWn N«Ion»L 

7. Procede et recurso extraorfUaátfSo fundiólo en que el ape- 
lante ha sidn condenado con violación del art. 18 de la Const. 
Nacional pnr hallarse derogados los decretos federales en 
que se fundó la imposición de Ea pena: p. 146, 

8. La sentencia que puede consagrar una restricción subs- 
tancial tic la defensa en juicio, es apelable por la vía del 
art. 14 de la ley 4S. cuando además el punto federa] ha sido 
introducid» en la causa por aquélla: p. 2íi3. 

Int«rprct4r|« r d« Ur leyes fadtrilt*. 

9. Procede el recurso extraordinario fundado en la inter- 
pretación de la ley 12.830: p. Sl¡. 

10. 1.a cuestión referente al carácter iuterruptivo de la 
prescripción de un acto tic procedimiento con arreglo al ré- 
gimen del un. :f de la ley 11.585, es cuestión federal sufi- 
ciente para sustentar el recurso extraordinario: p. 171 y 173. 

11. Procede el recurso extraordinario fundado en el art. 21 
de la ley 10.11511 reformada por la ley 11.308, contra la sen- 
tencia que lo interpreta en el sentido de que incluye entre 
las imposibilidades morales la ignorancia justificada del 
obrero de hallarse incapacitado en forma permanente y de- 
cide por razones de hecho irrevisibles, que esta situación es 
la que se presenta en el caao de autos: p. 315. 



I 



RECURSO EXTRAORDINARIO «I 
L*yc* fedérale* de carácter procesal. 

12. La cuestión relativa a saber si las multas aplieadas por 
infracción a la ley 12,591 deben ser ejecutadas por vía de 
apremio o en juicio ejecutivo, es de carácter meramente pro- 
cesal y no autoriza a conceder el recurso extraordinario fun- 
dado en ella: p. 153. 

Cuestionen fedérate* compleja». 

loco o Btituc lo mtlid &d. ¡1?* bqtdias y ni t< ba^Iqu&Eiía. 

13. II ab Lciido.se cuestionado la validez de la aplicación de 
las sanciones establecidas por el art. 31 de la ley 12.713 como 
contraria til art. 18 de la Const. Nacional, por tratarse de la 
violación de requisitos impuestos por el reglamento de la ley 
y no por esta misma, procede el recurso extraordinario con 
respecto a la decisión (jiie rechazó esa defensa y condenó al 
recurrente al pago de una multa: p. 133. 

Cuestiones no redórales. 

interpretación de normes y actos .:omi/«e#. 

14. Las cuestiones referentes a saber si los créditos por im- 
puestos ¿rozan o no de preferencia con respecto a los hipote- 
carios así como las relativas a la conducción procesal del 
incidente respectivo no revisten carácter federal y no auto- 
riza a fundar en ellas el recurso extraordinario: p. 145. 

15. La denegación de una medida de no innovar es por lo 
común, ¡iiHUsceptible de recurso extraordinario: p. 215. 

16. Los decretos n"" 1580 y 15.51fi son de derecho común 
y no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
(pie tiene suficiente fundamento en la interpretación de 
ellos: p. 21 (i. 

interpretación de norma* Incale* de prendimiento*. 

17. Las cuestiones referen les u la recusación de los jueces 
son. en principio, ajenas al recurso extraordinario. La que se 
funda en mediar prejuzga miento no contiene particularidad 
alguna que justifique una excepción a dicha regla: p. 165. 

18. El auto que se remite a una resolución anterior firme, 
no puede ser objeto de recurso extraordinario por fundarse 
en la existencia de cosa juzgada: p. 297. 

19. La jurisprudencia referente a sentencias arbitrarias es 
de aplicación excepcional y no permite la intervención de la 
Corte Suprema en lns incidencias ocurridas en el trámite 
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de los i n ie i os de plena jurisdicción d( lo» jueces loca- 
les: p. 2!«7. 

20. has resol tu- iones denegatorias de enibarpos preventivos 
solicitarla* sobre la base de disposiciones de derecho común 
y procesal, son insusceptibles de revisión por vía de recurso 
extraordinario por versar además, lo decidido, sohre ta apre- 
ciación de los hechos de la causa: p. 297. 

Rirtudón de las rurstiúmt dé hecho. 
a*iíU» (*n*r»Iei. 

21. Si bien el recurso extraordinario procede no obstante 
tratarse de En aplicación de normas procesales o comunes o 
de cuestiones de hecho cuando la sentencia apelada es arbi- 
traria y carente de todo fundamento jurídico, para que esto 
ocurra se requiere que se haya resuelto contra o con pres- 
cinde ricia de lo expresamente dispuesto pur la ley respecto 
de! easo. o de pruebas fehacientes regularmente presentadas 
en el juicio, o que se hajra remisión a las que no constan en 
él, YA error en la interpretación de las leyes o rti 1h estima- 
ción de las pruebas, sea cual fuere su pravedad, no hace ar- 
bitraria a una sentencia: p. 72. 

Inpntttoi j Uiu. 

22. Siendo i rre vis i bles por medio del recurso extraordinario 
las conclusiones de hecho del fallo apelado, la Corte Suprema 
debe tomar como base para juzgar si la contribución es o no 
eonFiscatoria. la afirmación de aquél referente a la suma en 
que el pavimento aumentó e! valor del inmueble: p, 194. 

T«ÍM. 

23. Ii« cuestión referente a determinar la fecha desde la 
cual comenzó a rejtir el decreto 29.700/44 es de hecho y prue- 
ba, insusceptibte de revisión por medio del recurso extraor- 
dinario: p. 90. 

Ralactón directa. 

Horma* OtittHot tU juicio* 

Attt 16 * 10 d« U Copilituclftn 

24. La Invocación de los arts. 1 ií. 17, 18 y lf> de la Const. 
Nacional no basta para que proceda el recurso extraordina- 
rio cuando los fundamentos alegrados por el apelante se re- 
fieren, por una parte, a la interpretación y aplicación en el 
caso de las normas procesales que reirían la ejecución sepuida 
contra rl y de las disposiciones del Cód. Civ. relativas al mu- 
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tuo hipotecario que originó el litigio y, por otra parte, a la 
apreciación de la prueba relativa a los hechos en que basa 
su pedido de nulidad de! remate del inmueble hipotecado; 
interpretación y juzga míen lo que son, en principio, privati- 
vos de los tribunales locales: p. 72. 

25. ÑO cuestionándose la eonstitueionalidad de las normas 
procesales en que so funda la sentencia apelada ni siendo 
esta arbitraria es decir desprovista de todo fundamento le- 
gal' o que prescinda de las pruebas existentes o que se remita 
a las que no existen en autos es improcedente el recurso 
extraordinario interpuesto contra aquélla sobre la base de que 
ge lia violado el derecho de defensa por considerarse en dicha 
sentencia que el recurrente tuvo conocimiento de una deter- 
minada resolución, siendo que, a juicio del mismo, las cons- 
tancias no tienen el valor procesal que el juez les atribuye: 
p. 165. 

flrnintrias ron fitmlanmtmi no frderafm ñ fefyrtitvt notmáOSv*. 
rnhdMin«itos de «den común. 

26. Es improcedente el recurso extraordinario que, además 
de no estar fundado, se interpone por la Caja Nacional de 
Jubilaciones Civiles contra una sentencia que si bien rechaza 
su demanda, no lo hace por interpretación de las disposicio- 
nes de la ley 434D referentes a incompatibilidades invocada 
por aquélla, sino por considerar que la acción deducida no 
corresponde a dicha institución nacional sino a la Caja Mu- 
nicipal de Previsión Social: p. 55. 

Fundamentos de hecho. 

27. Es improcedente el recurso extraordinario fundado en 
la interpretación del art. 27 de la ley 4:149 contra la senten- 
cia que no se basa en ella para hacer Jugar a la demanda 
sobre devolución de aportes promovida por el funcionario 
público que renunció a su cargo, sino en la cuestión refe- 
rente a saber si esa renuncia obedeció a una decisión espontá- 
nea del actor o a una exigencia de la autoridad superior que 
importó un verdadero despido por no requerirse más sus 
servicios: p. 1ÍJ4. 

Resolución contraria. 

28. Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que. si bien declara la incompetencia de los tribunales 
federales con asiento en una provincia en un juicio proino- 
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vido contra ésta por el Banco Hipotecario Nacional, lo hace 
fondada cu tratarse de una causa de la competencia origina- 
ria de La Corle Suprema de Justicia de la Nación: p. 132. 

29. La sentcnciii de un trihunal local que resiielve la causa 
por interpretación de una ley también local no es suscepti- 
ble de r- ciii-m) extnmrdinario aun cuando implícitamente de- 
ciare i neo n»t i tu? ¡tumi la ley provincial invocada, pues falta 
la resolución contraria que se requiere para la procedencia 
del recurso dentado: p. 22fí. 

Sentencia definitiva, 

Cntuvjttn y </( nrraiitltutcg. 

30. Cuando la nulidad pedida, furmul monte procedente, se 
ha fundado en disposiciones constitucionales, y ha sido deses- 
timada manteniéndose el auto impugnado, el recurso extra- 
ordiimrin debe interponerse antes do los cinco días si fruten tes 
a la notificación del secundo pronunciamiento, que constitu- 
ye sentencia definitiva a ese efecto: p. 15. 

Hfítnlarinn'-n nnU-riar** a la xintrneiti thfinifiva, 
7aidoH d« «premio t ejecutivo. 

31. No tratándose de ejecución de sumas exorbitantes no 
procedí- cu principio el recurso extraordinario en los juicios 
de apremio tendientes a la percepción do la renta pública: 

p. 352. 

Cne.ieionr* de competencia. 

32. I.íís sentencias denegatorias del fuero federal son sus- 
ceptible* de recurso extraordinario aun cuando recayesen en 
procedimientos de apremio y no se hubiera dictado ta sen- 
tencia de venta* p. 100. 

33. La sentencia que admite la incompetencia y rechaza la 
nulidad p.-di.i.i por el recurrente, declarando que el punto 
pttede volver a plantearse ante el juez competente a quien 
ordena remitir los autos, no es definitiva a los efectos del 
recurso extraordinario; p. 152. 

Requisitos formales. 
Introducción do la cuestión redera]. 

Forma. 

34. Yo es c orre i' ta la introducción de la cuestión federal en 
la « ansa cuando se ha omitido eu el curso de la misma nien- 
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Monar los preceptos de la Cost. Nacional en $ • después de 
dictada sentencia por el tribunal de faltas se funda el re- 
curso exlrnnrdinario: p. 152. 

Interposición del recurso. 

Término. 

35. Ln manifestación formulada despm's de dictarse senten- 
cia por la cámara de apelaciones, en el sentido de que se 
deja "phmícado v fundado el recurso extraordinario para 
ante la Corte Suprema de Justicia, si mediara negativa en 
última instancia", del recurso de imonstitucionalidud dedu- 
cido en el orden local, constituye una interposición subsi- 
diaría v coudiciiuiada del recurso extraordinario y como ta 
insuficiente, si ile autos resulta además que la apelación de 
art 14 de la lev 48 se intentó lue«ro contra la sentencia del 
superior tribunal local, que declaró improcedente el recurso 
de inconstiiiminnalidad traído «nte el misino- p. 2afí. 

Fuiuhiiitt ni o. 

38. Debe declararse infundado y, por ello, improcedente el 
recurso extraordinario interpuesto mediante un escrito del 
ime no resulta clara y precisamente cuál es la cuestión fede- 
ral --uva decisión se pretende someter a la Corte Suprema: 



37. ¡:i iiiiidcníc sobre ejecución de la sentencia contra la 
cual se baya concedido el recurso extraordinario debe pro- 
ponche aiite el superior tribunal de la causa, ante el cual 
corresponde r.íhiíular el pedido de devolución del expediente 
radicado ya en la Corte: p. 55. 

Resolución. 

Limites* del pronunciamiento. 

38 La cuestión referente a la personería del írestor de un 
Ji&bCM corpas planteada por primera vez en la instancia ex- 
traordinaria no puede ser resuelta por la Corte Suprema, 
tan lo por esa razón como por tratarse de un punto de carác- 
ter meramente procesal : p. 16. 

39 Habiendo < pintado firme la resolución del .juez que des- 
estimó la prescripción de la acción penal alegada por el re- 
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cúrreme, y no procediendo, «demás, oponerla en la instan- 
cia extraordinaria ante la Corte Suprema, no corresponde a 
ésta tomar en consideración esa defensa; p. 165. 

40, El pronunciamiento de la Corte Suprema cuando conoce 
por yla del recurso extraordinario debe versar sobre las cues- 
tiones mantenidas en la instancia de las oportunamente plan- 



mente f mi ilada* ante ella; p. '21o. 



41. La decisión de los pumos n<> federales a fpie dé hipar et 
fallo revocatorio de la Corte Suprema d tetado por vía de re- 
curso extraordinario, incumbe a los tribunales ordinarios de 
la musa, a q ajene* corresponde decidir lo referente al papo 
de las costas devengadas ante ellos. Los costas del recurso 
extraordinario deben .ser papadas en el orden causado: 
p, 154. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION ('). 

Tercera instancia. 

Cteneralidades, 

1. A los efectos de Ta jurisdicción de la Corte Suprema no 
imparta que el recurso ordinario de apelación fuera primero 
concedido y luepo denepado por la cámara ante la cual se 
interpuso: ¡i. 

2. La simple referencia a los memoria los presentados en las 
instancias anteriores no constituyo expresión do agravios 
ante la Corte, si además se manifiesta ser el referente al 
monto de la indemnización el único aprnvto del recurrente 
contra la sentencia apelada: p. 333. 

Se ti te ncía d erial tí va. 



3. La resolución por fa cual una cámara federal declara bien 
denegada mía apelación para ame la misma, aplicando el 
art. 320 de la ley 50, no es sentencia definitiva a los efectos 
del art. li de la ley 4055: p. 3S. 




fl) Ver tnmtiiín: Vwioa máximo*, 1, 3. 



REPATRIACIÓN DE PRISIONEROS «7 

RECUSACION ('). 

1. Corresponde desestimar de plano tas recusaciones mani- 
fiéstame*» ^ improcedentes. Y lo es la recusación por prejuz- 
gnmientn fundada en lo que la Corte Suprema lia decidido 
respecto de la proceden cía del recurso extraordinario, cuan- 
do el trihunr 1 se ha limitado a considerar exclusivamente lo 
necesario para resolver lu cuestión referida, con arreglo a los 
principios aplicables al caso: p. 145. 

2. El diputado nacional rpie no tuco otra intervención en el 
juicio político seguido a varios ministros de la Corte Supre- 
ma que votar como miembro de ln Cámara de Diputados por 
lu acusación de los mismos, no puede recusarlos en el proceso 
que se le si fine por desacato a un juez de la Capital, funda- 
do en la causal del art. 75. inc. 8?, apartado b, del Cód. de 
Proeeds. Criin. que se refiere al acusador particular: p. 228. 

3. La circunstancia de estar sometidos a juicio político la 
mayoría de los ministros de la Corte Suprema no es causal 
de recusación, ni impide a aquéllos conocer en las causas 
pendie ni es ante la misma: p. 228. 

4. Las opiniones vertidas cu sueltos periodísticos de igual 
fecha que la votación del juicio político en la Cám. de Dipu- 
tados son ajenas al caso contemplado en el art 75, inc. 3 o , 
apartado b, del Cód. de Proceds. Crirn,: p. 228. 

5. Las causa les de recusación no deben ser ampliadas por 
vía dé interpretación por analogía; p. 228. 

REGLAMENTACION. 

1. Toda reglamentación debe subordinarse a la ley regla- 
mentada'; p. 159. 

RESCISION DE AUTOS. 

Ver: Recurso de pie ja, 2. 

RENUNCIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 27. 

REPATRIACION DE PRISIONEROS. 

Ver-. Const. Nacional, 7; Prisioneros de guerra, I 

(11 Ver tnmbiAn: Recurso extraordinario, 17. 



RETIRO MILITAR. 

Ver: Pensiones militares, 1, 2; Prescripción, 3. 
RETRO ACTIVIDAD. 

Ver: Amniátia. 1; Coiist. Nacional, 12, 18; Jubilación de em- 
pleólos fprrov -¡arios. 1: Pensiones militares, 2, Prescrip- 
ción, 13. 

ROBO. 

Ver: Agravantes, l ; Concurso de delitos, 1. 

8 

SENTENCIA. 

Ver: Demanda, 1; Recurso extraordinario, 37. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver.- Recurso extraordinario. V.K 21. 

SEPARACION DE BIENES. 

Ver; Jurisdicción y competencia, 18» 

SERVICIO MILITAR. 

1. T,a circunstancia de tener un hijastro, nacido de una 
unión anterior de su esposa bínuba, no exime del servicio mi- 
litar al ciudadano casado ron elhir p, l!>. 

2. Hállase exceptuado del servicio militar el ciudadano cu- 
ya tnadre, al mantenimiento de la cual contribuye con su 
trabajo, quedaría en total desamparo por tener también que 
incorporarle ;i las fibjs en la misma cpnca su hernia no mayor, 
en razón de haber optado oportunamente por e? beneficio 
que estable ' ¡trt. :{ií riel decreto 2í).:i7"> U: p. 155. 

3. El hermano natural está comprendido en la excepción 
prevista por el art, 41. me. 4. del decreto 211375/44: p. 355. 

SOCIEDAD. 

Ver: ('oudoininin, 1; Impuesto territorial, 2. 

SOCIEDAD CONYUGAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 1S. 
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SUBSTRACCION DE CORRESPONDENCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15. 

SUPERINTENDENCIA. 

1, El permiso acordarlo al Colegio de Abogndos de la Capi- 
tal para tener su asiento en el Palario de Justicia no com- 
porta la facultad de ceder sus locales: p. 351. 

T 

TASACION. 

Ver: Impuestos, 1. 

TENENCIA DE HIJOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, lí>. 

TESTIGOS. 

Ver: Exhorto, I. 

TRABAJO A DOMICILIO. 

Ver: Const. Nacional, 6, 15; Recurso extraordinario., 13. 

TRIBUNAL MUNICIPAL DE FALTAS. 

Ver: Recurso extraordinario, 6, 34. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Const. Nacional, -i, í>, 16, 18, 10, 20, 21; Jurisdicción y 
competencia, 5; Recurso extraordinario. 3. 

U 

UNIVERSO) AD. 

Ver: Incompatibilidad, 1; Profesiones liberales, 1, 2. 



INDICE POR 



ARTICULOS 



Constitución Nacional 



Arl. 

1. 

4. 

5. 

7. 
10. 
14. 

16. 



17. 



18. 



10- 
20. 
28. 
20. 
31. 
33, 
45. 
87, 
67. 
67. 
67. 

67. 
67. 
67. 
6?. 
67. 
86. 
86. 
86 
86. 
96. 



302. 

27 : >, 270, 284, 2S7. 

218. 

¿13. 

141, 

G0, 70, 71, 125, im U% 
lh¡], 184, 1SC, 235, 236, 255. 
60, 72, 74, 141, 155, 206, 208, 
209, 210, 211, 212, 215, 253, 
271, 27S, 275, 276, 281, 287. 
(JO. 70, 71, 72, 75, 104, 141, 
147, 15, 182, 183, ÍS4, 186, 
201, 200, 208, 239, 241, 242, 
243 

17, 18, 72, 75, 87, 88, 91, 
1DÍÍ, 133, 134, 136, 139, 146, 
150, 151, 15(3, 208, 208, S13, 
235, 233, 295, 347. 
72, 75, 155. 
125. 

162, 183, 184, 186. 
75. 

76, 78, 79, 124, 218, 270, 
251, 255. 
230. 
186. 

Inc 2. 60, 276. 
Inc. 7. 302. 

Inc 11. 75, 76, 162, 163, 169, 
218, 257, 260, 272, 284. 
Inc. 16. 162. 
Inc. 17. 203, 270, 302. 
Inc 23. 179, 302. 
Inc 27. 203. 
Inc 28. 302. 
127. 

Inc 2. 33, 133, 162, 302. 
Inc 4. 302. 
Inc 16. 302, 

90, 91, 148, 166, 201, 206, 



Aít. 

208. 

104. 332. 

105. 218, 332. 

106. 332. 

107. 332. 
10B. 332. 



Código Civü 



3. 87, 313. 
6. 88, 186, 313. 
17, 208. 
21. 187. 
90. Inc 3. 261. 
00. Inc. 4. 261. 
00. Inc. 9. 330. 
100. 261. 
363. 21. 

365. 350. 

366. 356. 
436. 284. 
616. 61. 
718. 305. 
788, 31, 46. 
792. 242, 244. 

242, 244. 
187. 
177. 
302. 
302. 
1038. 302, 
1044. 302. 
1047. 302. 
177. 
177. 
177. 
177. 
177. 



794. 
872. 
902. 
980. 



1068. 
10691 
1107. 
1108. 
1109. 
1110. 177. 

1112. 177. 

1113. 177, 
1212. 260. 



182. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



412 



ÍNDICE POR ARTÍCULOS 



Art. 
1306. 
1703. 



1827. 
1628. 
1829. 

ieoo. 

2508. 
2673. 
2676. 



2692. 
2701. 
3879. 
3956. 
3989. 
4019. 



4027. 
4037. 



33g. 
282, 
37. 
37. 
37. 
37. 
Inc. 
281. 
281. 
282, 
279, 
284. 
282. 
285. 
341. 
61 
2«í¡, 
262, 
301, 
207. 
Inc. 
32". 



6. 162. 



2S3. 
285. 



305. 

337, 340, 

263, 264, 20.1, 207, 268, 
306, 320, 335, 337, 340. 

3. 203, 301, 305, 306, 

339. 



Código de Comercio 



Art. 



3. 33. 



46. 

61. 

54. 
61. 

63. 
65. 
67. 
157. 



33, 
33. 
33. 
33. 

33, 
33. 
33. 
209, 



Códice Penal 



157, Inc. 

742. 37. 

743. 36. 

744. 30. 

745. 3fi. 



213, 
2. 70. 



Códiffo de Justicia Militar 

Art, 

19. 303, 304. 

117. Inc. 2. 82, 113. 

11B. Inc. 4. 113. 

119, Inc. i. U3, 114. 

119. Inc. 3, 358, 359. 
122, 82, 
161. 35 9, 

641. 357, 358. 



Art. 

1. Inc. 1. 293. 

2. 87, 88. 
4. 87, 88. 

40. 221, 228. 

41. 231, 228. 

42. 118. 

62. 219, 221. 

54. 81, 224. 

55. 219, 221, 224. 

56. 224. 

57. 224. 

58. 223, 224, 225. 

62. Inc. 6. 87, 88, 89. 

63. 88, 175. 
67. 8S. 

70. 221, 222, 227. 

146. 111. 

147. 111. 
143. 111. 
149. 111. 

167. Inc. L 219, 221. 

172. 24. 

179. 26. 

209. 118, 

210. 26. 

211. 119. 
233. 118. 
239. 112. 

248. 292. 

249. 292. 
255. 33. 
266. 292. 
277. 292. 

Código de Procedimientos 

Civiles y Comerciales 

Art. 

220. 336. 



o de Procedimi 
en lo Criminal 



,Wi. 
12. tí 7. 
33 87. 
23. 131. 

23. Inc. 3. 130, 2S9, 292. 
23 Inc. 4. 2>9, 292. 



ÍNDICE POR ARTÍCULOS 



413 



Arl. 
27. 

sa 

34. 
39. 

75. 
75. 

76, 

76. 

78. 

SO. 

87. 
278. 
630. 
587. 
617. 



623. 
646. 

655, 

667. 



252. 
232. 
132, 
7$, 79. 
231. 

Inc. 3. Apart. b. 

231. 

Inc. 4. E31. 
Inc. 5. 231. 
230. 

232. 

229. 

fluí 83» 

166. 

233. 

237. 

234, 235, 237. 
235. 

Inc. 2. 108. 
110. 

Inc. 5. 110. 
109. 110. 



228, 229, 



Convención de La Baya 

1899 



Art. 
10. 123. 



Convención de La Haya 

1907 



Arl. 
11. 125. 



Tratado de Extradición entre 
la Confederación Argentina y 
el Imperio del Brasil 

lí de diciembre de 1857 



Arl. 

1, Inc. 3. 110. 



Tratado de Extradición con 
Bolivia 

2 de mayo de 1865 



Art. 
6. 110. 



Tratado de Extradición con 
la República Oriental del 
Uruguay 

14 de julio de 1865 



Art. 
6. 111. 



de Extradición 
Italia 

25 de julio de 1868 



Art. 
2. 111. 



Tratado de Extradición con 
Chile 

9 de jtdio de 1869 

A«. 

4. 110. 



Tratado de Extradición con 
la República Oriental del 
Uruguay 

26 de noviembre de 187? 



Art. 



5. 111. 



Tratado de Extradición con 
Estados Unidos 



26 de setiembre de 



Arl. 
1. 110. 



Tratado de Extradición 
Oran Bretaña 

23 de mayo de 1889 



Art. 



2. Inc. 23. 110. 



NACIONALES 

Ley 48 



Art. 

2. 131. 
S. 131. 



ÍNDICE POR ABTfCTJLOe 



Art. 

3. Ic& 3. 130. 

12. HUÍ. 4. 332. 

U. 74, 75, tOO, 143, 234, 256, 
257, 270, 293, 295, 332, 347, 

14. Inc. 3. 5Z, 08. 

IR 57, 1SÍ), 257, 253. 

16. 290, 357. 

IB. G, 13. 

19. 47. 

20. 234, 235, 237. 

Ley 50 

Art. 

23, 7. 

fi7. Inc. 3, 343. 

320. 15. 

374, 336. 



Art. 

IB. 305. 

22. 302. 

25. 302. 



Ley 810 



Art. 

426. 98, 

429. 9S. 

433. 95, 98. 

1034. 95. 



= 



Ley 1612 



Art. 

2. 109, 110. 



Ley 1893 



A Ti. 

Tít. V. 104. 351. 
„ VL 111. 131. 



Inc. 1, 350. 



Ley 2393 



Art. 

76, 331. 



Ley 3094 



An. 

2. 352. 



Ley 3305 



Arl, 

1. 113. 
10. 113. 



Ley 3764 



Art. 
27. 173. 



Ley 4055 



Art. 

3. 15. 

3. Inc. % 85. 

9. 79, 117, 130, 260, 288, 330, 
351». 
10. 13. 
27. J31. 



Ley 4144 



Art. 

2. 17. 232. 



Art. 

t 345, 340. 

1. Inc. 3. 7. 

2. Inc 3. 7. 
2. Inc 4. 7. 



Ley 4349 



Art. 
27. 194. 
49. 50, 57. 



Ley 4707 



Art. 



Tit. t Cap. ITX 16. 157 
„ „ „ XI. 63. 21. 

II ■• " 



63. Inc. b. 157. 



ÍNDICE POR ABTÍCULOB 



M 
H 



II 

IV.' 



Art. 

„ 63. Inc. C 356. 
„ 63. Inc. «. 157. 
V. 18. 327. 
H. 12, Inc. 3. 176, 
160, 151. 



Ley 4856 



Ttt. n, 

ft » 

>» II 

l» II 

*» n 

it ¡fe 

» m. 

t> » 

■i »i 



Art. 

3»p. I. 4. 301. 

h i. 6- 301. 

„ „ 6. 301, 302. 

„ m. 18. Inc. 2, 303. 

„ „ 21." 324. 

„ IV. 34. 303, 304, 

1. 324. 
lOt 323, 324. 
15. 323, 324. 
17. 320, 321, 323, 324. 



Ley 9651 



Alt. 
2. 



300. 



Ley 10.IJ50 



Art. 
2. 312. 
20. 316. 

20. Inc. 2 TUS. 

31. 315, 315, 317, 318. 



Ley 10,996 



Art. 
2 27. 

3. 28. 

3. Inc. 2 27. 
3. Inc. 3. 28. 
6- 27, 28, 29. 
5. Inc. L 23, 
8. 27, 28, 29. 
8. Inc. 1. 27. 
8. Inc. 2 28, 
8. Inc 3. 29. 
8. loe, 4. -29. 
8, Inc. 5. 29. 
0. Inc 2 25. 



29. 



11.110 



At 2 212, 213, S15. 



Art. 
18. 212. 

18. Inc. 1. 213, 215. 



Ley 11,291 



Art. 
26. 00, !>7. 



Ley 11,281 T. O. 



Art, 
43. 97. 



Ley 11.570 



Art. 
8. 136. 



Ley 11-585 



Art. 

3. 171, 172, 173, 174. 



Ley 11,682 T. O. 



Art. 
11. 40. 
22. 43, 44. 

24. Inc. j. 42, 53. 

25. Inc. c. 42. 



Ley 11.683 T. O. 



Art. 
3. 40. 

6, 33, 35, 43. 
10. 33, 35. 
23. 61. 

23. Inc a. 33, 35. 
28. G0. 

67. 352, 353, 354, 355. 
64. 40. 



Ley 11.729 



A«. 
2. 71. 



Ley 11.821 



Art. 
52 303, 



Arl. 

I. 63, 64, 6S. 

6. ÓO, 63, 66, 67. 

5. Inc. *. 59, 62, (33, 65, 6». 

7. 6fi, 

7. Inc. C. 63. 

7. Inc. d. tlS. 

9. 60, 64, 6S. 

9. Inc. a. 63, 04, 65, 87, 68, 

9. Inc. c 59. 



Ley 12.151 



Art. 
2. 



352. 

Inc su 353, 354. 



Ley 12.578 



Art. 
60. 



Ley 12,591 



Art. 
1. 
2. 
3. 
6. 
9. 

n. 



Arl. 
1. 
2. 



PC. 
86. 
167. 

86 

84^ 8G, 90, 01, 93, 148, 154, 

166, 160, 170. 

86. 

Ley 12.673 



266, 26D. 
26H, 260, 



Arl. 

3. 134. 

4. Inc C 134. 

6. 134. 

a 134, 13Ó. 

7. 1.14. 

«. tas. 

12. 135. 

15, 138. 

17. 135. 



Ait, 



17. Inc. c. 133, 135, 137» 138. 
27. 134, 136. 
L 133, 134, 135, 137, 138. 



Ley 12.778 



Art, 
87. 56. 



Art. 
6. 87. 
13. 87, 89. 
19. í»6. 87. 88. 



Texto ordenado de las Leyes 
de 

Art. 
17. 173. 

Leyes de Partida 

Partida 5». Tít. 14. Ley 37. 46. 

Reglamentación General del 
Impuesto a los Réditos 

2 de enero dé 1939 

Art 

9. 33. 

Reglamentación General del 
Impuesto a las Ventas 

Art. 
2, 62. 

2. Inc a. r>9, 62, 63. 
13. 61. 

21. SO, 60, 6!, 63, 66. 

Reglamento de la Corte Su- 
prema de Justicia de la 
Nación 

11 de octubre de 1863 

Att. 

16, 351. 



ÍNDICE POR AKTÍ CULOS 



DECRETOS DEL P. E. DE 
FACTO 

Decreto 1580/43 

Arl. 

a ida. 

10. 103. 
12. 137. 


Decreto 31.666/44 


Art. 

67. 2 li- 
es. 211. 


Decreto 32.347/44 


Art. 

4. 216, 217, 256, 257, 259. 


Hi»r»r*tn 7ñ20/44 


Decreto 16.490/45 


Arl. 
1. 262. 


Art. 
1. 314. 


Decreto 14,535/44 


Decreto 21,748/45 

Art. 
2, 149, 151. 

4 1 r,n 

32 149, 1511, 151. 


Art 

92. 211, 


Decreto 21.704/44 


Art. 

i. Inc. a. 140. 
1. Inc. b, 14». 
2 147, 149. 


Decreto 22.559/45 


Art. , 
42 320, 328. 


Decreto 27.736/44 


Decreto 33.302/45 


Art. 
1. 187. 
3. 188. 


Art. 

73. 211. 


Decreto 29.375/44 


Decreto 6395/46 

Arl. 

77. 211, 

78. 211. 

Decreto 13.839/46 

Art. 

13. 211. 

Decreto 13.937/46 


Art. 

36. ¿65j 15G, 157. 

41. me. 3. íau, j.w, ido. 

41. Inc. 4. 355, 356, 357. 

41. Inc. 6. 157. 

41. Inc. 8. 19, 20, 21. 
209. 326, 32S. 
226. 327. 
231. 326. 


Decreto» 29.709/44 




Art. 

80. 211. 

81. 211. 

t 


Art. 
1. 92. 



ÍNDICE POtt i 



PROVINCIA DE BUENOS 
AIRES 

Ley 4204 



1. 27 S, 

L tnc. 6, 272, 276, 2713. 




ArL 
L 277. 
2. 277. 
3* 876. 

r. a??. 

9. 270. 



Decretos Reglamentarios 
Ley 4834 



Arl. 

11, 277. 

PROVINCIA DE JUJüY 
Ley 1208 



Arl. 
16. 164. 
"16. Inc. 12. 161. 
106. Inc. t m, 160, 161. 



REPUBLICA ARGENTINA 



FALLOS 

DE LA 



CORTE SUPREMA 

JUSTICIA DE LA NACION 

CON LA MCI. ACIÓN DÜ SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



PUBLICACION DI R I O I D A 

POR LOS 

Drw. Ramón T. Méndpíe, Esteban Imaz v Ricardo E. Rey 

SMTtnriot <j«l Tribunal 



VOLUMEN 207 - EntreOa PRIMERA 



IMPRENTA LOPEZ 
Perú 666 - Buenos Aires 



■ 



REPUBLICA ARGENTINA 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

ÜE 

JUSTICIA DE LA NACION 

CON LA RELACIÓN DC SUS RESPECTIVAS CAUSAS 

PUBLICACION D1RIOIDA 

POR LOS 

Dfíts. Ramón T. MÉNDtz, Esteban Imaz v Ricardo E. Rey 

S««t«ri » del Trihue] 



VOLUMEN 207 - Entreoa Cuarta 



IMPRENTA LOPEZ 
Perú 666 — Buenos Aire* 
1947 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



REPUBLICA ARGENTINA 



FALLOS 

DE LA 

CORTE SUPREMA 

DE 

JUSTICIA DE LA NACION 

CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



PUBLICACION DIRIGIDA 

POR LOS 

Drei. Ramón T. Méndez, Esteban Imaz v Ricardo E. Rev 

Secretario* del Tribunal 



VOLUMEN 207 - Entrega Primera 



IMPRENTA LOPEZ 
Perú 666 - Buenos Aires 
IM7 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 



ACUERDOS DE LA CORTE SUPREMA 



lí ENUNCIA DEL PRESIDENTE DE LA CORTE 

SUPREMA 

En Bs. Aires, a 24 de abril de 104$ reunidos en su Sala 
de Acuerdos el Sr. Ministro Decano de la Corte Suprema de 
TJu.¿ <k- la Nadó», Dr. R Antonio Sngarna y os brea. 
Miuistros Dres. 1). Benito A. Naaar Ancho cena, D. Francisco 
Ramos Mcjía v D. Tomás I). Casares, con asistencia del br. 
Rador General de la Nación, Dr. D. Juan Al vare, con 
el fin de tomar en consideración la renuncia del ca de 1 re- 
sidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nac oii presen- 
tada por el Dr. D. Roberto Repetto cuyo testo es el aigiien te : 
-Buenos Aires, abril 24 de 1940. - A b. E. el señor Ministro 
Decano de la Corle Suprema de Justicia de la Nacida doctor 
don Antonio Sagarna. Es tradición en los Frécente, de a 
Corte Supmna no abandonar los deberes del cargo; por ello 
esneraba no declinarlos sino con el termino de la vida, con- 
SSSo en une ésta resignara por mí su honroso deeempeuo. 
Ko obstantl ineludibles exigencias de salud me obliga. , » 
nrescniar a V. E., y por su intermedio a esa Corte Suprema, 
mTreñnncia indeclinable al cargo de Pedente con que aera 
honrado por acordada de Fecha 22 de jumo de Al alejar- 

S.e de ]J Magistratura luego de ejercerla durante treinta J 
Suco años. d¿eo expresar mi profunda ^^^1^ 
Constitución Nacional, base de nuestro progreso ae t al , sera 
lenlinente aplicada, el firme cimiento de nuestra grandeza lu 
tura En forma muy especial agradezco .1 tenor Hm.»tro ■ De- 
cu* y a los señom Ministros las reiteradas nian.feslac.ones 
de afecto y consideración que me dispensaron ^g^fe 
empeio de mis funciones. Dios guarde a V. B. - Kober ° 
E; resolvieron que: Atentas las dolorosas causas que de- 
ten niinan la renuncia precedente, se la acepta lamentando el 
Sejn miento del doctor don Roberto Repetto de las .Ita» un- 
Son» ' - honró con su sabiduría, su rectitud y su diguM 
t cníplares. Sanéele las gracias por loa importantes servicios 
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prestados. Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se 
comunicase y registrase en el libro correspondiente, por ante 
mí. Doy fe. — Antonio Satjarna. — B. A. Nazar Anchorena. — 
F. Ramo* Mcjta. — T. D. Casares. — Juan Alvarez. — Ra- 
món T. Méndez (secretario). 



PRODUCCION DE LA PRUEBA DE PERITOS 

Eu Bs. Airea, a 25 días del mes de octubre de 1946, reuni- 
dos en su Sata de Acuerdos el Sr. Ministro Decano de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr, D. Antonio Sa- 
garna. y los Sres. Ministro Dres. D. Benito A, Nazar Anclio- 
rena t 1). Francisco Ramos Mejía y D. Tomás D. Casares, di- 
jeron : 

Teniendo en cuenta que en la producción de la prueba 
pericial se ha repetido en los juicios venidos a conocimiento 
de esta Corte Suprema ia irregularidad considerada por ella 
en el t. 201, ; ftg. íUiO, de su Colección de Fallos, en ejercicio 
de ltt faculte d reglamentaria a que se refiere el art. 18 de la 
ley n* 48, acordaron: 

Hacer subi r a los Sres. Jueces Federales y Letrados de 
los Territorios Nacionales que cuando decreten en las causas 
radicadas ante ellos prueba pericial con intervención de más 
de un perito deben disponer en el auto respectivo que los 
expertos practiquen uniilos la diligencia y si no llegan a con- 
clusiones concordantes to bagan saber en los autos para que 
se proceda a la designación del tercero, con intervención del 
cual llenarán finalmente su cometido, consignando el dicta- 
men en un solo escrito donde consten con todas las puntualiza- 
ciones a que el Tribunal se refirió en Fallos: 201, 560, no sólo 
las opiniones divergentes, sino también las razones por las 
cuales cada uno de los disidentes no coincide con lo sostenido 
por los otros. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se co- 
municase y registrase en el libro correspondiente, por ante mí 
de que doy fe, — Antonio Sagarna. — B. A. Nazar Ancho- 
rena. — F. Romos Mcjia. — T. D. Casares. — Ramón T. Mén- 
dez, (secretario). 
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DESIGNACION DE CONJUECES PARA EL AÑO 1947 

Be. Aires, a 18 de diciembre de 1946, reunidos en su Sala 
de Acuerdos el Sr. Ministro Decano de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Dr. D. Antonio Sagarna, y los Sres. Mi- 
nistros Dres. D. Benito A. Nazar Anehorcna, D. Francisco 
Ramos Mcjía y D. Tomás D. Casares, ton el fin de formar para 
el año 1947 la lista de con jueces para esta Corle Suprema a 
que se refiere el art. 23 de la ley de Procedimientos y el in- 
ciso 3* del art. 1» de la ley n° 4162, la cual es extensiva a la 
Cámara Federal de Apelación de la Capital (me 3', art. 2» de 
la misma ley) como también la lista de con jueces para las 
Cámaras Federales de Apelación de La Plata, Bahía Blanca, 
Paraná, Córdoba, Rosario, Mendoza y Tueumáu (inc. 4» del 
ttrt. 2 y de la ley 4102) y finalmente la lista de abogados que 
con arreglo a la ley del 28 de septiembre de 1878, deben su- 
plir en el próximo año a los jueces federales de sección, legal- 
mente impedidos o recusados y ejercer las funciones de fiscales 
ad-hoc, se practicaron las respectivas insaculaciones resultando 
designados : 



Paka la Corte Suprema y Cámara Federal de la Ca- 
pital : 

i 

Los Dres. : Juan P. Ramos, Rafael Bíelsa, Alfredo L. Pa- 
lacios, Miguel J. Méndez, Carlos A. Acevedo, Alfonso E. Poc- 
en rd, Rómulo Eteheverry Boneo, Ernesto llueyo, Jorge de la 
Torre, Horacio Beccar Várela, Salvador Fórmeles, Carlos AL 
Rueda, Enrique Ruiz Gniñazú, Jorge Figueroa Alcorta, Eduar- 
do J. Bullrich. Maximiliano Afruilar, Jorge E. Coll, Cario» 
Saavedra Lamas, Alberto Padilla, Clodomiro Zavalía, Juan 
José Díaz Arana, Matías Mackinlay Zapiola, Enrique Mosca, 
Urbano de Iriondo y Luis Magnanini. 

Para la Cámara Federal de La Plata: 

Los Dres.: Julio P. Aramburu, Dalmiro E. Alsina, Tomas 
R. García, Amílear A. Mercader, Lucio J. Florio, Héctor P. 
Lanf raneo, Emilio Molina Carranza, Enrique Ri varóla, Da- 
vid Laseano y José Ernesto Rozas. 
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Para la Cámara Federal de Bahía Blanca: 

Los Dres. : Jaeobo S. Bohoslavsky, Ramón Castro, San- 
tiago Cenoz, Francisco Cervini, Juan E. Corrego, Carlos Poncio 
de lo Sola. Rafael Laplaza, Julio César Martella, Gustavo Pe- 
rramón y Raúl D, Sempó. 

Para la Cámara Federal de Paraná: 

Los Dreti.: Humberto Piotranera, Amadeo Pons, Daniel 
Albornoz, Ríimón C. Ferreira, Bernardo T. Anudar Torres, 
Fiiemón Díaz de Vivar, Héctor Ardoy, Benjamín Piñón, Luis 
Calderón Hernández y Juan A. Godoy. 

■ 

Para la Cámara Federal de Córdoba ; 

Los Pres.: Carlos Astrada Ponce. Horacio J, Ferreyra, 
Luis Funes, Arturo Gal lejíos Sánchez, Luis Garzón Funes 
David Linares (h.) f Mario R. Martínez Casas, Manuel E. Paz, 
Rolando A. Pinto y Carlos A. Tagle. 

Para la Cámara Federal de Rosario: 

Los Dres. : Juan Casiello, Modesto J. Borras, Pedro Carri- 
llo, Josó N, Antclo, Jorge II. Kunz, Luis A. Gómez, César Luis 
Peí en tí, Mario Luí-guía, Luis A, Premoli y José Lo Vaho. 

Para la Cámara Federal de Mkxiwza: 

Los Drc,,: Humberto Btitlerfield, Tídniundo Correas Al- 
berto Corti Videla, Juan Adolfo Dufau, Emilio Jofre, Julio 
II. Lasmartres, Pedro Morelti, Salvador Luis Retta, Carlos 



Los Dres..- Adolfo Piossek, Celedonio Gutiérrez, Nicasio 
Sánchez Torniuo, Silva R. Defiore, Humberto Casadey, Miguel 
Angel González. Roberto M. ¡ierho, Jorge Sixto Antoni Luis 
Niño Bossi y Elias Forte. 

Para los Juzgado*; Federales de la Capital; 

Los Dres.: Alfredo Aree, Juan Carlos Lagos (h.), Juan 
D. Righetti (h.), Roberto Martínez Ruiz. Pedro Breuer Mo- 




Para la Cámara Federal de Tuoumásj: 
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reno, Rafael úq la Vega, Horacio Becear Várela (h.), Este- 
ban Cnnale Démaría, Martín Aberg Cobo y Andrés Leguine- 
che Ezcurra. 

Para los Juzgados Federales de La Plata: 

Los Dres. : Luis Marta Boffi Boggero, Roberto Volpe, 
Juan F. Mu ño 7. JJrnkc, Tomás Me, Guillermo Ballesteros, Gui- 
llermo G. Lascano, Juan Antonio Bergez, Francisco Larran, 
Osvaldo del la Croco y Jorge Isla. 

Para el Jugado Fedkbal de Bahía Blanca; 

Los Dres.: Santiago Cenoz, Francisco Ccrvini, Leónidas 
Colapiido. Palilo Lejárraga, Joaquín López Játtrefui. Fermín 
R. Moi.sé, Gualterio Monaeelli, Roberto Babores, Antonio Tri- 
dente y Bernardo V. Vil a. 

Para el Juzgad j Federal de Mercedes: 

Los Dres-: Horacio Cárdenas, Eugenio F. Cozzt, Raúl 
Alberto Espil, (Vttar Mariano Lapos, Fernando A. Lilia, Her- 
menegildo Monit-a. Juan Bautista Muscagorry, Julio Ojea Quin- 
tana, J. Florencio Ortiz y Julio tíaralegui. 

Para el Juzgado Federal de Azul: 

Los Ores.: David Cordevtola. Carlos A. Lciva, Ignacio 
Garzón Ferreyra. Juan Carlas Peralta Reyes, Dante M. Ippo- 
lito, Agustín J. Tarús, José María Caputti Per rey ra, Alfredo 
Prat. Angel M. Santopaolo y Nicanor B. Allende. 

Para el Jueciado Federal de San Nicolás: 

Los Dres. : José C. Pérez Gala r raga, Joaquín Ver gara 
Campos, Miguel Angel Ineba ¡sti, Vicente Solano Lima. Fer- 
nando Sola. Jorge II. Balado. José Manuel Ondarcuhu. Miguel 
Angel Maiztcgui, Juan Lueiriero y Juan J. Aramburu. 

Para uis Juzgados Federales de Rosario: 

Los Drcs. : Angel Ortiz Grognet, Francisco P. Amato 
Agoglia, Enrique Rossí. Adolfo R. Rouzaut, Andrés F. Galdiz, 
Juan Casiello, Manuel Cansino, Po M. Oléese. Francisco S, 
Oliva y César A. Pagnacco, 
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Pasa el Juzgado Federal de Santa Ffi: 

Los Dres. ¡ Raúl Beney, Carlos Berraz Mouíyn, Juan Luis 
Depétriz, Tito Derehi, Ramón López Domínguez, Julio C. Ma- 
yoraz. Hugo A. Núíiez, Faustino Peón, Raúl A. Salgado y 
Salvador C. Vigo. 

Para el Juzgado Federal de Paraná; 

Los l)re«. ; Valentín Finta, Miguel M. Suárez, José M. 
Valdez ("ora, Fermín l'zin Olleros, Roberto Ramón Qninodoz, 
Eduardo Revi riego. Tomás G. Federik, Víctor A. Ferrari, 
Adolfo Aeevedo R eral de y Abrnham Bartolón i Ferro, 

Para el Juzgado Federal de Concepción del UhuouaY: 

Los Dres.: José Haedo, Héctor Rodríguez Monzón, Pedro 
I. Mas, Lucilo López Meyer, Moisés Cosarinsky, Alejandro R. 
Martínez Poutelli, Asenciu Valle, Delio Panizza, Bartolomé 
J. García y Teodoro E. Marí-ó. 

Para el Juzgado Federal de Corrientes: 

Los Dres. : Julio César ízaguirre. César Fedullo, José 
María Serial Jura, Cecilio Sunabria. Alberto P. Balbastro, Sa- 
turnino Sixto Erro. Antonio M, Ruiz. Humberto Amágile, 
Juan J. Ürtiz y Raúl F. Arballo. 

Para el Jugado Federal de Córdora: 

Los Drw. : Henoeh I>. Aguiar, José Antonio Allende. Car- 
los Asteada Ponee, Héctor Cámara, Luis A. Despontin, Felipe 
Díaz, Pedro León. César Palacio, Carlos A. Tagle y Raúl 
Verde Paz. 

Para el J uzoado Federal de Bell Ville : 

Los Dres.: Tomás Florencio Avalos, Severo Gérez Padilla, 
Gustavo Gavier. Linamón Ortiz Soria, Enrique A. Rey na, 
Hugo Leonelli, Emilio P. Maggi, Tímido Bergnllo Andrade, 
Julio S. Aliaga Orortegui y Franeiseo Javier Gómez. 

Para el Juzgado Federal de Río t tarto ; 

Los Dres. : Néstor L. Acuña, Roberto C. Avendaño, Ar- 
mando Oscar Carbooetti, Julio Glineur Berne, Domingo Gran- 
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di, Julián Maidana, Miguel Faschetta, Oscar T. Pinero, Juan 
Preasacco y Miguel Angel Zavala Ortiz. 



Paba el Jumado Federal de Santiago del 

Los Dres.t Rodolfo Arnedo, Bernardo C. Canal Feijóo, 
José María Cantono, Emilio Chrístensen, Luciano Figueroa, 
Carlos León González, Luis A. Herrera, Anselmo Luna, Eduar- 
do Retundo y Benjamín Zavalía. 

- 

Para el Juzgado Federal de Tucumán ; 

Los Drcs.: Mario Colombrcs Garmendia, Adolfo Piossek, 
Miguel P Díaz. Camilo J. Soaje, Nicasio Sánchez. Toranzo, 
Hugo D. Maeiet, José Bu latió Gómez, Jorge Sixto Antoni, 
Humberto Casadey y Manuel Martín Vázquez, 

Para el Juzgado Federad de San Juan: 

Los Dres.: Pedro Octavio Vidcla, Fernando Mó ( Elio Tello 
Quiroga, Salvador A. Doncel. Augusto Castellano, Hugo Leo- 
So Correa Moyano. Humberto Vargas Ecliegaray Horacio 
Gerardo Videla, Jorge Williams Carnet y Carlos Virgilio yan- 
zon. 

Para el Juzgado Federal de San Luís: 

Los Dren.: Alfredo F. Bertín. Andrés M. Garro, Alfredo 
N. Estevcs Liceda, Vicente A. Znpo, Juan Eudosio Garro, 
Alfredo Zavala Ortiz, Julio Barroso Rodríguez. Raúl barmiento, 
Isaac Páez Montero y Horario de la Mota. 

Para el Juzgado Federal he Mendoza: 

Los Drea.: Mario Guillermo Arroyo, Juan B. Vítale No- 
cera Alberto E. Chacón, Pedro Capredoni, Alberto Ochoa Cas- 
tro Benjamín Ugatdc Touza, Raúl Abalas Leopoldo fcmíirez, 
Héctor Latino Córdoba y Julio César Elorza. 

Para el Juzgado Federal de San Rafael: 

Los Drcs. : Luis Julián Agüero, Alfredo Ramón Cuartara, 
Elias Boakuin. Miguel Angel Jáuregin, Juan Aájlfo Latoi w¡ 
Angel Reinaldo Quinteros, Armando Oscar Wie P^ Daniel 
M h Repulla, Emilio J. Raynaud y Eduardo Sdvetti. 
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Para el Juzgado Federal de La Rioja ¡ 

Los Dres.: José L. Fernández del Moral, Isaac Baltasar 
Carmona Valentir' Cándido Anselmo Vargas, Ranulfo Benja- 
mí», Joí-é Bazán Dávila, Mauricio Cándido de la Fuente, Jorge 
Ernesto Granillo Fernández, Héctor Escalante, Nicolás Anto- 
nio Car bel I, Ramón Lucio Ores y Arturo Enrique Roque. 

Para el Juzgado Federal de Cata márca- 
los Ores,: Armando Correas, Luis Alberto Ahumada, Ju- 
lio C. Rodríguez. Adolfo R. Castellanos. Rodolfo A, Acuña, 
Severo Vera. Eduardo Acuña, Pablo E. Robledo, Armando 
Acuña y Alfredo D. Brizucla del Moral. 

Para el Juzgado Federal de Salta ¡ 

Los Dres.: Carlos Cornejo Costa, Lidoro Almndn Leal, 
Juan Antonio l'r resta niziin, lí;m| Flore. Arturo M. Figueroa, 
José O. Arias, Justó Aguí lar Zapata, Angel María Figueroa, 
Ernesto Samson y Adolfo Figueroo. 

Para el Juzgado Federal de Jujuy: 

Los Dres. ¡ Edmundo S. Méndez, Roberto Pomarés. Rolan- 
do Corte, Pedro Bmtnigo, Elía* llamón Jenefes, Jorge Gonzá- 
lez López, Eduardo Criondo Toebon, Salomón Jorge, Roberto 
Rolando Jorge y Fortunato Llier manos. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se co- 
municase y registrase en el libro correspondió ite. por ante mí 
de que doy fe. — Antonio Sntjnnui. — fí. A. Sasur Anchorena. 
— t\ Ramos Mejía, — T. D, Cunan», — Ramón T. Méndez 
(secretario). 

Tur yo de los Puocchaihiueh Fiscales: 

En Buenos Aires, a treinta y uno de diciembre de mil no- 
vecientos cuarenta y seis, reunidos en su Sola de Acuerdos el 
Sr, Ministro Decano de la Corte Suprema de -Justicia de la 
Nación, Dr. D. Antonio Sagarna y los Sres. Ministros Dres. D. 
Benito A, Na zar Anehumia, I). Francisco Ramos Mejía y D. 
Tomás 1). Casares, dijeron ¡ 

CJue en prese inda del decreto del P. E. it* 21.624 de fecha tí 
ele diciembre del corriente uño que designa en el art. F a los 
procuradores fUcales, Dres. Antonio Alsiua y Saturnino F. 
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Funes para ejercer sus f luiciones ante el Juzgado Federal en 
lo Criminal v Correceional de la Capital, era necesario disponer 
la distribución de las causas en que les corresponda intervenir 
y determinar el turno de cada uno de ellos, a cuyo efecto y 
usando de la facultad conferida por el arl. 16 de la ley n v 48 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales fedérala y 
por el art 10 de la" ley tí> 4055, acordaban ¡ 

1* <¿ue a contar del V de enero del ano próximo, los pro- 
curadores fiscales aludidos ¡se turnen mensual mente para la 
distribución de las causas comenzando por el Dr. Antonio Al si na. 

2* Que en los liños sucesivos y sin perjuicio del orden 
aludido, el mes de feria >erá atendido por el segundo de los 
proL-unulmrs fiscales indicados, estableciéndose así Un sistema 
de rotación. 

W (¿ue se comiiuiípie al P. K.. a la (amara hederal de 
la Capital, a los Jueces de Sección de la misma y a los expre- 
sados funcionarios. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se co- 
mún ten se y registrase en el libro correspondiente, por ante 
mí tl v fe. — Antonia ífatjarnii. — 1¡. A. ¿S'azar Anrhorcna. — 
fJ Hfwmx Me jia. — t/ü. Vanares. — Ramón T. Méndez, 
(secretario). 
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NACION ARGENTINA v. BAUTISTA A. ZUMALA- 

CARIiEGUI 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION; Tercera instancia. Sen- 
tencia definitiva. Concepto, 

La resolución por la cual una cámara federal declara bien 
denegada una apelación para ante la misma, aplicando 
el art. 320 de la ley 50, no es sentencia definitiva a los efec- 
tos del art. 3 de la ley 4055 (*). 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia 
Generalidades. 

A loa efectos de la jurisdicción de la Corte Suprema no 
importa que el recurso ordinario de apelación fuera pri- 
mero concedido y luego denegado por la cámara ante la 
cual se interpuso. 



OSCAR FICIRILLO v. CIA. SWIFT DE LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Sentencia 

definitiva. Concepto y Generalidades. 

Cuando la nulidad pedida, formalmente procedente, se ha 
fundado en disposiciones constitucionales, y ha sido deses- 
timada manteniéndose el auto impugnado, el recurso ex- 
traordinario debe interponerse antes de los cinco oías «- 



(1) 5 de febrero de 1947. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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guíentefl a la notificación del segundo pronunciamiento, 
que constituye sentencia definitiva a esc efecto (*). 



SHULMAN UNOS. v. PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

PRUEBA; Ofrmimitnto ¡f producción. 

Tratándose de informes requeridos a una oficina de la pro- 
vitu'ij demandada, no e¡d>o declarar ner/Ugei|tfi al actor 
en la producción de esa prueba, si la demora cu que BC. ha 
incurrido no le rs exclusivamente imputable (.-), 



CARLOS E. Kl'STEKS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: TtwhtcUUh Límites del promtn- 
damirulo. 

La cuestión referente a la personería de) postor de Tin 
habeaa corpas planteada por primera vez en la instancia 
extraordinaria no puede ser resucita por la Tnrte Supre- 
ma, tanto por esa razón como por tratarse de un punto 
de carácter meramente procesal (*). 

EXPULSION PE EXTRANJEROS. 

Es procedente el h alteas cor pus interpuesto en favor de un 
extranjero deteñido con motivo de haberse decretado su 
expulsión d<>! país pnr el P. E. sin darle oportunidad de 
defenderse, aunque i*"-to baya informado a los tribunales 
que se le fiará antes de hacerse efectiva la expulsión. 



(i) 5 do febrero de 1317. Doctrina de Fallos: 189, 422; 101, 3G« 
y otrot. 

(3) 5 do febrero tic IfH?. Fallos: 185, 4i; ISfi. 374. 

(S) Failos: 130, 403; ISO. SI; H>1. K!>; 136, 597; 200, 430. 
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Bs. Aires, 5 de febrero de 1947. 

Y vistos los autos "Kusters Carlos Enrique, re- 
curso de habeos cor pus", cu los que se ha concedido 
el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cá- 
mara Federal de la Capital que desestima el habeas 
corpus. 



Que esta Corte Suprema debe limitar su pronun- 
ciamiento a las cuestiones propuestas en el escrito de 
interposición del recurso extraordinario y oportuna 
y correctamente planteadas en el juicio (Palios: 180, 
81; 195,-529; 200, 450 ; 205, 613 entre otros). La obje- 
ción formulada por primera vez en esta instancia con 
respecto a la personería de D. Jorge L. Cid Besada, 
gestor de estas actuaciones, no puede ser objeto de 
dilucidación por el tribunal, tanto por la razón expues- 
ta como por tratarse de una cuestión de carácter mera- 
mente procesal (Fallos: 180, 405; 196, 5í>7), 

Que en el caso de autos no se ha cuestionado la 
constitucionalidad de la ley 4144. El recurso extraordi- 
nario se funda tan sólo en la violación del art. 18 de la 
Const* Nacional por haberse decretado la expulsión de 
Kusters por el P, E. sin haberle oído previamente (fs. 
14). 

Que en el informe solicitado a pedido del Sr. Proc. 
General y agregado a fs. 21 el P. E. reconoce que Car- 
los Enrique Kusters fué incluido en el art. 2» de la ley 
4144 "en razón de pertenecer a una organización que 
desarrollaba actividades de espionaje a favor de las po- 
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tencias del eje", según resultaría de las actuaciones 
que menciona, y que "en caso de que el Superior Go- 
bierno disponga el cumplimiento del decreto de expul- 
sión, con la antelación necesaria, se le ofrecerá al cau- 
sante oportunidad para defenderse' '. 

Es, pues, indudable que el decreto de expulsión, a 
raíz del cual Kustcrs fué detenido hasta que se dispuso 
su libertad por orden del Sr. juez federal que hizo lu- 
gar al habeas cor pus (sentencia de fs. 6 vtn. e informes 
de fs. ü y ló), fué dictado por el E E. el 14 de febrero 
de 1*J4(> (fs. o) sin haber dado al interesado la oportu- 
nidad necesaria para defenderse de las imputaciones 
que se le formulan. 

Que esta Corte Suprema ha establecido en varios 
fallos (t 205, pátfs. ."j, 4:H, 474 y otros) que el P. E. debe 
proporcionar esa oportunidad a la persona cuya expul- 
sión «o propone ordenar y que ni la existencia de actua- 
ción! s policiales pon relación a la misma ni su interven- 
ción cu el proceso a que hace referencia la parte final 
del informe de fs. 121 autorizarían a dar por cumplido 
aquel requisito, que es indispensable para no violar el 
art. 1S de la toast. Nacional. 

Que la manifestación contenido en el informe do fs. 
21. de que en el caso de disponerse el cumplimiento del 
decreto de expulsión se ofrecerá al interesado oportu- 
nidad para defenderse, aun cuando significara que la 
orden de expulsión lia quedado prácticamente en sus- 
penso, como afirma a fs. 24 el Sr. Proc. General, de- 
muestra la invalidez del decreto que la expidió y, por 
lo tanto, la procedencia del habitas corpas deducido pa- 
ra obtener la libertad de que Kustcrs fué privado prc- 
cisamente sobre la base del mencionado decreto (in- 
forme de fs. .*>). 

En su mérito, se resuelve revocar la sentencia 
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en lo que ha podido ser materia del recurso 

extraordinario y hacer lugar al kabeas corpus deducido 
en favor de Carlos Enrique Kusters. 

Antonio Sao a usía — B. A. Na zar 

ÁKCBOBBNA — F. RaMOS Mr- 

jía — T. D. Casares. 



ALBERTO POTENSE 

SERVICIO MILITAR. 

La circunstancia de tener un hijastro, uncido óV una unión 
anterior de su esposa bínuba, no exime del servicio mi- 
litar al ciudadano casado con din. 



Sentencia del Juez Federal 

La Plata, octubre V de 1946. 

Autos y vistos; 

Que 0. Alberto Pótense — casado con O' Santa Francisca 
Cruz, viuilü con un hijf> menor legítimo — solicita ser eximido 
de la prestación del servicio militar. 

Que el Proe. Fiscal se opnne ni pedido por entender que 
no se encuentra comprendido en el art. 41. ine. ^\ del decreto- 
ley 20.375. Recuerda a mayor abundamiento en tu dictamen 
que la disposición legal que cita, no ha tenido cu cuenta la 
asistencia de la mujer casada para que prospere la excepción 
sino la del hijo propio del recurrente. 

Que entrando al fondo del asunto surge que el verdadero 
espíritu de la ley. analizado a travós de todo su articulado — y 
más aún teniendo en cuenta la reciente legislación dictada que 
viene a complementarla— ha sido el de proteger no al padre 
o a la madre o al hijo de ellos, sino esencialmente a la familia 
legítima, eéltlla social bátdea, garantía y fundamento del orden 
jurídico y elemento indispensable para la existencia de una 
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verdadera 'mx&h I>e ahú pues, que se exima de la prestación 

del (tervieio iu¡lif;ir al ciudadano tasado con Iiíjo legítimo. 

Que tentado ello se observa que si bien es cierto que entre 
el woíh'iume v u hijastro no existe parentesco aliruno, ambos, 

íU¡ ■ ni i, .--M mi hitne ile una misma Femilia legítimamente 
constitu da, que reeouoee en el recurrente, su amparo y sostén. 
De alií. | U :«'s. que su incorporación lia (Je tonificar el aban- 
dono material —y desde Itilp moral — de sus integrantes; 
e„ este (¡aao, ,*| de una madre coa una criatura de pocos anos. 

[ . lev al disponer la forma en que se lian de re« hitar las 
fue iva-. íJÍl Ejército, no h» podido tener en mira provocar si- 
tuaei.i:i.-.: ...m<> lus preeisadas. De liacrlo hubiera olvidado 
eoneepíuií !. mentales dn solidaridad y justicia social, lo que 
no es ecir¿euible. tfu consecuencia, su intepretacióli racional 
y lunaana conduce a amparar al solicitante en su pretensión. 

Por estos fundamentos, oído el Sr. Pme. Pisca!, fallo de- 
clarando a l>. Alberto Pótense comprendido en <M art 41. 
me - "■. del decreto 2».:i7«/44. — Bc»j*i»tí» A, M. BftmMB. 



SKNTKN**! V OK I.A CAmara Pedekai. 

La Plata, noviembre 4 de 1ÍÍ46. 

Y vistos: 

Estantío arreglada a derecho la resolución reeurrida de 
7 une deehira al ciudadau Alberto Pótense comprendido 
en el art. 41. inc. 8' del decreto 20.375/44. se confirma, — 
Luis (h Zrrrwo. — Adolfo LmcmO. — Alfredo Pérez Varas. 
— Jorge Gorrín González. 

FALIjO de la cokte suprema 

r 

Bs. Aires, 5 de febrero de 1947. 

Y vistos los autos " Pótense Alberto, ine. 8', art. 
41, dec. 29.375/44, sostén de esposa e hijastro*', en los 
que se ha concedido el recurso extraordinario inter 




puesto 



La 
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Considerando : 

Que el urt. 41, inc. 8°, del decreto 29.375/44, incor- 
porando una causal de excepción no prevista en el art. 
63 de la ley 4707 (Fallos: 154, 385) libera de la cons- 
cripción al ciudadano casado, mas lo hace con la expresa 
condición de que tenga ''hijo legítimo". 

Es decir que sea "padre de un liijo legítimo". En 
otras palabras, se requiere que el hijo sea suyo y que 
sea legítimo. Tal es la clara exigencia de la ley. No se 
puede referir la filiación mencionada por ella al víncu- 
lo del hijo con la madre que en segundas nupcias casó 
con el ciudadano llamado al servicio militar, sin pres- 
cindir del preciso sentido gramatical de la frase en 
cuestión y también del significado que tienen los tér- 
minos de ella en derecho civil, pues el hijo y el hijastro 
o entenado ludíanse con respecto al padre y el padras- 
tro en diversa condición legal —art. 363 del Cód. Civ. — . 
E importaría, por fin establecer por vía de interpreta- 
ción una excepción en la línea de una relación de pa- 
rentesco no at Iniítida por la ley en materia de excepcio- 
nes. En efecto, no está exceptuado quien es sostén del 
suegro y **el padrastro. . . está en relación con los en- 
tenados. . . en el mismo grado que el suegro en relación 
al yerno" {art. cit. del Cód. Civil) — (confr. doctrina 
de Fallos: 201, 609 y los allí citados). 

Por ello revócase la sentencia apelada en lo que ha 
sido materia del recurso extraordinario. 

Antonio Saoarna — B. A. Nazar 
Ancharen a — F. Ramos Me- 
jía — T. D. Casares. 
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AMARO J. M. B0BBBNSBN 

VMiCVtiADOK. 

E*, improcedente inscribir en la matrícula de procuradores 
ai abobado eliminado de ella por cancelación de las fjan- 
5(¡,^ i-ontra r|¡ii.Mi seguíanse cotonees tin proceso criminal 
I nr del'raiiiliu'it'tn y nsouíación ilícita en el cual, si bien 
fueron condenados* varios procesados que aseguraban ha- 
ber adundo a 1a« órdenes de aquél, fui* declarada la pres- 
cripción de la acción penal respecto de dicho letrado que, 
lie» obstante las pravos imputaciones que se le formulaban, 
opuso como única defensa la fnfia y el ocultamiento hasta 
que transcurrió el plazo respectivo. 



Díctame» del Procurador General 
Suprema Corto: 

En febrero de 19-7, ol abogado Amaro José María 
Soerensen comprobó reunir las condiciones requeridas 
por la ley 10.990 pura el ejercicio de la procuración y, 
a su solicitud, fué inscripto por orden de V. E. en la 
matrícula respectiva. Años después —julio de 1933— 
inicióse contra Soerensen un proceso unte la justicia 
ordinaria de la Capital, el inculpado huyó, y en 24 de 
agosto subsiguiente, uno de sus fiadores — el Sr. José 
Angulo — l lidió se lo relevara de la fianza. Como Soe- 
rensen, prófugo a la sazón, no ofreciera otro fiador, 
en 29 de junio de 1934 la Corte ordenó se lo eliminase 
del Registro de Procuradores. 

Acude ahora el mismo Soerensen a solicitar se lo 
reinscriba en dicho registro atento el deposito que lia 
bocho de títulos del Crédito Argentino Interno en el 
Banco de la Nación, por valor de cinco mil pesos, y un 
certificado de la policía local del que se desprende iio 
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hallarse comprendido en las causas de impedimento 
previstas por el art. 5, iñc. 1*, do la iey 10.99G. Con tal 
motivo, y después de requerir el proceso incoado a Soe- 
rensen en lí>33, V r . E. me pasa los autos a dictamen. 

Use proceso, que se cuenta entre los más volumi- 
nosos del Archivo pues tan sólo en lo principal pasa de 
cuatro mil fojas, lleva el W 4832 de dicha dependencia 
y tramitó ante el Sr. Juca Dr. Jacinto A. Malhrán, soc. 
Piñeiro. Tuvo por causa imputarse a varias personas 
haber actuado bajo la dirección de Soerensen, jefe de 
una oficina jurídica denominada "Lex'\ preparando 
créditos falsos y documentos fraguados a fin de hacer- 
los valor en múltiples concursos, en perjuicio de los 
acreedores legítimos. Como, según queda dicho y está 
probado en autos, Soerensen huyó —a Chile, al pare- 
cer— la causa no pudo continuarse a su respecto; si 
bien algunos de los que aseguraban haber actuado a las 
órdenes del director de "Lex" sufrieron condenas (cf. 
expediente citado y además el seguido contra Luis Ma- 
ría Arabobely y otros, n* 4834 del Archivo), 

En octubre de 1030, la esposa de Soerensen solici- 
tó se declarase extinguida por prescripción la acción 
penal contra este último, y previos los trámites de prác- 
tica, hizo lusnr a ello el Sr. Juez de Instrucción Dr. 
Luis A. Bianehi por sentencia del 13 del mismo mes, 
confirmada catorce días más tarde por la Cámara de 
Apelaciones respectiva. El fallo de primera instancia., 
cuyos considerandos se omiten en la copia de fs. 9, es- 
tablece : 

«'se incrima {incrimina í) al prófugo Amaro Soe- 
rensen los delitos de defraudación, reiterado y asocia- 
ción ilícita, en perjuicio de un sinnúmero de personas : 
investigación que se inició el 31 de julio de 1933, desde 
cuya fecha permaneció prófugo el referido Soerensen... 
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Siendo el delito de pena mayor el de defraudación 
—de un raes a seis años de prisión— art. 172 del Cód. 
Penal y habiéndose iniciado la investigación do tales 
hechos punibles, en la fecha antes indicada, es induda- 
ble que al presento ha transcurrido el término legal pa- 
ra que se opere la prescripción de la acción penal res- 
peetiva" 

Tales son los antecedentes del solicitante, siendo 
exacto, como certificó la policía a fs. 2 que no existe 
condena en su contra. ¡Corresponde, no obstante, reins- 
cribirlo en el Registro de Procuradores! 

Atento el motivo del sobreseimiento, razones de 
simple buen sentido aconsejarían exigir se acredite por 
Soerensen que su conducta posterior fué correcta; mas 
ese requisito no ha sido exigido por la ley lO.ÍMJ, ni 
por la acordada del 2í) de noviembre de 1019, reclamen 
tarín de aquélla. El proyecto del diputado Escobar, qu e 
sirvió de base al despacho de la comisión de la IT Cá- 
mara do Diputados, bacía obligatorio acredita r Ja lmc* 
na conducta del solicitante con tres testigos e inter- 
vención del Ministerio Fiscal, pudiendo el juez exigir- 
la información que conceptuara necesaria. Parecido re- 
quisito exigía el proyecto del dictado Fernández. 
Empero, al votarse la ley se prescindió de esa útil 
precaución {Mario de Sesiones, junio 18 de 1929). 

En presencia do ello, sólo resta cumplir la ley y 
hacer lugar a la reinscripción solicitada, bien que el 
caso actual ponga una vez más de manifiesto la conve- 
niencia de una reforma legislativa a ose respecto. — 
Bs. Aires, diciembre 21 de 1946, — Juan 
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Bs. Aires, febrero 7 de 1947. 

Vista Ja solicitud de inscripción en la matrícula 
do procuradores presentada por Amaro José María 
Soerensen. 

Considerando; 

Que el solicitante fué inscripto en la matrícula de 
procuradores de acuerdo con la ley 10.996 el 10 de 
febrero de 1927 con la fianza de los Dres. José Angulo 
y Adolfo Tacas, siendo sustituida posteriormente la 
de éste por la del Dr. Luis Olmedo Cortes. El 24 de 
agosto tía 1033 el Dr. Angulo pidió la cancelación de su 
fianza y como venciera el término fijado sin que Soe- 
ronsen ofreciera nuevo fiador, se canceló la fianza y se 
suspendió a éste en el ejercicio de la procuración con 
fecha 28 de setiembre de 1933, y nueve meses después, 
-a de junio de 1934, se ordenó su eliminación de la 
matrícula, lodo de acuerdo con lo establecido por ol 
art. 9*, inc. 2 V , de la ley citada. Expediente núm. 2103. 

Que según resulta de los expedientes traídos para 
mejor proveer, agregados sin acumularse a fs, 12 vta. 
y 14 vta., el 1J de enero de 1933 se ordena la instruc- 
ción de un sumario criminal por delitos cometidos me- 
diante la tramitación de concursos civiles — fs. 4 — , el 
19 de agosto se ordena el allanamiento del estudio de 
los hermanos Soereusen — fs. 9 — que se realiza en pre- 
sencia del solicitante — fs. 20 vta. y 22— comprobán- 
dose el funcionamiento del estudio con el nombre de 
Institución Jurídica Lex bajo la dirección del solicitan- 
te —véase fotografías de fs. 79 a 86 y plano de fs. 87— 
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que realizaba la propaganda de que informan las foto- 
grafías de fs. 110 a 113. Se comprobó así, según resulta 
de la sentencia definitiva de fs. 3906, dictada por la 
Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
contra otros procesados, la comisión del delito de aso- 
ciación ilícita y de numerosos delitos de fraude en con- 
cursos civiles, reprimido el primero por el art. 210 y 
los otros por el art, 179 del Código Penal, y di pe el tri- 
bunal en su sentencia: "Basta la vinculación perma- 
nente constatada de estos procesados con el estudio 
"Lex", que tenía a su cargo la formación de los con- 
cursos; dirección de los mismos y de las maniobras do- 
losas empleadas, en cuya cons mnación reiterada parti- 
cipan estos acusados como falsos acreedores, con el fin 
de defraudar o procurar defraudar a los verdaderos, 
para considerar demostrada la existencia de esa aso- 
ciación y el carácter de componentes de la misma que 
tenían ("¡entile, Se ripia y Arnhehcly". También resulta 
de los expedientes citados que el solicitante fugó des- 
pués del allanamiento de su estudio y permaneció pró- 
fugo lias ta que se operó la prescripción de la acción 
penal. Ps. 26, 26 vta., 27, G0 vta., 88 y 2733. Testimonio 
de fs. de este expediente e incidente respectivo agre- 
gado. 

Que basta comparar las fechas del expediente de 
cancelación de la matrícula anterior con las del expe- 
diente criminal para ver la estrecha vinculación que 
los hechos del segundo han tenido sobro la actitud do 
los fiadores de Soerensen y la actitud de éste que de- 
terminó la cancelación. Es cierto que declarada la pres- 
cripción di' la acción toda cuestión penal ha quedado 
definitivamente eliminada y judicialmente no puede 
ser declarada la participación del prófugo. Tero los 
hechos quedan con su significado moral para calificar 
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la conducta del profesional fuera ilcl derecho penal y 
demostrar su grave irregularidad, tanto más cuanto 
que como única defensa Soeronsen lia opuesto la fuga 
y el ocult amiento. j& esta la conducta que debe valo- 
rarse para resolver si el solicitante reúne las condicio- 
nes requeridas por la ley 10.5)96 para el ejercicio de la 
profesión y ta inscripción en la matrícula. La acordada 
reglamentaria respectiva —Fallos: 131. -')— establece 
cpic la Corte o el tribunal correspondiente aprobará o 
red lazará la información producida y si fuera aceptada 
ordenará se otorgue por el funcionario designado pam 
llevar el registro un certificado en el que conste estar 
el solicitante habilitado para ejercer la procuración 
por haber llenado los requisitos legales. 

Que la función atribuida por la ley el más alto tri- 
bunal de la Nación no puede ser, ni es, una función me- 
ramente mecánica. En la matrícula deben ser inscriptos 
los que reúnan las condiciones exigidas por la ley — 
Art. 2 V — , y el Art. 3', entre otras condiciones, establece 
en el inc/2* el juramento de estar en el pleno goce 
de sus derechos civiles y de no estar afectado de nin- 
guna de las inhabilidades establecidas en la ley. El 
Art. 5' al disponer quiénes no pueden inscribirse en el 
registro no enumera las únicas inhabilidades, pues 
cuando el Art. 8* establece las causas de eliminación 
del registro incluye nuevas, ya que no otra cosa cons- 
tituyen todas las enumeradas, con excepción de la del 

No hay que perder de vista que la ley fue dictada 
con el propósito de asegurar la competencia, la probi- 
dad y el celo en el desempeño del mandato y de regla- 
mentar una profesión en cuyo ejercicio pónense a mer- 
ced del apoderado no sólo los intereses del poderdante 
sino también, con frecuencia, la intimidad personal de 
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este último, según lo dijo el diputado González al in 
formar el proyecto en la sesión del 18 de junio de 1919. 
y sería contradictorio con tales propósitos que "una 
grave incorrección en el desempeño del mandato judi- 
cial" sea causal suficiente para la eliminación del re- 
gistro — Art. 8*j inc. -2 V — y no lo fuera para negar la 
inscripción a rjuien la lia cometido eon anterioridad, 
como ahogado y mientras estaba inscripto en la ma 
trícula de procuradores. La aparente incongruencia 
entre los arls. 5 y 8 —inc. -2"— de la ley previene do 
que se la lia redactado atendiendo sólo a los procura- 
dores que por no poseer otro título no han podido tener 
actuación judicial antes de inscribirse en la matrícula. 
Pero la posibilidad de que se inscriban en ella quienes 
tengan los títulos a que se refiere el inc. 3* del art. 3* 
hace que las causas do eliminación consignadas en el 
inc. 2\ del art, 8», liaynn podido existir, en el caso de 
los profesionales a que se refiere el citado art. 3\ antes 
de la inscripción en la matrícula de procuradores. Lue- 
go, el claro espíritu de la ley impone que en conocimien- 
to de que un profesional que requiere aer inscripto en 
la matrícula de procuradores, en su anterior actuación 
de auxiliar de la justicia —que eso es lo que significa 
genéricamente en el art. S v la expresión "mandato ju- 
dicial" puesto que si se pretende restringirla a su 
significado literal sólo comprendería Jas incorrecciones 
cometidas en ejercicio de designaciones hedías por los 
jueces, restricción sin la menor congruencia con el fin 
propio de ía ley —lia sido objeto de "reiteradas re- 
prensiones disciplinarias" o se ha comportado con 
"grave incorrección", la inscripción debe ser denegada. 

Por otra parte, la inscripción de que se trata se 
pretende renovar luego de una cancelación determina- 
da por un motivo —el retiro no remediado de las fian- 
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zas- que constituye de por sí «na presunción adversa 
respecto a la situación profesional del inscripto al tiem- 
po de dichos retiros. Por fin, en la hipótesis de que la 
inscripción anterior no se hubiera cancelado por el 
motivo a que se ha hecho referencia, llegados al cono- 
cimiento del tribunal los antecedentes de que ahora se 
dispone, la eliminación se hubiese debido decretar en 
virtud de lo dispuesto por el inc. '2* del art. 8". Y es 
obvio que la cancelación ocurrida no puede tener la 
consecuencia de impedir que se haga efectivo el ros- 
guardo de los poderdantes posibles impuesto a esta 
Corle, en cuanto custodia de la matrícula respectiva,, 
por los cuatro últimos incisos del art. 8 V , que no otra 
cosa importaría resolver el caso ateniéndose exclusiva- 
mente a lo dispuesto por el art. 5». 

Por estos fundamentos, oído el Sr, Procurador 
General de la Nación, no ha lugar a la inscripción en la 
matrícula de procuradores que solicita Amaro José 
María Soerensen. 

jía — T. D. Casares. 



PABLO G. Y CARLOS D. PETRINI v. NACION 

ARGENTINA 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Renta Os capitales mobiliario*. 

A falta de prueba fehaciente de las circunstancias rela- 
tivas a la donación de títulos invocada por el contribuyente 
parn, excluir de los ingresos las rentas correspondientes, 
procede la inclusión de ellas hecha por las autoridades 
del impuesto a los réditos en la estimación de oficio. 



M TILLU DC LA OMR 8D?mU 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Rentas del comercio, de la indw 
tria, profesiones, etc. 

Siendo admisibles las explicaciones dada» por el eontri- 
tribuycnte en concordancia eon las anotaciones de sus li- 
bro*, no rebatidas por las autoridades del impuesto, y 
resultando de ella* que el movimiento de fondos invocado 
por aquél es exacto y no proviene de utilidades ocultas y 
gravables. corresponde modifiear la estimación de oficio en 
cuanto se aparta de esa conclusión. 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del meló. 

El inmueble susceptible de producir renta cedido gratui- 
tamente en uso a un tercero se baila exento del grava- 
men tíobre la renta presunta del mismo. Y n un que el dueño 
baya ofrecido pagarlo sobre la base de un valor locativo 
inferi'tr al cs.ableeido en la estimación de oficio, el Fisco 
carece de derecho pura cobrar el impuesto. 

IMPUESTO A LO* REDITOS, Rédito» del comercio, de lt w- 
d^trit,, pfófesione3} etc. 

A falta de prueba de que el ingreso de una «urna deter- 
minad;! proviniera de una venta de acciones —o sea ca- 
pitnl uo imponible— cuya existencia anterior tampoco 
aparece probada, corresponde incluirla en la estimación 
de oficio respectiva; con mayor razón si en la fecha en que, 
según el contribuyente, habría adquirido dichas acciones, 
ya tenia formalizada la venta de ellas que produjo el 
iiii.MT.--n «I" referen ei a. circunstancia que impide conside- 
rfir como valorización de capital a la diferencia entre el 
precio que pagó por la adquisición y el que obtuvo por 
la venta. 

IMPUESTO, A LOS RE DITOS: JlédiUis del comercio, d.- tu indus- 
tria, ptpfétioMéÑt r te. 

La explotación d<* mi "decauville'* no autoriza a apar- 
tarse de! nVimen de la ley que no permite compensar los 
beneficios de un afm con los (quebrantos de otro; lo cual 
no obsla a que de! importe que r«*nltare adeudarse ha- 
ciendo las liquidaciones anuales independientes, se de- 
duzca lo pagado en un año posterior con motivo de la 
Itquidactói] venera! que en el mismo se hizo de esa ex* 
¡dotación. 
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IMPUESTO A LOS REDITOS: Réditos del comercio, de la 

tria, prafenitmts, etc. 

A ful ta de constancias de los libros y documentos del con- 
tribuyente o de otras pruebas demostrativas de las utili- 
dades por ventas de mercaderías, en determinado ejer- 
Cielo, ellas deben ser calculadas teniendo especialmente 
p,, cuenta los coeficientes de las mismas durante los eje*- 
cié ios mía* próximos. 

INTERESES: Relación jurídica entre toé parir*. Repetición & 

impuesta*. 

TA rechazo de una parte importante de ln demanda sobre 
repotioión del impuesto a los réditos impide aplicar el 
art. 7B8 del Oód. Civ. n efecto de liquidar los intereses, 
a partir de la feelia del pairo indebido. 



Sentencia i*el Jvr.z 

Córdoba, abril íl de 1ÍU5. 

V vista»!: Las demandas do Carlos David y Pablo Ore- 
«Orio Fot n ni eoutra la Dir. Oral, del Tino, a Ins TíMitns por 
repeti.-ión de | m'n. y A fl.G-tt.fU m'n. respeetiva- 

mente y 



A) One la Dra. ÜonelTn Tío<rízon do la Padilla. <m repre- 
riÜltaeión de Ins actores, presenta sendas demandas romtiétiÜO 
de aeradla repartición ffcoRl las sumas antes ex nresndas pa- 
padas por razón de la resolución estimativa del oficio del 2H ríe 
noviembre de 1941 v eom orensiva de los ejercicios de los anos 
Iflofi a 1041. "El 1!> de diciembre «áirnionte int'-rmifieron los 
recursos dr reconsideración, desestimándose el 12 de marzo de 
in p> por lo qno pagaron feftjo protesto la* reapeetiyaa sumas 
el r de abril si m den te. en concern de diferenein de impues- 
tos eorrespnudientr's a los años 1ÍW7 a 1°4fl. pues el de 1M6 
estaba proscripto. Funda el derecho de sus mandantes en los 
Rmrcentos expuestos en los expediente, administrativos ríe 
cada uno. relativos a la inexactitud de los hechos; do un pedido 
de mtspension do la estimación do oficio, a onneuuos de 1J41. 
de la pérdida d libros que no hubiesen sido ya inspeeeiona- 
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dos; niega la facultad estimativa después de inspeccione» suce- 
sivamente anuales y que los coeficientes rentísticos sean ajuh- 
tados a la realidad. Pídese, al cabo, la restitución de aquellas 
sumas, sus intereses y las costas (fs. 1, 2, 3; 3, 4, 5). 

B) Que el Fiscal contesta afirmando la facultad estima- 
tiva de su representada, imputando negligencia grave a los 
actores por causa de la pérdida de libros, que hha deficiente 
la prueba de la estimación; no haber ellos acreditad» el origen 
de muchas utilidades no declaradas en su oportunidad; y que 
las constancias del expediente administrativo confirman los 
resultados de la inspección y de la liquidación practicada. Pi- 
de el rechazo de la demanda, con sus costas (102/5 j 107/10) ; y 

Considerando i 

§ I. Que i -arlos David y Pablo (Sregorio Petrint cons- 
tituyeron en 1919 la sociedad colectiva "Pctrini Hermanos" 
— funcionaba al nacer el impuesto a los réditos el 1* de ene- 
ro de 1932— y sus mercaderías, crédito», muebles, útiles y de- 
más efectos comerciales se transfirieron el 23 de enero de 1938 
a "Petrini y Cía,, S. R. L.", y desde el 28 de junio de 1939 
sus inmuebles a "Petrini Hermanos, S. R. L.". Las rentas y 
utilidades de tales sociedades no son concretamente la mate- 
ria sub-autos, sino las privadas de los nombrados Petrini; sin 
embargo, han de conocerse aquéllas para determinar su par- 
ticipación útil como socios colectivos o mol antes, mas sin per- 
juicio del principio jurídico social conforme al cual la perso- 
na de la sociedad es distinta y no confundible con la persona 
de caria uno de sus socios, que pueden subrogarse por la cesión 
de sus derechos. Y ta discriminación influye para determinar 
— las rentas propias incluidas — los medios fiscales para una 
estimación de oficio de lo percibido en ellas ; y por sus réditos 
personales los hermanos presentaron con alguna regularidad 
«us declaraciones juradas, las que se controlaron al propio 
tiempo que las juradas de sus sociedades; 

§ 2. Que sin oposición de los socios a las intervenciones 
y rectificaciones dispuestas, el control de las declaraciones 
juradas de los ejercicios de 1932 a 1936, al liquidarse cada 
uno de estos, fué indistintamente practicado por los Inspecto- 
res Portini, Aso rey y Ballesteros; pero la Dirección no resolvió 
ciertos puntos que los tributarios y los Inspectores pusieron 
en consulta (Dra. R. de la Padula; 209 v/13-e), omisión que 
al cabo vino a promover su estimación de oficio. Se dispuso 
ésta desde 1935 y se notificó el 11 de enero de 1941 ; y pese 
a tales inspecciones, la Dirección puede verificar en todo 
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momento Id declarado — dentro del término quinquenal p reat- 
en ptivo — , inspeccionando libros y documentos de contabilidad 

5/atTQñ elementos de juicio, asi como estimar de oficio la renta 
e quien no llevara libros comerciales {Ley 11.683 : 6-ap. 2*¿ 
10-ap. 3*; 23-a). Y por razón de ese tenJno prescripüvo la 
estimación sólo comprende loe años 1037 a 1940, por lo quf 
aquellas inspecciones quedan fuera de su tiempo; y, además, 
por no disponerse de todos los libros obligatorios, la estimación 
de oficio pudo ordenarse y practicarse —contrariamente a lo 
que arpuyen los actores. 

§ 3. Que se llevaban en forma los libros de la ley mer- 
cantil, inclusive el de la Caja, que — no advierten los actores 
<R. de la Padula: II. 209 v) — es igualmente obligatorio como 
parte integrante del Diario {Cód. Com., 46). Aquéllos, obliga» 
torios o auxiliares — que también sirven de prueba (Id.: 54 
ttb imito, 61. 6">) — i y la correspondencia y además documen- 
ta- ¡ón comercial (Id.: 33-3», 51-ap. 2»), deben conservarse 
por Ion comerciantes y sus herederos y durante 20 años desde 
el cese de sus negocios (Id.: 67). Los de la sociedad colectiva 
debieron serlo, pues, hasta el 23 de enero de 1958 ; pero a raía 
de su transferencia y con el propósito de desbrozar su arcliivo¡ 
el 4 de febrero de 1941 comenzó a separarse como papel inser- 
vible una copiosa correspondencia, recibos y factura* de ven- 
tos; y tras los cuales, el socio profano que actuaba ineluyó 
lúa libros de Caja (exp, roc. 2*, 14). Todo fué vendido a la 
''Papelera Morella 8. lt. L." (Morclla: 1S1; Ossola: 138 v) ; 
los socios lo percibieron el 15 síjruiente y lo comunicaron a la 
Delí'pjwíióu el 7 de marzo del mismo año (exp. soe, 2*, 14). 
Pitra control del ejereicio de 1937 se dispuso entonceH solamen- 
te de los libros Copiador, Diario y de Cuentas Corrientes 
—éstos no foliados, y no vendidos, pese así se dispusiera— 
(exp. sor. 2*: 14; informe, 36 v.). La venta se operó ton dolo 
fie la ley mercantil y. respecto de tos de Caja, con culpa in 
rustfoflifntio además, y no por el pretextado easo fortuito; y 
también eoii dolo de la ley prual, desde (pie la del impuesto a 
los réditos tiene a los líhros de comercio como prueba par» sus 
autoridades (Ley ) 1.688: 10-ap. 2; Cód. Pen,: 25. r >> — lo a4 T 
vierte el representante fiscal (Fiscal : III. 248)—. Xo se ope-: 
ró pues contra ¡fpa Jey impositiva, ya que condiciona su conser- 
vación qnincpicnal a una disposición previa y expresa de la 
Dirección, que uo obra en autos ( Ley 11.683; 10-ap. 2^) • ni 
wntra el artículo 9 de la Reglamentación General — que invóV, 
case también (líesol.: II, 37 v.) — , que por devenir obliga- 
toria la conservaeión extralimita el art. 86, inc. 2* de la Cona- 
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titueióu Nacional, relativo a las atribuciones reglamentarias 
del Poder Ejecutivo Nfi'-ioiui]. 

§ 4. Que lu inspección no actuó continuadamente en un 
principio: sepún el Inspector — no filudo ti escrito alguno— , 
ambos Petrini le pidieron l¡i .suspendiera con el pretexto de 
laborar c[ ha lance de 1940 de "Petrini y Cía. H, II. L." (K, 
Alvarez: 18), lo que. sepún la Delegación. Pablo Círcfrorio 
habría ratificado verbalmente ante ella (Fourende: ; y 
conio el tos to n lepan y Carlos Di* vid cataba ausente, Deíepa- 
ción y Snlt.jjerencia se ponen a cubierto declarando que el 
aludirse a loa dos hermanas sólo respondió "a ía circunstan- 
cia de habn-se invoendo el nombre de ambos" ( Fourcade: 35; 
fjlerena: 38, I). De otro modo es aceptable —como arguyen 
lo» socios — rjue mientras se facturara dicho ha lance el ins- 
pector junio seguir, como (o bacín hu nrando los ejercicios ante- 
riores a la ley 11.6K2; y que hubo de ausentarse para alpuna 
otra inspección {P. U. Petrini : 26. MI), pues la Defecación 
no ha explicado qué hizo mientras tanto aquél. Y si bien se 
reconoce la concesión de algQn plazo, lo fué para suministrar 
unos ti a tos que la Di- legación mptería mas no ¡jara suspender 
la inspección (Id.: í)2, III). En realidad, el pedido de inte- 
rregno no pruébase lo suficiente porque no juega la prueba 
escrita, lo propio que ocurrí* con la manifestación verbal que 
el Delegado atribuye a Pablo Gregorio de tío haber reven- 
dido "por conveniencia" mis JO0.Ü0O pesos en títulos muni- 
cipales (Fourende: 37). Y aquí la ausencia de prueba efi- 
ciente y fehaciente la resuelve un aforismo latino — rrrbn 
ttofitnf. srri/tta inane nf — que el proverbio español traduce di- 
ciendo que "cuando las barbas mienten los pápele* cantan". 
Al cabo, como durante la suspensión se evadieron la documen- 
tación Contable y h*¡ libros du Caja, la Delegación, para cu- 
brirse (Je mi colpa ¡n riifiltttuUt, los sospecha a ios tributarios 
— sin demostrarlo fehacientemente— de haberla solicitado con 
ese fin destructor, 

g 5. Que la no disposición de los libros de Caja hasta 
YXYi — el Diario, asentando su indiscriminado movimiento por 
jornadas — dificultó la estimación de oficio terminada el 29 de 
noviembre de PMI; pero <<\ esa circunstancia justificaba una 
punición, no to ha sido pura acrecentar rentas que no se presu- 
mieran d»* modo ¡ira ve. preciso y concordantes entre los indi- 
cios obrantes —lo requieren [n>í leyes procesales para la prueba 
de presunciones— , esto es, con a ven ta miento de toda esa duda 
en que lu inspección incurre a menudo al servirse de los libros 
restantes (levados en forma, que para este caso hacían prueba 
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mientras no fuesen contradichos con otra "plena y concluyen- 
te'* (Cód. Gbm,: 63-ap. 3'). En atención a este valor proba- 
torio es qifte debían servir y sirvieron de base preferente a la 
estimación de oficio y pericia judicial, como para tal supuesto 
lo recomienda, en principio, la ley impositiva (Ley 11.683: 
10-ap. 2) ; pero, mientras no fuese deshecho emi aquella "prue- 
ba plena y eoncluycnte''. la inspección ha debido aceptar las 
explicaciones de sus dueños acerca de lo ipie significaban pus 
asientos, conforme a la interpretación que se hace en esta sen- 
tencia. Y como también la estimación hn de fundarse en las 
presunciones dé los ejercicios anteriores (Id.: G-ap, 2 1 '). adviér- 
tese que se saltearon los de 1032 a 1935 y que con los de 1928 
a 1931 y el de 1937 —posterior y no anterior — se argüyó, por 
analogía, para determinar los porcentajes de utilidad bruta del 
ejercicio 1936; y si bien el dispositivo pertinente nu distingue 
respecto a los períodos anteriores, lo propio es exominar los 
más inmediatos ■ — la inspección estuvo en condiciones de cono- 
cerlos (Delegación: 169)— y no fundarse en la leve sospecha 
de que durante los de 1932* a 1935 hubiera habido interés en 
disminuir u ocultar las utilidades, que, contrariamente a lo que 
aduce la repartición, lejos está de constituir una presunción 
lógica (Pourcade: 35 v.). 

§ ti. íjne según el art. 23 -a de la ley 11.683 se prescribe 
a los cinc» años la acción para impugnar las declaraciones jura- 
das, practicar la estimación de oficio y requerir el impuesto, 
corriendo el lérmino desde que aquéllas se presentan o éste es 
exiiiible (St'X: 19-9-940, llaldantoni; Fallos, 1S7. (¡37 ; — tá.! 
18-2-943, liédilos v. Arnionr La Plata; Faifa*, 195 : 26; Id.: 
24-2-943. (¡hno. NV, v. Cigauovieb: .1. A., 1943-1: (¡39). Con 
relación al impuesto de m$n. 17.3ft2.41 ajustado por la Direc- 
ción para el ejercicio de 1936, la prescripción ya fué declarada 
en sendos juicios de apremio promovidos contra cu da uno de 
bis hermanos Petrini, dmide s-* demostró que sus declaracio- 
nes juradas fueron presentadas rl 6 de marzo de 1937 — el 
contribuyente las fechó el 5— e intervenidas por el Inspector, 
a las que selló el 24 siguiente al entregarlas éste a la Oficina 
( Juzg. Ped. Cha. i 1-6-943. D, (í. Réditos v. Petrini ; J. A.. 1943- 
U; 9(Jíi). Y también esta ha prescripta la acción para estimar 
de oficio dicho ejercicio, sí desde el 6 de marzo de 1937 basta 
d 12 del mismo mes de 1942 —en que quedó administrativa 
y definitivamente firme la estimación — transcurrió completo 
*él término prescriptivo quinquenal. En este sentido los tribu- 
tarios procedieron con pleno derecho — la cosa juzgada obrante 
va hnv— al no abonar dicha suma cuando lo hicieron bajo pro- 
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testa el l 11 de abril siguiente. De comí guíente, la estimación 
sólo ha de examinarse con relación a los ejercicios de 1937 
a 1940 — cuatro «nos — . 

§ 7. a) Que para finHnciüi- ]¡: nm.it inacción de pavimen- 
tos, la Municipalidad de Córdoba sancionó el 26 de marzo de 
192Ü ta Ordcnanua n 1 ' 271 tf, en cuyo art. -12 dispuso la emisión 
de títulos ni portador por m*n. 2.500.000.00; y, conforme al 
decreto n» 6- r i82 del 30 siguiente — art. t ¥ — se expidieron por 
valor de m?n. 100.00 cada uno e impreso-; fon designación de 
la otorgante, serie y numen» ción, firma de Jos funcionarios 
autor beadm y expresión de ser títulos ni portador cuyo valor 
sería recibido por la emisora con arreglo a esa Ordenanza y 
Decreto transcriptos al dorso; y tale* enunciaciones confor- 
maban Ion arts. 743 a 745 de] Código de Comercio, relativos a 
los papeles de comercio al portador. Abofa bien ¡ durante 1928 
a 1930 éj corredor Mateo Seguí adquirió de esos títulos, para 
las personas de los actores, por dn valor nominal de m?n. 
200.000.(10 y «1 unitario real de m$n. 90.0!). que equivalió a 
i:aí\ coti/ai-ú'n de m$u. 180.000.00; y las instrumentos no fue- 
ron depositados en Banco alguno, sino en lo propia caja de 
caudales, cobráudáae Ins intereses con alguna dificultad y me- 
diaiin- Uk nipones hasta 1935 inclusive. Con el mismo corre- 
dor, y '.'un los cupones respectivos, se vendió en noviembre 
de 1 !>:!€• un valor nominal de nr$n. 100.000.00 al precio de 
m*n. 95i034j92 — la inspección lo dubitn. pese verificar suma 
y fecha f lí. A Iva rea: 19 v; .1. Seguí Oener: 25; P. 6. Pe. 
trbíi: ¡JO, Vil! J id; e?íp. soe. »i 12. 17. 19). Y ya antes, en 
1933. 1931 y 193"! donaron títulos por in$n. 60.000.00 nomí- 
nale* a cada uno de los futuros socios de la sociedad de la 
Ley 11.645. constituida en 1938: Daniel Andreólí, Jos! Heinz 
y Carlos OÍ'_»li ( I?. Alvnrejc: 10 v. esp. soe. 2». 39 V; P. O. Pe- 
trini: HO, Vf II ; kt exp. soe. 2'* 17); y cuyos valores se acre- 
ditaran en cuentas particulares de ta sociedad cnlcetiva, a 
nombre de parientes de los donatarios (Fonrcadc; 36 v.). 
Hasta el último día de 1936 la adquisición, donación y venta 
de títulos est:in fuera del período de estimación reditual, mas 
tienen relación con los ejercicios siguientes de 1937 a 1940. 
En efecto: durante esc ano 1937 las parientas Genoveva Bus- 
tos de And reñí i, Antonia Pieconc de Heinz y María, viuda de 
GigU —espasas y madre esta de los donatarios — respectiva- 
mente ingresan la cuenta de los Petrini. m$n 17.000.00, 
ni#n. 18,000 y mín. 20.000.00 ÍR. Alvares: 19 v; exp. soe. 2°, 
V.). Jurídicamente. la presunción es la de que, realizados 
títulos, se restituyó en dinero lo donado —viables tos pre- 




DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



37 



cios nominales y de cotización — , hecho que, a falta de una 
explicación suficiente, debió ser el cargo de una donación de 
sólo los intereses (Cód. Civil: 1826/29), T el remanente nomi- 
nal de m$n. 40.000.00, cotí sus cupones adheridos también, se 
vendió a m$n. 75.00 la unidad, cotización que produjo m$n. 
30.000 00 contabilizados el 28 de junio de 1940 (R. Alvarez: 
19 v; P. G, Petriní : 30, VIII; id: exp, eoc. 2*, 12, 17, 42); 

b) Qtte suspicazmente la Dirección atribuye la explica- 
ción de lu adquisición, venta y donación — cuya solución jurí- 
dica elude— de los títulos y los ingresos correspondientes de 
1937 al propósito de ocultar el origen y el impuesto a lo» 
títulos o a las utilidades de los ejercicios respectivos (Pour- 
cade: 36 v./7: arguye que los títulos no les fueron declarados 
desde 1932. como si fuera obligación denunciar un capital cu- 
yos réditos no debían pujarlos ellos sino el emisor a título 
do agente de retención, pues los transferidos en 1936 y 1940 
se entregaron ton los cupones de intereses adheridos; qué aque- 
llos no figuran en los legajos de los donatarios, lo que empero 
se explica si debían figurar en los de Jas futrí rutas a quienes 
la contabilidad se los atribuía; que no hay antecedentes en el 
Banco do Londres y América del Sud, que sería agente paga- 
dor de servicios, mas tos decretos 6582, 6835, 7476 y 7919 atri- 
buyen la función a oficinas municipales; que tampoco los hay 
en la Municipalidad, como si el título no se concibiese al por- 
tador — innominados, su posesión se tradiee manualmente y 
presume la propiedad erga (mines (Cód, Comercio: 742) — y 
como tal no fuese sólo identif ¡cable por su impresión y nume- 
ración, y sin obligación de registrarse el nombre de los corre- 
dores — se averiguó por Seguí? — o de sus poseedores. Ade- 
más, por la mora constante de la Municipalidad en cumplir 
sus obligaciones, la venta de títulos se hizo con quebrantos, 
como lo advierten los actores y lo confirma lo p re r re] atado 
(Petrini; exp. soc. 2* 10) ; y ello acusa que no produjo utili- 
dad imposible ese movimiento de capitales y que, de consi- 
guiente, corresponde deducir el impuesto liquidado por con- 
cepto de este rubro. 

§ H, Que durante el ejercicio 1934/5 la contabilidad in- 
terna de la ¡Sociedad colectiva asentó como incobrables, en el 
rubro "ganancias y pérdidas", las deudas de lt. de Orello por 
m$n. 744.00, de Rosa G. de Juvany por m$n. 820,00, y de 
Cosme Oodoy y de Juan Cruz Colazo por m$n. 10,000.00 cada 
una, sumando todas m$n. 21.564,00. Figuraron en la decla- 
ración de 1934, entre otros, mas los inspectores Asorey y Ba- 
llesteros (exp. soc. 1*, 7 v. aoo 1934; íd. 23, año 1936), por 
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considerarlas quebrantos no las lucieron figurar °n sus iKjtfr 
daciones do inspección de los años 3!Uí(i y 1!)37 res pee ida- 
mente (I*, tí. Pctrini: 31/2. XI; exp. m>c. 2". 23, 193:. ¡1: 
Godoy; id. 1^6/7: Colazo). Kl hispu-tor Rodríguez Alvaros 
niesra clin, mas porque consultó ::íi informe tic inspección ¡in- 
terior n I 1936 y la declaración jurada de 1fl3ó. donde, romo 
se indica, no habían de Imitarse y porgue no eonsulió las 
declaraciones de quienes pagaron después por (.¡o doy — en el 
mismo 193*6— y por Collazo ( R. Alvares:: 20 v. b-b). Sin 
embargo, las deudas se fueron pagando — tas de ■'■stu>, por Al- 
fredo Gigli (P. G. Pctrini: 31/2. XI)— registrándose en el 
haber de la cuenta persona], el 28 de febrero de 1!>37, 
m$n. 3.1ó7,10 por Colazo (éxp, soc. 2°, 23), como lo feoin- 
prueba la pericia (1\ O. Pelrhii: D3. VIH; Dr. -luuyenl : 191 
V.. 3-d). Lo recuperado se fué arredilando, como lo anferinr, 
en esa cuenta persona! y no en la social iexp. sor, 2": 1!. Al- 
varez. 37 t IV-26), pues, como lo arguyen los Pctrini, allí debía 
asentarse si los inspectores aquéllos lo aventaron como ingreso 
Hucial (Pctrini: 3Í/2¡j XI; &3/4> VIII). Y se desvanece así ta 
imputación de que tales ingresos figurasen dos veces, para que 
)» segunda tuviese por objetivo ocultar otras utilidades im- 
ponibles. 

íf !), Que el 2:' de mayo de I03l¡ y en la subasta hipoteca- 
ria promovida por 'losé Peña contra Juan Cruz Herrera. Ion 
hermanos Pctrini adquirieron para sí y por ra$n. 07.000.00 el 
inmueble de Avenida Colón u v 127/31, en la esquina nordeste 
con la de General Paz; y fue transferida a "Pctrini llerma- 
nos, S. li. L." el 27 de jimio de 1980 (1!. Alvarez: 1!> v,: exp. 
soc. 2': Pctrini, 12). Los gasios judiciales — seña, comisión, 
impuesto, etc. — importaron m$n. 4.óT>0.05 ; y consignado el 
Baldó en autos el 8 de junio siguiente, el precio total de com- 
pra fué tic iu;?n. 01.Ó50.05. Este precio se formó con 
m$n. 3ft.000.000 y m$n. 20,000110 que el 30 de octubre de 1935 
pagaron Máximo* Pucci y Juan O (¡itidi. respectivamente, sobre 
la cuenta personal de los compradores; y eou ímSn. 11.550,05, 
debitados cuino adelanto sobre la misma el 10 y el 1(5 de junio 
de 1030 (\\ <J. Pctrini: 31. IX: exp. soc. 2" 42). Y 

esta suma, asi como el saldo de osa ruerna por m$u. 12.159.45, 
ta ratifica la inspección (K. Alvarez : 20 v.; exp. soe. 2'. 3!í v.). 
La explicación de lus .-.ocios no es oS.jclo de una especial con- 
sideración por ta Dirección — ; quien calla otorga—, por ln 
que lia de tctiórsi'la por cierla y, pin- ende, como exacto aquel 
no vi miento de fondas, no provenientes de utilidades ocultas 
y gravabtas. De otro modo, ta imputación al ejercicio del año 
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jkí^ii if ntt* de un capital ingresado cu 1035 (Petrini: cxp. soe. 2 9 , 
41-b. 42). arguye aaímiamo sobre el error do la estimación de 
oficio, aparte corresponder ¡i períodos presuriptos, 

¡í 10, Qu" en la ene uta corriente personal "Carlos y Pa- 
bio Petrini*' de la sociedad colectiva y del ejercicio de 1037, 
el debe alcanza a m$u. 7n.il01.SS y r! haber a mfcn. 70,331.46, 
!o que liquida una diferencia de nn?n. 3.570.42; pero dedu- 
cidos mfn. 53.342.S7 tlel ejercicio anterior, el haber de 1937 
conforme m¿?n. líi.EíSH.óíí (Dr. Junyent: lili. 3»-il). Kespecto 
a su ni o vi miento. los m$n. 3.157,1!) de! 2!í de febrero corres- 
ponden ut recupero parcial del crédito de .Joan Cruz Colazo 
(cons. 8) ; los m$*l. 7.510,25 dél 31 de marzo, a un (-[Ultra-asiento 
para anular uno equiva lente del debe; y los m$n. 3.192,54 del 
31 de diciembre se desvanecen con su retiro en el siguiente mes 
de enero de 1038 (I*. Petrini; 03/4, VIH: esp. see. 2", 23. 
13). Ksta explicación de los coritribnyentes ha de tenérsela por 
cierta, pues no lia sido en concreto ni negada ui probada de 
contrario. por ende, estos tres rubras — ni$n. 13.8(¡S.;)H — jus- 
tifican casi todo el monto del babee - iriSn. lfi.ÜSS.'jí)— , pues la 
diferencia es la corta de >n¡?n. 3.119,59. Sin embargó, razonan- 
«tu sobre la falta del libro de Caja sin liaber averiguado la 
certeza de aquella explicación, la Dirección tiene a ese haber 
como utilidad imponible no declarada íexp. soe. 2", 40); pero 
en caso de duda — -que la inspección la esgrime de continuo — 
es difícil confirmar im criterio similar en materia impositiva. 
miIiiv lodo sí d movimiento de los fundos no lo confirma plena- 
mente, Y es así que, en este senlido, el experto advierte sagaz- 
mente bien, y entre otras circunstancias que lo afirman, que 
"'la propia cuenta, por su característica y desenvolvimiento, 
iwtá deimtmuln que bis titulares se lian servid" de ella para 
registrar -us movimientos de fondos particulares, de tenencia 
muchas veces transitoria, como lo revela la periodicidad, de las 
extracciones y la coincidencia de algunas extracciones cercanas 
a algunos ingresos" i Dr. Junyent: 1H1/2 w, 3" d). De consi- 
guiente, correspondo nu considerar los m$n. l(i.í)SB.3í) como 
utilidad del ejercicio de 1037. 

S 11. Que respecto a lu 1" categoría renta del suelo—, 
las casas de Avenida Hoque iSáenz Peña n" 1355 y n v J433 
— respectivamente habitadas por las familias de Carlos David 
y Pablo ¡regorio Petrini — pertenecen a la sociedad colectiva 
'•'Petrini Hermanos" hasta el 2H de junio de 193!) y desde 
entonces a la del mismo nombre de responsabilidad limitada. 
A. éstas corresponden las rentas local ivas de las muchas casas 
qne poseen (exp. soc: 1". 2) —efectivas, si dan la euasi-po.se- 
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itión a t creeros — y, a título do locadoras, tambjón el pa™o del 
impuesto respectivo; y lo propio li*s cor responde cuando la renta 
es presunta — ta posesión se mantiene de mano propia — , de 
que es ejemplo la casa de negocio en la esquina de callen Bvfaw 
y Pr ingles (Ley 11.682: 11). Mus. ennndo no hay renta real 
ni presunta debido a una enasí-posesión dada gratis a terceros, 
n hay impuesto porque falta el ohjeto sohre qué imponer, como 
«é resuelve con el comodato : "a los efectos de la ley 11.682 t. b. 
— resuelve ]a Corte Suprema-^- no se computará renta pre- 
sunta, en los casos de hienes inmuebles dados en comodato o 
préstamo de uso a terceros" fS. C. S. i 25-2 942, Snntaiiutriun : 
ggBto, IH2: 90; Id. : 10-7-944. P. de Cnfferata v. D. O. Réditos; 
Pttfha, T9tt; 216). ])r tál modo, los comodantes iu> están nbli- 
güilos al impuesto renta! : y como en autos las casas anoctlas 
están cedidas pratnil amento por una sruiedad comercia! a la 
familia de ambos Petrini ^torceros con respecto a ella — . por 
ley del comodato carece de razón jurídica la estimación d» oficio 
que atribuye a cada uno de los comodatarios una renta locativa 
de m*n. 2.400,00 anuales desde a 1940. Esta conclusión 
vuelve innocuo el examen de la eiptidml de los precios locativos, 
que disienten y debaten fas partes; y si bien éstas no lo invo- 
caron, sm aplicación resalía hny de ía resolución espedida por 
Ta Dirección el posterior 27 de enero de 1944 que fundada en 
aquella jurisprudencia <*o dispone, así como que "los íroslos e 
impuestos que iiTO'jrm-n tales bienes, serán deducidles impositi- 
vamente de las demíís rentas del contribuyente"; y cuya obli- 
gatoriedad entre partes emana, wntnrrw ñenm, del tirt. 'V 
apartado 2* de ta ley 1 l.fíSrí (Boletín Oficial, 9-1Í-944). 

53 12. Que los réditos de los canifalcs mobiliarios y «imi- 
lares — 2* cateíforía — se refieren a los que se habrían deven- 
gado de negociación de títulos municipales y almra la de arrio- 
tips de la "Compañía Argentina Industrial' Posforera, S. A.", 
que son al portador y por el valor nominal de m$n. 250,00 
cada una. razón por la que ella no interviene ni conoce las par- 
ticularidades de sus transferencias (C. A, 1. Fosforera: !>B). 

a) A nombre de Pablo Greptrio I'etrini y cotí imputación 
a su cuenta particular se adquirieron, en distintas fechas y can- 
tidades, acciones de dieb sociedad, que fueron pues de "perte- 
nencia del nombrado (Petrini: cxp. soc. 2*. 12, 41). Presidente 
de la mi*mn. fjas propias y las de otros accionistas autorizante*} 
fueron vendidas al vocal de) Directorio de la sixiedad anónima 
"Compañía General de Fósforos", Monnty Ricrman, en dos 
partidas el fi de diciembre de 1938 —una por 14S.S00.00 m$n. 
y otra por m^n, 173.090.00 y una tercera por infcn. 14.400 00 el 
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17 de abril de lOrtO ÍBicrman ■ 155-8; Pctrini : exp, mic. 2*, 43). 
El precio de hi primera, un cheque íícnera] y otros parciales 
mediante, aquel los distribuyó cutre aquellos accionistas 
hasta m$n. 104.422,50 y por lo que le correspondió retuvo 
m$n. 43.257.50 que asentó en su cuenta personal (Dr. Beekwíth : 
1(12 v,; Dr. Junyeut: 179/81 v.. V-\ 2 V ; R. Alvares:: exp. 
soe. 2*, 40 v.), ¿obre el precio de la secunda participó en 
m$n, 86.500.00, sejrún el cheque de uno de esos accionista* 
(Feiírin: í>í>. 141), de los cuales, depositados en una cuenta 
particular hancaria, se extrajeron m$n, 45.000,00 más 
m$n. 20.000.00 pava él mismo y otros m$u. 20,000,00 que donó 
a su hermano Carlos David íPetrini: exp, soe. 2". 43), Mimán- 
dose así los íii$n. ^5.000,00 que figuran distribuido"* en la cuenta 
personal do ambo» en los libros de ''Pctrini y Cía., S. R. L." 
(Dr. Heekwilh: 103; Dr. Jnnycnt: lfil v./4 v., 3?, fi v ). La 
tercera, como lo advierte Pablo Gregorio no fué objetada ni 
incluida en la estimación, holgando por ello precisar su destino 
(P, O. Petrini: 90, VIH). De la Compañía fosforera eran las 
acciones, cuyos intereses y dividendos a sólo ella correspondía 
liquidar, operando así la liquidación, retención y pago del im- 
puesto: pa«ó sobre intereses mSn. 52.25 y sobre los dividendos 
y sueldos de Pablo Gregorio como Presidente basta que cesó 
como tal. m$n, 9.36 para 1937 y m*n. 4,75 para 1938 {Dr. .Jun- 
yeut : 190 v„ 9"-2; 194 v., 4 1 - 1 ; 195 v., V ; 190 v.l- 

bl Que para la Dele-ración, los m$n. 85.000,00 son utili- 
dades imponibles correspondientes al ejercicio de 1938 (exp. 
soe. 2 y : esteneil 2515. fs. 7); y nada computa respecto a los 
mSn. 43.257.5f) provenientes de la venta de la primera partida: 
Jo presume en el tiempo transcurrido entre la venta del 6 de 
diciembre de 1938 y su asiento en los libros el IS de enero 
de 1939. pese a justificarse con toda Ja tramitación hnneariu 
explicada por los expertas; o lo presume como "comisión o re- 
trwSu¿iÓa" por su intervención en la negociación (íí. Alvarez: 
20 v.). sin producir ln prueba afirmativa que como dicen te y 
por sacarlo del orden ordinario — la estimación de oficio — le 
corresponde, pues no sería procesal la -íruchfi negativa que pre* 
tende el representante fiscal (Proc. Fiscal: 254). Par lo con- 
trario, no lo presume la omisión de bis utilidades de la primera 
y tercera partidas — m$n. 43.257,50 del fi de diciembre de 1938 
y mSn 14.400.00 del 17 de abril de 1939— ni la proporción 
entre el capital movido y el de la supuesta retribución — sobre 
40 acciones: m$n. 10.000,00 de las vendidas en diciembre, un 
accionista pastó $ 100.00 (P. Seguí: exp. soc. 2*, 65). De otra 
parte, si bien las acciones debieron ser vendidas por sobre su 
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valor nominal a t^m r a los informes de los demás accionistas 
íexp. soe. 2": K. Feijrín, liO; 1,. Feisrin. (il : Cnuc-í, .Mtmastero- 
lu y Cía.. U*2; lirnsco y Cía.. f¡:í ; Dianda Hermanos, U4 ; F. Sc- 
jruí, íió) — no obra noticia sobre precios de compra y de venta, 
y de valor nominal de las le Pablo (¡reirorin — , la ley resuelve 
que »mi la determinación de la renta bruta no se computará el 
mayor valor proveniente «I** la venta de bis valores mobiliarios 
en comparación con el precio de compra, como emitnlti son in- 
versiones fie capital > Ley Il.liS'J. 2ó-e), lo que ha hecho argüir 
que "el mayor valor de la transWeneis de un enpitat por un 
monto superior a su valor originario y distribuido tu cuotas n 
sus asociados», ito es rédito (te los gravados por la ley ll.fivi" 

¡S. C. &¡ 74233$ Petróle.. de ClmUacó. S. A. v. Nació»; 
Fulfas-, IsJ: 417 i. las exacto es. de consiguiente, ipie las accio- 
nes representaban un eapitat y "pie. por ende, su transferencia 
jurídica e.stá exenta d<- impuesto reditual alguno. 

§ 13. Que acerca do la cuenta de un Decauville para la 
explotación de un bosque en Chuña, instalado por la colectiva 
"IVtrini Hermanos" en 19íít¡ y tr;iu>ferido en ]9,'i,S a la de 
responsabilidad limitada "¡Vtnui y Cia.". las ulilidades resul- 
tantes e imponibles cuando >e vendió en junio de 194(1, se^úu 
inventario de' .'!! de jnlin de 1941. fueron m$n. 24.34B,07 
(Dr. ISeekwi'h . 1B2; Dr. Junyent: 1*4 v,/H v.. 7 V ; Petrini: 
exp. sor. 2". 43). Aquí sufrió excepción la reírla lesral de la no 
compensación de los queiirautos de un ejercicio anual con [m 
utilidades de ot ni, afirmativa de la anualidad de] impuesto 
(ley 11 24-j\ — lo admite el revisor cuino para ta locación 
de obrn tl'efrini: id.); rúas la Dirección, pese a su cálculo 
total, y su representante, fiara suponerlos distintos a los peri- 
ciales, aromen lo contrario (Proc. fiscal.: _">í v) -. porque 
durante los años VXUi — éste, fuera de la estimación— hasta el 
1939, rl Deeativille no arrojó sino .sabios deudores, a sea. que* 
brautus que aventaban todo impuesto reditual, pues sólo EttC 
«'1 naldo acreedor de 1940 el que los cubrió y que, por tanto, 
pudo comprenderse ni dicha eslimaciúu i Dr. .Iinivent: 1M 
v./fi v., 7»; 192 v. Vi v.. 9* b). Y el ini puesto del 5 % sobre 
aquellas utilidades, por rn>'n. 1.217.4(1 se pairó el 27 dé agos- 
to dé 1941 conforme los asientos de las sociedades que explo- 
taron el Dci-auviSlc y la declaración jurada de dicho año. Por 
lo tanto, corresponde ht devolución de lo pagado en concepto 
de la estimación de o fie ir., o sean nis¡u. 2.:M1.:J0. cq ni va leu tes- 
ai 3 "<c de los insn, Mi .S2ií.1"> en que fiscalmeiite se estimaron 
las utilidades. 

§ 14. ai l¿uc correhponile exandnar lo de las utifidadt . 



provenientes de las ventas de mercaderías, que, con arregló al 
sistema fiscal, sé ju/jran por l<«s coeficientes de aquéllas duran- 
te cada ejercicio. Atesando l¡i falta de c ¡ortos libros y docu- 
mentos, ta autoridad fiscal resuelve los aforos pw vía de oon- 
jctnras «pie no funda eíi pruebas evidentes, o no indaira las 
que I* 1 prOponcÚ los contribuyentes, como si esa falta, de la que 
también fué culpable, le autorizara ;t proceder de semejmite 
modo (consíd, *».). La primera falla ™ la de .ilustrar el ejercicio 

de lí);í7 por los precedentes de 1ÍV2S a 10ÍÍ1 y los emiti-ítin» de 

1935 y 1936, ohíitiéudo pues los de $$2 a l^'í-t. cuando el dis- 
positivo legal que autoriza la comparación -—ley ll.fi8:l. art. (Í-— 
itp contempla; tai cosa y presume ha de practicarse con los más 
«lÍPgadqs feonsid. 5»). tío contraríe» aniorizaría a diehn antori- 
dad .1 proeedersin equidad, aleccionando los períodos más altos 

patR Conjeturar las desconocidos, como lo ha comportado en 
autos, arguyendo ipie durante es*- tiempo las casas de plastas 
tuvieron coeficientes más elevados — no lo demostró en concreto 
ni aquí ni con los precios de venta de HJ'íT- - y (pie sospechaba 
los eiércÍL-ios más remotos debían ser utas veraces que los con- 
temporáneos con la ley de impuestos ¡i los réditos (Dele?-, 153), 
la que, a falta do prueba asertiva, resulta incalificable como 
man ¡fes;! ación de una autoridad pública íexp. sao. 2" J ; inspeo: 
:I7 v -VIT I ; exp. J\ I!. IVtrini: inspee. IH-K lfW-'l. Corres- 
ponde ilesfficer ei entuerto eon la inclusión de los coeficientes 
ile los ejereieiiis eludidos por la iiispoeeióii —figuran ou la prue- 
ba de los neto ees— < IV. líiíl 1 i. la mendacidad de Puya Pele- 
■rttción nefando haberlos estudiado, su posterior disculpa la 
agrava al reconocer un saber qué hacen sus inspectores (Dele- 
¿ración. 153, 16SÍ-), Discrimínese: 

h) Durante los años lí»2S a 1ÍKI2 s*' n-oar«:aba el precio 
de venta eon un ó.lííill ' i . (pie descontaba a razón del ó, 4. íi y 
2 'r por los pagos respectivos a W. 60. 90 y 120 días, salvo 
fuesen a plazos más cortos o dé relance. Lo no devuelto no os 
parte del precio, sejrún el art. 22 de la ley Tl.íiSL>. y por ello 
la firma social no !o incluyó a los fines d<' estimar el coeficiente. 
La inspección un controtó el monto de ¡a devolución y recurrió 
a promediar n ojo de buen cabero —inadmisible en materia 
fiscal - un 4 % el (pie ora de 3.50 inventando para ello 
un descuento liasta del 6 7* ■ Bato explica que el eoeficiénté 
de la inspección sea mayor que e! resultante ib> las declara- 
CÍones juradas, las cuales están ajustadas a ese dispositivo lojral 
que la" autoridad fiscal no admite aduciendo no eonoeer, sin 
embargo, el monto exacto de lo reintegrado. Los coeficientes 
jítm los s¡t- nien tes: 
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Kjm-icio : 



IVíriní EEnrm # : liupicción %\ 



1928 

1929 . . 

1930 . . 
1í>31 . . 




A partí- la cor tu diferencia entro todos, resulta que en 1932. 
cuando ya rejíía el impuesto a los réditos, su coeficiente fué 
mayor al de 192H y ¡meo menor al de 1929 spííúii los actores, 
y lo propio respecto al do 1929 y 1928 sepún la inspección, 
A ello queda reducida la suspicaz conjetura de la disminución 
intencional c' ■ lns utilidades desdo 1932 en adelante (exp. soc. 
2 V : (nipección. 27 v./9-VIH: Pctrini 41-3'.c-8*. 45-I/V1Í, .10/6; 
exp. T*. O. fctriTii; inspección. 1H v. ; Deletración, 35 v., IfiO.. 



c) Desde 193U hasta 193fi el coeficiente es inferior por- 
que ya el precio no es recargado en función de la fecha de mu 
paco sino con el 1 r '< mensual mnratorin. interés que con arre- 
glo al mismo artículo 22 se computa entre tos "intereses y 
descuentos' 1 ; y porque la rebaja de precio de las meivml crían 
existentes aumentó la ventn : la de 1932 fué duplicada en 1933 
y 1934 (exp. soi* , 2: planilla .">">), La inspección tamhién atri- 
buye la disminución del coeficiente con relación a los años ante- 
riores, porque algunas utilidades del rubro ingresa mu a la 
cuenta particular de los socios; mas ya se demostró su inexac- 
titud al explicar lo relativo a títulos pú híleos, recu peros, deenu- 
ville y adquisición de un inmueble céntrico. Al cubo, aunque 
fundados en esas distintas razones — más exactas y demostradas 
las de los tributarios—, las partes coinciden en los coeficientes: 

Kjorricm: Pi-trirti TTiins. : Infección : 



(oxp. Roe. 2"; Petriuí. 19-4'. 46/8-Vl a IX, S3/6; Inspección, 
87 V./9-VHI : exp. I», (i. Pesrini: Inspección, 19; lYtrini, 30-VI ; 
Delegación, 3li v . 160/1. 169). 

d) Todos los impuestos de lo» réditos de los ejercicios 
anteriores a 1937 están proscriptos, por lo que el conocimiento 
de ellos no ha servido a ta Delegación más que para estimar 



169). 



1933 
1934 

183S 
1936 



4.260 
3.712 
4,809 
3.571 
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«I ejercicio de dicho año. Ahora bien : bu coeficiente de 7.519 
dobló suficiente al de 3,574 del aüo anterior ¡ y si bien las partes 
mtkn concordes con él, disienten en cuanto a las causas de ser 
superior. Son comunes estas diferencias bruscas dentro de lo 
comercial, según también lo ejemplifican los coeficientes de 
1928 y 1931, cuando aun no podía obrar ta suspicacia fundada 
eu el impuesta reditual. Aparte de ser utilidades las de la cuen- 
ta corriente personal (cons. 10), promueven el aumento: la 
venta de toda la existencia de mercaderías al cerrarse el ejer- 
cicio, hecha a "Petrini y Cía. S. R. L.", no al precio de costo 
sino al corriente de venta — hecho que, aunque para una con- 
clusión contraria, la inspección no lo niega (Petrini, 29- VII; 
Delegación, 36 v.) — ; y los ingresos provenientes de la nego- 
ciación del azúcar, que, porque la Delegación rechazó la respec- 
tiva prueba que se le ofrecía, tos actores la han conducido por 
la vía judicial. Durante 1937 el azúcar aumentó su precio, más 
o menos, en m?n. 0.10 por kilo — m$n. 1.00 los 10 kilos—. La 
sociedad adquirió a una sociedad anónima 2.341.240 kilogramos 
desde el 15 de enero hasta el 23 de diciembre, en 16 partidas 
de diferentes cantidades i K. Pallavicim y Cía., S. A.: facturas, 
112/22; planilla. 144 ; Rniz. 149) ; y a otra sociedad 3,303.780 
kilogramos, cu H partida* distintas entre el 4 de febrero y el 
1K de octubre {Hijos de Justino Lascano: facturas, 123/30; 
pt finida. 142; Andrado, 14H v.). El total de 5.645.020 kilo- 
srnrnos liquidaron una utilidad de m$n. 564.502.00. Aquella 
venia de todas las existencias y rsta entrada extraordinaria 
jMülifií-íin que el eoeficieute de 1ÍI37 fuese 3.945 puntos más 
alto que el ríe 193h\ que la Delegación no consideró como no 
fuese para presuponer los coeficientes «le los años anteriores 
¡neyfietns enn relación al del ejercicio de 1937. 

<• > Respecto a los ejercicios posteriores a 19374938, 1í»39 
y 1940, httelgH eoi tolerarlos porque mi hay cálculos sobre 
coeficientes de tus iiTilidades producidas por la venta de mer- 
caderías ni observaciones de las contribuyentes. Al cabo, co- 
rresponde desechar las conclusiones di- la Gerencia, Delegación 
c Inspección respecto al rubro de todo el presente consideran- 
do, pues en Síntesis y como se ha sentado, el mayor porcentaje 
de If'28 a 1932 respondió al recargo sobre el precio de venta 
— no exactamente deducido por e] investigador — ¡ el de 1933 
a 193íi ¡i reeargív -■»■* con sólo un mínimo interés monitorio y a 
ta duplicación -le la venta por su rebaja; y el superior de 1937 
n la venta a precio de caja de toda ta existencia de mercaderías 
y ni elevado del dol azúcar. Corresponde pues hace lugar a la 
repetición en e na uto pertenece al rubro premencionado. 
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S 1"». Que sr- pillen los intereses desde el din del pajTO 
(demandas, :¡ y •">>; y el art. 7HH del Cód. Civ. —la ley 37. 
tít. 14, parí. a 1 ' explicándolo i>n su nota — uní lo sanciono pura 
cuando recibió el pajro sabiéndose (pie no correspondía. 
En este sentido muí suficientes los pronunciamientos judicia- 
les citados en apoyo y eoniu antecedentes de la repetición 
demandada en autos —que la (¡ercneia no lia de ignorar y n 
HIon Iva de adaptar* — . para atribuirlo ese «•niiuciiiiieittn a 
ésta, como lo resolvió también la Corte Suprema apartándose 
de su jurisprudencia de que los intereses torren desdo la iii- 
ter pe faetón, en el caso en ffue la Dirección insistió, después 
de ipte ya se bahía pronunciado cu nuil vario, en percibir im- 
puesto reditual por causa ile comodato (Jurisprudencia en el 
considerando 11). 

$ i(i. (¿ue la Delejfacióu no lia colabovado derechamente 
con la vía judicial : nejró Imberbe calculado el coeficiente de la 
venta de mercaderías de los añoa l!í:¡2, É933 y 1!)34. mas en 
principio a reptó después el cálenlo igue se le demostraba hizo 
la inspección, no sin alegar que confirmaba la diferencia de 
menee* respecto a los ejercicios anteriores, pero sin considerar, 
una vez uiás. las causas alegadas y probadas de contrario (Dc- 
leiíación, ló2. Ibil. l'¡!h ; y neyó que f, l personal de la Direc- 
ción gozara, mediante una calificación por puntos, de una re- 
tribución itierítuarta conforme a al<;ún dispositivo tpic la 
reblara | Delegación. 152); no tibiante, el puntaje de los ins- 
pectores obra eti autos i Uva. lí. de la Padula, 232), y el 
artículo til de la ley 11.08:1 eren a tal objeto el fondo de estí- 
mulo para un seglíCQ y oréluioss al personal. Debe llamársele 
la atención, 

l'iu- todo lo expuesto, cu definitiva fallo: Condenando a 
ln Dir. Dial, del Imp. a Ion Ib-ditos ¡i restituir a Carlos David 
Petrini la Mima de $ &334,t$ mu. y a Pablo tlregoria IVtrini 
la de $ $#43,44 m/ii., ambas coa sus intereses desde el l'Mle 
abril d- 1!>42: eou cosías. Llamar la atención a la Delegación 
de Córdoba de arpiella Dirección, sobre mis informes despacha- 
dos ti este jugado el 1* do abril de 1!M:í. - ti. ¡hirravo Marmnl. 

Sextcsvia tu; la Camama Kkijkual 

Córdoba. Rgosío 29 de líMá. 

Y vistos: Considerando; 

Que eu los ¡nietos acumulado* de los Sr«'s. Pablo Givsrnrio 
Pelrtui y Carlos D. Petrini contra el Fisco Nacional, tienden 
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éstos n repetir de la Dir. (¡ral. del Imp. a los Urdí tos, las su- 
mas de § 8.643,614 y ¡? M.;(24,t¡4 m/n.. respectivamente, que ha- 
brían abonado He más y bajo protesta ;i e-a repartición, como 
diferencia tíel impuesta resultante *-jit rt* la estimación ríe ofi- 
CÍO practicada por la demandada y las liquidaciones de los 
mismos formuladas, por los contribuyentes que flcnuiililail v que 
corresponden ;i los años lí)ri7. 1 íirií* y 1P40. 

Que un minucioso análisis tic las cuentas de la extinguías 
sociedad iVirini Hermanos, constituida por Jos aetoém y de 
la S. K. Lilla. IMrini y Cía. que sucedió ¡i t'.sta, como d'p las 
cuentas particulares de los actores que ha realizado el perito 
8t\ Francisco Yuuyent y que expone en su dictamen de fs. 179 
y siguientes. Jui llevado al experto a la conclusión de fpic Ja 
decía ración de réditos dp Pablo (í. Pptrini es corréela, como 
lo lia consignado en sus devlararíoncs : \n* pequeñas adiciones 
■ deberán hacerse a las mismas, dice, por dividendos v suel- 
dos cu la industria Fosforera que indica, no alteraría su liqui- 
dación impositiva, sino en ínfima cantidad, ya que sobre 
dividendos y sueldos se abonó el impuesto por la entidad pa- 
sadura, 

tjue ¡i análogas conclusiones arriba solire la liquidación 
impositiva hecha |)or el otro de los actores I). Carlos I). Petri- 
ni. para concluir dictaminando que las minias que les exigió la 
demandada nn correspondían. 

Que el a '¡un. basándose en esas mismas conclusiones y en 
un detenido estudio de las demás probanas acumuladas llega 
a la misma conclusión, correspondiendo en consecuencia con- 
firma? el fallo apelado. 

(¿ue las correcciones disciplinarias que la Corte Suprema y 
los jueces de Sección pueden imponer por faltas de respeto 
contra su dignidad en los alefatos o las audiencias de las causas 
y las que sus subalternos u oirás persona* cometieran contra su 
autoridad, obstruyendo el curso de la justicia, tienen, por su 
propia naturaleza, un carácter personal y en consecuencia, los 
informes inexactos n que alude la semencia en recurso en el 
párrafo no autorizaban un llamado de atención a la Delega- 
ción de Córdoba de la Dirección demandada, pero sí a] funcio- 
nario que dió los informes aludidos. Art, lí>. ley 48. 

Por esto, se confirma el fallo afielado, con ta Sola modifi- 
cación a que se refiere el considerando precedente o sea man- 
teniendo el llamado ile atención al dele de la Delegación Córdo- 
ba Si\ Pedro D. Ko u rea de. por la falta de colaboración con la 
justicia setrún se desprende de sus informes de fs. M2 y WO, 
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en relación a lo probado en autos como lo hace resaltar el a quo, 
con eoetas. — Luis M Allende. — Miguel A. Aliaga. — Hobtrto 
Otero Capdévila. 
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Bs. Aires, 12 de febrero de 1947, 

Y vistos loa autos sol) re repetición promovidos 
contra el Fisco Nacional por Pablo O. y Carlos D. Pc- 
trini en los que se ha concedido el recurso ordinario 
de apelación interpuesto por el Procurador Fiscal. 

Considerando: 

1* Que la sentencia de primera instancia, confir- 
mada por la de la Cámara de Apelaciones corriente a 
fs. 282 y que es objeto del recurso que aquí se con si de 
ra toma como punto dé partida la estimación de oficio, 
vale decir que admite la procedencia formal de ella en 
el caso. Recurrida como fue la sentencia do fs. 2i>H sólo 
por el Procurador Fiscal, las objeciones de los actores a 
la procedencia aludida posteriores, por io demás, a la 
contestación de la demanda, no están comprendidas en 
el recurso. Débese, pues, entrar directamente a consi- 
derar las observaciones hedías al contenido de la esti- 
mación, cuya procedencia se admite en la sentencia 
recurrida. Y sólo con relación a los años 1937 a 1940, 
pues tampoco hay recurso ni alegación de la demandada 
en las dos últimas instancias respecto a la prescripción 
que en la sentencia se considera operada (fs. 2C2). 

"2 <} Que en concepto de utilidad no declarada en 
el ejercicio de 1936 el informe del inspector Rodríguez 
Alvarez (fs. 'Mi del exp. administrativo 11.547-03) in- 
cluye $ 118.523,17 ingresados a la cuenta particular 
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de los actores, $ C0.Ü0O de donaciones a terceros y 
$ 30.000 de venta de títuIoB efectuada en 1940, Todas 
estas | mil ¡das corresponderían, según los actores, a 
operaciones efectuadas con títulos de la ordenanza mu- 
nicipal de Córdoba, 2718, que adquirieron de 1928 a 
1930, y de los cuales $ 100.000 nominales se habrían 
vendido en 1936 a $ 90 cada título haciéndose, además, 
donación de otros por valor de $ 60.000 nominales. El 
resto lo vendieron en 1940. Tal es lo que informan los 
actores a fs. 17 del mismo expediente. Pero no resulta 
de las constancias de autos que se declarara la renta 
de estos bienes en la liquidación del impuesto a los ré- 
ditos, correspondiente a los años anteriores a la venta, 
porque si bien el pago debió ser hecho por el respectivo 
agente de retención, la constancia era necesaria para la 
determinación de la renta global. En tales condiciones, 
no habiéndose traído prueba alguna concreta y feha- 
ciente de las compras ni de las ventas aludidas — pues 
no lo es la imprecisa declaración de un hijo del corre- 
dor que habría intervenido en las operaciones (fs. 25)— 
la explicación no es admisible. Y si bien lo de ella re 
lativo al impuesto de 1936 está fuera de lo que se con- 
sidera en este recurso porque hállase comprendido en 
la prescripción que la sentencia juzga operada, el ante- 
cedente tiene importancia porque, como se observa en 
esta última (fs. 263) influyo en las liquidaciones de 
1937 y 1940, 

3* Que, en efecto, durante oí año 1937 ingresan a 
la cuenta de los actores $ 17.000, $ 18.000 y $ 20.000 
que, según estos últimos, corresponderían al producido 
de la venta de los títulos que por el importe de $ 60.000 
nominales fueron donados a tres personas que ingre- 
saron como socios a la sociedad de responsabilidad li- 
mitada constituida en 1938. Para que la explicación 
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fuese admisible se requeriría que se hubiera probado 
la posesión de los títulos donados por parte de los 
donantes, lo que, como se observo en el considerando 
precedente no se lia hecho, A ello se agrega que tam- 
poco figura contabilizada la donación, ni se ha traído 
constancia fehaciente de la venta do los títulos a raíz 
de la cual el importe volvió a poder de los donantes, 
ni liquidación ninguna de impuesto a los réditos por 
parte de los donatarios mientras usufructuaron, según 
los actores, los títulos en cuestión. No es, pues, objeta- 
ble la inclusión que en concepto de ingresos se hace de 
estas sumas en la estimación de oficio, 

4° Que Hobre las operaciones contempladas en el 
considerando 8 de la sentencia de primera instancia, 
por las razones dadas en él y en el dictamen pericial de 
fs. 179 ha de estarse a la conclusión que en dicho consi- 
derando se establece. 

5* Que también déheiisc mantener, por sus tunda- 
meatos, las conclusiones de los considerandos 9 y 10 de 

la misma sentencia. 

6* Que respecto al valor locativo de las propieda- 
des habitadas por' los actores la propia Dirección del 
impuesto a los Réditos admite < Ts. 85 del oxp. 
194*> punto VII) qüe no mediaba arrendamiento, vale 
decír, que la ucupación era gratuita, a título de como- 
dato ' Por consiguiente, conforme a la jurisprudencia 
de esta Corte, que se invoca en la sentencia de primera 
instancia, no procede considerar ingreso imponible lo 
que tales propiedades fueran susceptibles de producir 
mediante su arrendamiento. Si bien es verdad que lo» 
actores se habían allanado a pagarlo, aunque sobre la 
base de un valor locativo interior al que se establece 
on la estimación de oficio, el allanuüiiénto aludido no 
justifica que se reconozca al Fisco derecho a cobrar 
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un impuesto par» el que no tiene título según su pro- 
pio reconocimiento do los hechos pertinentes. 

7* Que respecto al ingreso de $ 85.000 corres- 
pondiente al ejercicio 1938 y sobre el cual se liquida 
impuesto en la estimación de oficio, los actores impug- 
nan la liquidación porque sostienen que se trata del 
precio de acciones de "La industrial fosforera" per- 
tenecientes a Pablo PctrinJ y que éste vendió n M. Bicr- 
man por ese importe. Hay que distinguir en este punto 
lo relativo al movimiento banca rio de los fondos en 
juego en esa oportunidad, y que en ía pericia de fs. 
179 se examina y puntualiza, de la causa real del ingre- 
so en cuestión. La sentencia considera probada la ope- 
ración do venta de las acciones y el Fisco apelante 
sostiene lo contrario. Las constancias de autos sobre 
el particular son las siguientes: Bierman informa a 
fs. 155 que el 17 de noviembre de 1938 convino en com- 
prar a Pablo Petrini 544 acciones por $ 33G.20O. Be 
ellas 496 le fueron entregadas el 6 de diciembre de 
1938 mediante el pago de $ 321.800, en dos cheques, 
uno do $ 148.800 y otro de $ 1 "3.000, el resto en abril 
do 1939 por $ 14,400, Como no se hace cuestión del 
ingreso determinado por la operación de $ 148.800, se 
ha de examinar sólo la segunda. A ella *c refiere la 
carta do fs. 99, de Exequiol A. Feigiu a Pablo Petrini, 
en la cual dice que en diciembre de 1938 "por el impor- 
te total de mi venta (la carta no dice explícitamente a 
quién) de acciones de la Compañía Argentina La In- 
dustrial Posforera. . . por el valor global de $ 104.875 
recibí de Vd.. . . dos cheques por la cantidad de $ 17.255 
y $ 1.220. . . y por los $ 86.500 restantes un cheque por 
valor de $ 173.000 sobre plaza Buenos Aires, entre- 
gándole yo como vuelto, previo cobro del mismo, un 
cheque de la firma Feigin linos. Ltda. por la suma de 
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$ 86.500*'. Xi Feigin, ni Petriiii dicen qué cantidad de 
acciones vendieron, y no hay constancia alguna en la 
contabilidad y demás documentación de los actores de 
la propiedad de acciones de La Fosforera por parte de 
Pablo IVtrini. Si se considera esta total ausencia de 
prueba sobre la posesión do títulos de tan importante 
valor, como que la venta le había producido en total 
algo más de $ 130.01*0, y además que, según la explica- 
ción del actor y el movimiento de fondos que examina 
el perito contador, buena parte de las acciones vendi- 
das par él a Bierman no eran suyas (ver notas de fs, 
(K) a (i;"» del exp. administrativo 11.547-03), vale decíi 
que actuó respecto a la transferencia de ellas sólo como 
intermediario, débese concluir que no hay fundamenta 
serio pura admitir que los $ 86,500 — de los cuales, pol- 
lo demás, donó $ 20.000 a su hermano Carlos al tiempo 
de la operación, sin dar en autos explicación ninguna 
de tan singular liberalidad hecha a quien tenín una si- 
tuaeión económica equivalente a la suya — son el pro- 
ducido de una venta de acciones, es decir, capital, y por 
endu ingreso no imponible. Es innecesario entrar en 
la consideración de las presunciones que según la re- 
presentación fiscal autoriza a atribuir el ingreso de 
que se trata a una comisión determinada por la inge- 
rencia de Pablo Petrini en una adquisición de acciones 
que el comprador Bierman paga a $ 620 c/una y que 
según los vendedores cuyo testimonio se ha traído a 
los autos, en el más favorable de los casos — E. Feigin 
— se habrían llegado a vender en la misma época — no- 
viembre de 1038 — a no más de $ 510 (fs. C0 del exp. 
administrativo 11,547-03) y buena parte a sólo alre- 
dedor de $ 300. Con prescindencia de toda presunción 
y toda conjetura, lo cierto es que está probado el in- 
greso de la suma aludida y no lo está el origen que los 
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actores le atribuyen. Por lo demás, tal como los acto- 
res explican la operación a fa. 92, y resulta de las 
coas tan t-ias por ellos mismos aportadas > — cartas de 
Bicrmau y de Feigin— y en ausencia de toda prueba 
sobre la existencia de acciones que pertenecieran a Pe- 
trini antes de la compra que dice haber hecho a Feigin 
y a raíz de la cual afirma que consumó la venta a Bier- 
man, resulta que esa adquisición habríala realizado 
cuando tenía formalizado el compromiso de compra 
por parte de este ultimo. Así ocurridas las cosas la di- 
ferencia entre el precio abonado por Petrini a los ven- 
dedores y el que Je pagó Bierman es algo muy distinto 
de una valorización del capital como la que se contem- 
pló en la sentencia de la causa (í Petróleo de Challacó 
v. la Nación" (Fallos: 182, 417). 

8* Que respecto a la explotación del "decauville" 
no hay razón suficiente para hacer excepción al prin- 
cipio de la anualidad del impuesto. Ello resulta de la 
exposición del perito corriente de fs. 184 vta. a 186. 
La razón partícula i de los actores para proceder de 
otro modo no autoriza a alterar el régimen de la ley 
que no permitía compensar los beneficios de un ¿fío 
con Jos quebrantos de otro (ley 11.682 t. o., art. 24, 
int\ j). La demanda no debe, pues, prosperar en este 
punto. Lo cual no obsta a que del importe que resulte 
adeudarse haciendo las liquidaciones anuales indepen- 
dientes, se deduzca lo pagado en 1941 con motivo de la 
liquidación general que de esta explotación hicieron 
los actores ese ano. 

9 V Que la observación relativa a la utilidad por 
venta de mercaderías tiene importancia con respecto 
a las liquidaciones de 193;j y 193o', pues la Dir. de! 
Impuesto sostiene quu e! porcíento de utilidad no fué 
de 4,809 y 3,574 r /c como se consignó en las respectiva 
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declaraciones juradas, sino muy superior. Pero como 
la acción de repetición relativa a esos años se ha decla- 
rado proscripta en la sentencia apelada y este punto 
de ella no fué objeto de recurso, por las consideraciones 
que determinan la decisión de la sentencia sobre el 
particular (cálculo d<> utilidades de 1937 en adelante) 
y en especial por la significación del precedente, — con- 
frontado con anterioridad por la T>ir. del Impuesto— , 
relativo a los anos ífflÉ y 1!)34, de fuerte depresión 
económica, so la confirma respecto a las anualidades 

no proscriptas. 

10. Que en punto a intereses la liquidación de lo 
que rorros pondo debo hucerse desde la fecha de la 
notificación de la demanda, pues el rechazo de una 
parte importante do ella demuestra que no es de apli- 
eación el criterio con (pie la cuestión se decide on la 
sentencia. 

Por estas consideraciones se revoca la sentencia 
apelada en los puntos de la demanda que se contemplan 
en los considerandos Z\ 7' y 8*; y se la confirma en los 
demás, salvo en cuanto a los intereses qué sobre la 
suma cuva repetición se admite se liquidarán sólo dos- 
de la fecha de la notificación de la demanda. Las costas 
de todas las instancias se pagarán en el orden causado 
en razón de prosperar sólo en parte la denandi. 

Antonio Sao aun a — B. A. Nazah 
Anchokena — F. Ramos Me- 
jía — T. D. Casahes. 
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OSVALDO RODRIGUEZ BOSCHEX v. S. A. ULTRAMAR 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Trámite. 

El incidente sobre ejecución de la sentencia contra la cual 
se haya concedido el recurso extraordinario debe propo* 
nerse ante el superior tribunal de la cansa, ante el cual 
corresponde formular el pedido de devolución del expedien- 
te radicado ya en Ja Corte ( ] ). 



( AJA NACIONAL DE JUBILACIONES Y PENSIONES 
CIVILES v. ALBERTO VALLEJOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio.». Relación di- 
recta. Sentencian con fundamentos no federales o federales consen- 
tidos. Fundamentos de derecho común. 

E* improcedente el recurso extraord infirió que, «demás de 
no estar fundado, se interpone por la Caja Nación ni de 
Jubilaciones Civiles contra una sentencia que si bien re- 
chaza bu demanda, no to hace por interpretación de las 
disposiciones de la ley 4349 referentes n incompatibilidades 
invocada por aquélla, sino por considerar que Irt acción 
deducida no corresponde a dicha institución nacional sino 
a la Caja Municipal de Previsión Social. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 73 re- 
sulta procedente, a mi entender, toda vez que la decla- 
ración hecha en la sentencia apelada de que la actora 
carece de acción para reclamar al Sr. Vallcjos la suma 
demandada, so halla íntimamente ligada con la inter- 
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prctación que se acuerda, implícitamente, al art 49 
de la ley 4349 invocado por el recurrente. 

Discútese, en síntesis, si ol demandado debe devol- 
ver a la Caja los haberes jubilatorios que percibió de 
la misma entre el 1' de enero de 1940 y el 7 de julio 
de 1942, fecha de sanción de la ley 12.778, en atención 
al hecho de que en junio de 1943 cobró de ta Caja Mu- 
nicipal de Previsión Social, en una sola entrega, los 
haberes de jubilación correspondientes al período ene- 
ro de 1940 y junio de 1943, 

A mi juicio, el caso, en general, se presta a dudas. 
Atentas las características del traído a resolución de 
V. E. y lo decidido antes por el Tribunal en 197: 244 
y con fecha diciembre 29 de 1944 tn re " Aballay v. Ca- 
ja", pudiera admitirse la doctrina sostenida por esta 
última, pues la forma en que Vallcjos percibió su jubi- 
lación municipal correspondiente al período en discu- 
sión, no basta para hacer desaparecer la incompatibili- 
dad que, según reiterada jurisprudencia de V. E., exis- 
tía entre dicho beneficio y la jubilación nacional hasta 
la sanción del art. 87 de la ley 12.778. 

Se afirma en las semencia' 3 ! apeladas que en todo 
caso sería la Caja Municipal la perjudicada con el tío - 
ble pago, careciendo por ello de acción la Civil, líesul- 
ta, empero, que la Caja Municipal, dentro de la esfera 
de sus atri luiciones y aplicando con criterio propio su 
ordenanza orgánica, resolvió pagar a Val lejos su jubi- 
lación municipal a pesar de la existencia de la nacional. 
No puede, pues, hablarse de que podría considerarse 
perjudicada por un hecho voluntario suyo. 

Imi cambio, la Caja Nacional no pudo exigir a Ca- 
llejos optara cutre los dos beneficios, mientras éste no 
estuvo en condiciones de percibirlos simultáneamente, 
sin que deba considerarse esa simultaneidad como re fe- 
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rida exactamente al hecho del cobro eino a las mensua- 
lidades de jubilación. 

Recién cuando tuvo conocimiento de la existencia 
de la acumulación de beneficios producida por la reso- 
lución de la Caja Municipal (julio de 1943, fs. 60 expte. 
agregado), pudo exigir a Vallo jos devolviera lo cobrado 
de más, en virtud de lo que resultaba de la opción que 
so le tenía por hcclia a favor de la jubilación Municipal, 
ul gestionar y obtener su pago después de cobrada la 
nacional. 

Bajo tales conceptos, resultaría procedente la re- 
vocatoria del fallo apelado en cuanto pudo ser materia 
de recurso extraordinario. Buenos Aires, setiembre 13 
de 194G. — J uan Alvares, 
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Bs. Aires, 14 de febrero de 1ÍJ47, 

Y vistos los autos "Caja Nacional de Jubilaciones 
y Pensiones Civiles contra Vallejos Alborto sobre cobro 
de pesos", en los que se ha concedido el recurso extra- 
ordinario interpuesto a fs. 73 contra la sentencia dicta* 
-da a fs. 70 por la Cám. Ped. de la Capital. 

Considerando: 

Que en el escrito de fs. 73 no se aduce fundamento 
nlgimo del recurso extraordinario interpuesto, lo cual 
importa incumplimiento de lo expresamente mandado 
por el art. ló do la ley 48. 

(¿no, a mayor abundamiento, la sentencia recurrida 
no decide la causa por interpretación y aplicación del 
art. 40 de la ley 4349, cuya inteligencia contraria al 
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derecho alegado por la Caja actora invoca esta última 
como fundamento del recurso. Se rechaza la demanda 
por considerarse, en razón de las particulares modali- 
dades del caso, que no asiste a dicha Coja sino a la Mu- 
nicipal la acción ejercitada. Una es la cuestión relativa 
a la incompatibilidad que dicho artículo sanciona y otra 
la concerniente a cuál de las instituciones de previsión 
tiene acción, en cada caso, para obtener que la incom- 
patibilidad se haga efectiva. De cómo se decida esta 
última cuestión depende, sin duda, que se haga o no 
efectiva, pero por una razón que nada tiene que ver 
con la inteligencia del régimen de la incompatibilidad 
considerado en sí mismo, Y como es sólo esto último 
lo que autoriza el recurso extraordinario en los . a sos 
del ine. 3* del art. 14 de la ley 48, débese considerar mal 
concedido en este caso, pues su apertura importaría en 
realidad, tal como la causa ha sido fallada, una compe- 
tencia ordinaria de tercera instancia. 

Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se de- 
clara mal concedido a fs. 73 vta., el recurso extraordi- 
nario interpuesto a fs. 73. 

Antonio Sacaiina - B. A. Nazar 
Anchóme na — F. Ramos Me- 
jía — T. D. Casares. 



D'HUICQUE UNO*, v. NACION AR-Ü ENTINA 

r&fl'UKSTO A LAS VENTAS. 

El tratado del cafe constituyo un proceso de industriatip 
cita (1 ue hace precedente la aplicación del impuesto a las 
ventas ai que importa café crudo para revenderlo tostado. 
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Be, Aires, diciembre 30 de 1944. 

Y vistos: Estos caratulados: "D'Huiequo Unos, corita 
Whm Nacional sobre repetición" de su estudio resulta: 

V* A fs. 1 la firma actora por apoderado interpone de- 
molida por repetición de la suma de S 3.582,71 que abonó en 
i'oneoptn * l impuestos a las ventas y aclara que también deman- 
da por los importes q«c baya abanado o abone desde el 11 de 
diciembre de 1942 en adelante, por el mismo concepto. 

En resumen expone: a) Que la Dir. GraL del Imp. a los 
Réditos le exige el pago del impueslo a tas ventas por entender, 
que la torrefacción de la semilla de café que realiza para venta 
«1 menudeo del cale tostado, constituye un proceso de industria- 
lización. 

b) Que ba impugnado semejante tesis, por ser revendedor 
mi ñor isla, porque la lor refacción del café no es proceso de in- 
dustrialización y porque et caso no está regido por el art. 9», 
inc. e) de la ley 12.143 y art. 21 de la reglamentación general, 
sino por el art." 5*, ine. a), de la ley y art. 2» inc. a) de dicha 
reglamentación. 

c) Que la ley de impuesto a las ventas contempla con dis- 
tinto criterio y trata separadamente la industrialización que 
da lugar a la aplicación del impueslo, cuando se emplean ma- 
terias prima gravadas y el caso de materias primas exentas que 
caen dentro del tributo en el momento mismo que sufren ela- 
boración o tratamiento no indispensables para su conservación 
en estado natural o acondicionamiento. 

d) Que para que proceda el impuesto a las ventas es ne- 
cesario no sólo que las mercaderías hayan sufrido elaboración o 
tratamiento no indispensables para su conservación, sino que se 
hayan transformado en otras mercaderías de forma, consisten- 
cia, índole o aplicación distinta. 

e) Que el tostado o torrefacción del café no constituye un 
proceso de elaboración o tratamiento que modifique el estado 
natural del café, pues es en realidad un tratamiento previo indis- 
pensable para el consumo del café bebida y un medio de impe- 
dir la descomposición de la materia grasa. 

f ) Que el café crudo sigue siendo la misma mercadería 
luego de tostado, con su misma forma, consistencia, índole y 
aplicación. 
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g) Que se trata en suma, de venta de mercaderías que. no 
realiza uit industrial ni han sido producidas y manufacturadas 
por 61. 

h) Que el impuesto a las ventas no recaí- sobre los mino- 
ristas. 

i) Que uo es aplicable al caso el art. 9» de la ley, porque 
el mismo se refiere a determinadas mercaderías nacionales qu n 
taxativamente enumera entre las que no está comprendido el 
café tostado. 

j) Que la aplicación y consistencia del café tostado no son 
distintas de las del crudo. El tostado equivale a su deshidrota- 
ción o desecación, operación de secado que enumera el art. 21 
de ta reglamentación. 

k) Que la torrefacción sería además un progreso de acon- 
dicionamiento de la semilla de café, que no importa industria- 
lización. 

I) Que en la instancia administrativa ha Hecho valer por 
vía de acción la prescripción del art. 28 de la ley 11.683, en lo 
que respecta ni impuesto por el tercer trimestre de 1937, pero 
]a Dirección no ha hecho lugar a ckh defensa por entender que 
el pago bajo protesta importa un acto ¡nterrnptivo. Tal pago no 
fué voluntario por lo (pie hace valer la prescripción por vía de 
acción. Niega que se haya iniciado juicio de apremio por dicho 
impuesto. 

II) Que al cxigírscle un impuesto que no establece la ley. 
ee violan los arts. 14. 16, 17 y 67, inc. 2' de la Const. Nacional. 

Termina pidiendo que oportuna monte se (líete sentencia 
conforme a sus pretensión es. con intereses y costas. 

Declarada a fs. 13 la competencia /leí ducado se corrió 
traslado de la demanda que a fs. 14 contestó el Sr. Proc. Fiscal 
pidiendo su rechazo total, con costas. En síntesis dice: 

a) Que el 31 de octubre de 1942, se interpuso demanda 
por vía de apremio, por cobro del impuesto correspondiente 
al tercer trimestre de 1937, ante el Juzgado que fué det doctor 
E, L. González, secretaría ¡Sartorio. 

b) Que la objeción de inconstitucional ¡dad carece de base 
porque el impuesto cobrado lo fué en un todo de «cuerdo a la 
ley 12.143. 

c) Que en el caso suh lite, debe aplicarse el art. 9' de la 
ley que es norma interju-e at iva del art. 5 W de la misma 

d) Que no interesa de acuerdo al concepto legal que el 
tostado sea necesario para utilizar el café y aunque así fuera 
no perdería su carácter de operación manufacturera. 

e) Que el café tiene otras aplicaciones ajenas algunas a 
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la alimentación y que no pueden compararle el tostado del café 
al secado a que se refiere el art. 21 de la reglamentación. 

Considerando : 

Que conviene analizar previamente la defensa de pres- 
cripción opuesta respecto del impuesto pagado por el año 1937 
que se abonó bajo protesta, dejándose expresa reserva de la 
prescripción operada (escrito de fs. 4 de! expediente adminis- 
trativo, cuerpo sobre recurso de repetición). Desde luego tal 
protesta y la conminación que se hiciera a la firma actora para 
que abonara el impuesto» le autorizan a deducir la demanda 
alegando la prescripción por vía de acción porque ante los 
términos de dicho escrito, es indudable que no se ha entendido 
reconocer la obligación, de modo que pueda tener efecto inte- 
rruptivo. ni ha sido un pago voluntario (arts. 516 y 398í> del 
Cód. Civil). 

Ijue la demandada ha expresado que el 31 de octubre de 
1942 se inició demanda por vía de apremio, por cobro de tal im- 
puesto del año 1937, pero es lo cierto que el expediente no se 
ha traído a estos autos pese a haberse ofrecido» y el Fiscal ha 
consentido la certificación de la prueba presentada y acompa- 
ñado el memorial de fs. 82/83 sin que el expediento fuera 
jm: repodo. No se ha prohado, pues, la interrupción de la pres- 
i riprión por demanda judicial. 

Que el impuesto a las ventas Be debe abonar dentro del mes 
ateniente al término de cada trimestre del año (nrt. 13. 2? parte 
de ia reglamentación general) es decir que respecto de Ins dos 
últimos trimestres del año 1937 se debió papar antes del 31 de 
octubre de 1937 el tercer trimestre y antes del 31 de enero de 
1938 el cuarto. La prescripción de cinco años (art. 23, ley 11.683 
t. o.), comenzó así a correr en los citados días para cada trimes- 
tre (criterio interpretativo de la Corte Suprema en el caso 
de Fallos, t. 187, pág. 637 entre otros) y venció entonces, res- 
pecto del tercer trimestre de 1937 el 31 de octubre de 1942 y 
del cuarto trimestre el 31 do enero de 1943, Ahora bien, ocurre 
que a la actora se Je estimó en conjunto de oficio las ventaa 
imponibles- de los dos últimos trimestres y los papó el 11 de 
diciembre de 1942, es decir, cuando estaba p rescripto el tercer 
trimestre pero no el cuarto. En consecuencia la acción debe 
prosperar respecto de la parte proporciona] que corresponda, 
según la liquidación discriminativa que se practique y deter- 
mine qué parte de la suma de doscientos cinco pesos con veinte 
centavos, abonada por el segundo semestre de 1937 corresponde 
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al tercer trimestre del año y cual al cuarto, debiendo devol- 
vérsele sólo aquélla. 

Que en manto al fondo del asunto resulta esencial deter- 
minar el alcance de! art. 5» inc. a) de la ley 12.143 (t. o.) y 
art. 8* inc. a) de la reglamentación general. 

(¿uc aquella disposición lejral establece que son respon- 
sables directos del ingreso del impuesto "los productores e in- 
dustriales nacionales por el impuesta correspondiente a las 
vent;is de mercaderías de su producción o manu factura" y 
el artículo citado de la reglamentación diee que se entenderá 
jior productores o industriales nacionales "a los que obtienen 
frutos, productos materias primas y a ton qtw transforman ta 
materia prima tj/o mercadería* y elementas básicos en otras 
mercadería* dt - forma, eonsistnu-út. índelc o aplicación dis- 
tildas'*. 

Que la actora se ocupa del tostado o torrefacción del cafe 
y se le ha hecho papar impuesto por el café tostado o tor refac- 
cionado vendido, pero pretende rpie dicho tratamiento no cons- 
tituye la operación gravada por la ley. 

Que por manufactura se entiende según el Diccionario 
de la lieal Academia (ed. 193í> > : "Obra hecha a mano o con 
auxilio de máquina' 1 y si bien el informe oficial de fs. 2Í> y 
el perito doctor Codolnsa (contestación ¡d punto 1* fe. 44) 
dicen que el café crudo sigue siendo café con motivo de su 
tmtado o torrefacción, es evidente que aunque se le designe 
eon la misma palabra genérica "café", poique H lenguaje 
no proporciona otra, una vez tostado o torrefucriniiado tiene 
aplicación distinta, como lo exige el art. 2* de la reglamen- 
tación, pues dice claramente el perito químico: " IV acuerdo 
con lo explicado en la pregunta anterior, es indudable que el 
instado o lorrefncrión del café produce en el grano una serie 
¡le transformaciones químicas que desarrollan el aroma carac- 
terístico del café tostado que previa molienda 1«> harán utiliza- 
ble para la preparación de sus infusiones que se utilizan como 
bebida" (contestación a la preg. 7') y dice también: "queda 
bien demostrado que el café crudo debe ser sometido a la torre- 
face i én o tosí a rio para que éste tenga la calidad necesaria y 
pueda ser empicado para preparar el café bebida; la torrefac- 
ción por lo tanto es una operación previa que le da caracte- 
rísticas propias V puede así cumplir el determinado fin de la 
preparación del en IV bebida" i contestación a la preg. B*). «irro- 
gando que: "La infusión del café verde es casi incolora, leve- 
mente astriñiré n te. no tiene casi olor y "stá privada de las 
características organolépticas agradables exigidas por tos con- 
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sumidores y que tienen las infusiones del grano de café tos- 
tado" (contestación a la preg. 9*). 

(¿11c dada la acepción gramatical de la expresión manufac- 
tura usada cu la ley (art, 5« inc. a) y la innegable distinta 
aplicación del calé tostado o torref accionado de la del café 
i- rudo. In que hate que se cumpla la exigencia del concepto de 
la norma reglamentaria (art. 2» me. a) del decreto reglamen- 
tario) forzoso es concluir que la venta de la mercadería que 
ha sufrido semejante tratamiento, está sujeta al papo del gra- 
vamen que fija la ley 12.1.43. En tal sentido no obsta a la con- 
efusión expuesta la 'sencillez del procedimiento porque jurídi- 
camente no modifica ello el concepto legal, ni tampoco tiene 
importancia alguna que el importador haya pagado el im- 
puesto, porque tal situación está prevista en la ley <art. 7* 
inc. c) que autoriza a deducir el \alor de eompra; y finalmente 
dehe .sen ¡liarse que no interesa que la adora además de tomar 
a su cargo la manufactura sea minorista, porque como tal es- 
taría exento del pago del impuesto, si se limitara a vender el 
artículo mu uu facturado en la misma forma que lo compró, 
puesto (pie entonces ya pagó el impuesto el mayorista (arts. 1» 
v ó* de la ley) pero en el suh lite está acreditado que la trans- 
formación la ha verificado la demandante y ningún precepto 
legal le exime del pago del impuesto por el hecho de ser al 
misino tiempo vendedor al menudeo. 

Que en virtud de lo expuesto resulta inoficioso entrar a 
considerar si además de las razones expuestas abona la tesis del 
Fisco la interpretación que ha hecho det art. !)» inc. a) de la 
ley. Debe .señalarse por otra parte que las conclusiones deja 
pericia química antes transcriptas, desvirtúan la afirmación 
de que la venta se lince en el mismo estado del producto natu- 
ral, que la aplicación sea la misma después de la torrefacción 
y finalmente que ésta sea asimilable a la operación de secado 
¡pie la reglamentan ion enuncia eri el art. 21 como tratamiento 
de conservación y acondicionamiento, pues está dicho que la 
tnr refacción es ¡ilgo más, sirve para dar aplicación distinta 
ni produeto. 

Que la tacha de iuconstitueionalidad no puede prosperar 
porque se fundó en la indebida aplicación de la ley 12.143, y 
resultando de este pronunciamiento que se ha aplicado correc- 
tamente la misma, es claro que no es necesario entrar a consi- 
derar tal defensa. 

Por todo lo expuesto, fallo declarando (pie el Gobierno 
Nacional debe reintegrar a P'IIuie.que Unos., la suma que re- 
sulte de la liquidación que se practique para determinar qué 
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parto corresponde al torcer trimestre de 1937 del pago global 
hecha por el segundo semestre de dicho año y desestimo la 
demanda en lo demás. Las eostas por su orden por Ja natura- 
leza de la cuestión resuelta. — B. (itu-hr Pirñn. 



Sentencia de la Cama ka Federal 

Bs. Aires, septiembre *JS de 1945. 

Considerando: 

Que es un principio fundamental de la ley 12,143 que 
establece el impuesto a las ventas, el sancionado "por el art. l e 
de nue el gravamen no debe incidir sino sobre una sota de las 
etapas de que es objeto la negociación de rada mercadería, A la 
persona que compra café en semilla o crudo para revenderlo 
para el consumo ya le llega la mercadería gravada con el pago 
del impuesto. El heeho de que el adquirente Ir tueste, por el 
procedimiento llamado de torrefacción, con el objeto de que sea 
apto para dicho consumo, no le quita al café su carácter de 
tal, ni lo transforma en otra cosa que en café, como terminan- 
temente lo expone vi perito al contestar la pregunta primera 
a fs. 44. El producto ha sufrido una transformación que lo 
convierte de café crudo en café tostado, pero siempre es café, 
que ya ha pagado el impuesto. 

Lo proscripto por el art, 9' inc. a) de la ley no es aplica- 
ble al caso, parque aquí no ae trata de un producto nacional, 
únicos a los que He refiere dicho texto; y como consecuencia, 
tampoco pueden invocarse las decisiones de los casos Adot 
linos, y Ezra Ten bal (Corte Suprema, Palios, t. 193, pág. 147, 
y t. 194, pág. 4H) que se refirieron a operaciones como el 
desmotado del algodón o el lavado de la lana, ambos productos 
nacionales. En ellos se trataba de averiguar no si los productos 
debían pagar por segunda vez el impuesto, como en este caso, 
sino si estnhan exentos del mismo. 

Este Tribunal, al resolver con fecha septiembre ó de 1945, 
la causa M-3944 seguida por Bruno Mazzn contra el Fisco Na- 
cional, declaró que la leche en polvo obtenida mediante el pro- 
cedimiento de deshidrat ación de la leche natural, gozaba del 
mismo beneficio de exención de impuesto acordado por el 
art. 9' de la ley 12.143, a la leche fresca o pasteurizada. crema, 
manteca y queso, en razón de que no aparecía modificada subs- 
tancia! mente, la naturaleza del producto. 
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Si ello es a«í. en ,el caso de pjsok productos nacionales libres 
de toda contribución fiscal, parece que la solución no debe ser 
distinta, tratándose de un artículo como el café que está sujeto 
al derecho de importación y que por el hecho de tostarse, no 
transforma su esencia, de manera que importe verdadera pro- 
ducción, manufactura o industrialización, con el alcance espe- 
cificado en el art. 5* inc. a) de la ley, cuya interpretación ha 
de ser restrictiva, por lo mismo que —como se lia dicho— es 
mercadería que ya soportó un gravamen impositivo al ser im- 
portada. 

Por ello, se revoca la sentencia apelada de fe. 86 en cuanto 
rechaza la demanda y se declara que el Gobierno Nacional debe 
reintegrar * D'Huicque Hnos. la suma reclamada de tres mil 
quinientos ochenta y dos pesos con setenta y un centavos mo- 
neda nacional y las que haya abonado desde el 11 de dir 
ciembre de 1942 por el concepto expresado, con sus intereses, 
que deberán computarse desde la fecha de notificación de la 
demanda para los pagos anteriores a ella y desde la que se 
hicieron efectivos para los posteriores. Costas por su orden, 
dada la naturaleza. — Carlos Herrera. — Alfonso E. Poccard. 
— H. Villar Palacio (en disidencia). — Cario* del Campillo. — 
./. A. González Calderón, (en disidencia). 



Disidencia 

Y Considerando: 

La torrefacción o tostado del cafó crudo, no es operación 
indispensable para la conservación del grano en su estado na- 
tural. Es posible conservarlo y acondicionarlo crudo. Tal es 
la opinión de la competente oficina técnica del Ministerio de 
Agri cultura, —expresada en b) del informe de fs. 34, y así 
la condición legal para decretar la exención de tributo* a la 
venta del café torrado, no se cumple— inc. a) art, 9', ley 
12.143. 

Por otra parte, la torrefacción opera sobre el grano, una 
verdadera transformación física y química, que convierte el 
primitivo jjrodueto, en otro distinto aunque no cambie de 
nombre, no obstante la afirmación contraria -ñuten ida en 1 
del informe tle ft*. 2ÍÍ del mismo Ministerio y en 1 del de fs. 43 
del perito químico (fs. 44) según resulta de este último en 
hiK respuestas 2v 3', 6* y 7% en las que se afirma que el tostado 
bnce que el grano aumente de tamaño, pierdo peso, cambie de 
color, se vuelva quebradizo o frágil, pierda aceites esenciales 
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y otros compuestos orgánicos y transforma las pcniosanas deJ 
grano erado en furfural: es decir, se, opera el cambio químico. 
Tampoco a esto respecto se cumple la exigencia precitada. 

Por ello y por mía fundamentos, se confirma la sentencia 
apelada. Costas por su orden. — R. Villar Palacio. 



Disidencia 

Por sus fundamentos, confírmase I» sentencia apelada de 
fs. 8f>, que declara que el Gobierno de la Nación debe reintegrar 
a IVIhiu<fjtiP Hiioa. la cantidad que resulte de la liquidación 
que se practique para determinar cuál es la parte que corres- 
ponde al tercer trimestre de 1937 del paso clona 1 hecho por 
el sepundo semestre de dicho año; y que desestima la demanda 
en lo demás. Costas por su orden. — J. A. González Calderón. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Considero procedo n te el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 101 al Sr. Procurador Fiscal de la Cámara 
Federal de la Capital, contra el fallo de fs. fííi. Se trata 
de la interpretación a darse a los arts. 5 de la ley 
n p 12.143 sobre impuesto a las ventas, y 21 de su regla- 
mentación. 

Por lo que liace a la cuestión de fondo planteada, 
nada podría agregar a los sólidos fundamentos del fa- 
llo de primera instancia (fs. 86), y sus concordantes 
de las disidencias de dos de loa miembros de la Cámara 
Federal (fs. 97 y 98). liefiriéndome a ellas, pienso que 
corresponde revocar la sentencia apelada, y mantener 
en lo revi si ble, la del Sr. Juez a quo. Bs. Aires, noviem- 
bre 28 de 1945. — Juan Alvares. 
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Bg. Aires, 14 de febrero de 1947. 



Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
el Sr. Procurador Fiscal de Cámara contra la senten- 
cia dictada por la Cámara Federal de Apelación de la 
Capital en el juicio seguido por D'Huieque Hermanos 
contra Fisco Nacional —Dirección General del Impues- 
to a los Réditos— sobre repetición. 

Considerando : 

Que D'Huieque Hermanos dedujeron demanda con- 
tenciosa por repetición de lo pagado en concepto de im- 
puesto a las ventas, pago que se les había exigido por , 
conceptuar la dirección citada que el tostado de café que 
realiza la actora, para venderlo en su carácter de ven- 
dedor minorista de café tostado, constituye un proceso 
de indiv .natación que hace procedente la aplicación 
del impuesto. 

Que la sentencia apelada» revocando por mayoría 
de votos la de primera instancia, hace lugar a la de- 
manda, por lo que al Ministeüo Público interpone re- 
curso extraordinario fundado en que la interpretación 
del art. 5* de la ley 12.143, combinado con el art. 9°, 
inc. a) de la misma, demuestra que el tostado del café 
es una operación industrial y que en consecuencia quien, 
como la actora, importa café crudo para venderlo tos- 
tado, está sujeto al impuesto. 

Que el recurso extraordinario es procedente por 
cuanto se discute la interpretación y alcance de una ley 
naeional y la deeisión ha sido contraria al derecho en 



- 



*8 r.vLU>n ns la cokt;-: sr T,,, KM \ 

cuyo apoyo lia sido invocada — art. 14, me. 3 V , ley 48; 
Fuños: 1ÍJ8, (íj. 

Que de la correlación armónica de Jos arts. 1°, 5' 
inc. a), V y ir ¡ne. a) de In ley I1U43 resulta eon elari 
dad que Ja ley establece un impuesto sobre la venta de 
mercaderías, fruto* y productos en forma que el im- 
puesto sólo tfrave una sola de las venta* de que sea 
objeto cada clase, mientra* ellas no pie alan su identi- 
dad. Si hay transformación y resulta un producto dis- 
tinto, éste es nuevamente tfravnble liquidándose el im- 
puesto con las deducciones eme establece la ley. Ws por 
eJlo (pie la ley al disponer en su art. 7" la forma para 
determinar el monto del impuesto sobre la base del total 
de las ventas establece las deducciones que deben efec 
tuarse y en el inc, d) incluye el importe de compra d- 
las mercaderías gravadas adquiridas para ser revendi- 
das en el misino estado, y que el art. 9* al eximir del 
impuesto las ventas en el mercado interno a ciertas 

eión que no hayan sufrido elaboración o tratamiento* 
no indispensables para su conservación en estado na tu 
ral o acondicionamiento. Jíe lodo ello resalta patente 
que el inc. a) del art. 5* id decir que son responsables di- 
rectos del ingreso del impuesto los productores e íudi:s- 
triales nacionales, por el impuesto correspondiente a la 
venta de mercaderías de su producción o manufactura, 
índica como productores e industríales sometidos al im 
puesto a lodo aqtiel que transforma un producto ndqui 
rido en otro distinto, Ks la doctrina que ha aplicado la 
Corte en otros casos, aunque no iguales al presente 
— confr. Ka tíos: VXi, 147; l!H, 48: ISíS, (If) y IM; 1!»!», 
538; 202, 7f> y 7¡í— . La mayoría del tribunal n quo cita 
el cuho de Urano Mn/zn v. Nación Argentina, en el que 
ne trataba tic leche en polvo, pero dicha sentencia f,,,' 
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revocada por la Corte deel arándose que dicho producto 
no estaba comprendido en la exención —Palios : 206, 177. 

Que, en consecuencia, y resultando do la pericia 
de Es, 4,'i que el café como materia prima puede ser 
utilizado para otros fines además de su consumo para 
bebida en infusión, que debe ser sometido al tostado pa- 
ra que tenga la calidad necesaria a esto uso, pues la 
acción de la temperatura es la que produce los compues- 



tas que produce, la sentencia debe ser revocada. Til café 
conserva su nombre, pero sufre un proceso de trans- 
formación indispensable para su uso. Podría esto pare- 
cer una cuestión de hecho ajena al recurso extraordi- 
nario, pero está tan íntimamente ligada con la cuestión 
federal planteada que debe ser examinada en la medida 
necesaria para reconocerle al recurrente el derecho fe- 
deral que invoca. Es lo que ha hecho la Corto en casos 
análogos. Puede verse el citado en ultimo término y la 
doctrina de los Fallos: 181 f 418; 189, 170. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dic- 
laminado por el Sr. Procurador General de la Nación, 
ho revoca la sentencia apelada de fs. 96 en cuanto ha 
podido ser materia del recurso extraordinario. 




Antonio Saoaíína — B. A. Nazah 
Ancjioiikna — R Ramos Mk- 



jía — T. ]>. Casa «km. 
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JOSE SOLTYS v. S. A. CIA. DE PRODUCTOS COXEN 

■ 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitneionatidai e ituanMitticio* 

natvlad. Lntr* nm'ionttíes. Comutwx, 

El art, 157, inc. 2» del Cód. do Comercio ref©í»ia4o por 
la ley 11.7H!) mi es violntorio de los arts. 11 y 17 dr la 
Ccinst. Nacional en un anta establece que para el e&letdO 
do la indemnización pnr falta de premiso deberá ('(impu- 
tarse la «ntígüuiiad uulerinr a la sanción ité 'lidia ley. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

Anle la justicia federal do La Piala D. .José Soltys 
demandó n la Cía. de Productos Con en, S. A., por in- 
demnizaciones derivadas de falta de p re-a viso, y des- 
pido. Hubo acuerdo do partes en to relativo a esto últi- 
mo; pero no acerca do si la indemnización emergente 
de falta de prc-nviso debía liquidarse por el monto de 
un mes, o por el de dos meses, dado que Soltys fué dos- 
pedido antes de que i;c cumplieran cinco años de vigen- 
cia de la ley 11.729. Quedó así en tela de juicio si era 
o no inconstitucional conceder a dicha ley algún efecto 
retroactivo; y habiendo nido favorable a la validez el 
fallo del señor Juez n qu» (fu. ,'ií) 43), se trae a lio ra 
contra el mismo un recurso extraordinario. Resulta ad- 
misible, atenta la materia (pie lo motiva. 

Pnr lo que lince a la cuestión de fondo, tuve opor- 
tunidad de analizarla detenidamente in re M Hnl turnar- 
tiní Pedro v. Cía. de Tranvías La Nacional <!7l¡ : 'J'J)'\ 
llcKaud.i allí a Ja conclusión de ser iueoimlil ucioiial ha 

her i ñ udo la l«y 11.7'Jí» rosponsabilídados derivados de 

líelos nnlcriorcK a su v¡K"»''¡«» i»"» cuando pudo rivur 
Iuh válidamente para lo muconívo, V. K se iipuit*. OS 
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tonees de mi dictamen, y ha seguido haciéndolo; por lo 
fual existe ya jurisprudencia firme al respecto. Si V, E. 
la mantiene, corresponderá confirmar el fallo apelado 
en cuanto pudo ser materia de recurso. Bs. Aires, ma- 
yo ^0 d<- l!Mu\ — Juan Alvar ez. 

FALLO DK LA UOKTK SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de febrero de 1947. 

Y vistos los autos "Sollys José contra Cía. de Pro- 
ductos Gonen S. A., sobre indemnización por despido", 
en los que se lia concedido el recurso extraordinario in- 
terpuesto a fs. 57 contra la sentencia dictada a fs. 52 
por la Onm. Fed. de La Plata. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que la apelante alega la inconstitucional ¡dad del art. 2* 
de la ley 11,729 y Ja sentencia recurrida es contraria 
al derecho invocado. 

Que en la causa M Saltamarlini c./ Cía. de Tranvías 
La Nacional" (Fallos: !7b\ 22) esta Corto considoró 
la misma cuestión constitucional de que aquí se trata y 
decidió que el efecto retroactivo del artículo en cuestión 
en cuanto manda computar los servicios anteriores a la 
sanción de la ley lian la el máximo de cinco años para 
calcular el monto de la indemnización por preaviso no 
era violatnrio de los arÍH. J4 y 17 de la Constitución. 
No hallando el Tribunal razón suficiente para reconsi- 
derar aquel pronunciamiento ni para ampliar o uiodi 
l'ó-ur su fiiridamculucióii, limítase a darla aquí por re- 
producida. 
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Por tanto, oído el Sr. Procurador General, se con- 
firma la sentencia apelada en cuanto íia sido materia 
del recurso. 

Antonio Sagarna — B, A. Nazak 
Ancüorena — F. Ramos Me 
JÍa — T. D. Casares. 



DOMINGO OARLOZZí v. MIGUEL TORNESE 
BALLESTEROS Y OTEOS 

RECURSO KXTIiAORDÍNA JIJO: RtqHÜiia* propio*. BrfaHAn di- 
recto. AWmu tTÍruña, a t juicio. Am. tH a 19 de ta Constitución 

La invocación de loa arta. 16, 17. 18 y 10 de \n Coiwt. 
Nacional no basta para que proceda el 'recurso extraordi- 
nario cumulo los funrlamentos alegado* por el apelante mc 
refieren, por una parte, a la intprprelaeióri y jijdieaciYui 
en pI caso de las normas procesales que regían la ejecu- 
ción sentirla v*mim él y de lu.s disposiciones del (Vul. riv. 
relativas al mutuo hipotecario ijoe originó el litigio y. p (t r 
otra parte» a la apreciación de Ja prueba relativa* a loa 
hechos en tfin' I>íikh su pedido de nulidad del remate del 
inmueble hipole.-mln ; interpretación v ju/fíamientri tpic 
hmii, en principio, privativos He los tribu unte* IncnW 

MOV uso i-: x r itutttw x . t // ro , m 

frfortilrs, K,<Ih*Mh tfr ta» curttionr* ífr fírtila* *mti>aif* 

Si liten i-I recurso cjctni'>niitiario p.oeede un notante Irn 
tarso de la apio-ación de onrioas prucCNíde* n cunóme* o 
de euentitine* de he. din etmudi» la viifenchi npel ida en 

arbitraria y carente «te todo 1" htimnln jnridieti, pura 

•pie cnto Ocurra se requiere qur w Im vn remiel In eonlm 
«* OOn pri'-eiitilemoi • ti» Ut dUpMCKto |Hlf la 

ley renpreln del mío, ti de pinchas fal.HU ten regular 

riiniie neiwoiitmlon en ni (uiein, ipic m liaiif) n misión 
ii I*!* f|tt« i nimtait p'm ."I Kl pprwr <-n \n ¡ntcr|ireliwlAii 

dt< Ion ley e« i» i-ii la e*1 tetón d«* lie* prueba*, Pftiji mal 

fuere «ii inavcdad. im hio- arhiiniiiii a una %eiiit<MHa 
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DEL 



Suprema Corte: 

lín este litigio seguido ante la justicia ordinaria, el 
Sr. juez a QUO ordenó sacar a remate un inmueble hipo- 
tecado con hase de $ 30.000, importe del préstamo, cen- 
en 




do Ior demandados, D. 
la b n nía de $ 45,300 (fs. 80 y 88 v.) ; pero como después 
de aprobado, transcurrieran los plazos legatos sin in- 
tegrarse el pugo, en (i de febrero de 1941 dicho juez 
ordenó sacar nuevamente a subasta el inmueble (fs, \0$ 
v.). Así se hizo el 24 de abril de ese mismo año, resul 
lando comprador, por í íí 7.000 el acreedor hipotecario 
(fs. 135), con la muy especial circunstancia hecha notar 
por el martiliero en su escrito de fs. 130, de que antes 
había ofertado mil pesos más el anterior comprador 
D. Antonio Tórnese Ballesteros, oferta que no fué acep 



un cheque. 




entonces viene gestionáadose, 
nen haber existido connivencia fraudulenta en! re el 
martiliero y el acreedor hipotecario, y estar además vi 
ciado el reñíale por olrus enanas de nulidad. Unjo tal 
oonoopto, reputan violatorto do (garantías eonsl ¡hielo 
nales el Folio de I» Oámaril 2" de Apelaciones, ohninlc 
a fü, ) I ¡J7| qne lo aprobó. 

I . t ii'i ii-l" detenidamente il vollilni lie»o expedíolt 
le a Ira vén de nii» riiátf i píen incidencia* y I" jan, f uei"/,a 
>" neluir qiir ln ie:iip.'lln 1 14 o hi (Yiiutnii >»e rtfdll (Mi H 
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cuestiones de hecho, o de derecho procesal, planteadas 
en un juicio ejecutivo, y a la apreciación de lu prueba 
rendida ; materias todas ellas no susceptibles de revisión 
en la instancia extraordinaria autorizada p*n- ,1 art 14 
de la ley N* 48. Fuese o no acertado el ri Yr o de la 
Cámara para apreciar o resolver esas ClIBttfcnes, no 
entra entonces en las facultades de V. E., rever lo fa- 
llado. 

A mérito de ello, pienso que corresponde declarar 
mal concedido el recurso. Bs, Aires, julio 25 de 1í)4(¡. — 
Juan Alvares. 

PALM) llB LA COlíTK SUPUKMA 

Hh. Aires, 14 tic febrero de 1!>47. 

Y vi «tos los autos "Carlo///¡ Domingo e./ Tórnese 
Ballesteros Miguel y otros s. cubro hipotecario", cu 
los que se ha concedido el recurso extraordinario ínter- 
puesto a l's. 1144 contra la sentencia dictada a fs. 1127 
por la í Jamara de Apelaciones en lo Civil de la Ca 
pitaí. 

Considerando: 

(¿ue el recurso extraordinario iaterpacsto a fs. 

I III y culi lid" a IV IMS lYmdfci' cu la i ru-urv^t i hi 

carnalidad del remate di' la linca ejecutada que se rcalí 
kii cJ 24 da abril de 11141 , imoimi nacionalidad que con 

hmIÍi'Iu en halicr aceptado el martiliero nferlriM ile UDOM 
ponto ron micnlriiH en ignaleu olroUtMtMItfllM recluí/aba 

lw» do airo* lo ciinl m violó la igualdad (art. lí¡ do 

fo (!oii«t Na il| ¡ «o lia!. oidado el martiliero por 

ftflU) propio, «in IntUrVtflialÓn Judicial, ni icioali- « i, ijio- 
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la finca se adjudicó a A. Tórnese Ballesteros, lo qne 
ocurrió al no admitirlo a este último el pago de la seña 
con un cheqir y reanudar a raíz de ello la subasta, con 
lo cual se sacó a la causa de su juez natural (art, 18 do 
la Constitución); en haber actuado en esa oportunidad 
el martiliero, el acreedor hipotecario, su apoderado, su 
letrado y el escribano propuesto pura la escrituración, 
con el carácter de una "comisión especial" (art. 18 de 
la Constitución) que decidió sobre el lugar del remate, 
la validez de la oferta bocha por Tórnese y la acepta- 
ción o rechazo do las demás, pretendiendo que Tórnese 
hiciera lo que la ley no manda y privándolo de lo que 
ella no prohibe {art, 19 do Ja Constitución) ; en haberse 
arrogado el martiliero, según resulta de los fundamen- 
tos anteriores, facultades extraordinarias (art. 29 de 
la Constitución) ; en quo la adjudicación hecha en el 
remate por un precio que los recurrentes consideran 
irrisorio y mediante un procedimiento irregular, violó 
el derecho do propiedad de los deudores (art. 17 do la 
Constitución); y en que af no notificar la sentencia de 
fs, 108 vía. a todos los codeudores hipotecarios so violó 
el derecho de defensa (art. íñ de la Constitución). 

(¿no todos los fundamentos alegados so refieren por 
una parte a la ¡nlrrprelaeión y aplicación en el caso de 
las normas procesales (pie regían la ejecución en que 
nt> ordenó y realizó el remate y de las disposiciones del 
< Vid. Oiyil relativas ul mutuo hipotecario de que 10 Irata, 
y por otra al juicio de la prueba relativa a los hechos 
ocurridos céhi molivo y en opnrl unidad di*l teníale, in- 
terpretación, aplicación y juzgumí«uin <íhc nmi un priu 

eipm privativos de la jiisUeín lucid Inri. <>'/, ¡m>. II, «I« 

la Cornil. Niu-i il) y no autorizan H i un xlranr 

diñarlo art. H do la ley IM mientra* mi mi nl9g*$ 
la ii mtiluritmnlulad de UlK 'ttlHH de derecho enmúu 
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y procesal aplicadas en el caso. Considerar que hay 
cuestión constitucional siempre que la parte en eouua 
de cuya interpretación del derecho común y apreciación 
de los hechos se resuelve la causa alegue comportar lo 
TCHuelto privación de derechos y garantías constitucio- 



nales, importaría convertir el recurso extraordinario 
en una tercera instancia llamada a revisar todas las 
decisiones judiciales de todos los tribunales de la Na- 
ción, con clara violación de lo dispuesto en el citado 
ine. 11 del art. 67 de la Constitución, El resguardo cons- 
titucional pretendido de ose modo habría de obtenerse 
mediante el quebrantamiento de la Constitución para el 
sostén de enya primacía (art. 31 de la misma) existe 
precisamente el recurso extraordinario (eonfr. Fallos: 
lí>4, 220 y todos los allí citados). 

Que la jurisprudencia de csía Corte ha reconocido, 
sin embargo, ser procedente el recurso no obstante tra 
tarse de aplicación de normas procesales o de derecho 
común y de cuestiones dt- hecho, cuando la sentencia re- 
cu rr ida era arbitraria y carente de todo fundamento 
jurídico, (ion clin no lia hecho excepción a los princi- 
pios enunciados en el considerando anterior sino, por 
et contrario, aplicación estricta de ellos, puesto (pie un 
pronunciamiento arbitrario y carente de todo funda- 
mento jurídico, no es una sentencia judicial, y es obvio 
que el primer requisito del amparo judicial de los dere- 
chos en que nen eso, precisamente, amparo jmiicifif, ch 
decir, fundado ra Iji ley y en la prncha de los hechos 
forJiialtin-ute producida. I'eto arbitrariedad sólo la hay 
iTtmndo id rchuchc neutra o con proicindonoJfi de lo ex 

prc .«mente dU| «lo por la ley req |o „l QMO, «0 

pruflindu fio prueba, i'eitoricf , regularmente, traídas 

al Juicio o nc luir mjiinil a lim no coindan en di 

Kl enor en bi Interpretación de I» primera o en bi cali 
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mnción de las segundas, sea cual fuere su gravedad no 
hace arbitraria a una sentencia en el sentido propio y 
estricto de la expresión, - quG os el que debe presidir 
el discernimiento de la procedencia del recurso extr* 
ordinario en estos casos- porque la existencia de él 
es por si sola demostrativa do que el pronunciamiento 
no se ha desentendido de la ley y de la prueba sino que 
se ha hecho según una interpretación equivocada —es 
decir, tomando por verdadera la que no lo es— de la 
primera y una apreciación también equivocada de la 
segunda, es decir, que no es un mero acto de arbitrarie- 
dad o capricho del juzgador (Fallos: 205, 648). 

Que basta examinar las sentencias de ffc 1055 y 
fs. 1127 y confrontarla muy especialmente con la in- 
vocación de ellas y de las disposiciones legales perti- 
nentes que hacen los apelantes, para concluir que no hay 
on ínuito alguno de ambos pronunciamientos lo que esta 
Corte ha definido como sentencia arbitraria. Cada una 
*? I** cuestiones decididas contiene fundamento legal y 
ninguna de las pruebas invocadas por los recurrentes 
dejo de ser examinada en ellas. 

Wi tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Hr. IVorurndor General so declara mal concedido n 
Ih. MS ..] nvnrso extraordinario interpuesto u ís. 7144. 

Apercíbese n lo* flrmantoa del escrito do fe. ii.™ p„ r 

00 (labor guardado en él el deludo respeto u los june.» 

Ui f ' ,l " H,, líitínuiHoJcH (pie en lo Kim-sivo gmirden 
estilo. 

Antonio Kahajina \l A. Nakar 
Ani iioukna - F. ííamiih Mk 

■»U T. I). í ' \ ;i Ul i . 
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(IODO Y II vos. Y OTROS v. PROVINCIA 
!>K IHIKNOS AHÍ ES 

MtíFtGAÜfQN. 

Sn siendo posible 1» nrití 1*u-h«'Íi'ué personal o p'»r cédula 
del mandante «le la renuncia del mandatario, corresponde 
la publicación -!<• edictos, tjüe fcW^ P ,ir cmco 

días (')■ 



EDUARDO (10MBZ 

jrfítsatt riÚS r eúitPXfSM'U: Conflictos mft* jwes. 

VA jiií. :t!) d.»l CniL ti-- l'f" k Criin . un» do la* nor- 
mas s:iiiriouildas [»nr »'l t'iwsrnwn ,J<- ];t Nación entt la su- 

pn-Trmcíji qup iwrtfliblece i?l nrt. :i1 de la iWst. Nacional. 
Con arreglo id mismo. i\w se aplica <«ui preferencia a 1» 
(lispUCWÍO fwir las leyes de las provincias, los jurec* «le 
.'■slíis tlflieii olí 1 rr'trnr el procesado a tos jueces t\r la Capí- 
tal Federal cuando éütos ln solicitan en la hipótesis pre- 
vista por i lidio artículo. 



DH'TAMKN l»KI. pKMri' IIAlKMt (iKNF.lt AI* 

Suprinm ('orín: 

Kl Sr. •Iiiuss dt'l Cnmi'ti <b* San Nicolás, ante «uva 

juriadú-4'ión tnimÜu mi pr so por «U I rmulm-ióii so 

KtiiiU» «MHiíni Kdminlo Ctómo» eonoolcto también como 
t'nrUiH Ai»k«'I Stilii/.u n Kiluunlo I Pilotín*— DO hizo lu- 
gar a la üxtrüdiclón do 6*1*' H«li«ilt«l« por «I Sr. Juez, 
del Priman do la Capital on otro pr »<» »«iíuido con- 
tri» o) mismo luoulpddo por otro drlilo, a utórilo de 

(i) ti d« MlftW iIm 
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desconocer validez en aquello jurisdicción ii lo dispues- 
to por ei art. 39 del Cód. de Proeeds. Crim. de la Ca- 
pital. Y como el Sr. Juez de osla última insiste en su 
requerimiento, so recurre a V. K. para que, atento lo 
dispuesto por el art. 9* de la ley 405H, resuelva el con- 
flicto jurisdiccional resultante. 

Es doctrina reiterada de la Corte Suprema que en 
casos de la naturaleza del presente debe reconocerse 
primacía a lo preceptuado por el art. ;J!) del Cód. de 
Proeeds. Crim. de la Capital; atenta la eiremistancia 
do emanar del Congreso (155:337; 17*J:;üí : 186:525 y 

Por aplicación de dicha doctrina corresponde re- 
solver Ja presento contienda a favor de la tesis del 
Sr. ,/ucz del Crimen de la Capital, ordenando conceda 
el Sr. Juez de Kan Nicolás la extradición que aquél le 
solícita. — lis. Aires, febrero 7 de VM7. — Juan Alvares. 



VALIA) Ur LA COItTK MIPKKMA 

Bs. Aires, 2G do febrero de 1ÍU7. 

Autos y vistos: Por los fundamentos det premien 
te dictamen d<-l Sr, Proc. ííeneral y por ser el art. 'A\t 
del Cód. de Proeeds. Crim. una de la H normas estable 
«idas por el Congreso de la Nación, con la supremaeía 
que establece id ai!. de la Constitución, para solu 
eiouar las cuchí iones ipie Kurjan de la coexistencia de 
jurisdicciones distinfns y autónomas establecidas por 

la misma, eouio lo lia reconocido la jurÍBprud ¡a de 

OMtH Ofirtfl Suprimía, se declara que el Sr, J Ul(/ ,!,.( 
Cnu.eu l( * 2 di- Saa NIOOlál, Prov. de H«. Airen, -l.hr 
prOO0d«r a ja ,|, i pioi-uNiolo Kdtiaido Umuiw 
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solicitada por el Sr. Juez do Instrucción de 
Federal. En consecuencia, devuélvanse a este 
autos y hágase sabor esta resolución al Sr. Juez de 
Nicolás en la forma de estilo y a sus efectos. 

B. A. Nazak Ancuorkna -- F. Ra- 
mos Mejía — T. I). ('asares. 



JORGE G. ORTOONI Y OTROS 

JURISUWCiOS V CQMÍ'ETF:NCIA: Competencia militar. 

Corresponde a la justicia militar conocer aceren de los 
hechos referentes a la substnieción de correspondencia co- 
metida en un cuartel en perjuicio de un soldado por otro 
que desempeñaba Ins tareas de furriel de la compañía, 
por tratarse de un delito independiente de la participa- 
ción que himhién w atribuye a dicho furriel en ¡os delitos 
comunes d<* falsificación de ducumento y estafa cometidos 
fuera del cuartel por otros dos procesados. 



Dictamen peí. PnnruiiAiMut (Jen* eral 
Suprema forte: 

Ksla contienda jurisdiccional viene a conoeiraieu 
to de V. K. para wr resuelta, poique la justicia de ills- 
trinviúu militar de Mercedes y la ordinaria de la m¡H 
ina eiudad se lmu conceptuado carentes do jurisdicción 
para procesar \wr hurto do correspondencia al es «ol 
«jado WMUWripto J«rgO Uuillenno Untf.mL Ele mpií prima 
fnctr lint I lu>s motivas del pi iiees». 

Una oarta cortiíUadt oonUnJendo un giro* fué »i\ 

I rejeada a tlt ¡k«hií ou el cimrUd del <>* dn hi ín iilnm, para 
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que la hiciese llegar a manos de su destinatario, el sol- 
dado Sebastián (iiribet ; pero en lugar de dársela a éste, 
la entregó a otro soldado, quien falsificando la firma 
de Giribct consiguió que ol giro fuese cobrado por un 
tercero. Las tíos últimas "par^s de la maniobra dolosa 
habrían acaecido fuera del cuartel, y por ello no so 
discute surtir a su respecto la jurisdicción provincial 
ordinaria: sólo está en tela de juicio cuál de loa jueces 
debe conocer en el delito que bc reputa cometido dentro 
del cuartel 

Atentas las particularidades del caso, pienso que 
con arreglo a la fórmula del art. 54 del Cód. Penal, 
debe entenderse que el delito mayor, o sea el presumi- 
blemente cometido donde las autoridades militares ca- 
recían de jurisdicción, es inseparable del delito menor; 
de donde se deduce la existencia de concurso ideal de 
delitos cuyo juzgamiento correspondo al juez encargado 
de aplicar la pena más grave, esto es, el del juzgado 
en lo Criminal y Correccional n e 3 del Departamento 
del Centro de la Prov. de Bs. Aires. A ta orden de 
dicho magistrado debe ponerse ai preso Grigoni, que 
ignoro por qué ha sido puesto a disposición de V. E. — 
Bs. Aires, febrero 12 de 1947. ■- Juan Alvares. 

RALLO DE LA COltTH SU 1 Mi KM A 

lía. Aires, 20 de febrero de 1ÍH7. 

Autos y vistos; Considerando: 

(¿un la substracción de correspondencia cu perjui 
ció del conscripto Kcbastiún Uirihel imputada a Jorge 
Guillermo tfrigoni mientras dem-mpe fiaba hiH tarea» de 
furriel ile lu compañía 1' iH Regimiento o di* luíante 
ría "(Kimltal Vianioiile", constituye, un delito intle 
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pendiente de la participación que también se le atribuye 
en la estafa y falsificación de documento cometidas por 
los procesados Antonio Aguilar y Roberto O. Cacciola, 
como lo pone de manifiesto el Sr. Juez del Crimen de 
Mercedes en las resoluciones de fs. 172 y fs. 18f>, de 
conformidad con lo resuelto por esta Corte Suprema 
en los casos de Fallos: 202, 2G8; 206, 261 entre otros. 

Que, por consiguiente y de acuerdo a lo establecido 
por los arts. 117, inc. 2*. y 122 del Cód. de Justicia Mi- 
litar y a la jurisprudencia del tribunal (Fallos: 202, 
268; 204, 237) corresponde a la justicia militar conocer 
en el delito de substracción de correspondencia impu- 
tado a Grigoni y así se declara no obstante lo dictami- 
nado por el Sr. Proc. General. En consecuencia, remí- 
tanse los autos al Sr. Juez de Instrucción Militar; 
hágase conocer esta resolución al Sr. Juez del Crimen 
de Mercedes en la forma de estilo, y diríjase oficio al 
Sr. Jefe de la Policía Federal a fin de que, atento lo 
resuelto en este fallo, se sirva poner al prevenido José 
Guillermo Grigoni a disposición del Sr. Juez de Ins- 
trucción Militar de la 2' División de Ejército. 

B. A. Nazar Anchorena — F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casares. 



ANIBAL V, [VAílOSTINO 

EXFfOItTO: Cumplimientn. 

El juez de Ja Capital Federal exhortado por otro provin- 
cial para tomar declaración a un test ico en una causa 
criminal tramitada ante el segundo de ellos, no puede ne- 
garse v¡'i 1 idamente a hacerlo fundado en la prohibición es- 
ta hf crida en el art. 278 del Cód. de Proceds. Crim. de la. 
Capital. 
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Dictamen del Pito curador General 
Suprema Corte: 

En un proceso por estafa iniciado ante la justicia 
ordinaria de Mercedes (Prov. de Bs. Aires), se ordenó 
librar exhorto al correspondiente juez de instrucción 
de esta Capital para que recibiese declaración a D. An- 
gol Vicente D'Agostino con arreglo al interrogatorio 
que obra a fs. 9 de los autos. El Sr. juez exhortado, a 
pedido del fiscal, se niega a recibir dicha declaración, 
sosteniendo que ella está prohibida por el art, 278 del 
Cód. de Proceds. en lo Criminal de la Capital; y con 
tal motivo, viene el caso a V. E. para ser resuelto, pues 
el Sr. Juez de Mercedes insiste en su rogatoria. 

Ha sido y es doctrina corriente de V. E. que los 
jueces exhortados carecen de jurisdicción para pronun- 
ciarse sobre la procedencia de las medidas solicitadas 
por vía de exhorto; y a esa consideración de carácter 
general se une en este caso la de que, conforme lo hace 
notar el Sr. juez exhortante, no consta en autos que el 
testigo aludido sea hermano del procesado. 

Corresponde, pues, ordenar al Sr. Juez de la Ca- 
pital dé curso sin más trámite al exhorto, a cuyo efecto 
puede serle remitido directamente por esta Corte. — 
Bs. Aires, febrero 10 de 1947. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 26 de febrero de 1947. 

Autos y vistos : Por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr- Proc. General y lo resuelto por esta 
Corte Suprema en Fallos : 195» 122 y recientemente el 
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16 lío diciembre ppdo. en la causa "Alejandro Casas", 
declárase que el Sr. Juez de Fu atracción de la Capital 
Federal debe dar inmediato cumplimiento al exhorto 
que le lia dirigido el Sr. Juez a cargo del Juzgado del 
Crimen n* - del Departamento del Centro, Mercedes, 
Prov. de Bs. Aires, con el objeto de tomar declaración 
a Angel D'Agostino en la causa instruida por denuncia 
de José Luis Tomasone contra Aníbal Vicente D'Agos 
tino sobre estafa. A este efecto remítanse estas actúa 
ciones al S-.. Juez de Instrucción de la Capital, Dr. 
Manuel Rodríguez Gcainpo, y bagase saber esta reso 
lución al Sr. Juez del Crimen de la Prov. de Bs. Airo.* 
con transcripción de la misma y del dictamen del Sr. 
Proe. General. 

B, A. Nazar Anchores a — P. Ra- 
mos Mejta — T. D. Casares, 



S. A. COBFOKACtG^ CEMENTABA AKM! ÍCNT1XA 

PRECIOS MAXIMOS. 

La» sentencias dictadas por l(* jueces federales eií los ea- 
sus previstos por el íiH. ü de la ley 12.501, un pueden ser 
poiMirridas por medio del recurso ordinario de ¡ipe'.ación 
sino tan sí'tlu del extraordinario (')■ 

FALLO |>F LA rORTK SUPREMA 

Bs. Aires, 27 de febrero de 1047. 

V vistos íos autos "Corporación Cementera Argen- 
tina S. A. v. Secretaría de Industria y Comercio, ape- 



(') Fu IfTial srntido fui resucita en la retenta f«bfl )fi rau«iv "H. 
A. Cía. Su.) Ami.'ri<-:ui,i i\c (Vinculo Pnriraiid. Juan Miiii'tti e hijos Ltda.". 
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laeíon", en los que se ha concedido el recurso ordinario 
de apelación interpuesto a fs. 238 contra la sentencia 
dictada a fs. 234 vta. por el Sr. Juez Federal de Cór- 
doba. 

Considerando: 

Que por disposición del art. 9' de la ley 12.591 la 
sentencia del Juez Federal ante quien se lia recurrido 
de una resolución del P. E. concerniente al régimen de 
precios que la misma establece es definitiva, y por ende 
no cabo recurrir de ella a un tribunal superior de la 
jurisdicción por la vía ordinaria, como lo declaró esta 
Corte en Fallos: 192, 213. 

Que lo dispuesto en el precepto citado importa, 
con respecto a las decisiones de los jueces de sección 
que en el mismo se contemplan, derogación de lo esta- 
blecido con carácter general por el inc. 2 fl , art. 3*, de la 
ley 4055. Las decisiones mencionadas sólo pueden ser 
traídas al juicio de esta Corte por la vía del recurso 
extraordinario, cuando se hayan planteado oportuna y 
formalmente cuestiones federales que lo autoricen. 

Que a fs. 238 se interpone clara y exclusivamente 
el recurso autorizado por el art. 3°, ine. 2*, de la ley 4055, 

Por tanto se declara mal concedido a fs. 240 el 
recurso de apelación interpuesto a fs. 238. 

B. A. Nazah Anc bohena — F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casabes. 
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GARCIA y CU. 

RECUItfiO EXTRAORDINARIO: Ji^vUtos propia*. r„ e ?ti/ m fe- 
deral Vwntiane» frdrrttlea simples. Interpretación de hts tepes fe' 
deralea. 

Procede* el recurso extraordinario fundado en la interpre- 
tación de la ley 12.830. 

PRESCRIPCION: Prrstripcwn rn materia penal. Ticmpr. Varia*. 
La prescripción de !:i acción penal es de orden ¡ h'iJiI "u-jj. se 
produce ile pleno derecho j'or el solo transcurso del plazo 
pertinente y debe ser declarada de oficio; por lo cpie. aun 
ruando .se reconociera efecto retroactivo al régimen eMa- 
I «lee ido por la ley 12.830, nunca pndría tenerlo respecto 
de una acción extinguida antes de que dicha ley comen- 
zara a regir. 

Sentencia del Juez Federal 

Merced es. octubre 7 de 1046. 

Y vistos: Pura resolver sobre la prescripción de la acción 
opuesta a t's. 132 de estos autos venirlos a conocimiento del 
infrascripto por imperio de la ley n 1 ' 416*2, de tos que resulta: 

Que los artos y omisiones imputados a la razón social Gar- 
cía y Cía., como infringiendo la ley n* 12.:*i91, es indubitable 
que "cesaron de cometerse el día 1G de setiembre de 1944, como 
lo prueba la diligencia practicada a fs. 34, desde que en la 
causa no existen constancias de ulteriores infracciones. 

Y considerando que tales infracciones búllanse previstas 
en la citada ley, feonf. arts. 6, 9, 11 y concordantes), ya qne 
consistirían en no haber declarado, los multados por la reso- 
lución administrativa de fs. 70, los envases textiles que po- 
seían, y en vender diferentes partidas de bolsas a precios snpe- 
rioresa los establecidos por los decretos u« 102.061, de! 3 de 
octubre de 1941, y 4461 y 12.800, del G de agosto y 29 de octu- 
bre de 1943, respectivamente, y porque los envases referidos 
son de aquellos productos cuyos precios máximas pueden ser 
fijados por e| 1\ K. en ejercicio de las facultades que le otor- 
gan los arts. l'> y 2" de la misma ley, por cuyas razones y las 
que se dan ¡i continuación, es dicha ley la que rige el ca^o. 

Qne a tal conclusión 1 lejía el suscrito porque si bien la 
ley n* 12.ñ!M lia sido derogada por el art. 19 de la n v 12.330, 
esta sóin podrá aplicarse a los casos producidos desde su vi- 
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gencia, puesto que sus disposiciones fijan penas más graves, 
porque pueden exceder el máximo de la multa, cien mil pesos, 
"y 1 lepar hasta el límite de la ganancia obtenida**, (art 6»), 
y amplía, asimismo, en bu art. 13, y esto es cardinal en la 
cuestión a resolver, el término de la prescripción tanto de la 
acción cnmo de la pena, que antes, en Ja ley n» 12.591, estaba 
su jefa a lo estatuido sobre la materia en el Cód. Penal, (art 
62, ine. 5 V . en cuanto a la acción, con un plazo de dos años), 
siendo, entonces, do estricta aplicación lo dispuesto en el art. 
18 fie !a Const de la Nación, que nadie "puede ser penado 
niti juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proce- 
so", y los ;irLs, 2 y 4 del Cód. Penal, sobre retroaetividad be- 
nigna de la ley y aplicación de sus preceptos generales "a to- 
dos los delitos previstos por leyes especiales, en cnanto éstas no 
dispusieran lo contrario", y, en consecuencia, la nueva ley 
ir? J2.H:iÜ. con plazo más extenso de prescripción, no podría 
regir en el caso y sí las reglas del Libro I, Tít, X, del código 
citado, en razón de earecer de toda disposición al respecto 
la ley anterior, n* 12.591. 

Que, a juicio del suscrito, las normas del art. 18 de la 
Constitución y del art. 2' del Cód. Penal, deben interpretarse 
en sentido lato, sin distinguir entre monto y naturaleza de las 
penas y ejercicio de la acción para reprimir los hechos u omi- 
siones delictuosos; es decir, debe aplicarse una u otra ley, 
íntegramente, sin que sea permitido decidir eí juicio esco- 
ciendo partes de una y otra. 

Que abonan esta tesis, además, las prescripciones genera- 
les del Cód. Civil, "las leyes disponen para lo futuro; no tie- 
nen efecto retroactivo", (art. 3» etc.), y las del Cód. de 
Proceda. Crini., "no podrá aplicarse ni por analogía otra ley 
que la que rifre el caso", (art. 12, y el sub-juditio es regido 
por la ley n° 12.591, atenta la cláusula constitucional mencio- 
nada y el art. 2* del Cód. Penal), y frente a cualquier duda 
que hubiere se estará "siempre a lo que sea más favorable al 
procesado", (art. 13). 

Que. por otra parte, la nueva ley n* 12.830 no ha estable- 
cido, ni se infiere de su contexto, y esto sea dicho a mayor 
abundamiento y ante la categórica afirmación en ese sentido 
formulada a fs. 154, por el Sr. Proe. Fiscal, que tenga efecto 
retroactivo a casos pendientes de decisión judicial, y, por ende, 
falta base legal a ese argumento, porque el carácter de emer- 
gencia no puede ser interpretado confiriendo a la ley tan vasto 
alcance; sólo significa que es transitoria, provisional, o. como 
pri'eis) mente señala en su art. 19, hasta el 3 de junio de 1952, 
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mientras sra necesaria la defensa de los intereses públicos o 
peñérales enm prometidos por la «i t nación excepcional derivada 
de los acontecimientos mundiales de pública notoriedad; y la 
suspensión de tudas las disposiciones de otras leyes qne se le 
opongan, como estatuye en ese art. 10, no puede interpretarse 
(■(uno que abroga las reglas Tunda meo ta les y permanentes de 
los arts. 2 tf y 4'-' del t'ód. Penal, y menos aun. y esto basta con 
enunciarlo, la garantía, regla ineludible, citada, dr la primera 
parte del art. 18 de nuestra Carta Magna; y el carácter de or- 
den público que el mismo art. lí> da a la ley n v 12.s:i0, no 
puede importar la caducidad, ni siquiera temporaria, de aqut¡ 
precepto constitucional, y es evidentemente inaplicable aquí el 
art. ¡J y del Cód. C'iv., que establece que "ninguna persona pue- 
de tener derechos irrevocablemente adquiridos contra una ley 
de orden público", porque esto rige en el derecho común, para 
las relaciones en en u tratos, de carácter privado, etc.. que la ley 
pudiera afectar; pero no implica retroaetividad en el derecho 
público penal, porque atentaría contra las disposiciones cons- 
titucionales y legales mencionadas, al agravar la sil nación de 
los procesados o condenados. 

Que en i ase a las consideraciones precedentes, no conte- 
niendo la ley Federal n e 12.591, disposición especial alguna 
para la prescripción de la acción, y estableciendo el art, (52, 
ine. ó», del Cód. Penal, que ta acción penal nc prescribirá a los 
dos años, cuando se tratare de hechos reprimidos con multa 
m:iyor de dos mil pesos, como las que fija aquella ley, ha 
trascurrido con exceso desde el 1(5 de setiembre de 1H44, el 
plazo necesario, computado con arreglo al art. &l del mismo 
código, para la prescripción de la acción penal emergente de 
los actos y omisiones acriminados, síu (pie haya constancia de 
interrupción por nuevo delito (art. (57, CóJ. Penal). 

Por tanto, nido el Ministerio Fiscal, resuelvo hacer lugar 
a la excepción opuesta a fs. lo2 declarando preseripta la ac- 
ción penal en esta can >. — 1)ttiih Caiaiann 

VALLO 1>E LA COÍiTK SPPIIKM A 

Bs. Aires, 27 do febrero de 1947. 

Y vistos los mitos "García y Cía., interpone re 
curso de apelación y nulidad por multa impuesta por 
infracción a ta ley 1 2.591 ** en los que se La concedido 
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el recurso extraordinario interpuesto a fs. 150 contra 
la sentencia dictada a fs. 15G por el Sr. Juez Federal 
de Mercedes, Prov. de Bs, Aires. 

Considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que su interposición a fs. I5Í» está suficientemente fun- 
dada y porque ye lia puesto en cuestión la inteligencia 
de un precepto de la iey federal 12.830 y la decisión ha 
sido contraria al derecho que el recurrente invocó a 
su amparo. 

Que la cuestión relativa a la procedencia de apli- 
car lo dispuesto por el art. 13 de la ley 12.830 a la 
prescripción de la acción referente a una multa impues- 
ta por haberse violado la ley 12.591, tiene, en el caso, 
la singularidad de que antes de entrar en vigencia la 
ley 12.830 \a prescripción de que se trata se había ope- 
rado conforme a las normas legales que entonces la 
regían (Cód. Penal, art. 62, inc. 5'). Y como la pres- 
cripción penal es de orden público, por lo cual debe ser 
declarada de oficio, lo que quiere decir que se produce 
de pleno derecho por el solo transcurso del plazo per- 
tinente (Fallo: 180, 2G9), aunque como pretende el re- 
currente hubiera de reconocerse al régimen de prescrip- 
ción de la ley 12.830 efecto retroactivo, nunca lo podría 
tener respecto a una acción extinguida antes de que 
dicha norma legal comenzara a regir. (Boletín Of. f 16 
aet. 194G). 

Por tanto, se confirma en cnanto ha sido materia 
dd recurso la sentencia de fs. 150. 

B. A. Nazar Anchoiíena — F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casares. 



iíoeIí y cía. 

RECURSO EXTRA ORt>lXA RÍO: Reytixitos propios. Cuestiones no 
fetierales. Exclusión dr las cuestiones de hecho. Varios. 

La cuestión referente a determina? ta fecha tiende la cual 
comenzó a rojrír ol doereto 29.709/44 ea do hecho y prue- 
ba, insuseeptibie de revisión por medio dol recurso extra- 
ordinario, 

CONSTITCCIOX XACtOXAL: Derechos y garantías. Defensa en 

juicio. l*rocedimicnto ¡t sentencia: 

Habiéndose oído al interesado dándole oportunidad para 
hacer una exposición de descargo en el procedimiento ad- 
ministrativo .seguido con unitivo de 1¡l violación fie la 
ley 12.591, y admitido después en el procedimiento judi- 
cial todas las prueban (pie ofreció, debe desestimarse ln 
violación de la defensa en juicio invocada por aquél, 

CONS Tí TU CIO X y AC JOS AL: Constitucional^^ « inconstititcio- 

nahdad. Leyes nacionales. Administrativa*. 

El art. í>* de la ley 12.591 en cuanto faculta al P. E. para 
imponer las mullas <|ue estahlece dejando expedita la ins- 
tancia judicial ante la cual puede ventilarse el asunto con 
toda la amplitud de un procedimiento contencioso, no im- 
porta violación del art. 95 de la Oonst. Nacional 

Sentencia oel Juez Fkdehal 

Bs. Aires, noviembre 7 de 1946. 

Vistos v considerando: Que a la recurrente se le aplicó 
el decreto n* 4413/45. que corre a ftt. 131 del expediente admi- 
nistrativo 238.&06/944i una multa de $ 20.1HH) m/n„ por in- 
fracción a la ley 12.591 y decreto reglamentario 29.709/44, 
por falta de descuentos en las ventas realizadas, scErún acta 
de comprobación tic fs. 110. 

Que no pueden admitirse como eximentes de L responfia- 
bilidad en que lia incurrido la firma .sumariada las razones 
invocadas en la expresión de agravios de fs. 25, y ni durante 
la substanciación administrativa de la causa, ni en la aplica- 
ción de la ley 12.091. existo violación a garantía! constitucio- 
nal alguna. La cuestión planteada de que se ha carecido del 
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derecho de defensa y prueba en juicio, debe ser desestimada, 
porque «o solamente al apelante se le din intervención en la 
propia instancia administrativa, siendo oído, al labrarse el 
acta de fs. 110, al declarar a fs, 116 y al presentar el escrito- 
defensa dn fs. 123. sino, también durante esta instancia judi- 
cial en la substanciación de la apelación interpuesta en que 
lia hecho uro de todos los derechas que en tal sentido acuerda 
la li>y procesal vigente. Situaciones análogas a la presente han 
permitido a la Corte Suprema establecer que la audiencia del 
sumariado por el juez y la recepción de la prueba, satisfacen 
la ¡rarantía de la defensa ni juicio que prevé la Const Na- 
cional en fin artículo 18 (Fallos: 196, 598). 

(Jite también debo desestimarse la invocada ineonstitu- 
cionalidad de la ley 12,591 en cuanto concede al P. E. facul- 
tad para imponer penas, de conformidad con lo resuelto por 
la Corte Suprema en las entusas análogas seguidas por las fir- 
mus "Calera Avellaneda" v "Minetti y Cía." en fechas abril 
27 y noviembre 14 de 1945 (Fallos: 201. 428 y 203. 21 G) al 
considerar "que el art. 9' de la ley 12.591 en cuanto faculta 
al P. E. para imponer multas que dejan expedita la vía judi- 
cial, no importa violación al art. 95 de la Const. Nacional. 
Situación (vemejante a la de la ley de precios máximos existe 
en otras leyes, como las de aduana, impuestos internos, etc. 
que facultan al poder administrador a imponer sanciones di- 
versas, pero que, de no ser aceptadas por el condenado, proce- 
de la decisión definitiva judicial sobre su justa aplicación por 
aquella autoridad y quedará confirmada o revocada. 

Que. resueltas "estas cuestiones previas, procede considerar 
las defensas alegadas sobre la infracción incriminada en autos. 
Teniendo en cuenta que el decreto condenatorio de fs. 131 del 
expediente administrativo, imputa únicamente, no obstante lo 
afirmado por la recurrente, la violación al decreto 29.709/44, 
en cuanto se ha omitido realizar los descuentos que éste fija 
en las ventas de mercaderías, procede hacerse cargo de los ante- 
cedentes que expone el memorial de fs. 64, reiterando argumen- 
tos de la expresión de agravios de fs. 25, «firmándose la 4 * falta 
absoluta de todo propósito doloso o fraudulento y de toda in- 
tención de maniobra especulativa" que la Corte Suprema, 
también en este aspecto, ha establecido "que el art. 9* de la 
ley 12.591 establece una infracción formal en el sentido de 
que la acción es suficiente por sí sola para constituir la viola- 
ción punible, sin que sea necesario uu resultado determinado" 
(Fallos: 200. 450). Tan sólo debe tenerse en cuenta el infor- 
me de la Secreta ríu de Industria y Comercio sobre la falta de 
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antecedentes de la sumariada, de fs, ;j9, a los fines de graduar 
la penalidad establecida en la resolución administrativa, en 
relación con la infracción cometida, con prescinden cin de otras 
consideraciones y ateniéndose ai principio sustentado por 3a 
Corte. La amplia prueba aportada a la causa, como se ha dicho 
"ut-siipra" no llega u cohonestar la responsabilidad que se 
imputa a la recurrente. Si hien es cierto que, la aplicación 
del decreto 29.709 se ha hecho el primer día que entrara en 
videncia 1 >spués de su publicación en el BoUtiti Oficial ajus- 
tándose a las disposiciones légrales a ese respecto, las argu- 
mentaciones referentes a dudas sobre su cumplimiento, etc. 
de que se ha hecho repetidamente mérito durante la prueba, 
pierde consistencia en el hecho, porque, dictado el 9 de noviem- 
bre de 1944, se le dió amplia publicidad periodística y no es 
admisible suponer que haya sido ¡«morado por un comercio 
del ramo de la importancia del de la firma apelante, hasta que 
fuera publicado en el lloleííti Oficial el día 15 del mismo. 
En la diligencia de fs. 110, de comprobación de la infracción, 
el socio de la firma que la suscribe, manifestó textualmente 
que "su representada ignoraba bi fecha de la vigencia del 
decreto 29.709 y esperaba una aclaración al respecto ya que 
por las informaciones periodísticas no podía precisar la mis- 
ma ' y en este sentido debe puntualizarse que el art. 1* del 
mencionado decreto, fija los precia máximos de venta "que 
regirán a partir de la fecha" — 9 de noviembre de 194-1 — y 
qU0 el propio recurrente ha presentado en la causa un ejem- 
plar del diario, que obra a fs, 54. en el que se publica el 
decreto, con la misma indicación de fecha de aplicación, lo que 
desvirtúa las afirmaciones aludidas; todo ello, sin perjuicio 
de la estricta consideración del punto, ateniéndose a los pre- 
ceptos legales y considerando ta infracción constatada, con este 
criterio, y en las operaciones respectivas, únicamente. Esta 
circunstancia a juicio del suscripto, y por la consideración 
enunciada anteriormente en el mismo sentido, permite enten- 
der excesiva la penalidad aplicada en autos. 

Por ello, confírmase, con castas, bi resolución administra- 
tiva de fs. i:íl del expeliente n» 2:iS.80G/944 en cnanto impo- 
ne a la firma "líoel y Cía," una multa por infracción a la 
ley 12.ÓÍM. la que se fija en la suma de $ 5.000 m/n. — Juan 
Ct'stir líútturo I burra. 
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Bs. Aires, 27 de febrero de 1947. 

Y vistos los autos "Roel y Cía., recurso de queja 
por apelación denegada (Exp. Adm. 238.806/44) (Ree 
Ap. 52.236/45) infr. ley 12.591", en los que se ha con- 
cedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 72 
contra la sentencia dictada a fs. 69 por el Sr. Juez Fed. 
en lo Crim. y Corree, de la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario no es procedente 
respecto a lo que en la sentencia de fs. 69 se decide 
sobre la fecha a partir de la cual tuvo vigencia el decre- 
to 29,709/44, porque se trata de una cuestión de hecho 
y prueba insusceptiblc de revisión por la vía del recur- 
so aludido. 

Que es procedente en cuanto a las demás cuestiones 
porque se alegó oportunamente la violación de las ga- 
rantías constitucionales invocadas en la apelación de 
fs. 72 y la sentencia definitiva de fs. 69 es contraria 
al derecho que el recurrente considera amparado por 
ellas. 

Que no ha existido violación del derecho do defen- 
sa ni en el trámite administrativo, donde el recurrente 
no sólo fué oído (fs. 116) sino que tuvo oportunidad 
de hacer a fs. 123 una exposición de descargo, ni en el 
judicial donde ja causa so abrió a prueba y fueron admi- 
tidas todas Jas que ofreció (fs. 32 vta., 35, 36, 45 y 55). 

Que sobre la constitucional idad del art. 9' de la ley 
12.ÍÍ91, esta Corte se pronunció en la oportunidad que 
ñta (Palios: 201, 428) y no halla motivo 
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para variar la doctrina de dicho pronunciamiento, rei- 
terada en numerosos casos análogos posteriores. 

Por Imito se confirma en cnanto ha sido materia 
del recurso i a sentencia de fs. 61). 

B. A. Nazar An choren a -~ F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casares. 



S. A Cí\. AI!<i ENTINA DE NAVEGACION IHVDERO 

v. ADt'ANA 

AOl'AS .1 : Jnri*ditTÍ<>H ;i nimprtruria. 

Las autoridades administrativas ettrecen de competencia 
puní aplicar penas por ¡nfuu-c imn-s descubiertas después 
que las mercaderías han salido de la jurisdicción aduanera. 

Altf'AXA: hifrniriotus. .\fnnif'*t(uiÓH inexacta. 

No es infracción ¡mu ih le el error que. sin cansar perjuieio 
fiscal. cometió el «fíente del buque en los certificados de 
transbordo al dentinciar un número de bultos distinto que 
el comprobado luego en la Aduana. 



Sentencia i>el Jen/. Federal 

Rosario, diciembre 31 de lí)4¡>. 

V vistos: Estos autos caratulados: 'Tía. Argentina de Na- 
vepnción Dodero S. A. — apelación fallo de Aduana" espte. 
n» 7388, ano 1044. 

Y considerando que : 

1» La Cía. Argentina de Navegación Dodero S. A. agente 
del vapor argeutino "Roma" recurre de la resolución dictada 
por el Administrador de la Aduana de esta ciudad con fecha 
23 de junio de 1944, en el expediente 38-P. 1944 que impuso 
ni 'ñtadn huqne una multa igual al vaW de los mil bultos de 
la carga en tránsito por transbordo manifestados de más y de 
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las dos mil bultos de la carga do exportación man i f estados de 
menos. 

2'> Corresponde examinar, en primer termino, la incom- 
petencia de jurisdicción opuesta por la apelante, quien, basa 
esta defensa en la falta de potestad jurisdiccional de la Aduana 
para imponerle, en este caso, pena de ninguna especie. 

3" líl art. 1034 de las O.O. de Aduana establece que 
"las Atina lias no podrán imponer penas por infracción a sus 
reclámenlos cuando éstas hayan pasado desapercibidas al tiem- 
po del despacho, siempre que las mercaderías hayan salido de 
su jurisdicción, debiendo recurrir a los tribunales, a quienes 
corresponde en este caso el conocimiento de la causo". 

Del expediente administrativo y certificado agregado a 
fs. 22/30 se desprende en forma fehaciente, rjue mientra.- el 
vapor "Roma" estuvo en Rosario un se comprobó ninguna dife- 
rencia de bultos, sino que. por el contrario, siguió viaje basta 
sus puertos de destinó donde se desembarcó y despachó la mer- 
cadería. 

Es indudable, en consecuencia, cpie la Aduana carecía de 
competencia para dictar la resolución condenatoria recurrida. 

lisia falta de competencia es suficiente para motivar la 
declaración de nulidad del fallo recurrido, pero esta nulidad, 
según lo decidió la Cámara Federal de esta ciudad en un caso 
análogo, no debe hacerse extensiva a los actos producidos por 
la Aduana en la elaboración del proceso, donde le cabe siempre 
una primordial función como eficaz colaboradora de la Jus- 
ticia, aun en el caso que corresponda a ésta intervención origi- 
naria en la causa, máxime teniendo en cuenta que la instancia 
judicial se ha desenvuelto dentro de un marco de amplitud en 
que las partes pudieron exponer los fundamentos de sus res- 
pectivas pretensiones y producir todas las pruebas que creye- 
ron convenientes para su defensa (Cámara Federal de Rosa- 
rio, fallo n' 20.173). 

4' Corresponde, en consecuencia, juzgar la situación de la 
recurrente frente a la denuncia de que informa el expediente 
administrativo. 

En primer término, como es lógico, debe considerarse la 
prescripción opuesta. 

En el mismo fallo citado precedentemente la Cámara Fe- 
deral de esta dudad, de acuerdo con la tesis sustentada por la 
Corte Suprema de Justicia (184 t 417) decidió que las infrac- 
ciones como la que aquí so debate (por error en la declaración 
del manifiesto general), están comprendidas sin ningún género 
de duda, en la segunda parte del art. 433 de las ordenanzas de 
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Aduana, que no ha sirio modificado por el art. 25 de la ley 
11.281 y exige el transcurso del termino de 10 anos para que 
ía proscripción se opere. 

Como este plazo tu» lia transcurrido en el sub-litr, procede 
desechar esta defensa. 

5» Con los permisos de transbordo y reembarcos y certi- 
ficados de exportación agregados ^1 expediente administrativo, 
se comprueban que en el puerto de Bs. Aires se embarcaron 
en el vapor M Roma" 4107 bultos en tránsito y 2820 bultos 
de exportación. 

La copia del manifiesto de la carga que se halla pregada 
a fs. 8 del mismo expodiente, revela que cuando el buque for- 
malizó su entrada en Rosario, se declararon 6107 bultos en 
tránsito y 82Í) bultos do exportación. 

Las pruebas aportadas por la recurrente, consistentes en 
las constancias del libro de sobordo reservado en Secretaría, 
donde se detalla la carpa transportad* por el vapor "Roma" 
en ose viaje, y los certificados de la Aduana de Asunción que 
obran rio Fs. 22 a 30, unidas a las constancias del sumario admi- 
nistrativo instruido por la Aduana, son claras y terminantes 
y conducen, necesariamente, a la conclusión que lo único que 
existió en este caso, fué un error motivado en la circunstancia 
de hnber incluirlo entre la mercadería on tránsito los 2.000 bul- 
tos do exportación a que se refiere el permiso de exportación 
n* 001(521, originando una diferencia de 2.000 bultos de más 
en la mercadería on tránsito e igual cantidad de bultos de 
monos en la mercadería do exportación. 

A lo expuesto se agrega que el informe producido por la 
Aduana a fs. ¡$6/7, demuestra que la mercadería de que se 
trata no se hallaba sujeta al pago do derechos de Aduana, de 
donde residía que no sólo no se ha ocasionado perjuicio al Fisco 
sino que. ni siquiera ha existido posibilidad de que ello su- 
cediera. 

En estas condiciones, de acuerdo con lo decidido por el 
trihuii.il en otros rasos similares y lo resuelto por la Cámara 
Federal en el caso antes aludido ( fallo 20.173). análogo al pre- 
sente, el .suscripto considera que el error incurrido por lo recu- 
rrente el efectuar la declaración de referencia, no puedo dar 
inoiivo ;i la aplicación ile penalidad y que correspondo aliso] 
ver de toda culpa a la firma apelante. 

pcir estas consideraciones, fallo declarando nula la resolu- 
ción dictada por el Administrador tic la Aduana de Rosario, con 
fecha --\ de junio de 1944, en el sumario iid-F. 1944 y absol- 
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viendo a la Cía. Argentina de Navegación "Dpdero 1 ' ¡í. A. de 
la infracción que se Ir imputa en el expresado sumario. Sin 
costas. — EmMv íí. TnamU. 



Vistos y considerando que: 

1* Trátase en el sub-examen de mercaderías venidas del 
exterior, transbordadas en Buenos Aires en tránsito para Asun- 
ción del Paraguay y que al formalizar su entrada en el puerto 
de Rosario se manifestó, erróneamente, 2.000 bultos de más de 
los que figuraban anotados en los boletos de exportación y la 
misma eantidad, pero en menos, con respecto a los consignados 
papa las mercaderías en tránsito. 

Esta constatación no Ja verificó la Aduana en la oportuni- 
dad en que él vapor "Roma" arribó a este puerio, sino años 
después al practicarse un examen do las carpetas depositadas 
en esa repartición administrativo. 

2* La compañía denunciada, explica el error y hace resal- 
tar la inopcrancia de sanciones, ante la evidencia de que con 
dicho acto, no se infirió ninguna merma en la renta fiscal. Se- 
ñala al mismo, como una simple equivocación del capitán del 
! tuque al efectuar In suma de los bultos, que incluyó indebida- 
mente 2.000 bultos de las mercadería» en tránsito en las de 
exportación. lo (pie a su veü. hizo que le faltara esa misma canti- 
dad de bullas al manifestar las primeras. 

3* En fecha relativamente reciente la Curie Suprema fué 
Mamada a pronunciarse en et juicio in re "Dodero e/Aduana 
de Rosario " oportunidad cu la que el alto Tribunal confirmó 
en todas sus partes la sentencia de esla Cámara (Diario de la 
J. Argentina — vP 2S21 del 8 de julio de 19 Mi. f. n* (¡07fi; y 
Corte Suprema, t, 204. pé¡% líífl). 

El presente suarda marcada similitud con e] rebordado 
juicio, tanto cu la cuestión procesal relativa a 1¡i carencia de 
jurisdicción de la aduana para diciar Tallo, como asimismo en 
las sustantivan, de prescripción y de falta de responsabilidad 
de Ta compañía denunciada en mórito a la incxisleneia de mala 
fe o dn un a '.'ra vio Fiscal. 

■[••' En la especie no es aplicable la prescripción bienal 
de! art. 213 de la ley U.2S1 (43 !, n.) modificatoria en cuanto 
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al monto, tic las establecidas por los arts. 42(i, 429 y primera 
parte del 4:tH de his Ordenanzas. Es evidente que aquí no se 
trata de errores de vainita*. I ¡quid avión o aforo, sino qne cae 
en la secunda parte del vitado art. 4^3 esto es en "cuulquivr 
otro frém-ro de m- la machines de la Aduana contra un comer- 
oíanle o vid versa" que tiene fijado un término de 10 anos. 
Así se lia expedido el Tribunal en id c;iso anteriormente men- 
cionado, que obtuvo confirmación de la Curte. 

5* Es salado que en materia aduanera, se prescinde de la 
intención del ajenie en la aplicación de ciertas penas pecunia- 
rias, desde ijnc elbi.s tienen un "carácter de indemnización de 
daños (pie las somete a re*?l«s que no tienen aplicación en mate- 
ria penal estricta'* fS, C N., 1S4. 417); pero entiéndese que 

ello aeonti cuando los actos ejecutados hayan producido o al 

nieu^s han piulido producir, un quebranto a ta renta, si no 
hubiera tal necesariamente se requiere la existencia de dolo, 
para cpm pueda calificarse de punitivo el hecho o acto verifi- 
cado. Estando d emos t ada la falta de agravio a ¡os Intereses 
fiscales, sólo podría caber el caso examinado, dentro de la.*? con- 
travenciones, eon eiiya figura típica tampoco tiene exactamente 
similitud, en atención a las enracterístieas propias del presen- 
te; por todo lo enol y fundamentos que se exponen en el juicio 
anteriormente mencionado y concordantes del fallo en recurso, 
se resuelve confirmar la sentencia apelada, declarando la nuli- 
dad ile la resolución administrativa y absolviendo a la compañía 
denunciada. Sin costas en ambas instancias atento la especial 
naturaleza de las cuestiones debatidas. — Juan i'artas Lubo- 
ry. — Santos ./. timrone. — Manad (¡ranadas, 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Airea, 27 do febrero de 1'947. 

V vistos: El juicio caratulado "Cía. Argentina de 
Navegación Dodoro, S, A. apelación fallo de Aduana", 
venido en tercera instancia ordinaria por recurso del 
Ministerio Público interpuesto con t ra la sentencia dic- 
tada por la Cúm. Fed, de A peí. de Rosario. 
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Considerando : 

Que según resulta de autos, como lo demuestra la 



tarso el manifiesto general del vapor Roma en oí puerto 
de Rosario se incluyó por un simple error entre las 
mercaderías en tránsito dos mil bultos de exportación 
referentes al permiso n' 001621, resultando, así, en el 
manifiesto dos mil bultos de más en la mercadería de 
tránsito o igual cantidad do menos en la mercadería de 
exportación, mercadería que no se hallaba sujeta ni 
pago de derechos de aduana. 

Que la sentencia apelada en cuanto declara la nu- 
lidad de Ja resolución administrativa por falta de eom 
potencia de la Aduana en razón de haber salido la 
mercado ría de su jurisdicción cuando se comprobó el 
bocho y en cuanto absuelve a la compaíiú; por no exis- 
tir infracción punible se ajusta a la jurisprudencia de 
esta Corte —Fallos: 185, 279; 204, J58. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sen- 
tencia apelada se la confirma en cuanto declara la nu- 
lidad de la resolución administrativa y absuelvo a la 
compañía. Sin costas. 



ANTONIO HERRERO v. 8. Ti. L, ROSEMRElíG 

RECURSO DE QUEJA. 

Habiendo el recurrente cumplirlo totalmente la sentencia 
apelada sin reserva alguna, y omitido ademáis contestar oí 
requerimiento formulado por la Tarto Suprema para que 




B. A. X azar Anctiouena -- F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casares. 
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mannV.sK' si mantiene la f|tieja t raí ría a la misma, corres- 
pátié tomarlo por desisiido t> la misma í 1 )- 



MPCiriFALtDAD 1>E VILLA iil SO v. Cía. tTNTON 
TELEFONICA DEL RTO HE I,A FLATA 

HECf P *»' O í ' .V 77í Mll'Df .V .1 / f > : Ír>f7« í.«tf n.« /itíi /ihm. SY ntnifl'o 
definitiva. Rtvolnrinw* interiore* a ln ^•ntnuin tlrfi»it¡rti. rnes- 

Las sentencias denegatorias del Fñcro federal son SuMtfp- 
tibles de recurso extr.inrd¡n«rm aun eimaflo recayesen en 
^céd^mientoe de apremio y no se hubiera dictado la ?en- 
teni-h: de venta. 



Dictamen mr, PnoctmADOK Ohnhkm, 
Suprema Corto: 

Invocando razones do derecho federal la parte de 
mandarín lia reclamado en esta eau^a la intervención 
de la justicia de sección; la que le ha sido negada por 
sentencia, ríe fs. 48 confirmada, en este punto, a fa. 65. 

Es, pues, ajustado a derecho el recurso extraordi- 
nario de apelación — art. íé f ley 48— que tin interpuesto 
a t's. fi8 para ante V. E, 

La razón daría n fs. 71 vta. para denegarlo Uo es 
aplicable al caso de autos donde lo que se discute es 
la jurisdicción. 

Corresponde, en consecuencia, ríeelarar procedente 
dicho recurso. — Bs. Aires, febrero *J1 de 1947. — 
Juan Airares. 



(1) Efl .1,. M>n-wi ñp 1947. Fallo»: 193, 403. 
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FALLO DE LA COIiTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 ele febrero de 1947. 

V vista ía precedente queja caratulada "Recur- 
so de li'íflio deducido por la demandada en los autos 
Municipalidad de Villarino c./ Cía. Unión Telefónica 
del Río de la Plata" para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia do esta Corte 
las sentencias denegatorias del fuero federal son sus- 
ceptibles de recurso extraordinario aun cuando las mis- 
mas recayesen en procedimientos de apremio —Fallos: 
202, 339 y los allí citados—. A lo que no son óbice los 
precedentes de Fallos: 184, GGO; 194, 43; 204, 395 y 
otros que no contemplan el supuesto aquí tratado. 

En su mérito y por los fundamentos del preceden- 
te dictamen del Sr. Proe. General se declara mal dene- 
gado a t's, 71 vta. el recurso extraordinario. 

B. A. Nazar A NrimnENA — F. Ra 
mos MejÍa - T. D. Casabes. 



.MAUIAXo J I. m EZCURKA v. PROVINCIA DE 
MIENOS Al lí IOS 

PAQ0; l'ir/jo iwMndo. Pwtwta. I'rmhft. 

La ni'ir;iT jva in'ini-;i! lus Sni'lms a! contestar ln demanda 
[mi* p| apoderado provincial, obliga a justificar tu existen- 
cia y eficacia de la protesta. 
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PAGO: Patjtt indrhido. J'mtrstti. Forma. « 

N'o emiten ¡(Mido (.■upsrióii cnnstitceionnl alguna la protesta 
invocad ii, del» 1 tvelinzarse la denunda fundada ni la con- 
fiscatnríribul del purelento queso repite. 

PACO: Ptujo indebido. Protesta. Alcance. 

Limitada la rrntesta ;d eve»ó del gravamen M'brc el monto 
fjUé autoriza la ley Arana de la Prov. de I'.*. Aii'e«. i a 
demanda subsiíntienU' no puede perseguir In devolución to- 
tal de !a cnnlriiaK-i.iii. 

Dictamen del Phocueadob General 
Suprema Corto: 

La jurisdicción originaria do V. E. se tuvo implí- 
cit amen fe por acreditada al dar curso a la demanda 
(providencia do fs. _t), y no encuentro motivo para que 
tal criterio se modifique. 

Sostienen los actores que el cobro en concepto de 
pavimento por aplicación de la ley n» 3943 de la Prov. 
de Bs. Aires es eonfiscatorio, por cuanto absorbe el 
70 % del Vídor de la propiedad afectada a la mejora. 

El fondo del asunto se reduce entonces a determi- 
nar si es o no extorsivo lo que se exige por dicha ley» 
atento el valor del predio afectado; de suerte que, una 
vez más» corresponderá a V. E. decidir si, atenta la 
prueba rendida en autos, debe conceptuarse o no que 
el precio resulta con fiscal orio. La Corte ha entendido 
siempre que ello constituye cuestión de hecho, y que 
no debe trazar en sus fallos línea alguna que señale 
con claridad hasta dónde está permitido cobrar válida- 
mente, y dónde comienza el agravio a las garantías 
constitucionales. También resulta cuestión de hecho y 
ajena a mi dictamen, la de si la s protestas reúnen los 
requisitos indispensables para su validez. 
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Ha de excusar V. E. si insisto una voz más en que» 
si el tribunal declara confiscatorio lo cobrado por pa- 
vimento, limito la condena a devolver tan sólo aquella 
[tarto del precio percibido que exceda a lo válidamente 
oxitnble. — Bs. Aires, octubre 30 do 1ÍÍ45. — Juan Al- 
varee. 

FALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de febrero de 1947. 

V vista la precedente causa caratulada "Ezcurra 
Mariano Juan Ignacio de y Ezcurra Isaías Bartolomé 
de contra Buenos Aires, la Provincia sobre cobro de 
pesos" do la que resulta: 

Que a fs. 18 se presenta don Patricio P. Mac Cor- 
mi ck, apoderado de los actores y manifiesta: 

Que la Prov, de Bs, Aires ordenó construir, apli- 
cando la ley n* 3943, llamada de "Bonos de Pavimen- 
tación" el pavimento de varias calles en la ciudad de 
Mar del Plata, entre las que figuraba la de Golf, entre 
Paunero y Llavallol. Sobre ella fueron los demandan- 
tes propietarios de tres fracciones de terreno, núms. 1, 
2 y 3 de la manzana 8 de un plano especial, que eran 
parte de los lotes 1 y 2 del oficial y antes de la chacra 
núm. 251 del plano general. El frente total sobre Golf 
es de 65,54,80 mts. y el fondo uniforme de 43,30 mts , 
estando valuados en m$n. 2.300, 1.G00 y 2,900 los tres 
lotes respectivamente. 

Que los señores de Ezcurra vendieron las fraccio- 
nes mencionadas en m$n. 8.000, el 30 de diciembre de 
1941, por ante el escribano D. Julio Cesar Ballestrin, 
a D Manuel Castro Alvarez. Previamente debieron pa- 
liar a la Dirección de Rentas de la Provincia, la suma 
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do rn$n. 7.298,67, por las cuentas 4127, 4128 y 4129, 
nomo requisito para obtener los certificados necesarios 
para la escrituración. Lo hicieron bajo protesta que 

P U Que la mejora, cuyo montí superó el 30 % del va- 
lor de los terrenos — excluido el pavimento — no los 
benefició en nada, por lo que demanda la devolución 
de lo pagado por la misma. 

Que en efecto el costo del pavimento absorbo el 
valor total atribuido por la provincia al inmueble de los 
actores, — m$n. 7.298,67 y 6.800 respectivamente— y 
es por consiguiente confiscatorio, a lo que no es obs- 
táculo la circunstancia de que la suma abonada Incluya 
m*n. 1.70ÍÍJ3 en concepto de multas, cuya devolución 
también corresponde. 

Pnnda la demanda en el art. 17 de la Coust. Na 
cional y en la jurisprudencia de esta Corte que cita. Y 
en definitiva pido que se condene a la Provincia deman- 
dada a devolver la cantidad cobrada de mfn. 7.2Í)8,67, 
con intereses, costas y gastos tle protesto, declaran tío 
al efecto inconstitucional la ley "dictada de acuer- 
do con la ley del 11 de diciembre de lí)11. modificada 
por la del 7 de noviembre de 1023". 

Que corrido traslado de la demanda la contesta a 
fs. 25 D. Ismael Casaus Ais lúa, representante de la 
Frov. de Bs. Aires, el que dice: 

Que niega en forma categórica y absoluta los be- 
clios y el de r cebo invocados por la demanda, que no 
reconozca expresamente, y pide se la rechace con costas. 

Que la tasación fiscal para el pairo de J¡i contribu 
ción directa no representa necesariamente el valor real 
del bien valuado y no puede servir de base para soste- 
ner que nn afirmado es confiscatorio, como lo e.mv 
prueba la doctrina del preceden !•> que menciona Tam 
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poco basta al efecto el precio obtenido de una venta del 
inmueble afectado, que puede ser resultado de las cir- 
cunstancias particulares de la operación. 

Quo en cuanto a la multa, es una sanción impuesta 
a la demora en el cumplimiento oportuno de la obliga- 
ción principal, cuyo monto no influye sobre la validez 
no discutida de la primera. 

Que el carácter confisca torio de un pavimento no 
puede declararse süi consideración del aumento del 

rentos, mediatos o inmediatos y del adelanto que lleva 
a la zona, facilitando la división de la tierra, su edifi- 
cación y saneamiento "y es teniendo en cuenta estas 
circunstancias que debe apreciarse la "plus valía". 

Añade que oportunamente quedará probado que Ja 
ley atacada no adolece del vicio imputado» y que la su- 
ma cobrada se^ ajusta al valor del inmueble y a la juris- 
prudencia de esta Corte. Termina pidiendo que opor- 
tunamente se recbace la demanda con costas. 

Que abierta la causa a prueba — fs. 31 vta — se 
produjo la que menciona el certificado de Secretaria 
de fs. 113. —A fs. 117 y 120 se agregan los alegatos de 
fas partrs y a fs. V2(y dictamina el Sr. Procurador Gene- 
ral—, A fs. ÍSíj vta. se llaman autos para definitiva. 

V considerando: 

1) Que esta Corte ha declarado reiteradamente 
que la negativa general de los hechos formulada al 
contestar la demanda por el representante provincial, 
obliga a la parte acto ra a justificar la existencia de la 
protesta invocada por la misma, así como que aquélla 
llena los requisitos necesarios para su eficacia, con 
arreglo a la jurisprudencia del tribunal —Fallos: 201. 
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290 y los allí citados — . Es cierto que en la especie está 
fuera de duda la realización del protesto —prescindien- 
do de la capacidad de quien lo hizo— pues consta en 
escritura pública agregada a los autos — fs. 4 y 5 — 
pero esa circunstancia no exime al tribunal de la con- 
sideración de los demás extremos mencionados. Así se 
lo lia resuelto en condiciones similares a las del pleito, 
sobre la base de que se trata de recaudos esenciales 
para la repetición de impuestos, y de que —como ahora 
acontece — la negativa general del escrito de responde 
lia sido precisada en el alegato en lo referente a los 
otros requisitos referidos —Fallos: 180, 437 y los allí 
citados. 

2) Que en la protesta de fs. 4 en la parte que al 
caso interesa se dice que los pagos que motivan el jui- 
cio fueron hechos "bajo protesta por considerar que el 
monto excede el fijado por la ley Arana de esta Pro 
v¡ncia f y exclusivamente para poder liberar los cer- 
tificados de las deudas en ellas consignadas y no 
demorar la escrituración de los citados terrenos, re- 
servándose en consecuencia los propietarios, los dere- 
chos y acciones correspondientes para exigir la devo- 
lución de las sumas abonadas en las partes excedentes", 

Que el documento do fs. 4 no menciona como funda- 
mento de la reserva de los contribuyentes la invalidez 
constitucional del gravamen entonces pagado. Ello es sin 
embargo necesario para la repetición del mismo, según 
también se lo lia declarado reiteradamente, — Fallos: 
185, 244; 186, 353; 188, 247 y 373 y causa "López Gui- 
llermo c./ Santiago del Estero» la Provincia", fallada 
en 14 de febrero del corriente año. No se trata cierta- 
mente de la exigencia de formalidades sacramentales 
determinadas, sino del cumplimiento de uno de los 
fines esenciales do la reserva que es no sólo el enterar 
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al gobierno de la resistencia del contribuyente sino 
también de la naturaleza de las objeciones en que la 
basa —Fallos: 205, 131 y 3G4 y los allí citados—. Por lo 
demás, aun prescindiendo de esa circunstancia, limita- 
da como fué la protesta al excedente sobre el monto 
que autoriza la ley Arana de la Provincia, la demanda 
subsiguiente no lia podido en ningún caso perseguir 
la devolución total del gravamen —Fallos: 204, 90. 

Que las razón s expuestas bastan para el rechazo 
de la demanda y i,, cen innecesaria la consideración de 
las demás cuestiones planteadas cu los autos. 

En su mérito se rechaza la demanda, absolviéndose 
en consecuencia de la misma a la Provincia de Bs. 
Aires. 

Sin costas, por no encontrar mérito el tribunal pa- 
ra imponerlas en atención a las particularidades de la 
causa. 

B. A. Nazaji Anchorena — F. Ra- 
mos Mejía — T. D. Casares. 



CARLOS GARCIA Y GARCIA 

EXTRADICION. 

A falta de tratado de extradición ésta no procede respecto 
del extranjero radicado en el país a quien se imputa un 
heeiio que no constituye delito para la ley argentina. Por 
dio no procede acordar la solicitada por la Legación de la 
Repúhlica, de Cuba, con respecto a una persona a quien 
sólo sp imputa haber trasladado a territorio argentino a 
sus hijas sobre las que ejercía hi patria potestad y en cuya 
tenencia hallábase. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 do febrero de 1947. 

Y visto : El juicio sobre extradición de Carlos Gar 
cía y García solicitada por la Legación de Cuba, venido 
por apelación del Ministerio Público contra la senten- 
cia de la Cám. Fed. de Apci. de la Capital que no baee 
lugar a la extradición por no constituir delito para la 
legislación argentina los becbos imputados. 

Considerando : 

Que no existiendo tratado de extradición entre la 
República de Cuba y nuestro país, la solicitada sólo es 
procedente "según el principio de reciprocidad, o la 
práctica uniforme de las naciones" de acuerdo con lo 
establecido por el art. 646, inc. 2% del Cód, de Proceds. 
Crim. y Corree, reciprocidad que ha sido ofrecida en 
las comunicaciones pertinentes, a que lia dado curso 
el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 

Que para establecer cuáles son los principios y la 
práctica uniforme de las naciones a que, en forma tan 
general, se refiere la citada disposición legal, es preciso 
recurrir a los términos de la ley vigente y deducir de 
ellos, fuera de las condiciones expresamente estable- 
cidas, qué otras surgen de los principios a que ella obe- 
dece, teniendo en cuenta tanto el interés general de per- 
seguir el delito, como la necesidad de amparar a l, j 
habitan' es de la Nación en el goce de los derechos y gn 
rantías que les acuerda la Constitución Nacional. 

Que si bien es un principio general, nacido de la 
competencia del juez para conocer en el caso, ser la 
ley del país requirente la que rige para la calificación 



del delito y la aplicación cíe la pena, la doctrina admite 
excepciones y el legislador argentino ha establecido una 
de importancia en el art. 667 del Cód. de Procs. Crim. 
y Corree, al disponer que: "coando el delito que motiva 
la solicitud de extradición tenga una pena menor en la 
República, el encausado no será extraído sino a condi- 
ción de que los tribunales del país que lo reclama le 
impondrán la pena menor' 1 . Es decir aplica en este 
punto el principio de la necesidad de la equivalencia 
de ambas legislaciones. 

Que si tratándose de hechos que son delitos, para 
ambas legislaciones, la ley supedita la extradición a la 
seguridad de que se aplique la pena menor fijada por 
la legislación argentina, dando así preferencia a ésta 
sobre la del país requirente, es claro que si el hecho no 
constituye delito para la icy argentina la extradición 
no procede. Son dos aspectos inseparables de la actua- 
ción de un mismo principio. Sería contradictorio ara- 
parar al habitante contra la aplicación de una pena 
mayor que la impuesta por la ley argentina, y no ampa- 
rarlo contra la imposición de \wn pena por un hecho 
que para la misma ley no constituye delito. Se prote- 
gería contra el mal menor y no contra el mayor y más 
grave. Establecido el principio por la ley, su aplica- 
ción no puede recusarse en el caso más grave bajo el 
pretexto de que éste no está previsto expresamente. 
Rs, además, la única conclusión compatible con la ga- 
rantía del art. 18 de la Oonst. Nacional. Cabe recordar, 
además, que el criterio a que responde lo preceptuado 
por el art. 667 del Cód. de Proceds. Crim. y Cor rece, 
es el mismo que inspiró el art. 2 de la ley nacional de 
extradición n" 1612 según el cual "sólo se acordará la 
extradición cuando se invoque la perpetración de un 
delito de carácter común que según las leyes de la Re- 
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pública fuese castigado con pona corporal no menor de 
un año tic prisión". 

Que on el art. 655, ¡nc. 5", del código citado se hace 
excepción ni criterio . I 667 y del 2 V de la ley 1612 
pues se dispone en ét que la prescripción so juzgue 
por hi ley del país reipii renle. Pero no cabe hacer do 
ello argumento alguno contra la aplicación del art. lili" 
con el alcance explicado, por la doble razón de que se 
trata de dos cuestiones distintas e independientes cada 
una de las cuales tiene su norma propia on la ley posi- 
tiva pertinente, y ijue considerada la naturaleza de am- 
bos preceptos obsérvase en el del art. 667 una genera- 
lidad (pie no tiene el del art. 655 el cual sólo concierne 
al régimen particular de la prescripción. 

Que, por oí ra parte, el principio de la necesidad 
de la incriminación simultánea del delito por ambas le- 
gislaciones, si bien criticado como contrario a la doc- 
trina estricta, domina en la práctica según lo afirma 
^eauchet, Traite (lv L'E.vtraditiou, París, 1899, p. 125, 
y fué aceptado en la VT Conferencia Internacional Pa- 
namericana el 13 de febrero de 1928, en la Habana, al 
aceptarse el Código de Derecho Internacional Privado 
de Antonio Sánchez de Bust amante y Sirven, cuyo art. 
353 lo establece. Véase El Código de Derecho Interna- 
ciotud Privado y la Sexta Conferencia Panamericana 
de dicho autor, Habana, 1929. Este convenio no ha sido 
ratificado por la Argentina, pero ésta ha admitido el 
principio en algunos de sus tratados: de extradición 
con Bolivia del 2 de mayo de 1865, art. 6»; entre la Con- 
federación Argentina y el Imperio del Brasil del 14 de 
diciembre de 1857, art. 1', inc. 3"¡ con Chile del 9 de 
julio de 1869, art, 4*; con Estados Unidos del 26 de 
septiembre de 19S6, art. 1»; con Gran Bretaña del 23 de 
mayo de 1889, art. 2*, iñc. 23, para la participación; 
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con Italia del 25 do julio do 1868, art. 2»; con la Repú- 
blica Oriental del Uruguay del 14 de julio de 1865, 
art. í> 9 y 2í> de noviembre de 1377, art. 5* 

Que el liceho imputado a García y García no cons- 
tituyo delito para la legislación argentina. Según re- 
sulta de los certificados de fe. 148 y 158 aquel se ausentó 
<!<> Cnha para Estados l'nidos el '(i de o.-tubre de lí>42, 
en cuya fecha ejercía la patria potestad sobre sus dos 
lujas y tenía judicialmente su tenencia. Los testimo- 
nios de fs. 11, 69, 7,3, 75, S7, 91 y 160 demuestran que 
la sentencia que lo dió la tenencia de Jas hijas a la ma- 
dre divorciada quedó firme el 16 de enero de 1943 y 
la sentencia que lo privó de la patria potestad es del 8 
de diciembre del mismo año. Recién el 2 de marzo de 
1943 se le requiere la entrega de las menores y ese re- 
querimiento no le pudo ser notificado por ausencia de 
García — fs. 111—. Por el art. 146 del Cód. Penal co- 
mete el delito imputado el que sustrajere a un menor 
de diez años del poder de sus pudres, tufor o persona 
encargada de él, y el que lo retuviere u ocultare; por el 
147 el que, hallándose encargado de la persona de un 
menor de diez años, no lo presentara a los padres o 
guardadores que lo solicitaren o no diera razón satis- 
factoria de su desaparición ; por el 148 el que indujere 
a un mayor de diez años y menor de quince, a fugar de 
casa de sus padres» guardadores o encargados de su 
persona, y por el 149 el que ocultare a las investiga- 
ciones de la justicia o de la policía, a un menor do quince 
años que se hubiere sustraído a la potestad o guarda 
a que estaba legalmente sometido. Como se ve, en nin- 
gún caso puede cometer el delito el padre que, como en 
ésto, traslada al extranjero sus hijas Bobre las que 
ejercía la patria potestad y en cuya tenencia hallábase. 
Es la jurisprudencia uniforme de nuestros tribunales 
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—Fallos de la Cám. de Apel. Crim. y Corree, de la Ca- 
pital, i II, pág. 417 y 419, t. JV, pág, 232 — . En cuanto 
al delito de desobediencia que prevé el art, 239 del Cód. 
Penal no ha sido invocado en el pedídu, ni pudo come- 
terlo García que no fué notificado del requerimiento 
judicial. 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia 
apelada de fs. 223 que no hace lugar a la extradición 
de Carlos García y García solicitada por la Legaeión 
de la República de Cuba. 

B. A, Nazak AwoflonENA — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casabes. 



PEDRO OPPERTTI Y OTROS 

JORIHÜICCWS Y COMPKTESC1Á: Competencia militar, 

Corroiptmrti' a l;t justicia militar conocer cu la causa sobre 
substracción dp efectos de una intendencia regionul del 
Ejéreito cometida bajo el imperio del estado de puerra 
jior un empleado civil de ella en una de las dependencias 
de la misma. 

Dictamen be& PnocrifAiM)!! (¡knkual 
Suprema Corte: 

Deducido contra la resolución de fs. 528, que con- 
firmó la de fs. 51o* denegatoria del fuero federal, re- 
sulta bien concedido a fs. 529 vta. el recurso extraor- 
dinario interpuesto a fs. 529 de estos autos. 

En cuanto al fondo del asunto, trátase de resolver 
qué tribunales deben conocer en el proceso seguido a 
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un empleado civil de la 4» Intendencia Regional de Gue- 
rra, con asiento en Córdoba, por la sustracción de efec- 
tos pertenecientes al Ejercito Argentino; hecho que 
habría ocurrido bajo el imperio del estado de guerra. 

Los fundamentos legales espuestos por e] Sr. Juez 
Federal a fs. 516, los del Sr. Fiscal de Cámara a fe 
522, y los de la sentencia de fs. 528, como asimismo la 
jurisprudencia de V. K. allí citada, son suficientes para 
confirmar lo resuelto por la Cámara Federal de Cór- 
doba en el sentido de <]ue compete a la justicia militar 
conocer en este proceso. 

Corresponde confirmar, pues, la sentencia de fs. 
528 en cuanto ha sido materia de recurso. -- Bs. Aires 
diciembre 30 de 1046. — Juan Alvarrz. 



FALLO t>E LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de febrero de 1947. 

V vistos los autos "c. Oppertti Pedro, Villela Emi- 
lio Sergio y otros, ss. aa. de sustracciones reiteradas 
a la IV Intendencia Kogional de Guerra'", en los que 
se ha concedido al defensor del procesado Pedro 
Oppertti el recurso extraordinario contra la sentencia 
de la Cámara Federal de Córdoba dictada a fs. 528. 

Que en presencia de lo dispuesto por los arts. V 
y 10 de la ley 3305 es innegable que la 4» Intendencia 
Regional de Guerra, donde fué cometida la substrac- 
ción de efectos imputada a Pedro Oppertti, es una de- 
pendencia militar de las previstas en los arts. 117, 
ine. 2', 118, ine. 4\ y 119, inc. F, del Código de Justicia 
Militar. 
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Que prescindiendo, por no haber sido objeto de 
discusión ni de recurso, del puntu ^eferente a la proce- 
dencia de la jurisdicción militar con respecto al proce- 
sado aun en tiempo de paz (confr. Palios: 82, 268 y 
275; 114, 193); no cuestionándose por el recurrente la 
existencia del estado de guerra en el momento en que 
fué cometido el delito, dicha jurisdicción procede ante 
los términos claros y expresos del art, 119, inc. 1% del 
Código de Justicia Militar que, al referirse a "cual- 
quier delito o falta" cometido en los establecimientos 
o dependencias militares, basta para rechazar el dis- 
tingo invocado por el defensor del procesado sobre la 
base de la falta de vinculación del hecho delictuoso con 
el estado de guerra en que se bailaba el país. 

En su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, confírmase la sentencia ape- 
lada en lo que ha podido ser materia del recurso extra- 
ordinario. 

B. A. Nazar A n choren a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casares. 



PROVINCIA DE JUJUY v. S. A. LEDESMA SUGAR 
ESTATES AND REFINING Co. Ltd. 

JÜRISDICCIOX Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. 
Inhibitoria, Planteamiento y trámite. 

Habiendo reconocido el gobierno de Jujuy en las actúa, 
cíones administrativas, la jurisdicción originaria de la Cor- 
te Suprema atribuida a ésta para entcin! r en un juicio 
de expropiación por quienes plantearon cuestión d; com- 
petencia por inhibitoria, no debe hacerse lugar a la mis- 
tta (»). 



(i) 28i 



de 1047. 
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-(IV.. > 

o, i. 

EMBAJADA DEL ECUADOR 

JümSDTCMX T COMPETENCIA: Competencia federal. 
p0*mit orietinartq ¡k la Corte Suprema. Agevtc* diplomárteos tf 
rontularc?. Embajadores >j ministros cifratijcron. 

La simple denuncia do In comisión de un hurto en nerjui- 
pfird| tin representante diplomático extranjero o óe Ja em- 
bajada respectiva, no somete la causa a ¿nnocimiento de. 
la CVirte Snnremn. si no se a tribu ve el delito a personas 
aforadas. C\anrlo no es parte en el juicio el n^ntí* diplo- 
maren, ui puede afectarlo u obligarlo la sentencia del mis* 
mn )ns nroewns rm- flelitos comno^ son extraños a la ju- 
risdicción originaria de la Corte Suprema. 



Dicta:.: en pel PnocunADOR Gexebal 
Suprema Corte: 

El a.^resrado comercial de la Embajada de] Ecua- 
dor se presentó a la Policía Federal denunciando el 
hurto (\p cinco sombreros " panamá' * que se exhibían 
cu el local do la Embajada, conjuntamente con otros 
productos manufacturados en el Ecuador fs. 3). 

Realizadas, sin óxito, las primeras a veri paciones, 
y acreditado el carácter diplomático del denunciante 
ffs. H vta.) t el Sr. Jefe de la Policía Federal elevó a 
V. E. las actuaciones. 

íTn alguna ocasión anterior (183: 156), sostuvo que 
causas como la presente correspondían a la jurisdicción 
originaria de la Corte Suprema, si bien V. E. profe- 
saba la doctrina contraria. Por ello, me permito mante- 
ner una voz más el criterio expresado, solicitando que 
el tribunal se declare competente para entender en el 
asunto. — Bs. Aires, febrero 15 de 1947. — Juan Al- 
vares. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de febrero de 1947. 

Y vista Ja precedente causa caratulada "Sumario 
instruido por hurto. Damnificado: Embajada del Ecua- 
dor" a los efectos de decidir respecto do la jurisdicción 
originario del Tribunal para entender en la misma. 

Y considerando: 

Que esta Corte ha declarado reiteradamente que 
la simple denuncia de la comisión de un hurto cu per- 
juicio de un representante diplomático extranjero o de 
la embajada respectiva, en tanto no conste que el de- 
lito se atribuye a personas aforadas, no trae la causa 
al conocimiento del Tribunal —Fallos: 134, 163; 142, 
262; 147, 106; 158, 315—. Esta doctrina concuerda con 
la de Fallos; 183, 156; 192, 486; 194, 415 y otros, con 
arreglo a la cual cuando no es parte en el juicio el 
agente diplomático, ni puede afectarlo a ohl ¡garlo la 
sentencia del mismo, los procesos por delitos comunes 
son extraños a la jurisdicción originaria de esta Corte. 

En su mérito se declara que no corresponde a esta 
Corte Suprema conocer originariamente en la presente 
causa. Y devuélvase la misma por Secretaría, con oficio 
al Sr. Jeto de !a Policía Federal. 

B. A. Xazab Anchobena — F. 
Ramos Mejía — T, D. Casabes. 
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OJIAR E. BASAVTLBASO T OTEOS 

No corresponde a ] a justicia federal sino a la ordinaria el 
conocimiento de la causa referente a hechos constitutivos 
de delitos comunes que, aun cuando respondieran al pro- 
posito de cometer otro de carácter federal que no Ueetí a ser 
consumado, son independientes de éste. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 



a conocimiento de V. E., para ser dirimida 
de conformidad a lo dispuesto en el art. 9 de la ley 4055, 
esta contienda negativa de jurisdicción que se plantea 
entre un juez federal de la Capital y otro del Crimen 
de la Prov. de Bs. Aires. El hecho que le sirve de base 
consiste en un asalto llevado a cabo contra personal, 
instalaciones y aparatos del Centro Universitario de 
Aviación sito en el partido de Esteban Echeverría, 
provincia de Bs. Aires, el día 28 de agosto ppdo ■ v si 
bien ello ocurrió fuera de lugar sometido a la jurisdic- 
ción exclusiva de la justicia nacional, el Sr. Juez del 
Crimen considera que los hechos materia de proceso 
constituían preparativos para una intimidación contra 
el H. Congreso Nacional. A su juicio, habríase tratado 
de conseguir violentamente un aeroplano en el Centro 
citado, a fin de lanzar desde él sobre dicho cuerpo legis- 
lativo una bomba carente de explosivos, conteniendo 
amenazas; maniobra que fracasó por haber resultado 
imposible a los asaltantes poner en marcha el aeró- 
lo (fs. 59, 70, 92 y 98). 

Creo que este caso debe enfocarse con criterio aná- 
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logo al que adoptó V. E, en 192: 1G0. Se trata de un 
grupo de personas complotadas para presionar al H. 
Congreso en sus deliberaciones, propósito que tuvo un 
claro principio de ejecución mediante la posesión del 
proyectil, la amenaza eserita que debía llevar dentro y 
aparece a fs. 3, y los actos de violencia llevados a cabo 
para apoderarse del aeroplano a utilizarse. Conspirar 
es delito reprimido por el Código Penal aun cuando no 
se ponga en ejecución lo proyectado por los conspira- 
dores (art. 233); y también lo C3 instigar a cometer 
delitos aunque la instigación no produzca resultado 
(art. 209}. Hasta donde permiten inducirlo las cons- 
tancias de autos, si la amenaza no se consumó fué por 
causas ajenas a la voluntad de quienes la planearon 
(art. 42). 

Bajo tales conceptos, corresponde declarar que 
debe tramitar el proceso ante la justicia federal y no 
ante la provincial; y lo único que acaso pudiera discu- 
tirse, por razón del territorio en que ocurrieron los 
hechos, es si ha de intervenir el efecto la justicia de 
acción do la provincia o la de esta Capital ; mas sobre 
ello no se ha planteado conflicto alguno, ni procede 
pronunciamiento de V. E. — Bs. Aires, febrero 10 de 
1947, — Juan Alvares. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA . 

Bs. Aires, 28 de febrero de 1947. 

■ 

Autos y vistos : Considerando : 

Que los hechos cometidos por Ornar Eduardo Ba- 
savilbaso en participación con otras personas en el 
Centro Universitario de Aviación situado en el partido 
de Esteban Echeverría, de Bs. Aires, en los cuales se 
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basa el auto de prisión preventiva dictado a fs. 90, 
constituyen por sí solos delitos de carácter común que 
deben ser juzgados por los respectivos tribunales ordi- 
narios de la Prov. de Bs. Aires. 

Que a ello no obsta la circunstancia do que esos he- 
chos respondieran al propósito de cometer otros cons- 
titutivos del delito de intimidación pública previsto en 
el art. 211 del Cód. Penal, contra el Congreso de la 
Nación, del cual desistió el procesado, pues no obstante 
su conexión trátase de hechos que constituyen delitos 
independientes, cuyo juzgamiento conjunto no procede, 
según la jurisprudencia de esta Corte Suprema, atri- 
buir a la justicia federal (conf. Fallos: 206, 261 y los 
allí citados). Lo mismo cabe decir con respecto a los 
delitos a que se refiere el Sr. Procurador General en 
su dictamen de fs. 100. 

En su mérito, oído el Sr. Procurador General, de- 
clárase que el conocimiento de los delitos comunes co- 
metidos el 28 de agosto ppdo. en el Centro Universi- 
tario de Aviación situado en el partido de Esteban 
Echeverría, corresponde al Sr. Juez del Crimen n* 3 
del Departamento de la Capital de la Prov. de Bs. 
Aires. Eu consecuencia, remítansele los autos y hágase 
saber al Sr. Juez Federal de la Capital en 3a forma 
de estilo. 

B. A. Nazak Anchorena — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casabes. 
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PRISIONEROS DE GUERRA. 

Declarada Ja guerra a Alemania por la República Argen- 
tina mediante el decreto 6945/45 aprobado por la ley 
12.837, los tripulantes del acorazado alemán Óraff 8 pee 
que estaban en el país en Ja condición de "internado*" 
han podido ser válidamente considerados por el decreto 
7(l37/4í> como prisioneros de guerra, cuya situación hállase 
regida por la convención sobre Jcyes y costumbres de la 
guerra terrestre de 1S99 a la que adhirió et gobierno por 
la ley 5082. Las convenciones de 1907 y 1929, no ratifica- 
das aún por el Congreso, deben tenerse presentes como 
expresión del criterio con que el P. B., en cuyoa decretos 
se invocan, ha encarado el caso en las cuestiones a que 
ellos se refieren. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantías. Derecho de 
entrar, permanecer, transitar Jt .salir. 

Ni la internación de los tripulantes del acorazado alemán 
*'Graf Spec", ni el matrimonio contraído después por 
ellos con permiso de las autoridades respectivas, compor- 
tan su incorporación al país como habitantes del mismo, 
Mino bajo un régimen de excepción que imposibilite cual- 
quier actuación de aquéllos incompatible con las exigen- 
cias de la neutralidad, el cual se agravó por su transfor- 
mación en prisioneros como consecuencia de la declara- 
ción de guerra. A raíz del armisticio y en el ejercicio de 
sus poderes de guerra el gobierno argentino puede váli- 
damente disponer la repatriación de esos prisioneros, 
aunque ello no importe liberación de los mismos por estar 
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«a país de origen ocupado aún por el enemigo ; do siendo 
atr ibnción de ios jueces sino del P. £. considerar si existen 
o no, de hecho, seguí idades efectivas de que e] prisionero 
repatriado será mantenido por las autoridades ocupantes 
do su país de origen en la misma condición que aquél te- 
nía en la República Argentina. 

Sentencia del Juez Federal 

Bs. Aires, diciembre 6 de 1946. 

Aut y vistos: Se interpone el presente recurso a favor 
de Ludo vico La rige, para que se ordene su inmediata libertad 
y se le ampare en su derecho de permanecer en el país. 

De los informes de los Sres. Ministros del Interior y de 
Guerra, corrientes a fs. 9 y 15, se desprende que el nombrado 
— prófugo del campamento de Mendoza desde el 14 de enero 
de 1946— fué detenido el 12 de setiembre de 1946 por las 
autoridades policiales de la Prov, de San Luis, siendo trasla- 
dado a ésta el 29 del mismo mes y posteriormente, el 3 de 
octubre último, a la Isla Martín García, a disposición de la 
Oficina de Prisioneros de Guerra, por hallarse comprendido 
en las disposiciones de los decretos n ? 13.888/ y n* 21.592/45 
del P. E., en los que se dispone la repatriación de los tripulan- 
tes del ex acorazado "Graf Spee". 

En consecuencia, resultando de tales antecedentes que la 
privación de libertad que sufre el recurrente obedece a orden 
dictada por autoridad competente, corresponde declarar que 
la misma no es ilegal ni arbitraria. 

Respecto a las cuestiones de fondo planteadas, son de 
aplicación al caso las consideraciones que fundamentan la 
resolución recaída en los autos "llotzmann Francisco; recurso 
de habeos carpus", que se dan por reproducidas. 

Por ello y de conformidad con lo dictaminado por el Proc. 
Fiscal, resuelvo: desestimar, con costas, el presente recurso 
de háleos corpus. — Juan César Romero I barra. 
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Sentencia de la Cámara Federal 

lis. Airee, 23 de diciembre de 1946. 

Vistos y considerando : Que según resulta de autos (fs. 9) 
Liiidovico Lan^e, ex tripulante del acorazado alemán "Oraf 
Speo" fué internado inmediatamente de su arribo a nuestro 
país, en cumplimiento de prácticas internacionales y habiendo 
f upado del eampamen'o establecido en la Pro?, de Mendoza 
fué detenido y alojado en la Isla Martín García, en la que 
actualmente se encuentra a disposición de la Oficina de Pri- 
sioneros de Guerra, a fin de ser repatriado en cumplimiento 
de lo dispuesto por el decreto n* 21.592/45, 

Que de lo expuesto surgí? que Lange no adquirió en mo- 
mento alguna la calidad de "habitante" y bajo tal concepto 
nu situación resulta equiparable sin esfuerzo a la del tripulante 
desertor y, en consecuencia, aplicable al caso sub jvdice la 
jurisprudencia establecida por la Corte Suprema en reiterados 
pronunciamientos (Palios: 171:310; 183:373; 188:321, entre 
otros). 

Por rstos fundamentos se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada. — Horacio García Rams. — Carlos del Campillo. 
— R. Villar Palacio. — ,/. A. González Calderón. 
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Ba. Aires, 5 de marzo de 1947. 

Y visf^s los autos "Lange Ludovico s. recurso de 
habeos cor pus", en los que se ba concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 21 contra la sentencia 
dictada a fs. 20 por la Cám. Fed. de Apelación de la 
Capital. 

Considerando: 

. 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
se cuestiona la inteligencia y eonsütucionalidad de de- 
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cretos del P. E. Nacional y la decisión apelada os con- 
traria al derecho que invoca el recurrente. 

Que sancionada la ley 12,837 débese descartar, por 
de pronto, la objeción al decreto 6945/45 fundada en 
que la declaración de guerra requería, para tener efec- 
tos jurídicos, sanción del Congreso. 

Que mediando estado de beligerancia los ex tripu- 
lantes de un buque do guerra perteneciente a una de las 
naciones contra las cuales se dirigió la declaración alu- 
dida, tripulantes que se hallaban en el país en condi- 
ción de " internados", pudieron ser considerados "pri- 
sioneros" como se estableció en el decreto 7037/45, fun- 
dándose en la Convención sobre leyes y costumbres de 
la guerra terrestre de 18ÍM) a la cual adhirió el gobierno 
argentino en virtud de la ley 5082, puesto que se tra- 
taba de personas que al tiempo de la internación eran 
combatientes de una nación con la cual la Argentina 
vino n hn liarse en i lado de guerra. 

Que en cuanto "prisionero de guerra" la situa- 
ción de Lange hállase regida por lo dispuesto en la 
Convención citada, que es ley de la Nación (art. 31 de 
la Const. Nacional). En cuanto a las convenciones do 
1907 y 1Í12EÍ debe dejarse constancia de que, suscriptas 
por representantes del gobierno argentino, no fueron, 
sin embargo, objeto de ratificación legisla* '.va basta ta 
fecha. Ha de tenérselas presente a pesar le ello como 
expresión del criterio con que el P. E., que las invoca 
en los decretos, ha encarado en el caso las cuestiones 
de* derecho internacional a que los mismos so refieren. 

Que si bien es legal la detención de hniigo en el 
carácter de prisionero de guerra y son, en consecuen- 
cia, competentes para mantenerlo detenido en tal ca- 
rácter las autoridades a cuya disposición se halla, como 
el recurso de habeas corpus se lia interpuesto no sólo 
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para obtener la libertad del detenido sino también pa- 
ra que se reconozca y ampare su derecho a permanecer 
en el país, trátase de saber si las autoridades aludidas 
son tambióu competentes para disponer como lo han 
hecho y para hacer efectiva la repatriación a que se 
refiere el decreto 21.592/45 habida cuenta, además del 
matrimonio — con mujer no argentina (partida de fs. 
1 ).— contraído por Lange durante la internación pero 
sin permiso de las autoridades de que entonces de- 
pendía. 

Que la internación de Lange, como la de todos los 
tripulantes del buque de guerra alemán "Graf Spee", 
no comportó incorporación ordinaria de estas personas 
al país como la de cualquiera que requiere y obtiene de 
las autoridades correspondientes autorización para in- 
gresar a él y por virtud de lo cual entra en el pleno 
goce de los derechos que los arts. 14 y 20 reeonoeen a 
los habitantes, aunque sean extranjeros. Bu su condi- 
ción de país neutral la Argentina no podía recibir en 
su seno a combatientes de cualquiera de los países en 
guerra sino a título de "internados", es decir en cum- 
plimiento de un deber de uníparo impuesto por las ex- 
cepcionales circunstancias, pero a condición de colocar 
a Jos amparados bajo un régimen de excepción que im- 
posibilitase cualquiera actuación de ellos incompatible 
con las exigencias de la neutralidad (decreto del 19 de 
diciembre de 1939, Bol. Of., 5 de enero de 1940; art. 
10 de la Convención de La Haya de 1899 y 11 de la 
Convención de 19Ü7). El internado no se incorpora al 
país; hállase sólo bajo su transitoria asistencia. Su 
ingreso, con todo el significado jurídico de ia palabra, 
sólo podrá considerarse extinguido que sea el régimen 
de la neutralidad. En este caso la extinción se produjo 
por la declaración de guerra pero con la consecuencia 
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de agravar ta situación del internado quo vino a que- 
dar en calidad de prisionero. Y; es obvio que mal ha 
podido producirse en ese nuevo estado la incorporación 
al país que no pudo tener lugar mientras era internado. 

Que si bien la Convención del 27 de julio de 1929 
invocada en el decreto que dispone la repatriación no 
ha llegado, hasta la fecha, a ser ley de la Nación, desti- 
nada como estuvo a establecer un régimen de los pri- 
sioneros que contemplara su situación del modo más 
favorable, proceder de acuerdo con lo dispuesto en ella, 
repatriúndolos a raíz del armisticio, os decir, antici- 
pando su traslado al país de origen a la oportunidad 
que para ello se indica en la Convención de 1899 que 
es la concertad ón de la paz, importa, en principio, 
ejercicio incuestionablemente legítimo de los poderes 
de guerra. 

Que se lo objeta, sin embargo, por la circunstancia 
de que hallándose el país de origen del prisionero bajo 
la ocupación de sus enemigoa, la repatriación no com- 
portaría liberación como debiera comportar según la 
mente de la Convención invocada en el decreto. Débese 
observar al respecto que en esta causa sólo está en tela 
de juicio la inteligencia de las normas jurídicas que 
rigen el caso, es decir, la situación de Lange cu cuanto 
prisionero de guerra. No es atribución de los jueces 
considerar si existen o no, de hecho, seguridades 
efectivas de que el prisionero repatriado sea mante- 
nido en la misma condición por las autoridades ocu- 
pantes do su país de origen. Y desde el punto de vista 
indicado nada obsta a que el gobierno argentino por sí 
o por medio de sus aliados conduzca a su patria al pri- 
sionero, aunque en autos se tuviese la prueba — que no 
se tiene— de que llegado a olla va a ser mantenido 
prisionero por las autoridades de ocupación. En esta 
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hipótesis sólo se trataría de un cambio de destino del 
prisionero sin menoscabo de la condición jurídica en 
que aquí se halla. A lo cual, por no haberse restablecido 
aun relacione? de paz con Alemania, nada se opone en 
la ley internacional que es ley positiva de la Argentina 
ni en el derecho de gentes. Hasta qué punto exista en 
el caso y en la actual circunstancia la efectiva seguri- 
dad de que así sucederá, es cuestión concerniente al 
juicio del P. E. en la conducción de las relaciones ex- 
teriores encomendada a su responsabilidad por la Const. 
Nacional (art. 86). En la consideración jurídica de la 
causa, que es la única pertinente en estos autos, debe 
darse por supuesto que el gobierno argentino trata 
con sus aliados bajo la primordial y natural condición 
de que todo aquello sobre lo cual trata se hará por estos 
últimos tan conforme a los principios del derecho como 
el mismo está obligado a hacerlo. 

Que está en el orden natural de la condición de 
internado supeditar el ejercicio de muchos de sus dere- 
chos a la autorización del gobierno responsable de la 
internación, puesto que dicho ejercicio puede ser el 
medio de actuar en favor de los intereses de guerra de 
su propio país, o por lo menos de substraerse al aisla- 
miento que hace compatible con la neutralidad el reci- 
bimiento de estos combatientes. Bien entendido que no 
se trata de juzgar aquí la validez legal del ejercicio de 
derechos civiles realizado sin autorización, sino de la 
influencia que su realización pueda tener en la condi- 
ción de los internados como tales. Lange no puede in- 
vocar con eficacia el matrimonio que contrajo sin auto- 
rización para que se haga con él excepción al régimen 
de quienes están en sus mismas condiciones. Por lo 
demás, como de lo que aquí se trata es del derecho de 
Lange a permanecer en el territorio argentino, derecho 
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que, como se explicó, no asisto a quienes fueron transí- 
toriamenio recibidos en él en calidad de internados, no 
puede pretenderse que el matrimonio, aunque realizado 
con autorización, se lo obtenga. En virtud de el no se 
convierte el internado en habitante. El gobierno inter- 
nante puede tener serios motivos para autorizar en 
ciertas oportunidades el matrimonio de los internados, 
pero no son motivos que se refieran a la conveniencia 
de la incorporación al país del internado, puesto que 
ello sería contradictorio del régimen de la internueión 
el cual hace compatible con la neutralidad la recepción 
de combatientes de los países en guerra mediante un 
aislamiento de ellos en el país que es, en cierto sentido, 
lo contrario de su incorporación. Podrá o no haber in- 
terés en autorizar la permanencia de estas personas 
concluido el estado de guerra, y el hecho del matrimo- 
nio contraído en el país será o no motivo determinante 
de la autorización, pero ello es cuestión ajena a la que 
aquí se considera. No es del derecho a permanecer de 
lo que se trataría en ra» lidad entonces sino del tic r echo 
a incorporarse al país, pues si bien en oportunidad del 
ingreso que determinó la internación el gobierno argen- 
tino estaba por imperativo del derecho de gentes, en el 
deber de recibirlos, es natural que lo estaba sin perjui- 
cio del derecho a ejercer su soberana facultad de permi- 
tir o no la radicación desaparecidos que hubiesen los 
motivos de la internación. 

Que, sin duda, la existencia del matrimonio obliga, 
de todos modos, a contemplar en oportunidad del tras- 
lado o repatriación del prisionero la realidad moral que 
el vínculo conyugal comporta. Pero esto que concierne 
al modo como el traslado ha de hacerse es cosa distinta 
de que, en razón del vínculo conyugal, el P. E. no tenga 
el derecho de hacer efectiva la traslación. Y es sólo 
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de esto, con motivo de la invocación del derecho de per- 
manecer en el territorio, de lo qne se trata en esta 
causa, y particularmente en el recurso extraordinario 
que determina la intervención de esta Corte, 

Por tanto se confirma la sentencia de t's. 20 en 
cuanto ha podido ser materia del recurso. Comuniqúe- 
se al P. E. con íntegra transcripción de ella, 

B. A. Nazah A n choren a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casa- 
res. 



RICARDO BRIGGILER Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Caimas 
pénale*. Delitos en perjuicio de los bienes tf renitis de la Nación y de 
mí reparticiones autárqvkas. 

Corresponde a 1» justicia federal conocer en el sumario 
iniciado con motivo de imputante a un sobrestante de la 
Adm. Oral, de Vialidad Nacional haber cometido, en el 
ejercicio de su cargo, el delito de exacciones ilegales con 
respecto a varios peones que tenía a sus órdenes, y el d« 
defraudación en perjuicio de dicha administración rae- 
diante la percepción de jornales computados indebidamen- 
te; siendo indiferente, a los efectos de la competencia, que 
no se haya podido establecer el monto de lo que habría 
cobrado el acusado. 

Dicta mkn uei, Procukadom Gen es u i. 
Suprema Corte: 

Varios obreros de la Adm. Gral. de Vialidad Nacio- 
nal que prestaban servicios en la ruta nacional qne 
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une las localidades de San Francisco (Prov. de Córdo- 
ba) y Arrufó (Prov. de Santa Fe), denunciaron haber 
sido objeto de exacciones ilegales por parte del sobres- 
tante de dicha repartición D. Ricardo Briggilor. El su* 
mario policial correspondiente fué remitido al Sr. Juez 
Federal de Santa Fe; mas conceptuando dicho magis- 
trado no ser de su competencia el conocimiento de la 
causa, pasó las actuaciones ai Sr. Juez de Instrucción 
de la 1' nominación de dicha ciudad. Como este último 
considera carecer también de competencia para inter- 
venir en el proceso y el primero mantiene su resolución 
anterior, se ha trabado ana contienda negativa de ju- 
risdicción que corresponde a V. E. dirimir (art 9, ley 
4.055). 

El Sr. Juez de Instrucción de la 1* Nominación de 
Santa Fe, haciendo suyos los términos del dictamen 
fiscal, se funda en que prima facie existía perjuicio pa- 
ra el erario nacional; y además trata ríase de la comi- 
sión de delitos que afectan al buen servicio de emplea- 
dos nacionales. El Sr. Juez de Sección entiende no 
existir prueba de que la Adm. Nacional sufriera per- 
juicio, y que no basta para determinar la procedencia 
del fuero do excepción la circunstancia do imputarse 
delitos a empleados de la Nación. 

A mi entender, las razones dadas por el Sr. Juez 
de Instrucción resultan atendibles, conforme a lo dis- 
puesto por el inc, 3* del art 3" de la ley 48, y el art. 23, 
inc. 3*, del Cód. de Proceda, en materia penal; pues 
aun bajo la hipótesis de que la renta pública no hubie- 
ra sufrido quebranto — y el informe de fs. 158 no es 
decisivo a tal respecto — , siempre subsistiría la impu- 
tación de actos delictuosos susceptibles de corromper 
el buen servicio de empleados federales. Por ello, pien- 
so que la presente contienda negativa de jurisdicción 
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debe ser resuelta a favor de la competencia del Sr. Juez 
Federal de Sao ta Fe. — Bs. Aires, febrero 12 de 1947. 
— Juan Alvares. 

VALLO i)K LA CÜ1ÍTK SUPKEMA 
Autos y vistos : Considerando : 

Bs. Aires, 5 de marzo de 1947. 

Que esta Corte Suprema, interpretando los arta. 
2» y 3* de la ley 48» 111 do la ley 1893, 27 de la ley 4055 
y 23 del Cód. de Proceda. Crim. y Corree., lia declarado 
que entre las causas penales cuyo conocimiento incum- 
be a la justicia federal búllanse las referentes a delitos 
que, aun cuando previstos y sancionados por leyes co- 
munes, obstruyan el normal funcionamiento de las ins- 
tituciones de la Nación, corrompen a sus empleados o 
aten tan contra sus ventas y bienes o las de sus reparti- 
ciones autárquieas (Fallos: 197, 161 ; 199, 384 ; 205, 545). 

Que en el caso de autos se imputa a Ricardo Brig- 
giler, sobrestante de la Adm. Gral. de Vialidad Nacio- 
nal, haber cometido en el ejercicio de su cargo el delito 
de exacciones ilegales con respecto a varios de los peo- 
nos que tenía a sus órdenes, y también, en participa- 
ción con otros procesados, el delito de defraudación en 
perjuicio de la nombrada Administración mediante la 
percepción de jornales computados indebidamente. 

Que, por consiguiente, trátase de una causa cuyo 
conocimiento incumbe a la justicia federal, a lo cual 
no es óbice la circunstancia de que, según lo informado 
a fs. 158 por la Administración, no se haya podido lle- 
gar a establecer el monto de la "jornalización de días 
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no trabajados" que habría cobrado el nombrado Brig- 
giler (Cód. de Proceda. Crim., art 34; Fallos: 160, 71). 

Por ello y Jo dictaminado por ei Sr. Procarador 
General declárase que corresponde al Sr. Juez Federal, 
conocer en la causa instruida contra Ricardo Briggilor 
y otros, sobre exacciones ilegales y defraudación. En 
consecuencia, remítansete los autos y hágase saber al 
Sr. Juez de Instrucción de la V Nominación de Santa 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. PROVINCIA 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propio*. Resolución 
contraria 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sen- 
tencia que, si bien declara la incompetencia de. los tribu- 
nales federales con asiento en una provincia en un juicio 
promovido contra ésta por el Banco Hipotecario Nacio- 
nal, lo hace fundada en tratarse de una causa de la com- 
petencia originaria de la Corte Suprema de Justieia de 
la Nación (»). 



PRESCRIPCION: Prescripción cu materia penal. Tiempo. Varias. 

No es aplicable lo dispuesto por la ley 11.585 sobre pres- 
cripción sino por t'l Cód. Penal al caso que no versa sobre 



C) 5 de marro de 1947. Fallas: 11», 13; 127. 314; ISti, 35 v 520; 
193. 175; 139, B9. 



Fe. 



B. A. Nazau Anchoqena — F. 
Ramos Mkjía — T. D. Casa- 
res. 
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una infracción a las leyes o reglamentos impositivos sino 
a la ley 12.372 de policía comercial e industrial del vi- 
no (»}• 



RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión f«- 
¿eral. Cuestione* federales compleja*. InconstUadonalidad de norma» 
y actos nacionales. 

Habiéndose cuestionado la validez de la aplicación de las 
sanciones establecidas por el art. 31 de la ley 12,713 como 
contraria al art. 18 de la Const. Nacional, por tratarse de 
la violación do requisitos impuestos por el reglamento de 
la ley y no por esta misma, procede ei recurso extraordi- 
n nrio eon respecto a la decisión que rechazó esa defensa 
y condenó al recurrente al pago de una multa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Consúluóonaluiad. Leyes naciona- 
les. Administrativas. 

La asignación al P. E. y a la autoridad de aplicación de 
facultades reglamentarias destinadas a asegurar, median- 
te la imposición de los requisitos que juzguen necesarios, 
la obtención do la finalidad perseguida por la ley, es 
constitucional mente válida. Tal es el caso del art. 17, 
ine, c) de la ley 12.713. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantios. Defensa en 
juicio. Ley anterior y jaeces naturales. 

Siendo válida la exprosa asignación de facultades regla- 
mentarias al P. B. y a la autoridad de aplicación estable- 
cida por el art. 17, inc. c) de la ley 12.713 ¡ no atacándose 
la razonabilidad del requwitri reglamentario cuyo incum- 
plimiento determinó la imposición de la multa, el cual es 
así parte integrante de la ley. y hallándose prevista la 
sanción aplicada al recurrente en el art. 31 de la ley 



LEON WAISZELBAUM ( 2 i 



(J) 5 de marzo Ue 1047, Fallo»: 184, 70; 197, 347. 
(2) En la misma fe< ha ta'- fallada cu igual sentido tu uuü 
«gtüda contra Urbano Schor. 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



para quien infrinja cualquiera de las disposiciones de Ja 
misma, debe concluirse ( que no ha mediado en el caso apli- 
cación de pena sin ley* que la establezca ni, por lo tanto, 
violación del art. :$ de la Const. Nacional. 



Sentencia de la Cámara de Apelaciones de la Justicia 

del Trabajo 

B¿, Aires, octubre 26 de 1945. 

Vistos y considerando: 

V* León Waizelbaum alega en mi descarga que las omisio- 
nes anotadas en el ;ieta de fs. 1/2 del citado sumario, motivo 
de la multa no comportan infracciones a los arts. 6*, 7* y 27 
de la ley 12.713, fundamento de la penalidad recurrida, 'sino 
de disposiciones reglamentarias que no deben aparejar san- 
ción alguna por lo menos en los términos del art. 31 de la ci- 
tada ley, que el recurrente conceptúa de índole pennl ¡ y alega 
ademas que al aplicarse una penalidad por infracción de una 
disposición reglamentaria no contenida en la ley. se violaría 
la garantía consagrada por <■! art. 18 de la Const* Nacional, en 
euanto prohibe impon er penalidades no fundadas en leyes 
anteriores al hecho del proceso. 

2* Que bis mfnvc iones anotadas consisten en haberse 
omitido la fecha de alta de la« obreras registradas en el libro 
"A" que prescribe el decreto reglamentario de la ley 12.713- 
no haber anotado en el libro "Ji" de trabajo a domicilio el 
renglón básico en unos pasos y el precio en otro, de determi- 
nada prenda y haber registrarlo una confección con una calidad 
de tela inferior a la reaL 

3* Que el art. 3» de la ley 12.713, establece quiénes que- 
dan sometidos a sus disposiciones y el art. 4°, iue. e) in fine, 
a su turno, consigna (pie quedan sujetas a las obligaciones y 
las reglamentaciones que se dicten las personas antes mencio- 
nadas. Personas éstas que para poder desarrollar las activi- 
dades propias conforme al espíritu que orientó la sanción de 
la referida ley, deben previamente obtener la habilitación co- 
rrespondiente de la autoridad ile aplicación íart. habili- 
tación que a su vez, importa el conocimiento de todos aquellos 
requisitos necesarios e indispensables que el P. E., llamado a 
proveer la actuación de ia ley, ha dictado para su mejor cum- 
plimiento. 
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4' Que fuera de las facultades propias del P. E. de 
expedir las instrucciones y regla meatos que sean necesarios 
para la mejor ejecución de las leyes de la Nación, de confor- 
midad al art. 86, inc. Ü 9 , de la Const. Nacional; del contexto 
de la ley de trabajo a domicilio 12.713, surge claramente que 
el Poder Legislador en forma expresa ha dejado librado a 
criterio de aquel poder el reglar los pormenores o detalles 
necesarios para la mejor ejecución tic la misma. M Existe nna 
distinción fundamental — ha dicho la Corte Suprema Nacio- 
nal— entre la delegación de poder para hacer la ley y la de 
conferir cierta autoridad al P. E. o a un cuerpo administra- 
tivo a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para 
la ejecución de aquélla. Lo primero no puede hacerse, lo se- 
gundo es admitido aun en aquellos países en que, como los 
Estados Unidos de América, el poder reglamentario del P. E. se 
halla fuera de la letra de la Constitución. " (Corte Supre- 
ma, Fallos, t. 148, ps. 430 y srgts.). Es así,. como en el art, 17 
se ha establecido que corresponde a la autoridad de aplicación 
(siendo ésta el Dpto. Nac. del Trabajo en la Capital Federal, 
hoy Secretaría de Trabajo y Previsión) (art, 15, inc. c), "de- 
terminar los modelos de libro, libretas, planillas y demás docu- 
mentos preseriptos por la presente, las condiciones en que 
deben ser llevados y mantenidos, forma y época de su exhibición 
y los requisitos (j«c la reglamentación y la autoridad de apli- 
cación impongan"; y finalmente el art. 31, preceptúa las san- 
ciones a que se lineen pasibles los que infrinjan cualquiera de 
las prescripciones de la misma. 

Que el espíritu que animó al legislador al sancionar la 
ley 12.713 se deduce de la discusión parlamentaría que la pre- 
cedió, lo que justifica que, fuera de la claridad y extensión 
de la misma se haya dejado, sin embargo, un margen de dis- 
posiciones y requisitos que debían ser establecidos por el poder 
encargado de su cumplimiento <iomo los eonsignndos en su 
decreto reglamentario. 

íí p Que en el caso do autos los requisitos establecidos en 
los libros "A" y "B", y que los patrones deben llevar de con- 
formidad con los arfs. 11 y 12, tendientes n dar t-umpl i miento 
a las exigencias del art. tí* de la ley, en forma implícita se 
hallan comprendidos en la obligatoriedad de anotar entre otros 
datos el alta de las obreras, renglón básico, número indivi- 
dual i/ador y precios a abonar de conformidad con las tarifas 
oficiales; lo que facilita el contralor de si los precios son loa 
fijados por las referidas tarifas y que 110 pueden ser deroga- 



das o modificadas de acuerdo al art. 27. (Ton forme queda esta- 
blecido en los cr nsiderandOH precedentes la reglamentación 
violada forma parte integrante de la ley como indispensable 
para bu cumplimiento, por lo que es improcedente la defensa 
que argumenta con el art. 18 de la Onst, Nacional ; que por 
lo demás ha sido interpuesta en forma condicional y por lo 
tanto improcedente según constante y reiterarla jurispruden- 
cia de la Corte Suprema nacional. 

Siendo ello así, y el reconocimiento expreso de su falta 
de anotación líate que las razones alegadas por el apelante, 
no se encuentren encuadradas en ninguna de las causales de- 
terminadas por el art S* de la ley 11.570, 

ICn cuanto a las medidas de prueba solicitadas* es de 
advertir que bis mismas no fueron requeridas en ocasión de la 
instancia administrativa y a! solicitarla en la instancia judi- 
cial cnu referencia a una prenda cuya individualización no 
ha sido suministrada, se estima improcedente. 

Por ello y en mérito a las consideraciones precedentes, se 
resuelve: V) No hacer lugar a las medidos de prueba solici- 
tadas; ,v ) confirmar la resolución recurrida del Direeior 
Trabajo, con costas. — Electo Sanhrs. — Horacitt Banet UUi 



Dictamen dkí, I'uucuiíaikju (íknbiíau 
Suprema Corte: 

I>, León Wniszclbuum truc a Y\ B. un recurso ex 
traordinario contra la sentencia dictada a fs. 1S por la 
Caín, de Apelaciones de la Justicia del Trabajo que le 
impone multa do seiscientos pesos, por infracción a dis- 
posiciones de la ley 12,71,'í y su decreto reglamentario. 
Funda el recurso en que dicho fallo interpreta errónea 
mente las disposiciones legales aludidas, y además, la 
penalidad impuesta sanciona la violación de normas 
establecidas por el decreto reglamentario y no a las que 
establece dicha ley. Olmo es que sólo en cuanto a este 
último fundamento podría V. E. admitir el recurso, ya 
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que no cube revisión de la Corte en cuanto se 
interpretar *extos de derecho común o procesal. 

4. Fué inconstitucional aplicar, en este caso, a la 
violación de normas exigidas por vía de reglamentación 
del P. E., las penalidades creadas por el art. 31 de la 
iey 12.713? A mi juicio, se impone una respuesta ne- 
gativa. Ese artículo reprime con multa al empresario, 
intermediario o tallerista que 
nales u obreros, o infrinja 
dones tic la Utj; y entre esas prescripciones figura la 
de llevar libros 14 autorizados y rubricados por la auto- 
ridad de aplicación". Si se recuerda que, con arreglo 
al art. 17, i 11c. r, corresponde a esta última determinar 
"los modelos de libros, libretas, planillas y demás do- 
cumentos" correspondientes, sígnese sin esfuerzo que 
es punible legalmente no llevar dichos libros conforme 
a la reglamentación. 

No considero inconstitucional que el Congreso de- 
legara en autoridades administrativas la función de 
determinar simples detalles de aplicación; y tampoco 
encuentro que las condiciones establecidas por el de- 
creto reglamentario, excedieran a lo razonable, por lo 
que a esta apelación se refiera. 

Corresponde, en consecuencia, declarar no com- 
probada la taclia de inconstitueionalidad que sirve de 
base al recurso. — Bs. Aires, febrero 20 de 1946. — 
Juan Alvares. 



VALLO DE LA COIÍTE SUPREMA 



Bs. Aires, 5 de marzo de 1947. 

Y vistos los autos seguidos contra León Waiszel- 
baum por infracción a la ley 12.713, en los que se ha 



190 rALUje DE LA COSTE SUPREMA 

concedido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 
23 contra la sentencia dictada a fs. 18 por la Caín, de 
Apelaciones de la Justicia del Trabajo, Sala II, de la 
Cap. Federal. 

Considerando: 

<áue el recurso extraordinario ha sido bien conce- 
dido porque se planteó de modo suficientemente explí- 
cito y preciso (fs. 15 vta.) la cuestión federal en la pri- 
mera oportunidad que el recurrente tuvo para ello en 
el trámite de la causa y se lia puesto en tela de juicio 
la validez constitucional de la aplicación do las sancio- 
nes establecidas por el art. 31 de la ley 12,713 tratándo- 
se de la violación de requisitos impuestos por el regla- 
mento de 1u ley y no por esta mi sin a, y la decisión lia 
sido contraria al derecho que el recurrente invoca. 

Que en el art. 31 de la ley 12.713 se dispone que 
quien "infrinja cualquiera de las disposiciones de la 
misma será penado" con las inultas que el precepto 
indica. El art. 15 designa como autoridad de aplicación 
al Depto. Nacional del Trabajo, y el 17, inc. r), faculta 
a dicha autoridad para "determinar los modelos de li- 
hros, libretas y planillas preseriptos por la presente, las 
condiciones en que deben ser llevados y mantenidos, 
forma y épocas de su exhibición // los otros requisitos 
qtte la reglamentación y la autoridad tfe aplicación im- 
pontfan". La ley contiene, pues, expresa asignación 
al P. JO. y a la autoridad de aplicación de facultades 
reglamentarias destinadas a asegurar la obtención de 
sus fines mediante la imposición de los requisitos que 
la autoridad reglamentante juzgase necesarios. Y como 
las delegaciones de esta especie son regulares {Fallos: 
148, 430; 169, 20!»; 187, 449) y no se ataca la razouabi- 
lidad del requisito reglamentario cuyo incumplimiento 
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determinó la imposición de la multa, ha de concluirse 
que el reglamento en cuestión es parte integrante de la 
ley 17.71 1) y que, en consecuencia, no hay, cu el cas?o, 
pena sin ley ni, por ende, violación del art. 18 de la 
Constitución. 

Por tanto y loa propios fundamentos de Ja sen- 
tencia recurriría se la confirma en lo que lia sido mate- 
ria del recurso. 



ANTON 1K TA K. MOIiTOLA v. EDUARDO ALONSO 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* u garantía*. Defensa en 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La exigencia de firma de letrado, tendiente ni mejor plan- 
tcainientn de las cuestiones que se propongan a los jueces, 
no vulnera, en principio, la inviolabilidad de la defensa 
en juicio, ni autoriza la concesión del recurso extraordina- 
rio, salvo (pie la medida haya producido una efectiva res- 
tricción de la defensa (»). 



S. A. CIA. DE ACUMULACION DE AHORRO "LA 
METROPOLITANA " v. PROVINCIA DE CORDOBA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia federal. Com- 
petemia originaria de la Corte Suprema. Generalidades, 

La incompetencia originaria de la Corte Suprema puede 
declararse en cualquier estado del juicio, a petición de 
parte o de oficio. 



(*) 7 ÚfS marío de 1947. Hallo»; 126, 304; 130, 243; 184, 220; 204, 
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PALÜOS DE LA COSTE BUPttEM.4 



JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal. Compe- 
tencia originaria de la Corte Suprema. Causa» en que es parte una 
provincia. Cauta* que versan sobre cuestiones federales. 

En los casos en que se debate «o sólo la inconstituciona- 
lidad de gravámenes locales, sino también la incorrecta 
aplicación de los mismo» con arreglo a la ley provincial , 
la Corte carece tle jurisdicción originaria, salvo que la 
segunda cuestión no haya sido incluida en la litis, aino 
sólo mencionada en forma marginal. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Prórroga. Trámites judi- 
ciales. 

Cuando ha existido pleito sobre repetición de un impues- 
to ante los tribunas locales, no cabe luego traer la caiiea 
en instancia originaria a la Corte Suprema. No importa 
que el primer juicio haya sido contencioso-administrativo, 
ni que el nuevo litigio incluya otras cuestiones no pro- 
puestas en el primero, como la repetición de los graváme- 
nes correspondientes a dos anualidades posteriores a los 
comprendidos en el anterior. 

COSTAS: Resultado del juicio. 

No siendo ajustadas a derecho las razones en que se fundó 
la excepción de incompetencia de la Corte Suprema que, 
no vulnera, en principio, la inviolabilidad de la defensa co- 
rresponde ¡jue las costas sean pagadas en el orden causado. 



Dicta mes del I*iuicirhAi>ou General 
Suprema Corte: 

La jurisdicción originaria do V. E. emerjo en eate 
caso de tratarse de causa civil en la que una sociedad 
anónima domiciliada en la Cap. Federal demanda a la 
Prov. de Córdoba por devolución de sumas de dinero 
percibidas en concepto de impuestos a los que se tacha 
de inconstitucionales. Así lo admitió implícitamente la 
providencia de fs. 21 al dar curso a la acción. 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 



141 



La parte demandada ha planteado contienda de 
jurisdicción soy teniendo que si bien con arreglo a sus 
estatutos originarios la sociedad acto ra tuvo su domi- 
cilio en la ciudad de Bs. Aires, ulteriores reformas de 
ellos comportaron suprimir el artículo respectivo; con 
lo cual, nada establecerían actualmente acerca del do- 
micilio de dicha sociedad. Atentos los elementos de 
nriterio agregados de fs. 55 a fs. 109, que corroboran 
lo expresado en el poder de fs. 22, considero insoste- 
nible tal afirmación. 

Corresponde, en consecuencia, desestimar la excep- 
ción opuesta. — Bs. Aires, noviembre 30 de 1946. — 
Juan Atvarez. 

FALLO I1E LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, marzo 7 di- 1947. 

Y vistos: considerando: la precedente causa ca- 
ratulada "La Metropolitana" Cía. de Acumulación de 
Ahorro S. A. contra Córdoba la Provincia sobre incoim- 
titucionalidad del impuesto de patente": 

Que a fs, 12 comparece D. Marcelo O. Volpe, pol- 
la aetora, iniciando demanda contra la Prov. de Cór- 
doba, por repetición, de la suma de m$n. 47.700, paga* 
dos con protesta, en concepto de patente por los años 
1940, 41, 42 y 43. Sostiene que los impuestos impugna- 
dos contravienen varios preceptos de la Const. Nacio- 
nal, entre los eme menciona los nrts. 10, 14, 16 y 17. Y 
que trabajando la compañía que representa en la pro- 
vincia demandada, por intermedio de una agencia, no 
le correspondió abonar patente de m|n. 15.000 aplica- 
ble a las sucursales, sino la de m$n. 500, con arreglo 
a la ley impositiva local. 



Que a fs. .'Í8 se presenta el Dr. Carlos J. Rodríguez, 
apoderado de ta provincia demandada, quien pide se 
rechace la demanda. Sostiene que la causa no es de la 
jurisdicción originaria de esta Corte, pues no se lia 
acreditado, al iniciar el juicio, la vecindad de la nctora 
en la Cap, Federal. 

(¿ue a fs. 44 vía. se corrió traslado de la excepción 
mencionada, qiie es contestado a l's. 110, y a t's. 11.1 
dictamina el Sr, Procurador General, A fs, 11 :í vtu. se 
Human autos para decidir la incidencia. 

<¿ne corresponde así ahora resolver respecto de la 
competencia de esta Corte para conocer en la causa, 
considerando al electo no sólo las razones invocadas 
por la Provincia en el escrito de fs. ,"18, sino cualquiera 
otra que pudiera obstar a la misma. — Es, en efecto, 
jurisprudencia del tribunal que su incompetencia ori- 
ginaria puede declararse en cualquier estado del juicio, 
ya sea a petición de parle o de oficio. Fallos: 174, 146; 
191, ,"Í41 y otros. 

( t lue esta Corte ha resuelto reiteradamente que en 
los supuestos en que se debate no sólo la validez cons- 
titucional de los gravámenes locales, si no también la 
correcta aplicación de los mismos con arreglo a las dis- 
posiciones de la legislación provincial, el pleito debe 
deducirse ante los tribunales de la provincia. — Fallos: 
180, 87; 188, 494; 190, 499; 195, 383 y otros—. La causa 
comprendería, cu efecto, cuestiones ajenas a la juris- 
dicción de esta Corte cuyo juzgamiento previo por los 
tribunales locales puede bastar para la solución del 
litigio. El procedimiento se compadece pues mejor con 
la autonomía de las provincias, sin desmedró de la 
tutela y defensa de las garantías constitucionales cuya 
consideración por esta Corte hace siempre posible la 
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apelación que para tales nasos acuerda el art 14 de la 

ley 48. 

Que el prínripio es de aplicación en la especie, pues 
la n petición que so demanda se funda no sólo en la cir- 
cunstancia de ser las patentes pagadas desiguales, con- 
fisca Inri as y contrarias a la libertad de trabajo y de 
comercio, sino también en que tas mismas han sido 
erróneamente aplicadas a la actora, a quien no córres- 
eos o compañías de capitalización que emiten bonos o 
títulos sortea bles, sino a los agentes de compañías de 
seguros de capitalización no patentados en la provincia, 

Qne aun cuando pudiera caber duda respecto de 
sí las mn ni Testaciones contenidas en la demanda inclu- 
yen en la litis el punto referente a la legalidad del im- 
puesto, f> se trata de una referencia marginal que lio 
obstara a la intervención de esta Corte — Fallos: 195, 
534 y otros — la incompetencia de la misma sería igual- 
mente indudable, por existir prórroga de su jurisdic- 
ción. Es en efecto también juris prudencia de esta Corte 
que cuando ba existido pleito ante los tribunales lo- 
cales sobro repetición de un impuesto, no cabe luego 
traer la misma causa a su conocimiento originario — 
Palios : 17"), 4") ; 100, írtí) ; 199, 193 y otros— a lo que lio 
es óbice que el litigio anterior tuviera carácter conten- 
cioso administrativo — Fallos: 18f>, 284 — ni que en la 
nueva demanda se invoquen otras razones legales ade- 
más de las propuestas en la primera — Doet. Fallos: 
201, 408 y los allí citados. 

Que como lo comprueban los autos requeridos pa- 
ra mejor proveer a fs. 114, la compañía actora ocurrió 
ante el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba — en 
16 de marzo de 1941 — , solicitando se declarara se le 
había cobrado indebidamente la patente de mfn. 8.000 
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en 1940 y de m$n. 15.000 cu 1941, por ser la de ra|n. 500 
la pertinente y pidiendo se condenara a la Provincia 
a devolver la diferencia — fs. 9—. En el memorial de 
fs. 91, taciíó las leyes respectivas como contrarias a la 
garantía constitucional de la igualdad y aunque menos 
claramente, de la propiedad, puntos ambos que fueron 
objeto de consideración en la sentencia de fs. 100 y 
«igtes. Un recurso extraordinario interpuesto a fs. 113 
fué así concedido a fs. 114 y luego desistido a fs. 115. 

Que la demanda iniciada ante esta Corte no difiere 
de la antes mencionuda sino en la oportunidad y ex- 
tensión con que trata las cuestiones constitucionales 
que propone y en la circunstancia de incluir en la repe- 
tición los años 3942 y 1943, posteriores a lu causa eon- 
tenci oso-administrativa. Con arreglo a la doctrina de 
loe precedentes citados, la incompetencia de esta Corte 
es manifiesta. 

Que en cuanto a las costas se pagarán en el orden 
causado, por no ser ajustadas a derecho, de acuerdo 
con lo dictaminado por el Sr, Procurador General, las 
razones en que se fundó a fs. Ü8 la excepción opuesta. 

En su mérito se resuelve declarar que no corres- 
ponde conocer en la presente causa en instancia origi- 
naria a esta Corte Suprema. 

B. A. Nazar Anchores* a — F. 
Hamos Mejía — T. D. Casa- 
res. 
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JULIA ALDUCIN DE CHILIBROMTE Y OTRO v. MARÍA 
L. NEVARES DE ZORRA Q 171 N —su sucesión— 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propia». Cuestiones 
no federales. htierpreUtciim de norma* i/ actos comunes. 

Las cuestiones referentes a saber si los créditos por im- 
puestos gozan o no de preferencia con respecto u los hi- 
potecarios así como las relativas a la conducción procesal 
del incidente respectivo no revisten carácter federal y no 
autoriza a fundar en elías el recurso extraordinario (')• 



NACION ARO ENTINA v. OIA. FERROCARRILERA 

DE PETROLEO 

RECUSACION. 

Corresponde desestimar de plano las recusaciones mani- 
fiestamente improcedentes. Y lo es la recusación por pre> 
juzgamiento fundada en lo que la Corte Suprema ha 
decidido respecto de la procedencia del recurso extraordi- 
nario, cuando el tribunal st> ha limitado a considerar ex- 
clusivamente- lo necesario para resolver la cuestión refe- 
rida, con arreglo a los principios aplicables al caso 



LlOA ARGENTINA l*OR LOS DERECHOS DEL 

HOMBRE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisita* comunes. Subsisten- 
cia de los requisitos. 

No corresponde pronunciamiento alguno de la Corte Su- 
prema en tos casos en que Jas circunstancias sobrevi men- 
tes han tornado inútil para la tutela del derecho del re- 
currente, la decisión pendiente del tribunal. 



(i) 7 do marzo do 1Ü47. Fallo»; 2U5, 380. 
<3) 7 de mano do 1947. Falta»; 205, 63.1. 



FALLO» BE LA CORTE 



' El tiempo transcurrido u partir üe la denegatoria 
policial del permiso para una reunión pública, y las par- 
ticularidades de la oportunidad en que debió realizar el 
acto, privan de interés actual a la decisión de la Corte 
Suprema. Trátase además de Bestiones susceptibles de rei- 
teraeión por Ins interesados í 1 ). 



S. A. COMERCIAL E INDUSTRIAL TONSA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral. Cuestiones fetffralc* simple*. tMerpretaeión tic la Constitución 
Xai-ional. 

Proecde el recurso extraordinario fundado en que el ape- 
lante ha sido condenada con violación del art. 18 de la 
Const. Nacional por hallante derogados las decretos fede- 
rales en (pie se fundó la imposición de la pena. 

PRECIOS MAXIMOS. 

El decretn 21.748/45 significó que a partir de la vigencia 
del nuevo régimen (pie estableció los comerciantes no es- 
tarían obligados a efectuar los descuentos dispuestos por 
los decretos 20.263/44 y 29.709/44; o sea que hasta esa 
fecha lo estuvieron, y que quienes antes de ella tío los hi- 
cieron infringieron la ley 12.591 ; po~ lo cual no viola 
el art. 1S de la Const. Nacional la resolución que, enten- 
diéndolo «sí. aplica al infractor la sanción correspondiente. 



Vistos» y considerando: (¿ue a la recurrente se le aplicó por 
deereto 30.35 5/945, que olira a fs. 186, una multa de treinta 
mil pesos moneda nacional, por infracción a la ley n w 12.591 
y decretos reglamentarios. 



(i) 7 de luiitui dis 11*47. í'uIIuh: 192, 11; 197. 584. 



Sentencia del Av. ex F 



EOEllAL 



lis, Aires, noviembre 8 de 1946. 
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Que las infracciones imputadas en hase al acta de com- 
probación de fs. 5 a 8 y documentos agregados, consisten en 
no haber efectuado los descuentos dispuesto» por loa decretos 
B* 20,26:1/944 y 29.709/944 y falta de facturación de las mer- 
caderías vi 1 ni das con forme To establecido por el decreto 
n* 21,704/044. art. 2" y resolución ministerial n» 1083/944, 
art. 11. 

t¿ue las razones invocadas en la expresión de agravios de 
fs. 210. no pueden ser consideradas como eximentes de la res- 
ponsabilidad en que ha incurrido la firma apelante. u¡ la 
prueba aportada a la causa desvirtúa las constancias del expe- 
diente administrativo, del (pie resultan ciernen tos suficiente*» 
de la infracción que so imputa a la apelante, 

Que. en primer lugar, corresponde considerar la inconati- 
tucionalidad de la ley 12,591, planteada en la citada expresión 
de agravios de fs. 210 y en tal sen 1 ido, reiterando .jurispru- 
dencia del Juzgado y de la forte Suprema en casos análogos, 
desestimarla. Al invocarse la violación de las garantías esta- 
blecidas por los artículos 14 y 17 de la Const. Nacional, porque 
la ley 12.591 afecta el derecho de propiedad, como también, 
porque impone penas en esa ley, reputada nula, cabe, como 
mejor argumento, aponer a esa defensa la doctrina sustentada 
por la propia Corle en el taso "Vicente Martin i e hijos, Soc. 
do Resp. Ltda.. Infr. ley 12.591. Exp. adro. 70,íiOH '1943" (Pa- 
lios: 200, 4ol) quien repetidamente ha "'decidido que nuestra 
Constitución no reconoce derechos absolutas de propiedad y 
libertad' * y agrega que "el Estado puede reglamentar el ejer- 
cicio de las industrias y actividades de los particulares en 
cuanto lo requieran la defensa y el afianzamiento de la salud, 
el bienestar general, la moral y aun el interés económico de la 
comunidad, en la medida que resulte de la necesidad de rea- 
petar su substancia y de adecuar las restricciones que se im- 
pongan a tos fines públicos que las justifican, de manera que 
no aparezcan como infundadas o arbitrarias sino que sean ra- 
zonables, es decir proporcionadas a las circunstancias que las 
originan y a los fines que se procura alcanzar eon ellas; fa- 
cultad que en los momentos excepcionales de perturbación so- 
cial y económica o en otras situaciones semejantes de emer- 
gencia y unreneia en atender la solución de los problemas que 
crean, puede ser más enérgicamente ejercida que en ios perío- 
dos de sosiego y normalidad eon tal que se trate de medidas 
razonables, justas y de carácter transitorio como la emergencia 
cuyos efectos están destinados a atemperar". El mencionado 
fallo contiene consideraciones perfeetameate aplicables al cano 
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de autos, así "4110 por aplicación de la doctrina que sustentan 
los precedentes considerandos se concluye sin esfuerzo que la 
limitación lega] y temporaria de tos precios destinada 11 hacer 
frente a la crisis producida por la guerra, es i-ti principio, 
eonatitucionalraente válida" y "que el recurrente no ha sido 
obligado a vender con pérdidas, como se pretende" circuns- 
tancia ésta en que tu defensa ha hecho hincapié, con insistencia 
y aportado prueba — como la pericial — para demostrarlo, ar- 
gumento que se destruye con aquella consideración del más 
alto Tribuna! en el casó análogo transcripto, el que aun. agrega, 
"que los pr*eim máximo* pueden ser variados por el P. E., se- 
gún In época y los cítso<j. y pueden las productores y comer- 
ciantes pedir esa modificación cuando resulten arbitrarios o 
de imposible cumplimiento, poro el juez de esas circunstancias 
no es el interesado, sino el Estado". Resulta así la constitucio- 
nal ¡dad de ]¡t ley de precios máximos, las penas que ella fija 
lo son también, y frezan los sumariados ele todas bis garantías 
constitucionales y legales, desde que. el art. de la ley, 
en cuanto faculta al Poder Ejecutivo para imponer inultas, 
por hallarse expedita la vía judicial, y ser ésta ta que, en 
ultima instancia, resolverá sobre su aplicación o no, no im- 
porta violación al art. 95 de la Const Nacional (Fallos: 2üi, 
428 y 203, 2lfi). 

Que, con referencia a los hechos traídos a consideración 
del Juzgado, teniendo en cuenta argumentaciones de la de- 
fensa — fs. 212 y 212 vta. — sobre los propósitos que habrían 
determinado la diferencia mayor en los precios, ante la exis- 
tencia del sobreprecio o la no disminución cuando ésta ha sido 
decretada, procede prescindir de considerar si ha habido o 
no maniobra especulativa, porque la Corte Suprema, ocupán- 
dose, también de este aspecto, ha establecido que "el art. 9 
de la ley 12.591 cstaolece una infracción fornuit en el sentido 
de que la acción es suficiente por sí sola para constituir ta 
violación punible sin que sea necesario un resultado determi- 
nado" (Palios. 200, 450) aclarando expresamente, "ni lo 
prueba de una ganancia injustificada, artificial o de ta obten- 
ción de un lucro desmedido". 

La detallada pericia contable aporta elementos suficientes 
para puntualizar las operaciones de la firma y ratificar la 
existencia de mayores precios, pero las consideraciones que se 
han formulado precedentemente fijan el alcance que procede 
consignarle a argumentos esgrimidos y alegados luego, como 
consecuencia de Ja prueba producida por la defensa. Los de- 
cretos invocados por la autoridad administrativa, a juicio del 
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suscripto, están bien aplicados en el caso de autos. No se trata, 
por lo menos en parte, de artículos de lujo, como pretende la 
apelante, al invocar jurisprudencia de aquellos casos; no se 
puede aceptar negar a zapato» de precio reducido, como son 
algunos do los que figuran en el acta de fs. 1, que no sean 
artículos de primera necesidad, y para intentar probar la ape- 
lante que no se dedica a ese ramo de artículos previsto por la 
ley, lia traído a la causa algunos testimonios, pero el de i's. 248 
lia sido suficientemente explícito al decir que "tiene artículos 
de todas las clases, económicos y de lujo", circunstancia que se 
halla corroborada suficientemente en la causa y basta por el 
informe de fs. 256, de Ja Cámara de la Industria del Calzado, 
según el cual la apelante "se dedica a ta venta de atizado ge- 
nerat, dando preferencia al de calidad más fina". 

Que no se puede aceptar como valedero el argumento de 
ipic no efectuó rebajas en los precios y que aparecen nomo 
mayores a los existentes al ¿¡8 de julio de 1944, porque, como 
se lia dicho más arriba, su obligación era acatar las términos 
del decreto y no prescindir de sus disposiciones por propia vo- 
luntad, ya que debió hacer presente al Poder Ejecutivo los 
perjuicios que invoca para hallar una solución razonable, 
si fuera el ea.su, pero estos antecedentes sólo procede tenerlos en 
cuenta para fijar la penalidad, en turma definitiva, en rela- 
ción con ellos y la importancia de la infracción constatada. Lo 
que no es admisible, ni debe aceptarse como eximente alguno de 
responsabilidad de la firma apelante, es imputar la omisión 
de descuentos a "negligencias del empleado" (ver fs. 213) 
lo (pie importa aceptar la existencia del hecho, cumo fué reco- 
nocido por el Gerente apoderado que suscribe el acta de fs. 1, 
que, textualmente, manifiesta "efectivamente algunos artículos 
han sufrido aumento de precio de venta, por motivos de mayor 
costo" y basta lo calculó en veinte rail pesos más o menos. Por 
otra parte, está suficientemente probado en autos la violación 
del decreto n v 21.704, art. 2 g , y también a su art. l v , inca, a y b. 

Que en lo referente a la cuestión planteada en el escrito 
de fs. 222 y (pie reitera en el memorial de fs. 279 procede no 
hacer lugnr a esa defensa porque el decreto 21.748/945 si bien 
es cierto, fué dictado por el P. E. con posterioridad a la com- 
probación d<> la infracción imputada en autos y antes de dic- 
tarse el decreto de fs. 186 que aplicó la sanción, cabe condi- 
ciona i- la situación de autos al art. 2 con la salvedad de lo dis- 
puesto par H art. 32 como textualmente lo prevé el decreto 
para casos como el de autos y este art. 32 se refiere a las "ope- 
raciones de venta y entrega de mercaderías contratadas o con- 



ISO 
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venidos con anterioridad. las que continuarán afectadas hasta 
bu total cumplimiento por los descuentos establecidos por los 
decretos 20.263/44 y 2Ü.700/44, en la forma (pie ellos deter- 
minan" y si ése era el criterio para las operaciones en trámite, 
con m odia mayor razón las disposiciones ya realizadas, com- 
probadas y bajo sumario, pendientes de resolución. K] decreto 
21.741/4S. que tiene su origen en el Consejo Nacional de 
Post-guerra, ron justó los precios máximos y se hace cargo de 
la "delermiimeión unilateral de precios" para fijarlos, con- 
forme las necesidades del momento, por la autoridad adminis- 
trativa, en ln forma que se tuvo en mira al sancionarse origi- 
nanamente la ley VI ~m y un podría aceptarse, precisamente, 
que derogara un deerelo ( pie sanciona aumentos discrecionales 
por propia voluntad de las comerciantes; vale decir, que «us 
disposiciones lian de regir para lo futuro en primer lugar y 
para los casos anteriores también, con esa salvedad del art. :12, 
que no comprende a los sumariados, como ha sido también el 
criterio ríe la autoridad administrativa que, conforme lo dis- 
puesto por el art. ;t». prosiguió la instrucción del sumario. 

Por estas consideraciones, confírmase, con costas, la reso- 
lución administrativa de fs. 186 en cuanto contiena a la firma 
"Casa Tonsa. s. A., por infracción a la ley 12.5ÍÍ1 ( líxp. acial, 
n» 324.6."jÜ/45) al pago ríe la inulta, la que m- fCju en la .suma 
de $ ló.ono m/n, 

FALLO I>K LA WKTR SUPHKMA 

¡>>. Airas, 1- de marzo de 1947. 

Y vistos los autos "Tonsa S. A. ('oin. o Ind., úpela 
multa iii f r. loy t%S$l*% en los que se ha concedido el 
recurso extraordinario interpuesto a fs. 2ÍK) contra la 
sentencia dictada a t's. 2S4 por el Sr. Juez Federal en 
lo Crim. y Cor rece i un al de la Capital. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
el recurrente sostiene que se le ha aplicado pena con 
violación de lo dispuesto en el art. 18 de la Const. 
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Nacional pues estaban derogados los decretos en lo 
que la imposición se funda, y la sentencia, que es de- 
finitiva, ¡e ha sido adversa. 

Que el 14 de setiembre de 1945 el P. fí. dictó el 
decreto 21.74S cu cuyo art 2* se dispone que "a partir 
de la fecha de entrada en vigor del presente decreto 
quedarán totalmente derogados cuantos preceptos se 
le opongan y, de modo especial, los decretos núms. 
20.263/44, 20.709/44. . . salvo en lo dispuesto por el 
art. 32 del presente decreto", que dice así: 'Mas ope- 
raciones de venta y entrega de mercaderías contra 
tadas o convenidas con anterioridad a la entrada en 
vigencia del presente sistema, continuarán afec+ndas 
hasta su total cumplimiento por los descuentos esta- 
bléenlos por los decretos núms. 20.263/44 y 20.709/44. 
en la forma que dichos decretos determinan". 

Que el 29 de noviembre de 1945 el P. E. dictó el 
decreto 30,3f>5 imponiendo a la recurrente multa de 
$ 30.000 por "infracción a la ley 12.501 y decretos 
reglamentarios (falta de descuentos que determinan 
los decretos 20.263/44 y 20.709/44. ..) 

Que por ser este último decreto posterior al 21.748 
del mismo año, que derogó los decretos en que la con- 
denación se funda, sostiene la recurrente que se lia 
violado en ella el art 18 de la Constitución. Pero no 
hay tal. De los textos legales citados resulta claramen- 
te que la derogación dispuesta en el decreto 21.748/45 
importó una cesación, desde la Fecha de ella, del ré- 
gimen de aplicación de la ley 12.001 establecido en los 
decretos derogados. l<]n otras palabras, que a partir 
de la vigencia del nuevo régimen los comerciantes no 
estaban obligados a hacer los descuentos dispuestos 
por los decretos 20.263/44 y 20.700/44, lo que quiere 
que hasta esa fecha lo estuvieron, y quienes 
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antes de ella no los hicieron infringieron la ley 12.591 
en su modo de cumplimiento que regía para ese en- 
tonces. Es obvio que lu derogación posterior de esti 
modalidad reglamentaria no borró de ninguna mane 
ra las violaciones en que se hubiera incurrido. 

Por tanto se confirma la sentencia de fs. 284 en 
cuanto ha sido materia del recurso. 

TÍ. A. Nazar A n choren a — F. 
Ramos Mejía — - T. D. Casa 
res. 



ELENA NKJOLA DE BARALE v. -JOME BARALE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propias. Sentencia de 
finiliva. Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Cuestiones 
de competencia. 

La semencia que admite la incompetencia y rechaza la 
nulidad pedida por el recurren te, declarando "ano el puntu 
puede volver a plantearse ante ol juez competente a quien 
ordena remitir los autos, no es definitiva a las efectos riel 
recurso extraordinario 



MARCELINO M. BLANCO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Subsistencia 
de ios requisitos. 

El dictamen <lcl 1' roturador Genera] en el Sentido de que 
el recurso extraordinario es improcedente Importa el de- 
sistí mintió de] interpuesto por A ayente fiscal, contra la 
sentencia del juey, correccional que declaró su imompe 
teueia en un juieio sobre faltas ( 2 ). 



0) 14 lili murro de 1347. 

(-') n ,u< marzo do 1IH7. Fatíatu >2fr¿, 156. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requinto* fórmale». lutroduc- 

nñn de la cuestión federal. Forma. 

No es correcta la introducción de la cuestión federal en 
la causa cuando se ha omitido en el curso de la ra Lama 
mencionar los preceptos de la Const. Nacional en que des- 
pués de dictada sentencia por el tribunal de faltas se 
funda el recurso extraordinario (•). 



ESTIÍAHOU Y CIA. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión fe- 
deral Interpretación de las leyex federales. Leyes federales de carác- 
ter proeesal. 

La cuestión relativa a saber si las multas aplicadas por 
infracción a la ley 12.391 deben ser ejecutadas por vía 
de apremio o en juicio ejecutivo, es de carácter meramente 
procesal y no autoriza a conceder el recurso extraordina- 
rio fundado un ella. 



FALLO DE LA COliTE SUPREMA 

Bs. Aires, 14 de marzo de 1947. 

Y vistos los autos "Estrabou y Cía., infr. ley 
12.501". oh ios (jue se ha concedido el recurso extraor- 
dinario interpuesto a fs. 148 contra la sentencia dic- 
tada a fs. 146 por el Sr. Juez Federal en lo Criminal 
y Correccional de la Capital. 

Considerando : 

* 

Que la cuestión relativa a cuál sea el procer! i mien- 
to, —el del juicio ejecutivo o del apremio — , a que ha 
de someterse la ejecución de las multas impuestas por 



(2) Fullea ; 187, 505 ; 190, 95; 203, 157, 
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infracción al art. 9» de la ley 12.591, — única que el re- 
curso comprende — , es claramente de carácter procesal 
y lo decidido no puede, en consecuencia, revisarse en 
esta instancia extraordinaria. Y no es menos claro que 
lo resuelto sobre el punto en este caso no autoriza 
una excepción, pues no afecta la supremacía constitu- 
cional para cuyo resguardo existe el recurso extraor- 
dinario. En efecto, como no se pretende que el proce- 
dimiento del apremio aquí seguido sea violatorio del 
derecho de defensa, haberse substanciado por él la eje- 
cución y no por el del juicio ejecutivo no puede com- 
portar agravio constitucional ninguno. 

Por tanto se declara nial concedido a fs. 162 vta. 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 148. 

B. A. Nazab Anchoa f.x a — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casa- 
res. 



PROVINCIA DE CORDOBA v. AMALIA ARROTKA 

DE MUÑOZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Costas. 

La decisión de los puntos no federales n que dé lugar el 
fallo revocatorio de la Corte Suprema dictado por vía 
de recurso extraordinario, incumbe a los tribunales ordi- 
narios de la causa, a quienes corresponde decidir lo refe- 
rente al pago de las costas devengadas ante ellos f 1 ). 
Las costas del recurso extraordinario deben ser pagadas 
en el orden causado (-). 



(1) H de marzo de 1947. Fallón: 199, 622; 201, 30S. 
(=) Fallos: 183, 296; 103, 91. 
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S. A. FIRESTOXE DE LA ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación di- 
recta. Nomos extraña* al juicio. Aris. 16 a 29 d* la Constitución. 

Nu cuestionándose la constitucionalidad de las normas 
procesales en que se funda la sentencia apelada ni siendo 
esta arbitraria —es decir desprovista de todo fundamento 
Jegal o que prescinda de las pruebas existentes o que se 
remita a las que no existen en autos— es improcedente 
el minso extraordinario interpuesto contra aquélla so- 
bre Ja base de nue se ha violado el derecho de defensa 

que el recurrente 

tuvo conocimiento de una determinada resolución, siendo 
que, a juicio del mismo, las constancias n<> tienen el valor 
procesal que el juez les atribuve i 1 ). 



•JOSÉ BALAÑA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito, fórmale,. Interpon 
<i£Í» del recurso. Futtdamento. 

Debe declararse infundado y. por ello, improcedente eí 
recurso extraordinario interpuesto mediante un escrito 
del que no resulta elara y precisamente cuál es la cues- 
tión federal cuya decisión se pretende someter a ta forte 
¡suprema. 

SERVICIO MILITAR. 

Hállase exceptuado del servicio militar el ciudadano cuya 
madre, al mantenimiento de ]a cual contribuye con su 
trabajo, quedaría en total desamparo por tenor también 
que incorporarse a las filas en la misma época su her- 
mano mayor en razón de haber optado oportunamente 

2'¡ 375/44° 10 CSUb3ece el art - 35 del d««to 



(') 14 de mano de 1947. 
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del Juez Federal 



Rosario, diciembre fí de 1946. 



Autos y vistos: El pedido de excepción del servicio mi- 
litar formulado por el ciudadano José Ul piano Balafiá t clase 



T considerando que: 

Se ha probado en autos que el solicitante, con el sueldo 
do $ 80 mensuales que percibe, contribuye al sostenimiento 
de su señora madre viuda Di Constan tina La ra de Balan A 
que se ocupa de las quehaceres domésticos. 

También se ha establecido que el hermano mayor del re- 
currente, Manuel, soltero, estudiante, nacido en lí>24, se aco- 
pió a los beneficios del nrt. 35 del decreto ley orgánica del 
Ejécito v por olio debe incorporarse como aspirante a oficial 
de reseña en enero de 1947, es decir en la misma época en 
que debe hacerlo su hermano menor José. 

Tal situación no encuadra en las disposiciottó» previstas 
por los decretos-ley n* 29.37.V44 y n» 19.280/4,") y por ello 
el suscripto estima improcedente el pedido de excepción que 
se formula a fs. 8, teniendo además en cuenta (pie ella debe 
imputarse a los hermanos Batana, especial mente a Manuel, 
que fué quien pidió la prórroga de su incorporación. Así 
resolvió la Cám. Federal de esta ciudad* en el caso ríe loa her- 
manos Itipa, el que si hien no es igual al presente, tiene cierta 
analogía. Fallo de diciembre de 1940. 

Por todo ello y atento lo dictaminado por el Sr. Fiscal, 
resuelvo: declarar que el ciududano José Ulpiano Balañá, no 
ha comprobado hallarse comprendido en la causal de excep- 
ción del servicio militar, prevista en el art. 41, inc. 3« del 
decreto ley ti* 29.375, eximiéndosele del pago del sellado. — 
Emilia It. Tasada. 



192tí, 



•Sentencia de la Cámara Federal 



Rosario, 23 de diciembre de 1946. 



Vistos, y considerando que: 

1* En autos está probado que el solicitante contribuye 
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con el producto de su trabajo al mantenimiento de su madre 
viuda, que se ocupa de los quehaceres domésticos. 

2* Con el informe del D. M. 33 (fe. 22) se comprueba 
que el único hermano del solicitante, Manuel Balañá, clase 
1924, matrícula individual 3.741.842, D. SL 33, sorteo O.GOO E t 
14 se ha acogido a los beneficios del art. 35 del decreto ley or- 
gánica del Ejército, para efectuar el curso de aspirante a 
oficial de reserva en el año IP17 (dos años después de su 

El presente difiere sustancial mente del caso citado 
por el ü-quo. La coincidencia que aquí se produce proviene 
del ejercicio de un derecho que la ley acuerda a todos loa 
ciudadanos argentinos que cumplan con las condiciones exi* 
pidas por las disposiciones legales pertinentes, mientras que 
en el fallo recordado en Ja sentencia recurrida, se trataba 
de infractores a! art. 16 de la ley 5707, condenados a un año 
de recargo. Además, aquí se invoca la causal del art. 41, 
inc. 3 (muy semejante al art. 63, inc. b) de la ley 4707) y 
allí se pretendía encuadrar la situación planteada en el inc. e), 
art 63, ley 4707, similar al inc. 6 del art. 41 decreto-ley 
29.375/44 y sus complementarios que actualmente rifíc. 

En tales condiciones y atento la doctrina sentada por la 
Corte Suprema ta re "Yáñez, Juan —excepción del servicio 
militar" (t. 204. páp. 663), el Tribunal piensa que debe ha- 
cerse lugar al benefieio de excepción pedido. Conceptúa, por 
un lado, que no hay un obstáculo lepal insalvable, como se 
deja dicho y, por otro, que la situación de hecho puesta de ma- 
nifiesto en estos autos, reclama indispensablemente el recono- 
cimiento del derecho invocado. Resulta evidente, en efecto, que 
la madre quedará en total desamparo si ambos hijos prestan 
su servicio ordinario de conscripción (pues tal carácter re- 
viste también el del mayor, desde que la ley lo autoriza) al 
mismo tiempo, probado como esté que carece de bienes, de ac- 
tividad productiva y de otros familiares con obligación alimen- 
taria. El caso no aparece distinto así. del que pudo presentarse 
hace dos años de no haber mediado la petición del aplaza- 
miento, cuando el hijo mayor se hallaba presuntivamente en 
condiciones de solicitar su exención, que ahora pide el menor, 
pues éste, en tal supuesto, habría debido incorporarse después. 
Lo esencial es que ni tos dos eludan el servicio militar ni los 
dos falten simultáneamente al deber de protección familiar. 

Oído el Sr. Fiscal de Cámara, se resuelve: revocar la re- 
solución apelada y declarar que el ciudadano -Tose Ulpíano 
Iíalañá ha comprobado hallarse comprendido en la causal de 
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excepción del servicio militar prevista en el art. 41 inc 3* 
del decreto-ley 29.375/44, eximiéndoselo del papro del sellado 
— Juan Carlos lAibary. — Santas J. ftaccone. Manuel (ira- 
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Bs. Aires, 14 de marzo de 1947. 

^ vistos los autos "Balaña José, excepción del 
servicio militar", en los que se ba concedido el recurso 
extraordinario interpuesto a fs, 28 por el Sr. Procura- 
dor Fiscal de Cámara, 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario no lia sido fundado 
con arreglo a lo dispuesto por el art. lá de la ley 48 y 
la jurisprudencia de esta Corte Suprema (Fallos: 182, 
57; 189, 394 ; 1ÍX>, 397) pues del escrito do interposición 
del mismo no resulta clara y precisamente cuál es la 
cuestión federal cuya decisión se pretende someter al 
tribunal. 

Que, por lo demás, la sentencia apelada se ajusta a 
la jurisprudencia establecida por esta Corte Suprema 
en los casos de Fallos ; 202, 10i>, 204, 268 y 663. 

En su mérito, declárase improcedente H rer-urso 
extraordinario concedido a fs, 29. 



B. A. Nazail Anc'ííoíikna — F. 
Ramos Mejía — T. D. Casa- 
res. 
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CAJtLOS A. P. MOLTNA 

PROFESIONES LIBERALES. 

Es facultad del gobierno nacional determinar los requi- 
sitos con sujeción a los cuales sus universidades deberán 
expedir loa títulos habilitantes para el ejercicio de las pro- 
fesiones liberales. Este puede ser reglamentado por las 
provincias con tal de no enervar el valor del título ni in- 
vadir el régimen de la capacidad civil 

REGLAMENTACION. 

Toda reglamentación debe subordinarse a la ley regla- 
mentada. 

PROFESIONES LIBERALE . 

El otorgamiento de un título profesional por el gobierno 
nacional implica la comprobación del conjunto ele cono- 
cimientos y experiencias considerados indispensables para 
declarar ti una persona con posesión de la respectiva ca- 
pacidad profesional. Los requisitos que las reglamenta- 
ciones locales pueden imponer a los efectos del ofreci- 
miento y prestación en cada tiempo y lugar de las servi- 
cios profesionales de referencia deben ser susceptibles de 
cumplimiento inmediato, para no afectar la eficacia del 
título. 

CONSTITUCION NACIONAL: Con#tÍti*cionalidad « incowtitucio- 
ttalidud. Leyes provinciales. Jujuy. 

El art. 106, ine. 1", de la ley 1208 de la Prov. de Jujuy 
es inconstitucional en cuanto impide a los procuradores 
con título nacional ejercer su profesión »en el territorio 
de aquélla mientras no prueben haber residido en el mis- 
mo durante los dos años inmediatamente anteriores al 
pedido de inscripción en la matricula respectiva. 



1« 



DE LA COHTB STTPREMA 



DlCTA-MEN UEL PííOCimADOIi G ESTERAL, 

Corto : 

D. Carlos Alberto Fermín Molina, natural de Tu- 
onmán t obtuvo en diciembre de 1943 un diploma de pro- 
curador que le fué expedido por la Universidad Na- 
cional existente en diclin provincia. En marzo del co- 
rriente año pidió al Superior Tribunal de Justicia de 
la Prov. de Jujuy ser inscripto en la matrícula de pro- 
curadores ; y esa petición lo fué denegada basta tanto 
cumpliese Molina el requisito de dos años de residencia 
inmediata en Jujuy» exigido por el art. 106, inc. 1», de 
la ley local 1208- Con tal motivo, trae ahora aquél un 
recurso extraordinario para ante V- E. f admisible des- 
de luego pues le sirve de base la tacha de inconstitucto- 
nalidad que se deduce contra el art. 106, ine. l\ citado. 

Ciertamente, reglamentar dentro de ciertos límite^ 
el ejercicio local de las profesiones liberales, es mate- 
ria que no excede a las atribuciones constitucionales de 
los gobiernos de provincia; mas esa reglamentación no 
ha de exceder lo que razonablemente autoricen las ne- 
cesidades generales. En este caso, no se descubre por 
qué para ejercer la procuración, en Jujuy, con diploma 
nacional, haga falta residir previamente dos años en 
dicha provincia; o mejor dicho, se sospecha lo indefen- 
dible de tal exigencia, al advertir que con arreglo a la 
doctrina desarrollada en el dictameu del Sr. Fiscal Ge- 
nera! de la Provincia y aceptada por el tribunal ape- 
lado, no haría falta acreditar semejante requisito si se 
tratara de algún nativo de Jujuy, ausente transitoria- 
mente. T ra Hpn renta ello un propósito de favorecer a 
los nativos o a los vecinos de Jujuy en perjuicio de 
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quienes no lo sean; propósito inconciliable con el de- 
signio de constituir la unión nacional claramente enun- 
ciado en el Preámbulo de nuestro estatuto fundamental. 



procurador. 

Encuentro, pues, aquí, una reglamentación que en- 
torpece innecesaria e injustamente el ejercicio de legí- 
timos derechi emanados de la posesión del diploma 
nacional universitario. Por ello, considero debe revo- 
carse la resolución apelada, en cuanto pudo ser ma- 
teria de recurso. — Bs. Aires, jnnio 28 de 1946. — 
Juan Alvares. 



Y vistos los autos: "Molina Carlos Alberto Fer- 
mín, solicita su inscripción en la matrícula de procura- 
dores de la Prov. de Jujuy", en los que se lia conce- 
dido el recurso extraordinario interpuesto a fs. 10. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario es procedente por- 
que se cuestiona la constitucional idad de k ley 1208 
de la Prov. de Jujuy y la decisión es contraria al de- 
recho que el recurrente invoca. 

Que la ley aludida impone, para autorizar el ejer- 
cicio de la procuración en la provincia, la prueba de la 
residencia en ella durante los dos años inmediatamente 
anteriores a la autorización que so requiere (art. 106, 
inc. !•). 
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Bs. Aires, 14 de marzo de 1947. 



Itó rALUK DE LA CORTE SUPREMA 

Que es facultad del Gobierno Nacional determinar 
los requisitos con sujeción a los cuales han de expedirse 
títulos habilitantes para la práctica de las profesiones 
liberales por parte de sus universidades cuyos planes 
de estudio puede dictar el Congreso Nacional (art. 67, 
inc. lti, de la Constitución). Pero es atribución de las 
provincias reglamentarla m tanto en cuanto la regla- 
mentación no enerve el valor del título respectivo m 
invada el régimen de la capacidad civil. (Fallos: í>7, 
387; 117, 432; 15u\ 290; 203, 100). En lo que se refiere 
al ejercicio de la procuración esta delimitación de atri 
bueiones consta, además, ei el art. 1860, inc. b\ del Cód. 
Civ. De lo uno y lo otro resulta que la primera cuestión 
materia del recurso, relativa a la eonstitueionalidad del 
recaudo de la residencia consiste en saber si para los 
fines y del modo como la ley objetada lo establece, cous 
tituye o no una condición meramente reglamentaria y 

de policía local. 

Que por su naturaleza toda reglamentación debe 
subordinarse a la ley reglamentada. Es lo que se expre- 
sa, con el alcance de un principio general, cu el inciso 
é dd art, 86* de la Constitueión, y lo que se quiere de 
cir en la jurisprudencia de esta Corle cuando hc alude 
a la razonabilidad de las normas reglamentarias, trá 
tese de la* leyes que reglamentan dereebos reconocidos 
por la Omstitueión (art. 2H), de los decretos a que s 
refiere el citado inc. 2* del tirt. Hfl o de las normas lo 
cides relativas a la aplicación de la legislación común 
de fondo (art. H7, inc U). Reglamentación razonable 
es en «iimu, Ja que conforme a mu naturaleza. «' n\\ow 
u hu subordinada condición. 

Que lo Hulmtancial de la habilitación no refiere ll 

|« eo obatitó» del conjunto di um imienlo- y OXjW 

|H . M , lu ,. j ll/tí(lt |o, it.dti|)ftUNÍll»lttN I""" < I«™ a mi 
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persona en posesión de la respectiva capacidad profe- 
sional. Los extremos cou sujeción a los cuales habrán 
de ofrecerse y prestarse en cada tiempo y lugar los 
servicios de esa aptitud es t por su naturaleza, materia 
de reglamentación local. Pero dejará de serlo si com- 
porta durante un tiempo, cualquiera sea, inhabilitación 
pura el ejercicio profesional de que se trate, Condi- 
ción general de los requisitos reglamentarios para ser 
tales es la de que sean susceptibles de cumplimiento 
inmediato. Do lo contrario hacen a lo substancial de la 
hub i litación pues durante el tiempo a cuyo transcurso 
se supedita la autorización, la eficacia del título queda 
en suspenso. Bien entendido que no se trata del tiempo 
accidental mente requerido para cumplir con cualquier 
recaudo sino del que forma parte del mismo, como la 



tuda para ello otorgó título habilitante durante la mi- 
noridad, caso este último en el cual la exigencia regla- 
mentaria es también ilegítima porque, como se declaró 
en Fallos: lf>b\ liíH\ importa ingerencia en el régimen de 
la capacidad civil que es privativa de la legislación co- 
mún ((Jonst. Nacional, art. (¡7, ine. 11). 

Que si el título habilita para ejercer la profesión, 
puede concebirse que las autoridades facultadas para 
reglamentar dicho ejercicio determinen, dentro de lo 
razonable, los modos de el según Jas circunstancias y 
establezcan requisitos em u pie munt arios destinados a 
asegurar la l'Octitud y responsabilidad con que la pro- 
fesión ha de ser ejercida. IV m lijar un tiempo durante 
i*l cual no se la pin da ejercer importa tanto romo ener- 
var durante él la eficacia del título, culo es, su valor 
stilmlaneíid. Contribuye a mostrar eótuo no se trata de 
un recaudo complementario sino esencial la considera 




de edad respecto a 
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ción de él en los casos en que se le impone constitucio- 
nal o legalmente, como mera residencia o como tiempo 
de ejercido en una determinada profesión, para el des- 
empeño de ciertos cargos públicos. Ks patente que la 
idoneidad requerida para ello esta en esos casos subs- 
tancialmento integrada por el tiempo de residencia o 
por el de ejercicio profesional que la Constitución o 
la ley imponen. Cuando una Constitución o una ley pro- 
vincial requieren para la ocupación de algunos cargos 
judiciales un tiempo de ejercicio en la profesión de 
ahogado para la cual habilita el pertinente título na- 
cional, es evidenle que no reglamentan el ejercicio de 
esta profesión, por más que el desempeño de la función 
judicial lo importe, sino que determinan, en uso de in- 
discutibles atribuí-iones propias, una condición esencial 
de la habitación requerida para el cargo de que st 
trata. 

Que establecido por la misma ley en cuestión la pn 
sibil ¡dad de obtener el título de procurador en la misma 
provincia por acto del Superior Tribunal (art. 16) pue- 
den algunos lograr la residencia requerida antes de 
obtener el título, en cuyo caso nn se daría la conse- 
cuencia examinada en los considerandos anteriores. 
Pero la excepción ayuda a poner de manifiesto lu vul- 
nerabilidad de la exigencia atacada, ¡mes coloca a los 
comprendidos en ella cu situación de injustificado pri- 
vilegio. Kn efecto, no se justifica que el hecho de una 
residencia anterior a la posesión del título, -imposible 
para quien en aso de una legitima libertad opta por 
realizar los cidudín* y n adir las pruebas tic suficiencia 
sn cualquiera de las otras partes del puís en qnc se 
BXpiden tftuloil de la misma especie ron nitidez, inicio 
nal t nenerdc la posibilidad «le ejercer in profesión 
inmediatamente después de acreditada ||| HUfÍcii"ioiu, 
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mientras los demás, en posesión de títulos de igual 
validez, deben, sin embargo, permanecer dos años en 
la jurisdicción sin poder ejercerla. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General, se revoca la resolución de fs. 7 
en cuanto ha sido materia del recurso. 

B. A. N.^ab Anciiokena — F. 
Ramos Mejía — T. D. Ca- 
sares. 



IH.IOS DE DOMINOO l 1 A ROTO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución, Limite» del 
eiamiento. 

Habiendo quedado firme la resol ui'fón del juez que deeca- 
tímó la prescripción de la acción penal alcgnda por el re- 
currente, y no procediendo, ademas, oponerla en Ui instan- 
cia extraordinaria ante la Corte Suprema, no corresponde 
a ésta tomar en consideración esa defensa. 

PRECIOS MAXIMOS. 

Los dee retos <pie imponen inultas por violaeióu de la ley 
llí.fjíll, sobre preeius máximos, non apelables para unte 
la justicia federal. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos v uarantia*. Defensa en 
fUÍCÍO. Procedimiento iy Henlrncia. 

No ha exisliilii violación de la de ferina en juicio respecto 
de quien fué nido en la* aetuaeionen adniinUrativas so- 
bre infracción a la ley VJ.ÍíiH y estuvo en condicione* 
de ofnver prueba de dewarRO ¡ con mayor razón mí ésta 
wria inútil por haber reconocido el ciinn-manle '("■' ofre- 
ció Mercadería a un precio mayor que el fijado y íun- 

ihirne rxeluaivainent i ello la nwdución ndnmiM ratlfl 

, Uoiulurjji, con pre^iiideiieia di- ipie huya habido o lio 

una «anuncia innn«h riidu 



r 
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CONSTITUCION NACIONAL: Contiitucionalidad e inconstitucio- 
wUdad. Leyes naaonaUs, Admirativas. 

El art. !> de la ley 12.591 en cuanto faculta al P. E. para 
imponer las multas que establece dejando expedita la 
instancia judicial ante la cual puede ventilarse el asunto 
con tfKla la amplitud de un procedimiento contencioso, no 
importa violación del art. 95 de la Const. Nacional. 

PRECIOS MAXIMOS. 

El art. 9 de ía ley I2.5í>l —ley de emergencia cuyas dis- 
posiciones no caben en el mareo del derecho común, dic- 
tada para suplir las deficiencias de este último— establece 
una infracción formal en el sentido de (pie la acción en 
sufin.-nte por si sola para constituir la violación punible, 
sin que sean necesarios un resultado determinado ni la 
prueba de una ganancia injustificada, artificial, o de la 
obtención de un lucro desmedido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestiones no 
federales. Interpreta* inn dr horma* henlrs de procedimientos. 

Las cuestiones referente» a la recusación de los jueces son. 
en principio, ajenas al recurso extraordinario La que se 
furnia cu mediar pivj negamiento no contiene particula- 
ridjid alguna ipi<- justifique una excepción ¡¡ diclui regla. 



La l'iata. mayo 15 ih- 194o" 

Autos y vím«s. J'ara nvoker W recursos interpuestos a 
f«. 4-t por don Juan M. I'arodi. 

Y considerando: 

1») (¿in- en los rci-iirsos de Apelación eonfni iVMilurioneH 
administrativas condenatoria* ilicfadtts ru virtud de fu lev 
12,ñiíl el juzgado es minina! de segunda instancia, pop ],, cual 
el trámite Me pigfl por rj proeedlmieuto Mstiitltído en el título VII, 
í'ap. I», del Cód de IWeds. Crim.. cuyo un. 5:m depone en 

formii laxativa lus eji-os ,ue }>\ I.- alo ir ¡i pro. t.ji r| re 

CUOii en eiientióll, estreñios une no han |U»ti!hado ll,- ,dJJ 
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que, contestada por el Proc. Fiscal la expresión de agravios 
del apelante, la causa quedó en estado de diotar sentencia. 

2*) Que el recurso extraordinario sólo procede respecto 
de sentencia definitiva, la que aun no se lia dictado en el caso 
de autos. 

Por estas consideraciones, se rechazan los recursos de 
apelación y nulidad deducido*, no haciéndose tampoco lugar 
al recurso extraordinario interpuesto. — Mbua la Vieja 



Sbntení i.i iiki. Jnac Fedljcai. 

La Plata, mayo 23 de 11146. 

Y vistos: Para resolver el recurso de apelación interpuesto 
por la firma Hijos de Domingo Parodi. contra la resolución 
condenatoria pronunciada por el P. E. .Nacional, aplieando al 
apelante por decreto n v «092, de fecha 24 de marzo de 1945, 
una multa de cinco mil pesos moreda nacional, por violación 
de la ley u* 12.591, al cotizar precio sobre el millar de ladrillos. 

Y considerando ■ 

1») Que la competencia del juzgado como tribunal de 
apelación, o sea como segunda instancia, surge de lo proscripto 
en el art\ 3 de la ley 12.591 y de la naturaleza especial de la 
ley aplicada, apelación de orden "federal" conforme a lo de- 
clarado por la Corte Suprema de la Nación (T. 201, paga 378 
y 428). 

2*) Que la resolución apelada, no puede considerarse nula 
porque ha sido decretada con audiencia del interesado (fs. 20 
vta. y 21) y luego de habérsele recibido el documento de fs 2L' 
y escrito de desearlo de fe. 23. 

3*) Que la impugnación a las facultades atribuidas en la 
«■jinda ley al Presidente de la Nación, ha sido considerada y 
resuelto por la Curte Suprema en sentido adverso a las pre~ 
tensiones del recurrente, en casos análogos, v debe por ello 
desestimarse (T. 201, pag. 429). 

■P) Qui- en el mismo sentido, aquel nJlo tribunal ha re- 
eonoeido la responsabilidad penal de las personas jurídicas 
por transgresión i( b. ],. y 12.. r .91 (T, 2('í, ,.¿g. ÍJ7H). 

ÍV J ) Que tus aef uaeioues administrativas ronslatan de 
mam-ra fehaciente la violación de hi rilada lev 12 VM desde 
"w consta la oferta hecha por el recurre a t tbno, Si.nilj.rias 
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de lu Nación, de una partida de ladrillos, a un precio superior 
al fijado por el I*. E. para su venta. 

Estos extremos qué acreditan la transgresión de la ley, no 
pueden ser destruido» por el hecho fie tpie el costo de ln mer- 
cadería que incide sobre t \ ofertante, no le permita vender, 
sin pérdida, al precio máximo fijado por el Gobierno Nacional 
para reprimir la espeaifaoíón. Así lo sostuvo ojito Juzgado en 
el expediente "González Cumiados" apelación ley 12.591 Se- 
cretaría ael liarla, ni interesa considerar la intención del co- 
merciante (C. S. t t. 200, púg. 450). 

tí tf ) Que si bien no constan en el Registro Nacional de 
Reincidencia ni en la Policía de la Provincia infracciones co- 
metidas por cuerda, a fs. 2í¡ del expediente administrativo 
agregado por cuerda, se consignan tres multas aplicadas por 
intermedio de la Secretaría de Industria y Comercio por 
$ 2.000, — , 6(10.— y 2(10 — moneda nacional, antecedentes éstos 
que lian sido tenidos en cuenta para graduar la penalidad. 

7 V ) t¿ue cu atención a la naturaleza de la infracción y 
antecedentes se ñu lados, la sanción aplicada por el Gobierno Na- 
cional debe reputarse justa, 

Por tanto se confirma el decreto del Gobierno Nacional 
n v 6592 de fecha 24 de marzo tic 1114o por el que se impone a 
la firma Hijos do Domingo Parodi la multa de cinco mrl pesos 
moneda nacional por infracción u la ley 12.591, «MI cosías, — 



RusourriAK DEli Ji : kz Eki^hal 

La Plata, agosto 7 de l!l4ti. 

Autos y vistos: Habiéndose dictado con fecha 23 de mayo 
del corriente año, sentencia definitiva (fs. SO) se declara im 
procedente la prescripción alegada, con costas. — J. UUUao 
ta Virj<!, 



PALLO UE LA COlíTK SPPHKMA 

lis. A i ros, 17 de marzo tic IÍH7. 

Y vihtüK los nulos 'M'arodi Domingo Hijos do, 
interpone recurso do ajudaciúa y aulidad contra una 
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resolución condenatoria de la Secretaría de Industria 
y Comercio, por infracción a la ley 12.591'*, en los que 
ao lia concedido el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. 57 contra la sentencia dictada a fs. 50 por el Sr, 
Juca Federal de La Plata. 

Considerando: 

Que alegada a fs. 55 la prescripción de la acción 
>e desechó dicha defensa por resolución de fs. 55 vta. 
contra la cual se interpuso a fs. 57 recurso extraordi- 
nario (pie no fué concedido (auto de fs. 63 vta.). La re- 
solución citada de fs. 55 vta. vino, pues, a quedar firme. 
V como no en he oponer la prescripción ante esta Corte 
pues la decisión del recurso extraordinario dehe limi- 
tarse a las cuestiones federales resueltas por el fallo 
recurrido (Fallos: 180, 148; 192, 20) dicha defensa, 
opuesta en el otrosí de fs. 9;>, no puede ser tontada en 
consideración. 

Que el recurso extraordinario interpuesto contra 
la decisión de fs. 50 es piocedente porque se ha puesto 
en cuestión la constitucional i dad y la inteligencia de 
disposiciones de la ley federal 12.591 y lo decidido con- 
liaría el derecho que el recurrente invoca, 

Que soh re el primer fundamento del recurso, — in- 
competencia del juez federal para entender en el re- 
curso que acuerda ej art. 9 de la ley 12.591 — , esta Corte 
licite resuello reiteradamente (Fallos: 192, 213; 193, 
490; 197, 54) que se trata de legislación especial, no 
vmeulahle con el iue. 11 del art. 07 de la Constitución 
y que, en consecuencia, el juez que corresponde, indi 
cado por el art, 9, es el juez federal. 

(¿ue solji-e el M'gundo fundamento, -violación del 
derecho de defensa i-n las uctunriones administrativas 
y en el pro limiento judicial- -, calle ohservar que el 
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recurrente fué debidamente oído en las primera* (fe. 
20 y 23 de ellas) donde no ofreció prueba, pues se li- 
mitó a presentar ua doeumento que se agregó a fs. 22, 
y lo decidido a fs. 4G en la instancia judicial es cuestión 
procesal insuseeptible de revisión por la vía del recurso 
extraordinario, con tanta mayor razón en este caso en 
el que la resolución administrativa se funda, cu cuanto 
a hcclms se refiere, exclusivamente en el de haber ofre- 
cido ladrillos en venta por un precio superior al lijado 
como máximo, hecho que el recurrente reconoció a fs. 
20 vta. del cxp. administrativo. 

Que sobre eonstitucionaliflad de la facultad del 
P. E. para imponer multas, acordada por el art. 1> de 
la ley 12.51)1 esta Corte se ha pronunciado en Fallos 
201, 428 y nada tiene que agregar a los fundamentos de 
dicha decisión. 

Que también tiene esta Corte resulto que la in- 
fracción a que se refiere el citado art. !> es de carácter 
formal, "on el sentido de que la acción es suficiente por 
sí sola para constituir la violación punible sin que sea 
necesario un resultado determinado", "exigir como 
condición Ja prueba de una ganancia injustificada, ar- 
tificial o la obtención de un lucro desmedido... es des- 
virtuar la ley y hacer ilusorio el propósilo del legisla- 
dor" t Kallos: 2U0, 45U). Kl ofrecimiento di- mercaderías 
sujetas al régimen de la ley 12.591 por un precio supe 
rior al fijado como máximo, comporta, sin duda, —di- 
cho con las palabras de la ley—, destruir o alterar este 
último. Luego la aplicación del ari. íí hecha en la de- 
cisión de qm- se recurre lo fué sobre la base de unu 
correcta inteligencia tic la ley :tpl¡eada. 

Que las d -cisiones relativas a cuestiones concer- 
nientes a l¡i recusación de los magistrados por ser de 
derecho procesal Uo son, en principio, susceptibles de 
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recurso extraordinario y el caso de este juicio, — re- 
solución de fs. 46, recusación de fs. 48 y denegación de 
fs. 4Í) vta.--, no contiene particularidad ninguna que 
justifique el hacer a su respecto excepción al principio. 

Por tanto, se confirma la sentencia de fs. 50 en 
cnanto La sido materia del recurso. 

Antonio Saoabna — F. Ramos 
Mkjía — % D. Casares. 



VALENTIN CiNGTTI Y CIA. v. IMPUESTOS INTERNOS 

HKCVHSÚ h:\inAORDWAH10: TUquitUos propina. Cuestión fe- 
tttrul. i'utstiimin fedérate* simple», tnterprelueittn de Uih hijea fedé- 
rate*. 

bu cuestión referente al cunícter inlerrupt ivn de lu preK- 
cripción de un neto de jiroc-i^] ítiiíl*ii lo vtm arreglo u| ré- 
gimen del iirt. 3 tic 1» ley 1 l.:"»S."i. i-mstión federal sufi- 
ciente i>«r;i sustentar el recurso extraordinario, 

PRESCftII'C/ O .V ; prescripción en materia penal, interrupción, 

Ijtis procedimiento» interniptivas ele lu prese r i pción son 
las judiciales directos contra lu persona <lr| ¡n Tractor o 
para lu repreiúYui de lu infracción, cutre los rpie enmadro 
Ja solicitud de emburro en bienes del acusado presentada 
por el Ministerio Público «ulm de contestar la demanda 
ciintcui-iosji pr,- vista en la ley :J7í¡4. 

Dictamen hkl Phociihauor Geneiul 
Suprema Corte: 

Los fundamentos aducidos por el ¡3r. Proc. Fiscal 
di- la í'úm. Federal de Córdoba en su escrito de (pieja, 
eimr.mluiitcs con lu constancia de fs. 1M vta., son snfi- 
etettfcx, ít mi juicio, para (¡ue V. 10. declare mal den* 
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gado el recurso 
tribunal. Así lo solicito. 
1947. — Juan Álvnrez. 




ante dicho 
Bs. Aires, febrero 8 de 
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lis. Aires, marzo 21 de L947. 

V vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por el Proc. Fiscal en los autos Ci- 
uotti Valentín y Oía. c./ Adm. Oral, do Imp. Internos 
(Sum. 1904) para decidir sobre su procedencia. 

y considerando: 

Que no obstante la forma del escrito de queja, es 
indudable que la cuestión federal planteada consiste 
en la dilucidación del carácter iuterruptivo de la pros 
cripcióu que el recurrente le atribuye a su presenta 
ción de fs. 13 de los autos principales, lo cual en pre- 
sencia de !o dispuesto por el art. 3 de la ley 11,585, es 
fundamento suficiente del recurso extraordinario —Fa- 
llos: lfl7, 276 y otros—. Serrón es jurisprudencia co- 
rriente la oportunidad en que el punte» ha sido propuesto 
en las instancias ordinarias es indiferente cuando el 
mismo ha sido considerado en la sentencia a] telada 
como en el caso ocurre. 

En su mérito y por los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador General se declara mal 
denegado el recurso extraordinario interpuesto a fs. 49 
del principal. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto poí- 
no sor necesaria más substanciación : 

Que esta Oorte, tanto en el procedente citado de 
Fallos: 1H7, 27(íj como en Fallos: 21)5, 094 y otros, ha 
entabícenlo i|iic los procedimientos inlerruptivos de la 
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prescripción —col arreglo a lo dispuesto en el art. 3 
tic la ley 11.585— son los judiciales "directos contra la 
persona del infractor o para la represión de la infrac- 
ción", entre los cuales está la contestación de la de- 
manda contenciosa que autoriza el art. 27 de la ley 
1764 —17 del T. O. 

Que no hay duda que la solicitud do embargo en 
bienes del acusado presentada por el Ministerio Pú- 
blico ante el Sr. Juez Federal, aun antes de la contesta- 
ción a la demanda contenciosa interrumpe la prescrip- 
ción por cuanto es un acto de procedimiento judicial 
realizado por funcioLario competente tendiente a ase- 
gurar la represión de la infracción — Conf. Carfen- 
tier, Hepertoire, T. 31, pág. 363, núm. 282 y sngtes. 
A esa petición — cualquiera aea su resultado — no pue- 
de aplicarse como a los demás trámites anteriores de 
la causa, la doctrinu de Fallos: 195, 11!>; según la cual 
los actos del inculpado para su defensa no son los con- 
templados por el art. 3 de la ley 11.585 citada. 

En sn mérito se revoca la sentencia apelada de 
fs. 48 en lo que lia podido ser objeto de recurso extra- 
ordinario. 

Antonio Sai ¡aun a — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



ARMANDO Y AMERITO KKRLA v. IMPUESTO * 

INTERNOS 

HECURSO KXTHAOfílilS ARIO : /frfjMÜÍtw propw.*. Cuestión fe- 
tkrat. Ctusítont* frtfrrtitr* ,*¡mfti+. /ntvr¡irrtavitín úr ha leyet ft- 

U cuchi ¡ón ri'fnrutL* ni tarúilt-r ¡ntrmiptivu de ln pres- 

i-1'Íjn-ÍnM *lr mi ¡iHn \U> [ir. wvi\ i ni icii 1 1> ton iirrvylii ni r¿- 
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gimen fiel art. 3 de la ley 11.585, es cuestión rodera] su 
ficirnte para sustentar ol recurso extraordinario. 

PRESCRIPCION: Inscripción en materia penal, Comienzo. 

Existiendo una oportunidad diferente para la declaración 
'de las existencias de aceites lubricantes y para e] pago del 
impuesto (pie los grava, ^ iueumplimieiito de am luis obli- 
gaciones puede constituir infraeeiouea diferentes con re- 
lación a eada una de las cuales eorre y no opera la pros 
ortpeinii. 

El término de I»» presen pe ion penal de la contravención 
consistente en la omisión del pago del impuesto al aeeite 
lubricante eorre a partir de la Focha del veuei miento del 
plazo abordado para satisfacerlo. 

PRESCRIPCION: Prescripción en materia penal, interrupción. 

Loh proeoil i alientos interrupt ¡vos do la prescripción .son 
los judieinles directo* contra la persona del infractor n 
para la represión de la infracción, entre Iok <|ue oneiuiiira 
la solicitud do embargo <>tj bienes del acusado presentada 
por ol Ministerio Público antes do contestar la demunda 
contenciosa prevista en la ley :i7íi4. 



Dk tamkn hfi. Pkikm'haimiil (Jkníueal 
Suprema Corto; 

Los fnndamentoH aducidos por ol Sr. Pron. Fiscal 
do la (Viro. Federal do Córdoba en su escrito de queja, 
ConcnrduntoH con la constancia do fs. 11 vtn., snn sufi- 
cientes a mi juicio, para que V. IÍ. declare nial denegado 
el recurso extraordinario interpuesto ante dicho tri- 
bunal. Así lo solicito. — Bs. Aires, febrero 15 do 1947. 
— Juan A ¡varee. 
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Bs. Aires, marzo 21 de 1947. 

Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
(le hecho deducido por el Proc. Fiscal unte ]a Cám. Pcd. 
de Apelación du Córdoba en loa autos Feria Armando y 
Aniérico s. apel. resol. Imp. Internos " para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que el recurso extraordinario denegado es proce- 
dente con arreglo a lo resuelto en la fecha en los autos 
caratulados: " Recurso de hecho deducido por el Proc. 
Fiscal en los autos Cinotti Valentín y Cía. c. Adm. Gral, 
de Imp. Internos (Sumario 1904) *\ En sn mérito y de 
acuerdo a lo dictaminado por el Sr. Procurador General 
se declara mal denegado el recurso extraordinario a 
fs. 82 del principal, 

Y considerando en cuanto ul fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que habiendo existido una oportunidad diferente 
para la declaración de las existencias de aceites lubri- 
cantes y para el pago del impuesto interno que los gra- 
vaba» el incumplimiento de ambas obligaciones puede 
constituir infraeeionus diferentes, con relajón a cada 
una de las cuales corre y se opera la prescripción. Fa- 
llos: 202, 168 y otros. 

Que además el término de la prescripción penal de 
la cont ravención consistente en la omisión del pago de 
impuesto al aceite lubricante, comienza a correr a par- 
tir do ia fechu del vencimiento del plazo acordado para 
satisfacerlo —Fallos: 205, 552; art. tKí del Cód. Penal-. 
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tjue la presentación de fs. 11 es » un acto 
tivo de la prescripción por las razones dadas en la 
fecha M in re M "Valentín Cinotti y Oía/' que se dan por 
reproducidas en obsequio a la brevedad. 

En su mérito se revoca la sentencia de fs. 85 en lo 
que ha podido ser ohjeto de recurso extraordinario. 

Antonio Sai; aun a — P. Ramos 
Mkjía — T. D. Casares. 



MARIA H. BRAZA HE MOAVRO v. NACION ARU ENTINA 
KJKRCITO. 

Las pensione* establecidas por la ley 4707 constituyen una 
prerrogativa del estado militar. Las personas ;i quienes la 
autoridad competente incorpora id ejército y «cuerda di- 
cho estado quedan, en orden a las situaciones que las le- 
yes rectoras de este último contemplan, bajo t-1 régimen 
establecido por las mismas y substraídas en todo ello al 
régimen del derecho común mientras una disposición legal 
expresa no ¿wtablexca lo contrario. 

DA$OS V PKRJnriOS: RtBpom u Mt^d rf '' Caso» 

La derogación tlcl régimen ordinario tic pensiones de la 
legislación civil por la ley 4707, consistente en acordar 
pensiñn a los deudos del militar que no ha alcanzado de- 
recho a retiro, haya o no mediado culpa del fallecido, 
comporta la derogación correlativa del régimen civil de 
la responsabilidad en orden a lan obligaciones del Estado 
cuando et accidente ocurriese por culpa de quienes están 
bajo su dependencia o por las cosas de qne se sirven o 
tienen a su cuidado. Debe, pues, ser rechazada la de- 
manda sobre indemnización de daños y perjuicios promo- 
vida contra el Estado por la viuda de un militar muerto 
a consecuencia de un accidente ocurrido por culpa de otro 
empleado del Estado, si ¡iquéllii obtuvo la pensión esta- 
Itleeida por el urt. 12. in«v :t*. tú\ IV. de ta ley 4707. 
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Bs. Aires. 17 de diciembre de 1945. 

V vistos; este juicio seguido por Muría Helvecia Bnu;a de 
Moavro v. la Nación sobre indemnización tío daños y perjui- 
cios y 

Kesultando: 

I. Que la adora manifiesta que el día 13 de diciembre 
de 1ÍM1. en mementos en que su extinto esposo, sargento ayu- 
dan tí* Miguel Angel Moavro guiando una motocicleta salía de 
la puerta n* 4 de los cuarteles de Campo de Mayo para tomar 
el camino Pilar-Cap. Federal, fué embestido violentamente 
por el automóvil chapa oficia! n* 2Sñ de propiedad de la 
Nación, conducido por el chofer Luis Corfauu. Do resultas del 
choque, se produjo el vuelco de la motocicleta, sufriendo Moa- 
vro, lesiones ile tal pravedad que ocasionaron su fallecimiento 
pocas horas después. 

Ijh imputación de ln culpa im ofrece duda alguna y ello 
quedará demostrado durante la secuela del juicio. 

Gu cuanto ai derecho, por tratarse de un vehículo de 
propiedad de la Nación, el que ta usara el accidente y mane- 
jado por un empleado de la Dir, de Ingenieros del Ministerio 
de Ouerra. surge evidente la responsabilidad de la Naeión. te- 
niendo en cuenta los textos legales aplicables i Código Civil, 
artículos 1113. 902. lOtiS. 10<ií>. 1107. 110S. 110Í». 1110. 
1112 y concordantes). 

Y por lo que hace al monto de la indemnización teniendo 
en cuenta la edad de la víctima y demás circunstancias at in- 
gente» la estima en $ 80.000 m/n. 

Por lo expuesto solicita se condene a alionarte dicha suma 
la que en máa o en menos resulte dé la prueba a producirse, 
con intereses y costas. 

II. Que el Sr. l'roe. Fiscal al contestar la demanda niega 
en primer término todos los hechos aducidos en cuanto expre- 
samente no los reconozca y con respecto al derecho invocado 
señala, con independencia de la irresponsabilidad del Estado 
según resulta del fallo de la justicia criminal que sobreseyó 
al conductor del automóvil oficial, que la adora ya recibió la 
pensión militar que por ley le corresponde. 

Admitir ahora como ella 1c* pretende la vigencia simultá- 
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nea do la ley civil sería autorizar la acumulación de bene- 
ficios ¡H)r un mismo horno y permitir que tina desgracia 
lamentable se coi: vierta en fuente de riqueza. 

Por otra parle, es doctrina reiterada de la Corte Supre- 
ma que no puede permitirte la acumulación de beneficios por 
un solo hecho y que, cuando se ha obtenido el concedido por 
una ley especial, en este cuso la ley 4707. no puede perse- 
guirse otro derivado de la ley común. 

Sin perjuHo de lo expuesto y para el supuesto que estima 
poen probable de (pie la tesis de la actora prosperara, niega 
el monto de los da ñus y perj t. icios demandado 1 -- 

Y por todo lo que deja dicho, pide el rechazo de la arción, 
con costas. 

V considerando : 

I. Que habiendo sido opuesta por la demandada falta de 
derecho de la actora a la indemnización civil que pretende por 
haber obtenido el poce de una pensión militar procede en pri- 
mer término tratar esta cuestión, pues se/»'n nea lo que sobre 
ella se resuelva, habrá o no itutivo para pronunciarse sobre las 
demás articulaciones. 

II. Que esta pensión le fué acordada n la actora por 
haberse producido e| accidente en acto de servicio y con 
absoluta independencia de toda otra circunstancia que no se 
refiera al estado militar que revestía el actor. 

III. Que las relaciones del Estndo con los componentes 
de las fuerzas de línea que integran el ejército nacional, están 
gobernadas por la ley 4707 la que prevé el otorgamiento de 
pensión a los deudo* de los militares fallecidos en acto de 
servicio. 

IV. Que habiendo cumplido en este caso el Estado eoti 
la obligación que la ley le impone, nada más pueden reclamar 
contra él los deudos del militar fallecido, cualquiera que sea 
la causa que originó su muerte, pues tratándose de una rela- 
ción regida por disposiciones de derecho público, son inapli- 
cables los preceptos de la lev civil. Así lo ha resuelto la 
Corte Suprema en Palios: 177, 417 y 184, 378. 

Por estos fundamentos fallo: no haciendo lugar a la des- 
manda deducida por doña María Helvecia Braga de Moavro 
contra la Nación por daños y perjuicios. Sin costas dado que 
la aelora pudo creerse con derecho a litigar. — Eduardo A. 
Qrtiz Basualda, 
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Sentencia ni: la CAmala Federal 



Bs. Aires, agosto 2tí do 1ÍÍ46, 

Considerando ¡ 

Que ou lo relativo at recurso de nulidad, interpuesto a 
fs. fi(> contra la sentencia tío fk 4H, se da por desistido, pues 
no ha sido fundado en esta instancia. 

(.¿lie en cuanto a la apelación, basta recordar una vez más 
la jurisprudencia establecida p»r la Corte Suprema que cita 
íA señor Juez a qué sobre la ineóúgtueneia que hay entre el 
poce de una pensiún mil ¡lar obtenida por los derecho habien- 
tes de quien murió en neto de servicio, y un pretendido dere- 
cho a indemnizaeión civil por el mismo motivo. La Corte, en 
efecto, ha declarado que la pensión obtenida por la viuda e 
hijos del causante, "excluye la indemnización fundada en la 
muerte de aquel» ocurrida en acto de servicio' Vl . 177, pág. 
41(í), Y en otro fallo ha dicho que "las leyes militares viden- 
tes limitan la responsabilidad del Estado por la muerte de un 
militar en acto de servicio a una pensión cu beneficio de las 
personas que aquéllas determinan" ft. 184. pá». *i7H ) . Pío es 
posible — ufírogó la Corte en este último caso — transportar 
la cuestión al campo del derecho civil, "desde que éste sólo 
rijxe las relaciones de derecho privado y. sobre todo, porque la 
fuerza de línea de que forman parte y las relaciones de los 
hombres que la integran cutre sí y con ta Nacho se jjobiernan 
por los reclámenlos y ordenanzas que al efecto se dicten por 
el Congreso (art. (u/inc. 23, Coiist. Nacional) y en la medida 
que éste lo establezca. En lo que permiten, vedan o conceden, 
tales leves son irrenunciables, no pudiendo los deudos preten- 
der un* derecho más extenso que el acordado al titular del 
mismo". 

Que el caso citado por el recurrente en su expresión de 
agravios !>5, Fallos; l!)7, 429) no es aplicable al sub-Ute 
porque se refería a una situación muy diversa a la que en éste 
se considera: tratábase de una "ptnsión ferroviaria" vale 
decir, de una situación enmadrada únicamente en el "campo 
del derecho civil" —para emplear las palabras de la Corte 
Suprema — y no regida tan sólo por la ley militar, como ahora 
ocurre. 

Ese eriterio, por lo demás, ha sido reiterado por este tri- 
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banal en los casos de Andrés Sassone y de José Melitón Gui- 
ffu«, resueltos el 6 de abril y el 27 de junio de 1945, que 
fueron confirmado* por la Corte Suprema el 3 de mayo de ese 
año y el 5 do julio de 1946 respectivamente. 

Por estos fundamentos, tos de la sentencia apelada y los 
del Sr. Pisca) de Cámara, confírmase la sentencia apelada de 
fe. 48, sin costas, en esta cansa seguida por doña María Hel- 
vecia Brafra de Moavro contra la Nación, sobre indemnización 
de daños y perjuicios. — J. A. ComtUn Calderón. - Carlos 
Herrera. — Horario (larda tta,ns. 



V vistos los autos "Moavro, María Helvecia Braza 
dé v. la Nación s. indemnización de daños y perjuicios", 
en los que se ha concedido el recurso ordinario de ape- 



lación interpuesto a fs. 65 contra la sentencia dictada 
a fs. Íí2 por la Cám. Federal de la Capital. 

Considerando: 

(Jue, ante todo, ha de tenerse presente para la so- 
lución de esta causa el hecho de gozar la acto ra de la 
pensión a que so refiere el art. 12, inc :i p , del tit. IV, 
cap, TI de la ley 4707 (fs. 22). 

Que esa pensión constituye, según el texto de la 
misma ley (art 12, inc, y su propia modalidad, 
— pues se acuerda aunque el causante falleciere antes 
de los años necesarios para tener derecho a pensión de 
retiro y es superior a ta que se otorga en los casos 
ordinarios, cuando el fallecimiento no ha ocurrido "a 
consecuencia de accidentes o enfermedades contraídas 
en el servicio o en actos de servicio'* — , una prerroga- 
tiva del estado militar. Lo cual quiere decir que a 
quieres la aut orillad competente incorpora al ejército 
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y acuerda dicho estado quedan, en orden a las situacio- 
nes que las leyes rectoras de este último contemplan, 
bajo el redimen por ellas establecido y, consecuente- 
mente, substraídas en todo ello al régimen del derecho 
común mientras una disposición legal expresa no dis- 
ponga lo contrario. 

Que el citado art. V2 f ine, 3«, del tít. IV de la ley 
4707 contempla expresamente la situación de la viuda 
del militar fallecido '"a consecuencia de accidentes... 
en actos del servicio", acordándole "las dos terceras 
partes de la pensión que hubiera recibido el causante 
si en vez de fallecer hubiese pasado a retiro por inuti- 
lización en el servicio", hayan o no transcurrido "los 
años necesarios para tener derecho a pensión de retiro*'. 
La pensión es acordada abstracción hecha de que hubie- 
ra o no mediado culpa o imprudencia del militar en el 
accidente en que perdió la vida. 

Que por la misma razón en virtud de la cual el Esta- 
do debe acordar la pensión aunque el fallecido no hubie- 
re alcanzado el número de años de servicio necesarios 
para tener derecho a pensión de retiro y aunque ei acci- 
dente se haya debido a su exclusiva culpa, la culpa de 
los dependientes del Estado no autoriza a los deudos a 
obtener de este último, fundándose en ella, otro resar- 
cimiento que el que la pensión aludida constituye. Una 
y otra cone'usión responden al carácter de excepción que 
tiene este sistema de pensiones. El Estado toma a su 
cargo la asistencia de la viuda y los hijos del militar 
fallecido en acto de servicio con la liberalidad explicada 
en el entendimiento de que a la condición militar debe 
acordársele, por su naturaleza, dicha prerrogativa. Pero 
esta ile rogación del régimen ordinario de pensiones y el 
de la legislación civil — consistente en acordar pensión 
a los deudos de quien no ha alcanzado derecho a jubila- 
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ción o retiro y de acordar dicha asistencia aunque la 
muerte se deba a exclusiva culpa del fallecido — compor- 
ta Ja derogación correlativa del mismo régimen civil de 
la responsabilidad en orden a las obligaciones del Esta- 
do pensionario» cuando el accidente ocurre por culpa o 
imprudencia de quienes están bajo su dependencia o 
"por las cosas cíe que se sirven o que tienen a su cui- 
dado" <C«il. Civil, art. TU:!, Doctrina do Fallos: 



Que no existe en este caso, a diferencia de lo que 
ocurría en el que se registra en la pág. 429 del tomo 197 
de los Fallos de esta Corte, disposición legal que, con 
respecto al régimen de excepción de las pensiones mili- 
tares de la especie de la que zjoza la nctorn, derogue la 
incompatibilidad de dicho goce con una indemnización 
civil por parte del Estado , e ns i una rio, incompatibilidad 
que es, como queda explicado, propia del régimen alu- 
"% 

Por tanto se confirma sin costas la sentencia ape- 
» de fs. fiL\ 

Antonio Nao a una — F. Hamos 
Mk.tía — T. D. Casares. 



ALFREDO E. KKYNAIM) v. MARTINEZ Y DE FIO RE 

CQNtilITVClOX NACIONAL: ConitittuHonalidad e ineonsMucio- 
nalidaH. Decretos nacionah-.i. Varios. 

El decreto 1 íííS0/4:t, en eniinto establece relia jas en los 
precios tic la locación mi alistante mediar contrato celebra- 
do por escrito, aun interpretado en el sentid» de que la 
rebaja alcanza a los locales pura einematngrnfos, no es vio- 
latorio del art. 17 de la Const. Nacional. 
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Sentencia de la (Jamara de Apelaciones de la Justicia 

de 1*az letrada 

Hs. Aires, agosto 7 di* 1946. 

Y vistos : 
Nulidad ... — 

Apelación : La circunstancia (le que el contrato de Ideación 
que vincula a las partas se refiere a un loeal destinarlo a la 
celebración de espectáculos pú híteos no es causa para excluirlo 
de la aplicación del decreto n* 1580, del 29 de junio de 1043. 
Dice, en afecto, su art. 1* que en él quedan comprendidos "los 
contratos {escritos o verbales, de término le^nl o convencional) 
vigentes o que se celebren para ta locación de ¡iinumh]e.s de pro- 
piedad privada, piezas, cosas, departamentos y tóenles, con o sin 
muebles, destinados a viviendas, comercio, industria o el cjerci- 
l io tic toda otra actividad lícita". Atento a la amplitud de 
estos términos ni por la índole del negocio que en la finen arren- 
dada se explota, ni porque la misma haya sirio entregada con 
los muebles, accesorios propios de aquél, ni en razón de las 
garantías que, respecto a la obligación del i tupi i lino de conser- 
var en buen estado el inmueble haya tomado el propietario 
cabe, por vía de interpretación, introducir exclusiones que las 
claras palabras del decreto no admiten. 

En consecuencia, y debiendo, conforme al artículo citado, 
practicarse la rebaja del precio de la loeaeión sobre el que 
regía al 31 de diciembre de 1ÍJ42, al haber los demandados 
tenido en cuenta, a tales efectos, el contrato vigente en esa 
época y que corre agregado a fs. 8 se ajustaron a lo que en 
derecho correspondía. 

El actor sostiene, como fundamento central y capital de sn 
acción, según términai de su memorial, la inaplicabilidad del 
decreto al caso de autos, alegando para ello que, existiendo con- 
trato escrito para la tocación de que se traía, firmado con ante- 
rioridad a la sanción del decreto, sería inconstitucional, por 
violatorio de los arts. 14. 17 y 28 de la Const. Nacional, modi- 
ficar, en virtud de sus disposiciones, las obligaciones contraídas 
por el demandado. 

La cuestión planteada ha sido ya resucita por la Corte Su- 
prema de Justicia de la Nación, por !o que, «¡endo innecesario 
repetir in extensa los fundamentos expuestos por ese alto tri- 
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bun.il, basta con remitirse a los mismos, citando únicamente 
los que contemplan, precisamente, las argumentaciones del actor. 

No hay en la Constitución derechos absolutos; todos están 
sometidos, en su ejercicio, a regla* y limitaciones indispensables 
para el orden y la convivencia social. 

La Corte Suprema de Justicia en ios autos "Avico Oscar 
Agustín v. De la Pesa Saúl C." (J. A., t. 48. tÍ[)H) lia dicho: 
"Es verdad también que los derechos que el contrato acuerda 
al acreedor constituyen su propiedad, como todos los bienes 
que forman su patrimonio, a todos los cuales se extiende la 
garantía constitucional del art. 17. Pero lo es también que la 
Constitución no reconoce derechos absolutos. Todos están suje- 
tos a las leyes que reglamentan su ejercicio, ooo la única limi- 
tación, uara el Congreso, de no alterarlos en la regulación legis- 
lativa (arta. 14, J7 y 28). Si el derecho de propiedad que emer- 
ge de u n contrato de préstamo es igual, del punto de vista cons- 
titucional, al que se tiene sobre una casa o un campo, u otra 
cosa cualquiera, queda por determinar si el Congreso en uso de 
su facultad de legislar puede modificar el plazo de exigibilidad 
de los intereses (o de los alquileres o arrendamientos), esto es. 
de la renta que el acreedor o el propietario en su caso hayan 
convenido por eon*rato con su deudor, inquilino o arrendatario; 
y si además do ello, puede limitar la renta en uno v otro caso 
I>or razones de bienestar general". 

La sentencia recurrida que declara la ¡^constitucional idad 
de la ley 11.741 se funda especialmente en la doctrina expre- 
sada por esta Corte en el caso " JIorta e./ Harguindeguv'' (Fa- 
llos, t. 137. pág. 47) en el cual se cambió la sostenida anterior- 
mente en la causa "Ereolano c./ Lanteri de Itenshaw" (Palios, 
t. 136, pág. lu'J) qm? se fundó precisamente en la constante 
doctrina mantenida |¡or la Corte Sup. de EE. Üfo de América 
en el caso "Munn ej Illinois" (94 U. S. 113). en los Grangers 
cases (94 ü. S. 155) y en otros, concordantes todos con esas 
decisiones. Esta Corte tuvo en cuenta para cambiar la juris- 
prudencia scutatla en Ion casos "Ercolano e, Lanteri de lien 
shaw", "Eycheon e ./ Páez, Hayes y otro", "Gonadejt cJ 
Campos" (Fallos, t. 136. pág. lfíl y 193) la circunstancia de 
que en el caso "Horta c. ílarguindeguy " existía contrato escri- 
to. con la disidencia del entonces presidente de la Corte Dr. 
Bermejo, (pie sostuvo en todoa los casos — hubiera o no con- 
trato escrito— Ih misma doctrina mantenida por la minoría de 
la Cmte Sup. Norteamericana en la causa "Munn c Illinois", 
fallad» en mai-ai de lh77. que fué expresada por el juez de la 
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Corte Field, y votada también por el juez Strong, contra los 
siete jueces Je la mayoría cuyo voto expresó el juez White. 
Es la misma que, en todo? los fallos anteriores citados en el 
considerando 7°. sostuvo la minoría de esa Corte. Al criterio 
amplio (broadand plennry) del poder de polieía o lorrishición, 
sostenido por la mayoría de esa Corte, desde hace más de un 
s\gUi por Marshall y Jonhson, se opuso siempre el criterio res- 
tringido o literal (narrow or literal) que es el de Blaekstone, 
É^presado lince cusí dos siglas en "Comentarios", que fué el 
sostenido pi, I* minoría de la Corte Sup. de EE, MU. de 
América, hasta en los fallos más recientes sobre las leyes de 
alquileres, decididos en 1921, y de moratoria hipotecaria y fi- 
jaeiún de preeios y utilidades, del corriente año ÍÍK14. referidos 
antes "in extenso". 

"Es indudable que ht ley 11.741 que mime el interés y 
prórroga el plazo para el pago del capital del préstamo pura 
los deudores hipotecarios, es. desd» el punto de vita constitu- 
cional, idéntica a la ley 11.157 que reducía el alquiler de las 
casas y prorropaha el término de su ocupación a favor de los 
inquilinos (existiere o no contrato escrito, como lo sostuvo en 
su disidencia el Dr. Bermejo). 

"Un larpo y meditado estudio de los fallos dictados por 
esta Corte con motivo de ía impugnación hecha a la ley 11.1">7 
sobre alquileres, y do los fallos de la Corte Sup. de los" Estados 
Unidos, que casi siempre han inspirado nuestras decisiones 
cuando se han interpretado los mismos preceptos adoptados 
en nuestra Constitución, nos decide a mantener la jurispruden- 
cia establecida en los casos Ercolano y otros análopos. que 
coincide con la de la Corte de los Estados Unidos de Améri- 
ca, pues la existencia o inexistencia de contrato escrito no 
cambiaba en lo mas mínimo la situación del propietnrio cuya 
propiedad podía continuar ocupada por el inquilino por todo 
el término de la ley, y cuyo alquiler o renta se le restringía 
del mismo modo, 

M La reculación o restricción de los derechos del propie- 
tario de la ley 11.157 en cuanto a la prórroga del plazo y al 
máximo del alquiler que podía ¡obrarse, es. pues, exactamente 
Ja misma; y si ella puede recularse en un caso, también puede 
serlo en el otro. Todo depende del criterio que se sostenga 
acerca del derecho de propiedad y de las leyes 11.157 y 11.741, 
a reputar su uso y poce. De las doctrinas contrapuestas antes 
referidas, aceptamos Ja más amplia, porque ella es la que está 
más de acuerdo con nuestra Constitución, que no ha reconocí- 



FALLO* DE LA COBTB SUPREMA 



do derechos absolutos de propiedad, ni de libertad, sino limi- 
tados por las lcyas reglamentarias de lo» mismos, en la formn 
y extensión que el Congreso, en uso de su atribución legislativa 
(arte. 14, 28 y 67 de la Constitución) lo estime conveniente, 
a fin de «segurar el bienestar general, cumpliendo así, por 
medio de la legislación, los elevadas propósitos expirados en el 
preámbulo". 

También la Corte Suprema de Justicia en los autos "Fe- 
rrari Daniel C. e. Peiti Ramón" (La Ley, t. 35, pág. 788) 
dijo: "Que es. sin embargo, necesario, afrdir (pie la jurispru- 
dencia de esta Corte ha admitido, con carácter excepcional y 
en la medida que lo requiera la atención de superiores iní ere- 
sea generales, que es lícita la sanción y aplicación de leyes con 
alcance retroactivo, aún cuando de esa manera se limite el 
derecho de propiedad de loa habitantes de la Nación. Bu con- 
cordancia con lo dispuesto en el art, 5* del C. Civil — conforme 
al cual "ninguna persona puede tener derechos irrevocable- 
mente adquiridos contra una ley de orden público" — , ha en- 
tendido el tribunal que por vía de ejercicio del poder de 
policía, y en tanto que las medidas adoptadas sean razonables 
y justas en relación a las circunstancias que las han hecho 
necesarias, puede, salvando su sustancia, restringirse y regu- 
larse legalmente los derechos del propietario, en lo que sea 
indispensable para salvaguardar el orden público o bienestar 
general, cuya atención fundamenta esa jurisprudencia. Que 
por la aplicación de esos principios ha declarad" esta Corte 
que, ocurriendo una grave perturbación económica y social, es 
lícita la reducción temporal por el Estado de los alquileres, 
Ja prórroga de los contratos de locación y de las obligaciones 
hipotecarias, como así también ta rebaja del interés de tas 
mismas, como medidas que justifica la emergencia, razonables 
para combatir sus efectos (Fallos, t 172, pág. 21)". 

Por último, aplicando los fundamentos de la doctrina de- 
finitivamente aceptada, el Superior Tribunal, refiriéndose ya 
directamente al Decreto n v 1580 resolvió, en las autos "Castro 
Alfredo II.. su sucesión" (La Ley, t. 41. pág. «73) : "El go- 
bierno de faeto ha podido dictar el decreto n> lo^O del de 
junio de 1943, sobre rebaja de alquileres, dada la grave per- 
turbación económica producida por ta guerra y la crisis de la 
vivienda, de pública notoriedad, que creaba una situación an- 
gustiosa a la población, especialmente a las familias de escasos 
recursos. Que la cuestión desde el punto de vista de la viola- 
ción del art. 17 de la Constitución Nacional ha sido resuelta 
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por la Corte en numerosas casos, en contra de la* pretensiones 
üe? recurrente. lia declinado que cuando ocurre una "rave 
perturbaron económica y social es licita la reducción tempo- 
ral por el hstado de los alquileres, la prórro R a de los contratos 
de locación, de las obligaciones hipotecarias y la rebaja del 
ínteres de las mismas, como medidas razonable^ para combatir 
Jos ^ efectos de la situación de emergencia (Fallos, t. 130, pájr 
bl; t m P-P.21;t. 199. pág. 466; L 203. pág. 491). Ba¡& 
liación"" 111 fl,,ullMÍ * m extenso para rechazar la ¡mpug- 

Desestimada así la inconstitucionalidad opuesta ñor el 
i eiimiulante. correspondo, atento a ios términos de la sentencia 
de I nmera Instancia, examinar ín valide?, de la cláusula XVÍT 
oeJ contrato de fs. 1, 

Los fundamentos acep lados para desechar la impuffnaeiÓn 
formulada contra la validen constitucional del decreto en 
cuestión bastan para imponer la conclusión de la ineficacia de 
Ja clausula de referencia. 

Las razones por las cuales ha sido admitido el valor de 
"* (, ^ r, ' f0 ' ^ mo ^ Je la »«y "157 que en otra época procuré 
solucionar una situación de emergencia análoga, obedecieron 
principal ni ente, a que se estaba frente a disposiciones de orden 
nublrco i|tte. ..un cuando inmediatamente pueden beneficiar a 
particulares procuran en definitiva la satisfacción de un ínte- 
res general y .siendo . lio así resultan aplicables las disposicio- 
nes contenidas en los arte. 21 y S72 del Cód. Civil que prohiben 
a los particulares dejarlas de Jado. Así lo debió haber com- 
prendió el mismo demandante, quien no mencionó expresa- 
mente esa clausula en su defensa, ni siquiera al formular el 
acta de propuesta de fs. 15, resultando de ésta, en eambio, 
como también el escrito de demanda, haber aceptado efectuar 
la deducción proscripta en el decreto n* 1580, aunque oponién- 
dose a otro alquiler que el pactado en el nuevo contrato 

A lo expuesto cabe agregar que la cláusula de referencia 
«■s ii menor a Ja sanción del decreto cuestionado, por lo cual 
no le alcanza la disposición del art. 1* del decreto n» 27 736/44 
.pie. al aceptar convenios sobre precios y plazos de la locación 
se refiere a los realizados o que se realicen en el ful uro, du- 
tanto la vipeneia del decreto n* 1580, siendo evidente que los 
anteriores caían bajo la sanción del art. 12 de este ultimo 
que tos declaraba nulos y sin valor. 

Además debe observarse que la renuncia de referencia, 
según tos considerandos del deercto 27.43K "siein- 
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pre que se acredite la buena fe de ambus partes y la existencia 
(*" beneficios reales y positivos que justifiquen tul excepción", 
no modifica el carácter de orden público de las disposiciones 
videntes, como lo demuestra la circunstancia de que el art. 3* 
faculte al inquilino, "en cualquier tiempo", n dejar sin efecto 
el convenio sin otro requisito que el de una simple notificación 
al locador. 

Por lo expuesto y fundamentos del meditado dictamen del 
Sr. Afrente Fiscal a fs. 48 y declarándose constitucional el 
decreto n* J680 en la parte en que ha sido observado, se revoca 
la sentencia de fs. ól> y se rcehaza en consecuencia, la demanda. 
Coatas por su orden en ambas instancias atento a la natura- 
leza de la cuestión debatida. — Ate ¡muir» A. Ymquez — lio- 
dtilfa P. Miffliorr. 



DirTAv s r m Procituadok General 
Suprema Co té ; 

Con arreglo al escrito de apelación obrante a fs. 107, 
el recurso extraordinario concedido a fs. 114 vta, somete 
a V. E. las siguientes cuestiones, suficientes para fun- 
darlo : 

a) El decreto n' 15f^'43 no pudo modificar váli- 
damente derechos emergentes de un contrato de loca- 
ción, con precio fijado libremente por las partes en es- 
critura pública. 

b) La circunstancia de tratarse del alquiler de uu 
teatro, no destinado a vivienda, haría, udemás, inapli- 
cable el argumento de que mediaron razones de urgen- 
cia para que el Ejecutivo dictase dicho decreto en ausen- 
cia del Congreso. 

El caso motivo de la litis puede concretarse así. En 
mayo de 1033, D. Alfredo E. Roynaud dió en locación 
a los Sres. Sebastián Martínez y Domingo Antonio Di 
Fiore el teatro Porteño de esta ciudad, por cinco años, 
con opción a otros cinco. Durante estos últimos, el pre- 
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cío sería de seis mil pesos mensuales, excepto el mes de 
julio en que se pagarían nueve mil novecientos. La pró- 
rroga a que dicha opción se refirió vencía en mayo de 
1943, Meses antes, locador y locatario celebraron un 
nuevo contrato, a regir entre el V de junio tic 1943 y el 
31 de mayo de 1948, también con derecho a opción de 
otros cinco años. El nuevo precio se fijó uniformemen- 
te en nueve mil pesos mensuales. 

Pagado el importe del primer mes del segundo con- 
venio, los locatarios se acogieron al art. 1* del decreto 
1580/43, sosteniendo que sólo debían pagar el precio 
vigente en diciembre de 1942, o sean, seis mil pesos men. 
suales. El actor, manifestó conformidad en rebajar so- 
lamente el 5 % sobre el alquiler de entonces ; y en 27 de 
julio acudió a la Cámara de Alquileres pidiéndole de- 
clarase que el decreto aludido no era aplicable al con- 
trato de locación del teatro Porteño (fs. 1-5, exp, adm. 
anexo). La Cámara, después de algunas diligencias, re- 
solvió que dicho decreto era aplicable (marzo 3/944, fs. 
29, id.); y mantuvo su decisión al pedírsele revocatoria 
(marzo 15/945, fs. 42 id.). 

Reynaud acudió entonces a la justicia de paz letra- 
da local demandando a Martínez y Di Fiore por cumpli- 
miento de contrato; y como el fallo definitivo (fs. 100) 
ha llegado a las mismas conclusiones que la Cámara de 
Alquileres, trae ahora aquél la controversia a decisión 
de V. K 

De las dos cuestiones a que acá lio de aludir, la se- 
gunda puede descartarse en cuanto se refiere a inter- 
pretación del decreto 1580/43, materia de derecho civil 
no apelable para ante V. E. Interpretarlo, comporta 
el esclarecimiento de si la frase inserta en su art. 1 

"locales, con o sin muebles, destinados a vivienda, 
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comercio, industria, o al ejercicio de toda otra acti- 
vidad lícita", 

Reata entonces la primera. En 204: 359 y 668, V. 
E. ha admitido que el Ejecutivo de farto pudo dictar 
válidamente el decreto 1580/43, sobre rebaja de alqui- 
leres, tal como declaró en otros casos que cuando ocu- 
rre una grave perturbación económica y social, es lícita 
la reducción temporal de los alquileres por el Estado, 
así como ]a prórroga de los contratos de locación, de 
las obligaciones hipotecarias, y lu rebaja del interés de 
las mismas como medidas razonables para combatir los 
efectos de la situación de emergencia {136 : 161; 172: 
21; líK): 466; 203: 456). Obvio es que apreciar si me- 
diaron o no impostergables razones de emergencia, y 
ellas eran extensivas a toda clase de locales, constituye 
cuestión de hecho librada en este caso, como en los cita- 
dos, al recto criterio de V. E. Bajo tal concepto, resulta 
ajena a mi dictamen. Bs. Aires, octubre 4 de 1946. — 



Y vistos los autos "Ki-yuaud, Alfredo E. v. Martí 
nez y de Fio re k. cumplimiento de contrato (# 69.000) ", 
en los que se ha concedido el recurso extraordinario in- 
terpuesto a fs. 107 contra la sentencia dictada a fs. 100 
por la Sala 1' de la Cámara de Apelaciones di* la .Tus 
tifia de Paz Letrada. 

Considerando: 

(Jue procede el recurso extraordinario porque se 
alegó oportunamente la ¡nconstitucionnlidad de algunas 
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lis Aires, 21 de marzo de 1ÍM7. 
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disposiciones del decreto 1580/43 y la sentencia defini- 
tiva de fs. 100 es adversa al derecho que el recurrente 
invoca al amparo de los preceptos constitucionales cuya 
violación se alega. 

Que son dos las alegaciones contenidas en el recur- 
so: V la de que es inconstitucional imponer una rebaja 
en el monto de alquileres determinados en cuanto a im- 
porte y plazo mediante contrato escrito, y 2* la de que, 
en todo caso, el régimen de excepción del decreto citado 
no es aplicable a la locación de que se trata en este jui- 
cio dada la naturaleza y destino del inmueble —un cine- 
matógrafo — y la magnitud del alquiler — $ 9.000.00 men- 
gúales — . 

Que sobre el primer punto esta Corte, apartándose 
de la solución que prevaleció en el fallo de la causa 
"Horta c./ Harguindeguy " (Fallos: 137, 47) invocado 
por el recurrente, declaró en Fallos : 172, 21 no ser vio- 
lato rio del derecho de propiedad la modificación transi- 
toriamente introducida por la ley en las estipulaciones 
contractuales cuando excepcionales circunstancias a las 
que son ajenos los deudores hacen insoportables las obli- 
gaciones contraídas. Y esta interpretación del régimen 
constitucional de la propiedad fué reiterada con motivo 
del decreto que aquí se considera (Fallos: 204, 359) y 
al resolverse una cuestión fundamentalmente análoga 
motivada por la aplicación de la ley 12.771 sobre arren- 
damientos agrícolas (Fallos; 202, 4;>fi). Es, pues, inne- 
cesario repetir aquí las argumentaciones hechas en aque- 
llas oportunidades y en las cuales se contemplaron las 
mismas objeciones que formula el recurrente en esta 
causa. 

Que el segundo no se refiere directa ni indirecta- 
mente al origen del decreto en cuestión. En el capítulo 
respectivo de la interposición del recurso, — fs. 112 vta. 
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a 113 vta.— , no se alega que el gobierno de fado haya 
carecido, en cuanto tal, do facultades para imponer la 
reducción que el actor objeta, sino que la locación en 
tela de juicio no es desde ningún punto de vista de las 
que pudieron justificar la ingerencia legal de excepción 
que el decreto sanciona. ICs decir que el argumento val- 
dría igualmente con respecto al régimen de que se trata 
aunque lo estableciera una ley del Congreso. 

Que si se juzga válida, en razón de excepcionales 
circunstancias, ta alteración por un acto legislativo del 
monto y plazo de las locaciones y no se objeta en tér- 
minos generales la razonabilidad del sistema con suje- 
ción al cual han de hacerse las modificaciones, no pue- 
de pretenderse que la justicia sancione exclusiones par- 
ticulares pues tnnto importaría como juzgar de la bon- 
dad o conveniencia de la aplicación de la ley en cada 
caso Si el texto del decreto comprende a las loca- 
ciones de la especie e importancia de la que aquí se con- 
sidera, (jomo lo resuelve la sentencia apelada en un pun- 
to que no es susceptible ile revisión en esta instancia 
extraordinaria, no pueden los jueces dejar de aplicar 
el sistema de reducciones en razón de que el propósito 
del legislador no tuvo en vista a estas locaciones. Bien 
puede haber sido así, pero lo cierto es que el texto de la 
ley las comprende exprosa e inequívocamente; si no tra- 
duce con acierto el propósito legislativo no son los jue- 
ces quienes pueden poner remedio a esta imperfección 
con ([lie se lo tradujo. 

Que si el sentido <1<» la impugnación es el de que la 
constitucional i dad del régimen del decreto, aunque pue- 
da en todo caso sostenerse con respecto a locaciones pa- 
ra vivienda y de monto muy inferior ut de la que se 
cuestiona en este juicio porque con respecto a ellas cabe 
invocar la existencia do "un hondo problema social" 
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(fs. 113), es decir, la emergencia que justifica la altera- 
ción circunstancial de las estipulaciones contractuales, 
no es sosten i ble tratándose de una locación que no está 
comprendida en la emergencia, pues el problema social 
de la vivienda nada tiene que ver con negocios de la 



ció de las locaciones provenientes de la escasez de locales 
y de la consiguiente elevación desmesurada de los pre- 
cios considerada al juzgar la inconslitucionalidad del 
decreto 1:180/43, comprendía no sólo u los locales para 
vivienda sino también a los destinados a instalaciones 
o actividades comerciales, porque la reducción de los 
disponibles producida por no haber seguido un ritmo 
igual el crecimiento de ta población urbana y las nuevas 
construcciones, afectó como es natural en la misma pro- 
porción a una y otra clase de locales; 2° que siendo así, 
substraer del conjunto de operaciones de la misma espe- 
cie, — locaciones urbanas — , un cierto número de ellas 
en razón de la magnitud del interés en juego sólo incum- 
be al legislador como acto que es de política económica 
y social ; lo único propio de los jueces es la apreciación 
de la constitueionalidad del sistema o procedimiento con 
el cual se pone remedio a la perturbación, y 3* que, por 
último, el régimen del decreto contempla la posibilidad 
de rectificar mediante la intervención de la Cámara de 

la aplicación de la norma general de reducciones puede 
tener en algunos casos particulares, de donde resulta 
que la singularidad de una determinada situación — co- 
mo la que aquí se invoca — no puede alegarse eomo fun- 
damento de una imputación de ineonstitucionalidad he- 
cha al régimen legal de que se trata. 

Por tanto, y de acuerdo en lo pertinente con lo dic- 
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taminarlo por el Sr, Procurador General, se confirma 
en cuanto ha sido materia del recurso la sentencia de 
fs. 100. 

Antonio Sagauna — F. Hamos 
Mkjía — T. D. Casares. 



ARTURO FERRE YRA v, INSTITUTO NACION AI, DE 

previsión yon ai, 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisito* ptópioa, Relación di- 
retta. Sentencias ron fundamenta* no [fíltrale* o federales consenti- 
do*. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario (andado en la 
interpretación del art. 27 de la ley 4:i4f> contra la senten- 
eia que no se basa en ella para hauer hipar a la demanda 
«obre devolución de aportes promovida por el funcionario 
publico que renunció a su cargo, sino en Ja cuestión refe- 
rente a Haber si esa renuncia obedeció a una decisión 
espontánea del actor o a una exigencia do la autoridad 
superior que importó un verdadero despido por no reque- 
rirá mas sus servicios (')- 



ROSENDO J. OLÍ VER v. MUNICIPALIDAD DE ROSARIO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestionen 
no federales. Exclusión de las cuestiones tle hecho. Impuestos y tasan. 

Siendo trrevisíbles por medio del recurso extraordinario las 
conclusiones de hecho del fallo apelado, la Corte Suprema 
debe tonar como base para juzgar si la contribución es o no 
confiseatoria. la afirmación de aquél referente a la Rama 
en que el pavimento aumentó el valor del inmueble. 



(') -IX <li> m¡irzu de HH7, 



DE .fUKTICU DK Ui XM'IÓN 

AFIRMADOS. 



Lu contribución de afirmados que, con exclusión de los 
intereses y del quebranto en la negociación de títulos con 
PM>tivo del acogimiento del deudor a las facilidades di- pa- 
go, supera en $ 204 la valorización de s 1.263 producida 
por la obra pública no es eonfiseatoria. 



Sentencia ui: Sbíi-mu Instancia 

En la ciudad de Rosario, a 14 de setiembre de 1945, se 
reunieron en acuerdo los Sres, miembros de la 1" Sala en lo 
Civil y Comercial de la Cámara de Apelaciones, para resolver 
en los autos: '"Oliver Rosendo Josó v. Municipalidad de Rosa- 
rio — Repetición de pago'*. 

El Dr. Capdet dijo: 

La Municip. de Rosario, a raí/. d<- la.-, obras de pavimen- 
tación construidas en la ealle (ful vez a la altura de Paraguay, 
ejecutó a Da. Joaquina Fi :it de Oliver propietaria del inmue- 
ble situado en la mencionada esquina. Con es* 1 motivo se pro- 
cedió a su remate y ciprio consecuencia dicha señora se vió for- 
zada a pagar, en concepto de pavimento, intereses, costas, etc., 
la cantidad de $ 2.680.38, 1). José Rosendo Oliver. único y 
universal heredero de la Sra. Joaquina, estima que la contri- 
bución (pie se ha exigido a su causante ha sido eonfiscatoria 
y por ende inconstitucional. En tal virtud demanda a In Muni- 
cipalidad de Ros;iri(i con el propósito de (¡ue é"ita sea condenada 
a devolver la suma pagada, esto es $ 2.680,38 y, además, a resar- 
cirlo de los dallan y perjuicios sufridos que estima en $ 3.000. 
La demandada solicita el rechazo de la acción deducida, con 
costas, sosteniendo (pie en realidad la contribución por pavi- 
mento ascendió a $ 1.621,70j, toda vez que no es dable agregar 
en la forma perseguida por e| actor, las cantidades abonadas 
en concepto de intereses, costas, etc. Agrega que no es exacto 
que ¡a contribución exigida haya excedido del beneficio substan- 
cial mente recibido por el propietario y en consecuencia carece 
de fundamento la ¡n constitucional id :ul alegada por el accio- 
nante. Por último, niega la existencia do perjuicios y, más aún, 
que ella deba indemnizarse. El Sr. juez de primera instancia 
considera que la contribución no ha sido eonfiscatoria, vale de- 
cir, ilegal o inconstitucional y sobre esa base rechaza la doman- 
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da con costas. Xo conforme el actor, interpone recurso de ape- 
lación a hs. 7ü vta. Sin embargo, a mi juicio, carecen de funda- 
mento los agravios del recurrente. En efecto : el documento que 
obra a hs. :í del espediente X» 608 caratulado "Municipalidad 
de Rosario contra Joaquina Pont de Oiiver — Cobro ejecución 
de pesos" y I» informado a hs, 41 vta,. de estos ñuto* ponen 
en evidencia que el importe de la contribución por pavimento 
construido sobre la calle Calvez fué en realidad de $ t. 407,69. 
Ni los quebrantos de títulos, ni los intereses derivados de la 
demora en tos pagos de plazos acordados a tales efectos, pue- 
den considerarse parte de la contribución para apreciar su ca- 
rácter frente a la ley o a la Constitución. Así las cosas, la 
prueba acumulada en autos no permite afirmar que el impuesto 
haya excedido sutwtancialmentc del mayor valor adquirido por 
el terreno con motivo de la obra pública, vale decir no se ha 
destruido la presunción de validez o legalidad que fluve de 
toda ley u ordenanza, l*or imperio de la ley, ln doctrina* y la 
jurisprudencia, la contribución especial de mejora no puede 
exceder substancial mente, para que se amolde a fas normas 
jurídica» imperantes sobre la materia, del mayor valor que la 
obra pública le da a la propiedad del contribuyente. Se ha 
dicho substancialmente, porque no es posible exigir precisión 
respecto a una cuestión tan elástica como puede ser Ja aprecia* 
ción de los valores antes y después de realizada la obra. En la 
especie tub-judice tenemos la pericia de hs. 40 y sigtes, que da 
una valorización de $ 1.263 como efecto del pavimento cons- 
truido sobre la calle Gálvez, un impuesto de $ 1.467,6!) y un 
valor de $ 0.972 al inmueble afectado. No contradice dichas 
conclusiones el resultado de la subasta de que informa el expe- 
diente de ejecución, pues si bien allí el inmueble hc vendió 
en $ 3.700 más o menos, no es menos cierto que ello ocurrió 
en 1938, o sea en una época de des valorización con relación a 
la época de la construcción del pavimento (año 1930), según 
surge de los cuadros demostrativos de hs. 30/32; y que. ade- 
más, una ejecución no siempre da en esas circunstancias el real 
valor de Ja cosa. De otra manera: en las ventas forzadas efec- 
tuadas en épocas de depresión económica, las manifestaciones 
de depreciación por regla general se acentúan. En este orden 
de consideraciones pienso que el pavimento sobre la calle Gálvez 
ha valorizado el terreno en una sjma, más o menos, equivalente 
a la contribución que se le exigió a su propietaria con motivo 
de ja obra. No creo necesario entrar a traíar los efectos del 
pavimento sobre la calle Paraguay en el mayor valor de la 
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obra. Por otra parte, a los finos de la confiscatoriedad del gra- 
vamen es menester que la pavimentación de loa distintos frentes 
constituya una unidad, y tal puede ocurrir si la cuestión se 
hace a un ni ¡fimo tiempo y en un mismo juicio con respecto 
al pavimento de las diversas calle» (S, C. La Ley, ~y de julio 
1945). Sin embargo, en la esperto sub judice a estar a lo que 
manifiesta la municipalidad a fe* 103 "con lo pagado en el 
expediente de ejecución N* v 608 se han cancelado las dos cuentas 
de pavimentos", vale decir que el costo del afirmado cons- 
truido en la calle Paraguay frente ni terreno que fué de la 
Sra. de Oliver, y que lo valoriza considerablemente, estuvo a 
cargo exclusivo de la municipal i ciad como una consecuencia de 
lo abonado por 1» contribuyente a raíz del construido sobre calle 
Gal vez, de manera que hay entre uno y otro acto una relación 
que hace en ei< rio nv \> a la uuidtid a que la Corte se ha refe- 
rido; o, si se quier- . que la valorización por efecto del pavi- 
mento construido sobre Paraguay no puede, en este caso, ser 
ajena en absoluto cuando se trata de apreciar la eonf iscatorie- 
dad derivada del pavimento construido sobre la otra calle. Tam- 
poco es necesario entrar a considerar el punto relativo a los 
dañas y perjuicios por cuanto éstos, en su caso, derivarían de la 
ilegalidad de la imposición. Por estas razones y las concordan- 
tes de los memoriales de fs. 59/70 y lUl/KJy voto por la afir- 
mativa. 

El Dr. St/ldim dijo : 

Aunque en un caso anterior hice referencia — si bien inri- 
dentalmente y con relación a las funciones de la Comisión Ase- 
sora de Pavimentos— a la posibilidad de llegar a establecer 
en forma exacta el importe a abonar por cada contribuyente, 
como es lo cierto que lo corriente y lógico, tratándose de afir- 
mados y sin quitar posibles excepciones, es que no puedan llegar 
a reunirse los elementos necesurios para ello, se ha dicho con 
razón, y así lo acepto, que basta con que la contribución estfi 
proporcionada, substancial mente, al beneficio recibido, dado lo 
elástico de la apreciación de los valorea en esta materia. 

Prescindo del hecho do que la municipalidad nada cobra 
al actor por el pavimento construido en la calle Paraguay, pues 
pienso que, de cualquier manera, et cobro motivo de este juicio 
es legítimo, como se desprende de los demás fundamentos del 
voto del Dr. Capdet, al que remito. Voto también, en eonse- 
GOfineia, por la afirmativa. 

El Dr. Lassaga adhiere a los votos que anteceden. 
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A mérito del acuerdo que antecede, la Nata 1* resuelve: 
«un fiimar la sentencia de fs. 73/75 vtu. que rechaza Ta deman- 
da promovida por Rosendo ♦Tosí OH ver contra la Municipalidad 
de K osario, por repetición de pairo, en todas sus partea. Cotí 
«ostaa al actor en ambas instancias. — Cabrio í.<tssar¡a <h). — 
Capdft. — Soldini. 

Dictamen ubl l'RorimAnou Genhual 
Suprema forte: 

Kn esto litigio, la parte adora lia sostenido ser in- 
constitucional una ordenanza de pavimentos dictada por 
la Munieip. de Rosario ; y el fallo definitivo del tribu- 
nal de secunda instancia, obrante a fs. 116 t desestima 
tal impugnación. Procede, pues, el recurso extraordi- 
nario concedido a fs. 121. 

En cuanto al fondo del asunto, limítase a decidir si 
lo cobrado al recurrente por concepto de un pavimento 
construido frente a terreno do su propiedad en Rosario, 
resulta por su monto, confisca! o rio de dicha propiedad. 
Bajo tal concepto el caso quedaría totalmente librado, 
como cuestión de hecho, ai recto criterio de V. E, 

Media, no obstante, una circunstancia especial. En 
el escrito íjuc presentó a V. E, el recurrente a fs. 129, 
insiste en que, demostrado según lo está exceder en 
$ 304.69 el precio primitivo del pavimento (sin intere- 
ses ni costas) n la valorización producida al inmueble 
por la adora» la existencia de tal exceso bastaría para 
condenar a la municipalidad a que devuelva la totali- 
dad de lo cobrado. 

di el á me lies ¡interiores, que no considero posible exigir 
una ^incidencia matemática entre cí precio y la valo- 
rización obtenida por el inmueble, ya que aquél es fijo e 
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inmutable, en tanto que ésta varía con arreglo a fluc- 
tuaciones del valor de la propiedad debidas a múltiples 
causas. Cabe, pues, admitir cierto margen prudencial de 
d i s puridad entre uno y otra. Y he insistido asimismo, 
con gran respeto a la jurisprudencia en contrario de V. 
E., que cuando la ineonstitucionalidad nace del exceso, 
debe declarársela tan sólo en cuanto al exceso so refie- 
ra. Si en este caso, a juicio de V. E., resultara incons- 
titucional exigir al dueño del inmueble un solo centavo 
más de lo que el pavimento valoría» al inmueble, dedu- 
ciríase de ahí que la municipalidad cobró al recurrente 
en el juicio de apremio $ 204.69 más de lo debido, con 
los intereses y costas co ¡ respondientes a tal suma. Eso 
sería, entonces:, lo único que debiera devolver. Bs. Ai- 
res, abril 13 de 194<¡. — Juan Alvarez. 



FALLO DE LA CORTE St TREMA . 

Bs. Aires, 21 de marzo de 1947, 

Y vistos los autos "Oliver, Rosendo José v. Muni- 
cipalidad de Rosario sobre repetición de pago", en los 
que se ha concedido el recurso extraordinario interpues- 
to a fs. 120 contra la sentencia dictada a fs. llfi por la 
Primera Sala en lo Civil y Comervial de la Cámara de 
Apelaciones de Rosario. 

Considerando : 

Que el recurso extraordinario es procedente porque 
se alega la confiscatoriedad de la contribución de mejo- 
ras cuya repetición se demanda y la sentencia definí ti- 

Que las conclusiones de hecho de la sentencia recu- 
rrida son irrevisibles en el recurso extraordinario. Dé- 
bese pues partir al juzgar la eonfiseotoriedad alegada 
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de la afirmación contenida en la sentencia según la cual 
el pavimento aumentó el valor del inmueble en la canti- 
dad de $ 1. 263.000. Y como la contribución de que se 
trata, exclusión hecha, como corresponde, de los inte- 
reses y del quebranto en la negociación de títulos con 
motivo del acogimiento a las facilidades de pago, impor- 
ta $ 1.467,69 el exceso de ella sobre la valorización es 
de $ 204,69. El recurrente reconoce, por lo uemás, la 
existencia y exactitud de la prueba relativa a este hecho 
(fs. 130 y vía.). 

Que de una contribución de mejoras cuyo importe 
supera en $ 204.6Í) la valorización do $ 1.263.00 produ- 
cida por la obra pública respectiva no puede decirse 
que excede substancialmcntc el beneficio local que deri- 
vó de esta última (Fallos: 138, 161; 180, 405, entre 
otros). La alegación de confiscatoriedad no es, pues, 
atendible, aunque se prescinda de la corroboración que 
aporta la circunstancia de haberse beneficiado también 
el inmueble con el pavimento de la calle Paraguay por 
el cual no se hace cargo al propietario según expresu 
manifestación de la demandada a fs. 103. 

Por tanto se confirma en cuanto ha sido materia del 
recurso la sentencia de fs. 116. 

Axiunio Sagahna — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares, 



JOAQUIN MARTIN v. DOMINGO NICORA 

CONSTITUCION NACIONAL: Canstitutionalidad e incan*tüuño- 
nalidad. Decretos nacionatr-t. Varios. 

Habiéndose reconocido y declarado por la ley 12.948 la 
validez y obligatoriedad del decreto 32.347/44 relativo 
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a la creución ríe tos tribunales de la justicia del trabajo 
con efecto retroactivo a la fecha de la publicación del mis- 
mo y sin interrupción alalina desde entonces, lo que no es 
constitución ahin' tito uhjetablc por tratarse de normas de 
derecho público contra las que no existen derechos adqui- 
ridos, corresponde rechazar la impugnación fundada en la 
inconstitucionalidad de dicho decreto por razón de su ori- 
fico, eomo también las objeciones basadas en los arts, 17, 
í)5 y concordantes de la < 'onst i t uc ión y en la designación 
de los jueces por el gobierno de facto. 

CONSTITUCION NACIONAL: Itrn.kw y //amuiia*. Ih-fntm fn 
juicio. I'rocfdhnimio y sentencia. 

La cireunstuneia de que el procedimiento sea sumario, re- 
duzca los términos procesales, la calidad y número de las 
defensas y los recursos y suprima la segunda instancia para 
los pleitos menores de mil pesos, eomo lo dispone el de- 
creto n" 32347 sobre creación de los tribunales de Ja jus- 
ticia del trabajo, no basta para constituir una violación de 
la defensa en juicio si esas disposiciones no han impedido 
efectivamente el ejercicio de ese derecho en el cano con- 
creto. 

CONSTITUCION NACIONAL: //frer/ro* y garantía*. Igualdad. 

El principio de la igualdad no resulta violado por la crea- 
ción de un régimen distinto del judicial ordinari. -ira los 
causas referentes al derecho del trabajo, en tan *c orga- 
nice de manera razonable v compatible con lo» -it redros y 
garantías constitucionales, como el que establee - el decreto 
n* 32.347/44. 




Suprema Corte : 

Por sentencia de fecha 31 de agosto ppdo., uno de 
los jueces de primera instancia del trabajo creados por 
decreto n* 32.347/44 del P. E. de facto condenó a D. Do- 
mingo Nicora a pagar a D. Joaquín Martín, dentro del 
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término de cinco días y con costas, la cantidad de 
| 227,86 en concepto de indemnizaciones de despido y 
falta de preaviso. Contra ese fallo se trac alio ra a 
V..E. recurso extraordinario (fs. 34 vta.), fundado en 
que: 

a) El P. E. df fací o careció de facultades para 
modificar por decreto la ley n ¥ 11.924, con arreglo ¿i la 
cual hubiera debido conocer en el asunto la justicia de 
paz letrada. 

b) El procedimiento establecido por dicho decre- 
to para los trámites del litigio resulta violatorio de la 
libertad de defensa garantizada por la Constitución. 

Atento lo resuelto por V. EL en el caso ' 'Picherna 
v. D'Arienzo y Gucrrini" con fecha 26 del corriente, 
el recurso extraordinario debe conceptuarse admisible. 

Acerca del primer argumento, la sentencia apela- 
da establece que si bien con arreglo a las acordadas de 
V. E. transcriptas en 108: 290 y 196: 5, el P. É. de fado 
no dispuso de facultades legislativas ilimitadas, en este 
caso se trataba del cumplimiento de fines de la revo- 
lución del 4 de junio de 1943 ajustados al plan de la 
Constitución Nacional, y además, la creación de los tri- 
bunales de trabajo correspondió a una necesidad im- 
postergable. Por tales motivos, conceptúa válido el 
decreto 32.347/44. 

Que nuestro estatuto fundamental persiga entre 
otros propósitos los de consolidar la paz interior y pro- 
mover el bienestar general, está fuera de duda; y es 
igualmente indiscutible que la ley n' 11.723, sanciona- 
da hace alrededor de doce años, al aprobar el Pacto 
de la Sociedad de las Naciones hizo suyas las solemnes 
declaraciones del Tratado de Versailles en lo relativo 
a organización del trabajo. Entre ellas se cuentan las 
de que la paz universal sólo puede fundarse en la justi- 
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cía social, y que dicha paz peligra al mantenerse condi- 
ciones de trabajo que impliquen injusticia, miseria, pri- 
vaciones y descontento para muchas personas. En 
idéntica orientación so inspiraron las leyes 11.726, 
11,727 y 12.232, que ratifican convenios adoptados en 
Washington, Genova y Ginebra por la Organización In- 
ternacional del Trabajo, así como la 12.631 relativa a 
accidentes, y otras más. Por otra parte, el decreto alu- 
dido, que comporta una medida de carácter general, 
invocaba el propósito de acelerar y abaratar la trami- 
tación ck> los pleitos surgidos de las relaciones cutre el 
capital y el trabajo ; y es notorio que cuenta entre sus 
antecedentes argentinos un proyecto presentado en ju- 
nio de 1ÍHK3 por el diputado del Barco sobre tribunales 
de conciliación, y varias tentativas similares propues- 
tas ulteriormente por legisladores o por el P. E, cons- 
titucional, que no llegaron a ser leyes. Obvio y claro es, 
asimismo, que con arreglo a los ines. 17 y 27 del art. 67 
de la Constitución corresponde al Congreso, en su ca- 
rácter de legislatura local, establecer tribunales en el 
territorio de la Cap. Federal y ejercer sobre el mismo 
una jurisdicción exclusiva. 

Resta, entonces, como única cuestión a dilucidar, 
si por razones de urgencia estuvo facultado el P. E. 
de fado para crear tribunales de trabajo actuando co- 
mo legislatura local de la Capital; y a este respecto nin- 
guna luz arroja la acordada que dictó V. E, en 4 de 
julio del corriente año al negarse a tomar juramento, 
por razones puramente procesales, a los miembros de la 
Cámara de Apelaciones del Trabajo. Conforme lo ten- 
go expresado en 200: 181 y otros dictámenes, las acor- 
dadas de V. E. en 158: 290 y 196: 5 no reconocieron al 
P. E. de fado facultades legislativas ilimitadas. 

Ahora bien: ¿los tribunales del trabajo eran im- 
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prescindible» a tal punto el 30 do diciembre de 1944, 
que se impuso su creación por decreto f 4 Fue razonable 
esperar disminuyeran mediante esa medida tos peli- 
gros pava la paz social existentes entonces! Ai. '^as 
cuestiones lo son de hecho, y como tales, ajenas a mi 
dictamen conforme lo tiene reiteradamente admitido 
V, E. No se refieren a la interpretación de texto cons- 
titucional o legal alguno, y por ello quedan libradas 
totalmente at prudente y recto criterio de la Corte. 

En cnanto al segundo fundamento del recurso, o 
sea si el sistema procesal establecido eti dicho decreto 
es inconciliable con las garantías que la Constitución 
acuerda al derecho de defensa, considero debe ser de- 
sechado. Abreviar los trámites y suprimir apelaciones 
buscando mayor rapidez y eficacia, no presupone impe- 
dir la libertad de defensa. A tal respecto, nada podría 
agregar a las consideraciones que sirven de base al 
fallo apelado. Bs. Aires, octubre 29 de 1945. - Juan 
Alvares. 

FALLO PF LA CORTK SUPREMA 

Bs. Aires, 24 de marzo de 1947. 

Y vistos los autos "Martín Joaquín v. X i cu ra Do 
mingo, indemnización por despido en los que se lia 
concedido al demandado el recurso extraordinario. 

Considerando : 

Que por ley n» 12.948, publicada en el Boletín Ofi- 
cial de fecha 6 del corriente, el gobierno regular que 
sucedió al gobierno dv, fado surgido de la revolución 
del 4 de junio de 1943 ha dispuesto que " continuará en 
vigor con fuerza de ley, a partir de la fecha tic su gm- 
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blieacíón, el decreto-ley 32.347... dictado el 30 de no- 
viembre de 1944, relativo a la creación de los tribunales 
de] trabajo'*. 

Que los antecedentes de la sanción de dicha ley 
(mensaje deí P. K. del 23 de julio de líHti, publicado en 
el diario de sesiones de la Cámara de Senadores del 24 
de ese mes y año, pág. 348, por el que se solicita 4 'la rati- 
ficación legislativa" del decreto; despacho de la comi- 
sión respectiva de dicha cámara publicado en la pág. 
1140 del diario de sesiones del 29 de agosto ppdo.; 
discusión del mismo, que puede verse en la pág. 1171 
y sigtcs; y despacho y discusión del proyecto en la 
Cámara de Diputados, págs. 7652 y sigtes. del respec- 
tivo diario de Besiones del 22 de enero del año en cur- 
so) ponen de manifiesto que el Congreso ha reconocido 
y declarado la validez y obligatoriedad del mencio- 
nado decreto, como si hubiera sido una ley, con efecto 
retroactivo a la fecha de la publicación del mismo y 
sin interrupción alguna desde entonces. 

Que en pronunciamientos anteriores esta Corte 
Suprema ha admitido la validez de leyes referentes a 
decretos dictados por los gobiernos de facto en materia 
de derecho público, en cuanto no alterasen los derechos 
adquiridos o no importaran la aplicación de normas pe- 
nales con carácter de W post facto (Fallos: t. 169, pág. 
309; t. 173, pág. 311; t. 179, pág. 408; t. 204, pág. 345). 

Que en cuanto a ese aspecto nada se opone a la va- 
lidez de la ley n v 12.948, desde que establece normas 
procesales de orden público contra las cuales no existen 
derechos adquiridos a ser juzgado ante determinado 
tribu nal y con arreglo a formalidades también deter- 
minadas. Así lo ha resuelto desde antiguo esta Corte 
Suprema en numerosos pronunciamientos (Palios: i 
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95, pág. 201 y loa allí citados; t. 181, pág. 288; t. 187, 
pág. 4Í>1; t. 193, pág. 192; t. 202, pág. 239). 

Que, por lo tanto, la impugnación fundada en la 
inconstitucinnalidod del deereto n v 32.347/44 por razón 
de su origen debe ser desestimada. Y, desde luego, ad- 
mitida In validez del mencionado decreto» desaparecen 
las objeciones fundadas en los arts. 17 y 95 y concor- 
dantes de la Const. Nacional, puesto que los jueces de 
los tribunales del trabajo designados por el P. K. Na- 
cional estaban, en cuanto a su nombramiento y desem- 
peño de sus funciones, en igual condición de los jueces 
de los demás tribunales designndos también por el go- 
bierno de fado (conf r. doctrina de Fallos : t. Ió4, pág. 
192). 

Que lo mismo debo decidirse con respecto a las ob- 
jeciones fundadas en los arts. 16 y 18 y concordantes 
de la Const Nacional, de acuerdo a lo resuelto por 
esta Corte Suprema en la causa Julio L. García v. Do- 
mingo Nieora, fallada el 19 de junio de 1946 (Fallos: 
t. 205, pág. 68) cuyos fundamentos so dan aquí por re- 
producidos para evitar repeticiones innecesarias. 

En su mérito, atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, confírmase la sentencia apelada 
en lo que bn podido ser materia del recurso extraor- 
dinario. 

Antonio Sagabna — B. A. Na- 
za£ Anchoiiena — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares (sc- 
tfún su voto). 
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Voto del Sb. Ministro Dr. Tomás D. Casares 
Considerando : 

Que por la ley a* 12.948, publicada en el Boletín 
Oficial do fecha 6 del corriente, el gobierno regalar que 
sucedió al gobierno de facto surgido de la revolución 
del 4 de junio do 1943 ha dispuesto que "continuará 
en vigor con fuerza de ley, a partir de la fecha de su 
publicación, el decreto-ley 32.347... dictado el 30 de 
noviembre de 1944, relativo a la creación de los tribu* 
nales del trabajo". 

Que los antecedentes de la sanción de dicha ley 
(mensaje del P. E. del 23 de julio de 1946, publicado 
en el diario de sesiones de la Cámara de Senadores del 
24 de eso mes y ano, pág. 348, por el que se solicita "la 
ratificación legislativa" del decreto; despacho de la 
comisión respectiva de dicha cámara publicado en la 
pág. 1140 del diario de sesiones del 29 de agosto ppdo,; 
discusión del mismo, que puede verse en la pág. 1171 y 
sigtes.; y despacho y discusión del proyecto en la Cá- 
mara de Diputados, págs, 7652 y sigtes. del respectivo 
diario de sesiones del 22 de enero del año en curso) 
ponen de manifiesto que el Congreso ha reconocido y 
declarado la validez y obligatoriedad del mencionado 
decreto, como si hubiera sido una ley, con efecto retro- 
activo a la fecha de la publicación del misino y sin in- 
terrupción alguna desde entonces. 

Que de acuerdo con lo expresado en el voto en di- 
sidencia de la acordada del 2 de abril de 1945 respecto 
a la validez de los decretos-leyes emitidos por un go- 
bierno de facto , luego de constituido el gobierno de 
jvre, es decir, "que si hay actos de un gobierno de facto 
que pueden tener valor de leyes — posibilidad sosteni- 
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da on el voto en disidencia de la causa "Municipalidad 
de ta Ciudad de Buenos Airea v. Carlos M. Mayor"— 
es la esencia de ellos et tenerlo mientras no sean de- 
rogados de la íiniea manera que puede serlo una ley, 
es decir, por otras leyes (art. 17 del Cód. Civ. que tra- 
duce una norma jurídica de valor universal)" (Fallos: 
t. 201. págs. 24,"! y 281), debe desestimarse la impugna- 
ción fundada en la ínconstitucionalidad del decreto 
.12.347/44 por razón de su origen. 

Que admitida la validez del mencionado decreto, 
desaparecen las objeciones fuudades en los arts. 17 y 95 
y concordantes de la Const. Nacional, puesto que los 
jueces de los tribunales del trabajo designados por el 
P. E. Nacional estaban, en cuanto a su nombramiento 
y desempeño de sus funciones, en igual condición que 
los jueces de los demás t ribunales designados también 
por el gobierno ttr fuctt, (confr. doctrina de Fallos: 
154, 192), 

Que lo misino debe decidirse con respecto a las 
objeciones fundadas en lo* arts. 16 y 18 y concordantes 
de la Const. Nacional, de acuerdo a lo resuelto por esta 
Corte Suprema en la causa Julir L. García v. Domingo 
Nicoru, fallada el 1!» de junio de ÜMO (Fallos: t. 205, 
pátf. (¡8) cuyos fundamentos se dan aquí por reprodu- 
cidos para evitar repeticiones innecesarias. 

En su mérito, atento lo dictaminado por el Sr. 
Proc urador General, ron firmase la sentencia apelada en 
lo que lia podido *-¡er materia del recurso extraordinario. 



Tmi is I), Casauks. 
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l' AJELOS [I, KolíNILM) v. Vía JTALO A Ií(! ENTINA 1>E 

KLEtTKH'IDAD 

CONSTITUCION sWWW.XAL; Cnustitm hnalM ? iHcontítuch- 
na\\tU\d* Lrt/es ntiviauálvH. Comí) tlf. 

[jas modificaciones introducidas »l tvpimeii cíe la provisión 
social por la ley 12,647 y Jos decretos ratificados por la 
ley 12.92]. que si bien mantienen el principie de Ja no acu- 
mulación de beneficios exceptúan expresamente los casos 
previstos por las leyes í)6H8 y 11.72», han hecho desapare- 
cer eJ carácter excepcional de Ja doble carp» que, por con- 
cepto de la respectiva ley de j ululaciones y de la ley 11.729. 
untes recaía únicamente sobre algunos emplea dores. En Ja 
actual idad lio es. pues, admisible la impugnación de Ja 
ley 11.72!) fundada en el art. 16 de la Const. Nacional y 
en la circunstancia de que el patrón demandado realiza 
aportes a la respectiva caja de jubilaciones. 

i 

FALLO ÜE LA CORTE SUPREMA 

Hk. Airea, 24 de marzo de 1947. 

Y vistos: El recurso extraordinario deducido por 
la Compañía Italo Argentina de Electricidad contra la 
sentencia dictada por la Justicia del Trabajo de la Ca- 
pital, .Juzgado n v 15, en el juicio que le sigue Carlos 
Hugo Kornillo sobre indemnización de despido; 

( íonniderándo ¡ 

(¿ue la sentencia apelada condena a la recurrente 
al rJago de la indemnización por- despido por aplicación 
del art. 157 del Cód. de Comercio, modificado por la 
ley 11.729, y la demandada interpone recurso extra- 
ordinario, sobre cuya procedencia ya se ha pronunciado 
ia ( -orto a fs. 60, fundada en que las relaciones del actor 
con ella no están regidas por el Cód. de Comercio sino 
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por la ley 11.110 y que la interpretación que hace apli- 
cable al caso el código citado es contraria al art. 16 
de la Constitución Nacional por cuanto la obliga a 
soportar una dohlc carga, el «porte de la ley 11.110 y 
la indemnización del Código. 

Que la única cuestión a resolver en el caso es la 
de si la obligación de pagar las indemnizaciones esta- 
. blecídas por el Cód. de Comercio para el caso de despi- 
do, cuando se trata de obreros sometidos al régimen de 
la ley 11.110, es violatoria del principio de igualdad 
del impuesto y de las cargas públicas establecido por 
el art. 16 de la Const. Nacional. 

Que la Corte ha tenido oportunidad de pronunciar- 
se al respecto y partiendo de la base de que "la acu- 
mulación de beneficios por las leyes de previsión social 
debe ser desechada como contraria al espíritu y a la 
base económica de nuestra legislación" ha resuelto el 
punto por la afirmativa —Fallos: 179, 113? 188, 237—. 
La doble obligación excepcional para algunos emplea- 
dores creaba la desigualdad. 

Qye las numerosas modificaciones introducidas 
posteriormente al régimen de la previsión social, tanto 
por la ley 12.647 que motivó el fallo de 190, 189, como 
por los decretos del gobierno de facto t ratificados por 
el Congreso, ley 12.921, obligan a un nuevo estudio de 
la cuestión, ya que el primer deber es dar pleno efecto 
al propósito del Poder Legislativo, salvo cuando eBe 
propósito o el medio empleado sean violatorios de la 
Const. Nacional. 

Que la ley 12.647 estableció que la indemnización 
acordada por la ley 9688 uo excluía ni suspendía ningu- 
no de los beneficios establecidos por las leyes de ju- 
bilaciones, pensiones y subsidios, y los decretos del 
gobierno de facto, ratificados por la ley 12.921, al or- 
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ganizar la Caja Nacional de Jubilaciones, Pensiones y 
Subsidios de Periodistas creada por la ley 12,581, al 
instituir el régimen de previsión para el personal de 
ejomcrcio, actividades afines y civiles, al organizar la 
sección do la ley 12.612 del Instituto Nacional de Previ- 
sión Social para el personal de la industria y afines, al 
instituir el Estatuto del Personal Administrativo de 



la Corte, exceptuando las prestaciones y beneficios es- 
tablecidos por las leyes 9688 y 11.729, los estatutos 
profesionales complementarios y demás disposiciones 
legales que rigen los contratos de trabajo — confr. de- 
cretos : níims. 14.535/44, art. 92; 31.6(15/44, arts. 57 y 
58; 6395/46, arts. 77 y 78; 13.937/46, arts. 80 y 81; 
13.839/46, art, 13—. Al crear el Instituto Nacional de 
las Remuneraciones, decreto n p 33.302/45, también se 
establece, art. 73, que sus disposiciones no excluyen 
ni suspenden ninguno de los derechos establecidos en 
favor do los cmpluudos y obreros en la ley 11.729 y en 




toda otra disposición legal que les otorgue mayores 
beneficios. 

Que resulta, así, que el legislador, manteniendo el 
principio general de la no acumulación de beneficios, 
establece, también con carácter de generalidad, excep- 
ción en los casos del Cód. de Comercio y de la ley 9688. 
Desaparece, por lo tanto, la doble carga excepcional 
para ciertos empleadores y, en consecuencia, la viola- 
ción del recordado art. 16 de la Const. Nacional. El 
principio de igualdad, ha dicho la Corte, no es otra cosa 
que el derecho a que no se establezcan excepciones o 
privilegios que excluyan a unos de lo que se concede 
a otros en iguales circunstancias, creando distinciones 
arbitrarías, injustas u hostiles contra determinadas 
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personus o categorías — Palios: lí)!í, 149 y los allí ci- 
tados. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General de la Nación, se confirma la sen- 
tencia apelada en cuanto ha podido ser materia del re- 
curso extraordinario. 



ÜÉSitmxriA i>k fvsh amentos del Sk. Mixistko Dil 
I>. Tomás 1>. Casaiees. 

Considerando ¡ 

Que el recurso extraordinario inteipuesto a fs. 32 
y declarado procedente a fs. 60 se furnia en que si la 
ley n° 11.729 obliga a las empresas comprendidas en el 
régimen de la 11.110 es inconstitucional (art. 16 de la 
Const. Nacional), porque duplica el gravamen que para 
el mismo fin, — indemnización por despido o cesantía — , 
les impone esta última cuyo art. 18 contempla situa- 
ciones análogas a las que comprende la primera. Este 
es, pues, el único punto que en la oportunidad de este 
recurso debe considerarse. 

Que la recurrente no dcsconoee la circunstancia de 
no tener el actor derecho a ninguno de los beneficios 
que acuerda la ley 11.110 por no haber transeurrido el 
plazo establecido por el art. 2 de la misma. 

Que ello no obstante alega la inconstitucionalidad 
explicada porque esa falta de derecho no proviene de 
que ella haya omitido hacer los aportes que la ley 11.110 
le impone y, en consecuencia, si sv resolviera la cues- 
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tión atendiendo a que, do acordarse la indemnización 
demandada, no habría acumulación de beneficios por 
parte del actor, se la resolvería con prescindencia de la 
fase de ella que concierne a su derecho. 

Que el art. 18, inc. 1*, de la ley 11.110 acuerda a 
los empleados u obreros en ella comprendidos una in~ 
demnización por despido de naturaleza substancialmen- 
te análoga a la que se establece en el art. 157 del Cód. 
de Comercio reformado por la ley n* 11.819; pero los 
dos regímenes difieren en cuanto al tiempo de servicios 
requerido para tener derecho al resarcimiento. La ley 
11.729 lo acuerda "en todos los casos de despido*' a 
partir de su vigencia y sin supeditarlo a ninguna clase 
de acogimiento, mientras que según el art. 2 de la 11.110 
"ninguno de Jos beneficios concedidos por ella le serán 
acordados {al empleado o al obrero) sino después de 
haber transcurrido tres años desde la fecha de haberse 
acogido a dicha ley". 

Que ello se debe, entre otros motivos, a que los be- 
uef icios de la ley 11.110 se acuerdan por intermedio de 
la Caja que la misma crea; la responsabilidad del em- 
pleador es indirecta, pues no se hace efectiva en opor- 
tunidad de producirse cada una de las situaciones que 
la ley contempla sino mediante aportes periódicos en 
proporción al monto de lo abonado en concepto de suel- 
dos o jornales, destinado*; a integrar el fondo con el 
cual atenderá la Caja, no el empleador, el pago de los 
beneficios. Es obvio que esa posibilidad no puede exis- 
tir sino después de un cierto tiempo de esa contribución 
periódica. La ley 11.110 lo calculó en tres años. Lo 
aportado por el empleador durante esos tres años tiene, 
pues, por objeto o finalidad la constitución de un fondo 
destinado a solventar beneficios que van a nacer al 
cabo de dicho plazo. Si una ley posterior considera ser 
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de justicia que, en razón de su naturaleza y de su cau- 
sa, uno de dielios beneficios, — el de la indemnización 
por despido—, no so subordine al incumplimiento del 
plazo aludido ni de otro ninguno e impone al emplea- 
dor la obligación de solventar el resarcimiento dis- 
puesto de modo directo e inmediato en cada caso, los 
pagos hechos por él en este concepto a favor do los 
obreros y empleados comprendidos en el régimen de la 
ley 11.110 pero respecto a los cuales no ha transcurri- 
do el plazo de tres anos, no importan duplicación de la 
carga que esta última ley le impone, puesto que corres- 
ponden a situaciones distintas. Los aportes impuestos 
por la ley 11.110 son, durante el plazo aludido, la in- 
tegración, mediante cuotas periódicas, del importe bá- 
sico necesario para comenzar a atender el pago de los 
beneficios que la misma acuerda. En lo que a despidos 
se refiere esa contribución tiene su razón de sor en los 
que evcntualmente se produzcan después de los tres 
años. Si otra ley posterior acuerda derecho a indemni- 
zación por el mismo motivo a los mismos empleados, 
pero con prescinde n cía de ese plazo, quiere decir que 
lo acuerda con prescinde ncia deí régimen de la ley en 
que el plazo se establece; esto es, que contempla, como 
se dijo precedentemente, situaciones distintas de aqué- 
llas para las cuales esta última legisla e impone la 
contribución del empleador a que se ha bocho referen- 
cia. Que considerada en sí misma la nueva obligación 
sea susceptible de objeciones constitucionales, es cues- 
tión no planteada en este recurso; y sobre la cual, por 
lo demás, se ha pronunciado esta Corte en Fallos: 179, 
It'í en el sentido de la constitueionalidud ; aquí sólo so 
la objeta alegando (pie para la finalidad que la deter- 
mina ya soporta el recurrente el gravamen impuesto 
por la ley 11.110. La finalidad os t abstractamente con- 
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siderada, la misma, pero no en concreto, pues se refie- 
re a un caso para el cual no ha hecho la demandada 
aporte ni contribución alguna. Y por lo mismo no hay 
tampoco desigualdad entre la demandada y los demás 
empleadores comprendidos en la ley 11.729, pero no en 
la 11.110 puesto que el primero está obligado a las in- 
demnizaciones de la ley 11.72Í) mientras se trate de 
obreros o empleados a los cuales no alcancen los bene- 
ficios de la 11.110, es decir, que está obligada respecto 
a una situación de dichos dependientes, — la que tie- 
nen antes de cumplirse los tres años — , para lo cual no 
están destinados los aportes que lo impone la ley 11.110. 

Por tanto, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General, se confirma la sentencia apelada 
en cuanto ha sido materia del recurso, declarándose 
que la obligación de indemnizar el despido en los tér- 
minos de la ley 11.729 de obreros que, si bien afiliados 
a la Caja de la ley 11.110, para la cual hace los debidos 
aportes su empleador, no tienen derecho al beneficio 
del ine. 1" del art. 18 de la misma por no haber transcu- 
rrido los tres años a que se refiere el párrafo final 
del art. 2*, no es violatoria del art. l(i de la Const. 
Nacional. 

Tomás D. Casarks. 



MARGARITA GIROLA DE BARSART v. MUNICIPALI- 
DAD DÉ FORMOSA 

HKCUltSO RXTRAOlWIiXAIilO: Requisito* propio*. Cuestiones 
no fedérale», interpretucióu tic normas y actos comunes. 

hn tlenepuciún de una medida de no innovar os por lo 
comiln, infiiitwrptible de recurso extraordinario ('). 



(i) 25 ilt» marvM de 1D47. FíiIIoht M\. 
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AUTO DE NO INNOVAR. 

El principio qu« no admite las medidas de no innovar 
respecto dp netoH administrativos, fundado en la presun- 
ción de valido/ de tos mismas, es de estricta aplicación 
mandil se trata (le medida de policía, basadas en razones 



MOISES TGBAL. Y EZUA v. AI1XAK NAIIAI'.EDIAX 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* jtropios. Cwstione* 
no fedérale?. Interpretación de norma* y actos camunes. 

Los decretos, uros. l'tSf) y l~>.51f> son de derecho común 
y no procede el recurso extraordinario contra la sentencia 
que tiene suf ¡uiente fundamento en la interpretación de 
ellos (*\. 



ENRIQUE K1MNAZOLA v. H. A. Vía. SANSI.NENA 
RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Limiten del pramuu 

El pronunciamiento de la Corte Suprema cuando conoce 
por vía del recurso extraordinario debe versar sohre las 
cuestiones mantenidas en la instancia de las oportuna- 
mente planteadas en autos, limitándose a las impiifrnaeio- 
nes concretamente fundadas ante ella, 

CONSTITUCION NACIONAL: Canstitucionalidad r incotwfiíucw- 
naJidad. Decretos nacionales. Varios. 

El art. 4 ti el decreto :í2.íí47/44 no vulnera las jurisdiccio- 
nes provinciales por la opción que admite para demandar 



de 





(1) Fiillo*: Míi. 

(3) 26 4» nurw de 1947, 
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Dictamen \m. Procurai>ok Gkneral 
Suprema Corte: 

Conformo a lo resuelto en un caso similar **Bar- 
bierí v. Talleres Metalúrgicos Santa Rosa S. A.'\ (ju- 
lio V ppdo,), corresponde declarar mal concedido a fa. 
56 el recurso extraordinario interpuesto a fs. 54. — Bs. 
Aires, agosto 20 de 1946. — Juan Alvare.z. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 26 de marzo de l!H7. 

Y vista la precedente causa séguidu por D. Enrique 
Spinazola contra la Cía. Hansiuena ¡S, A. Frigorífico 
41 La Negra", sobre despido, en la que se ha concedido 

el recurso extraordinario a fs. 56. 

• ■ 

Y considerando: 

(¿ue el recurso extraordinario interpuesto a fs. 54 
lia sido bien concedido a t's. 56 por no haberse resuelto 
en la especie la cuestión referente a la inconstituciona- 
lidad del art. 4 V del decreto por razones de de 

reeho común como ocurrió en el precedente de Fallos : 
¿05, 168 y otros análogos. 

Que de acuerdo a los términos del memorial de fs. 
60 y a la jurisprudencia según la cual el pronuncia- 
miento de esta Corte debe limitarse a las cuestiones 
mantenidas ante la misma de las oportunamente plan 
toadas en autos —Fallos: 19í>, 466 y los allí citados- 
es la constitucionalidad del art. 4» del decreto 32.347, 
el único punto sobre <]ue debe versar el pronuncian! i en 
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to del tribunal. Y ello con referencia a la sola impug- 
nación concretamente fondada, a saber que la validez 
del precepto mencionado afecta la "absoluta intangi- 
hilidad de las jurisdicciones provinciales" que garanti- 
zan los arts. 5, 7, 18, ."11, ti7, inca. 11, lUij y concordan- 
tes de la Const. Nacional en cuanto admite la opción 
entre los jueces del lugar de prestación de los servicios 
y celebración del «intrato y del domicilio del deman- 
dado. 

(¿ue si bíeu es exacto que las provincias se dan j an- 
sí solas sus propias instituciones y organizan, sus po 
deres — Idilios: 1!»4, :S17 ; 20;>, 60 y otros — y que les 
corresponde la aplicación de las leyes comunes ruando 
las personas o las cosas rayeren bajo sn jurisdicción — 
Kallos: 187, 7íí y los allí citados — no se sigue de ello 
que la competencia de sus jueces escape a toda regla- 
mentación de las leyes nacionales. Son precisamente 
éstas las que deben resolver Jos conflictos entre las ju- 
risdicciones provinciales —Fallos: 181, 270; 182, 187; 
18.'í, ííí); 187. 28!) y otros— para cuya solución no bas- 
tan las leyes locales contradictorias. Las normas nació 
nales que acuerdan la opción a los jueces del domicilio 
del demandado, sujeto por esa circunstancia a la juris- 
dicción de aquéllos, ao son así pasibles de la objeción 
constitucional alegada en los autos. 

l¿uo la cuestión referente a la inteligencia de los 
artículos del (Vid. Civ. que menciona el memorial de 
fs. til) —punto IV — es de derecho común, ajeno como 
tal al pronunciamiento de esta forte por la ctu del 
recu rso ex traordinarío. 

Que limitadas a las expresadas las objeciones 
constitucionales planteadas en la especie, y en presen- 
cia íle lo resuelto por esta Corte en la causa "Martín 
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Joaquín v. Nicora Dominga" — M. 474-1X 1945— , la 
sentencia apelada debe ser confirmada. 

En su n tirito se confirma la sentencia apelada de 
fs. 45 <m lu <jue lia sirio objeto de recurso extraordinario, 

Antonio Sauakna — B. A. Na- 
zar Anchohena — P. Ramos 
Mejía — T. D. Casakes. 



PHI DKM'U) MKDINA Y OTROS 

AGRAVANTES, 

El fundumcutn de la agravante prevista en el art. 167, 
inc. K del CAI. Penal radiea en la necesidad de ima ma- 
yor protección en los fúcares sotitarms por la dificultad 
de recibir uníparo u socorro de otras personas. Por des- 
poblado debe entenderse el hipar donde uu hay pobla- 
ción, lomóla esta palabra en el sentido de ciudad, villa 
o aldea. 

HOMICIDIO; Homicidia simple, 

\'o podiendo invocarse como confesión del acusado la de- 
claración indagatoria prestada ante la autoridad pnlieial, 
según la cual mató para robar, pues al declarar a ule el 
juez no ratificó la intención de robar y dio otra versión de 
los motivos ijtie to impulsaren a obrar, y no siendo sufi- 
etentes los indicios existentes en autos para desechar la hi- 
pótesi» de (pie la idea tle robar no haya surgido eon pos- 
terioridad al homicidio, debe calificarle a éste como 
simple. 

CON CU !t SO DE DELITOS. 

Comsponde aplicar la regla de acumulación míe establece 
el art. 55 del Cód. Penal y, en atención a su peligrosidad, 
imponer el máximo de la pena de prisión al autor del 
delito de homicidio simple y de tres delitos de robo en 
despoblado y con armas, no siendo aplicable el arl. ó2 poí- 
no si r Tuiis que cuatro delitos. 
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HQMlCÜHti SlMPhti. 

Cor res pon de imponer una perni mis severa que la de trece 
años de prisiñn a quien, si bien provocado y atacado can 
un chuzo por su víctima, hirió a ésta, En persiguió des- 
pata de haberla desarmado y le infirió doee heridas, tres 
de ellas mortales. Sin einbarjro, no es posible elevar la 
peiui si falta reeursn acunatnrio. 



KALLO DE LA CORTE KlTl'KEMA 

Bs. A i ros, 2t> de i mi rxo de 1947. 
Y vistos: Considerando : 

Que la sentencia de fs. 307 viene apelada por el 
Ministerio Público en cuanto a la pena impuesta a 
Prudencio Medina (a) "Chaebí" y por el Sr. defen- 
sor en cuanto a éste y a Juan Scrratti. 

Que Prudencio Medina viene condenado a veinte 
años de prisión por los siguientes hechos: n) haberse 
apoderado de un recado de .Tosé Gil Báez el 12 de 
marzo de 1940 en La Leonesa, jurisdicción de Las Pal 
mas, intimidando a éste y a la esposa con armas lar- 
cas; b) haberse apoderado de un revólver de Isahelinn 
Rodríguez, el mismo día, cu jurisdicción de Las Pal 
mas. intimidándolo con armas en un camino vecinal; 
c) haberse apoderado de dos yeguarizos de propiedad 
de Luis Baldovino, intimidando con disparos de armas 
a Emperatriz Mora que los arreaba, el 9 de junio de 
1940 en la misma jurisdicción; d) haber dado muerte 
de varios balazos a Abel César Silvestri el i* de octu 
bre de 1940 nn El Perdido, Las Palmas. Lugares todos 
del territorio nacional del Chaco. 

Que todos los hechos están plenamente probados 
en autos, le mismo que la participación de Medina 



como a u lo (7 según se demuestra en la sentencia dé 
primera instancia a cuyos fundamentos se remite la 
apelada. Los tres primeros constituyen el delito de 
robo en despoblado y con armas — art. 167, inc. I*, 
del Cód. Penal— como lo resuelve la sentencia apela- 
da. El fundamento de la agravante está en la necesi- 
dad de una mayor protección en los lugares solitarios 
por las dificultades de recibir amparo o socorro de 
otras personas y despoblado es el lugar donde no hay 
población tomado este término en et sentido de ciudad, 
villa o aldea, no en el de ocupación de un sitio pará 
habitar. El último de los hechos debe ser calificado de 
homicidio simple —art. 79 del Cód. Penal—, como lo 
hace la sentencia apelada, pues si bien Medina al pres- 
lar declaración indagatoria ante la autoridad policial 
— fu. 18— afirma que mató a Silvestri para apode- 
rarse del recado que éste tema y relata todos los por- 
menores del hecho, al prestar declaración ante el juez 
— fs. 119 — no se ratifica sobre la intención de robar 
y da otra versión de los motivos que lo determinaron 
a obrar, por lo que no puede invocarse la prueba de 
confesión en esa parte, y los indicios que surgen de 
autos en su contra no son suficientes para desechar, 
con plena seguridad, que la idea de apoderarse del re- 
cado de la víctima no haya surgido con posterioridad. 

Que concurriendo con el homicidio los tres delitos 
de robo, ya calificados, corresponde aplicar la regla 
de acumulación del art. 55 del Cód. Penal y dada la 
peligrosidad demostrada por Medina imponerle el 
máximum de la pena o sean veinticinco años de pri- 
sión — arts. 40 y 41 del Cód. Penal—. No es de apli- 
cación el art. 52 del Cód. Penal porque los delitos 
juzgados sólo son cuatro. 

Que Juan Ser ral ti se le imputa hatit»r dado 
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muerte de varias puñaladas a Al icio Va I lejos el 2 de 
diciembre de 1939 en Villa San Martín, Resistencia, 
Chaco. La sentencia de primera instancia, a cuyos 
fundamentos se remite la apelada, analiza ron crite- 
rio exacto las pruebas de autos para demostrar la 
comisión del delito y la responsabilidad criminal del 
acusado por lo que basta remitirse a ella. La califica- 
ción legal del hecho es la del homicidio simple — art. 
79 del Oód, Penal— y la pena debió ser graduada en 
forma más severa, pues si bien debe admitirse la pro- 
vocación de la víctima y su ataque con una chuza, 
nombre con que se designa el chuzo, el procesado lo 
hirió y persiguió después de desarmado y le infirió 
doce heridas, tres mortales, lo que demuestra cierta 
peligrosidad. No existiendo recurso acusatorio corros- 
ponde confirmar la sentencia, 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia 
apelada de fs. Aü7 en cuanto a Prudencio Medina (a) 
"Chaclií" a quien se condena a sufrir la pena de vein- 
ticinco años de prisión y se la confirma respecto n 
Juan Serratti a quien se condena a trece años de pri- 
sión. A ambos a las accesorias de ley y al pago de 
las costas. 

AííT()!ÍK> Waoahna — F. Kamos 

Mkjía — T. D. Casares. 



VICEXTK CLIMA! 'O LOZANO Y OTRO 

mittSDieCiOS Y VQMPRTKSCIA: Vamprtvm-w pv»ai. Plurali- 
dad df dt-Utns. 

Cuando tlobe juzgarse a muí perdona uue está emnplien- 
ijo pena i rti puesta por sentencia firme en razón dp nn 
delito dislinto i'iirrespoiide al juez iiii>tc ]a úMina 
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sentencia dictar ¡a única rpie previ* el art. ft8 del Oód. 
Penal. Cuando se hn hieran dictado dos o más sentencias 
firmes con violación de las reglas de acumulación, ]q sen- 
tencia única debe ser dictada por el juez [pie haya apli- 
cado la pena mayor. 



Dicta m rcs hei. Pihx ritAiMut Gknbuai, 
Su líioi na Corto: 




irio Tala {Prov. de Entre Ríos), a raíz de la sus- 
tracción de cierta cantidad de alambre que habrían co- 
metido en perjuicio de dicha provincia varios imputa- 
dos, fueron remitidas las actuaciones al Sr. Juez Fe- 
deral de Paraná, en razón de que aquéllos habrían sus- 
traído también alambre perteneciente al ferrocarril 
Entre Ríos, a efecto de que se los juzgara en dicha 
jurisdicción, con cargo de comunicar la resolución que 
recayera (fs. *2f¡). Dictada que fué ésta con carácter 
condenatorio (l's. ¡J8), y devuelto lo actuado al Sr. Juez 
provincia!, éste pronuncióse en el mismo sentido, res- 
pecto del delito cometida en perjuicio de la Prov, de 
Entre Ríos; resolviendo remitir nuevamente las actua- 
ciones a la justicia de sección a fin de que se dictase la 
sentencia única a que alude el art. 58 de! Cód. Penal 
(fs. 64). 

Ocurre, sin embargo, que el Sr. Juez así requerido 
conceptúa corresponder al Sr. Juez provincial llenar 
tal cometido (fs. í)íi) ; y como éste insiste en su anterior 
pronunciamiento, a mérito de haber sido confirmado el 
mismo a fs. 86 por el respectivo tribunal de alzada (fs. 
109 vta.), se recurro a V. B. para que dirima la cues- 
tión jurisdiccional resultante, 

tro de las dudas a que el caso se 
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no se trata de situación jurídica totalmente equiparable 
a la contemplada y resuelta por V, E. en 18í>: 178, y 
siempre que la Corte Suprema mantenga dicha juris- 
prudencia, corresponderá sea el Sr. Juez del Crimen 
de Rosario Tala quien dicte en este caso la sentencia 
única precitada, — Bs. Aires, marzo 11 de 1947. — Juan 
Alvares. 



Y vistos: La contienda de competencia trabada en- 
tre el Sr. Juez Federal de Paraná y el Sr. Juez a cargo 
del Jurgado del Crimen de Rosario Tala, Prov. fie cin- 
tre Híos. 

Considerando : 

(Jue el Sr. Juez provincial, al condenar a Vicente 
('lima en Lozano y a Eufemio Domínguez por el delito 
de robo, ordena se remitan los autos al Sr. Juez Fe- 
deral a fin de que este aplique la pena única que corres 
ponda, cu razón de estar los procesados Condenados 
también por el Sr. Juez Federal a una pena mayor y ser 
de aplicación el art. 58 del Cód. Penal, tesis que no 
Comparte este último por considerar que estando ya 
condenados por la justicia federal los procesados cuan- 
do son juzgados por la justicia provincial, es a ella a 
la que corresponde dictar la se ti lene i a única. 

(¿ue el Cód. Penal, con el objeto de asegurar la 
eficacia de la represión, lia establecido en los arts. 54 
a Tú las realas generales a aplicarse eu los casos de 
concurso de delitos y en el art. óS la forma de aplicar 



aquéllas cnando, por razones de lieeho o las que nacen 
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Bs. Aires, 2tí de marzo de 1ÍJ47. 



m: JUSTICIA DE LA NACION 



2zr. 



de la f orina federal de gobierno, no se han aplicado en 
el rnomei to do dictar sentencia. Ha previsto, así, dos 
casos distintos: cuando debe juzgarse a muí persona 
que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme 
en razón de un delito distinto; cuando se hubieran dic- 
tado dos o más sentencias firmes con violación de las 
reglas de acumulación. 

En el primer caso es al juez que dicta la última 
sentencia a quien le corresponde dictar la única. En 
el segundo caso corresponde dictar ésta al juez que 
haya aplicado la pena mayor. lOs la interpretación ló- 
gica que surge de la letra de la ley y de su concordancia 
con los principies. La intervención del juez que haya 
dictado la pena mayor sólo surge cuando hay dos o más 
sentencias firmes, pues sólo entonces se conoce el monto 
de las fienas impuestas. Antes de juzgarse el caso no se 
conoce la pena y al hacerlo el juez aplica las reglas 
generales, lo dice expresamente el art. 58 en su primer 
párrafo. Fs la doctrina seguida por la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional de la Capital 
-Fallos: T. IT, pág. :ií>T ; T. LV, pág. 14—. Concuerda 
con la aplicada por esta Corte en 188, 15ÍI, aun cuando 
resolviendo una cuestión distinta. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Na- 
ción se declara que corresponde a) Sr. Juez del Crimen 
de Rosario Tala, Prov. de Entre Ríos, dictar la sen- 
tvnc'm única. Remítase el expediente a dicho magis- 
trado, con conocimiento del Sr. Juez Federal. 
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Cía. INDUSTRIAL NORTEÑA v. 1'itüVINriA DE SAN- 
TIAUO DEL ESTERO 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requisitos propio*. Rttulutñ,. 
Lttntraria. 

La sentencia do un tribunal local u,ue resuelve la causa 
por ¡nterprctnriúti ti* a ley también loen] no es suscep- 
tible de recurso extraordinario aun cuando implícitamen- 
te declare inconstitucional la ley provincial invocada, pues 
falta ta resolución contraria que se requiere para la pro- 
cedenem del recurso denegado (M. 



LCLlLlDES A. ROJAS v. OIARDULLI IInus. 

RECURSO DE QUEJA. 

En la «¡neja traída por denegación del recurso extraordi- 
nario corresponde intimar al juez del trabajo el envío 
dentro del te reír día del expediente .solicitado por la Cor ti' 
Suprema por oficio reiterado dos veces y cu va remisión ae 
ha demorado sin razón atendible í 3 ). 



KSTKIiAN TORANZO 

PENA. 

La influencia del estado de ebriedad con respecto a la 
graduación de la pena depende del origen de aquélla, de 
su intensidad y de su valor sintomático como revelador 
del carácter. 

HOMICIDIO. tiumuífUa simnt*. 

Corresponde imponer l;i pena .1.- dieciocho años d- ,.n 
sión al delincuente primario, jo ven y trabajador, que se 



(») 2H de mtirzo ik> IMT. 
(3> 2* de murifl di- 11*47. 
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presentó espontáfiemnciite a la policía después de haber 
dado muerte, en tetado de ebriedad leve y voluntaria, ai 
amifíü con quien .se hallaba, por el sólo heehn de haberle 
reclamado el papo de una deuda. 

TALLO DE L.\ COUTE SUPBEMA 

Hs. Aires, 2H de marzo dé 1947. 
Y vistos: Considerando ¡ 

Que, según se demuestra en la sentencia de pri- 
mera instancia y en !a apelada de fs. 93, el i lecho que 
se imputa a Esteban Toraiizo (a) "Polongo", homioí- 
di > en la persona de (lecilio Sosa, se encuentra plena- 
mente probado en untos, lo mismo que su responsabili- 
dad criminal, y la calificación legal que le corresponde 
es la de homicilio simple — art. 7!> del Oód. Penal— 
pues, no obstante la forma del hecho, no puede consi- 
derarse demostrada alevosía. 

Que la influencia, para la grad nación de la pena, 
del estado de ebriedad en que lia obrado el autor de 
un delito depende de tres circunstancias: el origen de 
la ebriedad, su intensidad, su valor sintomático como 
revelador del carácter. 'Pora rizo es afecto al alcohol y 
lia tenido una entrada por ebriedad y desorden — fs. 
■ÍO, US, 40 y r>J vía. — ; su ebriedad fué voluntaria. Ha 
sido poco intensa: conserva el recuerdo del hecho; se 
aleja del lugar; pide caballo pura dirigirse a la policía 
invocando una razón inexacta y recién cuando entrega 
el cuchillo le dice la verdad al testigo Cristóbal Escu- 
dero — p. 10 vía. — ; el médico que lo reconoce horas des- 
pués — fs. 20 — lo encuentra en estado normal La víc- 
tima le reclama el pago tic una deuda, Toranzo se mues- 
tra conforme en pagarla, queda en silencio y cuando 
aquél sale lo ataca "callado y por sorpresa '\ según dice 



FAIJ>OK DE LA CORTE SUPREMA 



el testigo Ponce — fs. 8—, sin mediar palabra ni ser 
agredido, dice el procesado en su confesión — fs. 33 y 
(JO—, Si un estado leve de ebriedad determina un ata- 
que de esa naturaleza, a un hombre que era su amigo, y 
por un estímulo exterior de tan poca importancia como 
el pedido razonable del pago de una deuda, el hecho re- 
vela una predisposición al delito demostrativa de sería 
peligrosidad, que debe determinar una pena mas grave 
que la impuesta, aun en primera instancia, aunque no 
tan grave como la solicitada por el Ministerio Púhlico, 
purs debe tenerse en cuenta, también, que el procesado 
es un hombre joven, trabajador, que delinque por pri- 
mera vez y se presentó espontánamente a la autoridad 
— arts. 40 y 41 del Cód. Penal—. 

Por estos fundamentos se reforma la sentencia ape- 
lada de fs. 93 y se condena a Esleban Toranzo (a) ' 'Po- 
longo", por homicidio, a dieciocho años «lo prisión, acce- 
sorias legales y al pago de las costas. 

Antonio Sai; ara* a — F. Ramos 
Mejía — T. D. Casares. 



DIRECTOlí DE "LA EPOCA" 

RECVSALWX. 

El diputado nacional que no tuvo otra intervención en el 
juicio político seguido a varios ministros de la Corte Su- 
prema r] ue votar cuino miembro de la Cámara de Diputa- 
dos por la acusación de los mismos, no puede recusarlos 
en el proceso que se le sigile por desacato ti UU juez de 
la Capital, fundado en la causal del art. 7f>, ¡tu*. IP, apar- 
tado b. del Cód. de Proceds. Crim. que se refiere al acu- 
sador particular 
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1ÍEC US ACION. 

Las causales de recusación no deben ser ampliadas por 
vía de interpretación por analogía. 

RECUSACION. 

Las opiniones vertidas en sueltos periodísticos de igual 
fecha que la votación del juicio político en la Cám. de 
Diputados son ajenas al caso contemplado en el art. 75, 
inc. apartado b, del Córt. de Proceda, Ct\m. 

RECUSACION. 

La circunstancia de estar sometidos a juicio político la 
mayoría do los ministros de 1¡l ('mte Suprema no v n cau- 
sal de recusación, ni impide a. aquellos conocer en las cau- 
sas pendientes ante la misma. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA <*> 

Bs. Aires, marzo 28 de 1947. 

Y vista la precedente causa caratulada *' Proceso se- 
guido coutra el director del diario "La Epoca'* por 
desacato" para decidir la incidencia de fs. 22. 

Y considerando: 

Que corresponde decidir sin otro trámite respecto 
do la recusación intentada a fs. 22, por estar firme la 
providencia que así lo dispone a fs. 28, y porque ade- 
más son en la especie innecesarios los previstos en los 
arfe. 87 y sigtos. del Cód. de Proceda. Crim. 

Que el peticionante de fs. 22 se funda en lo dis- 
puesto en el art. 3, apartado b), del art. 75 del código 
citado —modificado por la ley 5107— y en la eircuns- 



(>) Constituida, para twtti rana, ¡tur el Ministro no reclinado, Dr. To- 
ñita I>. Casaren, J loa dun vocales nula antigmiH di- la Cámara Federal 
de I» Capital. Ores. Carlos d«?l Campillo j ÍL Villar Palacio. 
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tancia de haber «ido denunciante o acusador de los ma- 
gistrados que recusa en el juicio político que ho les sigue. 

Que la intervención que Colom invoca en el men- 
cionado juicio es, en primer término, la que ha tenido 
como miembro de la H. Cám. de Diputados que votó 1n 
acusación. Así resulta de la prueba producida en la 
oportunidad del art. 78 del Cód. de Proceda. Crim., 
que comprueba la participación <jel recusante en el ca- 
rácter a que se ha hecho referencia. 

Que la principal cuestión a decidir consiste así en 
ia dilucidación de la procedencia de la recusación inten- 
tada sobre la liase de haber sido el peticionante miem- 
bro de la H. Cámara de Diputados que votó la acusa- 
ción do los magistrados recusados, A este respecto la 
solución negativa no ofrece duda. 

Que» en efecto, el texto legal invocado se refiere 
con claridad al acusador particular, y no al diputado 
que en desempeño de su mnnda t o, interviene en el juicio 
político, cualquiera haya sido su voto. Dice así: "Estar 
(» haber sido el juez denunciado o acusado en juieio po- 
lítico ¡mr el recusante ante la H. Cámara de Diputados 
de la X ación siempre que Ja comisión respectiva de la 
Cámara hubiera aconsejado haber lugar a la formación 
de causa de acuerdo con el art. 45 de la Constitución 
Nacional". Trátase de la acusación o denuncia que 
mueve a la II. Cám. de Diputados a ejercitar la facul- 
tad que le acuerda el art. 47> de la Constitución, lo cual 
no puede confundirse con la actuación que cada dipu- 
tado tonga en el seno de la Cámara al considerar la 
acusación hecha ante ella. \' es en esta última oportu- 
nidad, en su carácter de miembro de la Cámara, (pie el 
recusante ha formulado las imputaciones que invoca 
como fundamento de su recusación. Esa actuación pue- 
de asemejarse a la del acusador oficial, ^n el proceso 
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criminal, y el código de cuya interpretación se trata 
excluye de las caúsalos de recusación al hecho de haber 
sido el juez acusador oficial del recusante, — salvo en 
el mismo proceso {art. 75, ine. 4*) — al disponer en el 
inc. 5* del mismo art, 75 que es causa legítima 
"ser o haber sido denunciador o 
que lo recusa". Kl debate parlamentario que precedió a 
la sanción de la reforma introducida por la ley 5107 
corrobora la interpretación qne se acaba de enunciar. 
(Diario de Sesiones de la H. Cám. do Diputados -1907-1- 
púg. 527 y sietes, y 531 ; Diario de Sesiones de la H. 
Cám. de Senadores -1907-1- pág. 597 y sigtes). 

Que admitir la recusación intentada en el caso, im- 
portaría una interpretación analógica y extensiva del 
precepto mencionado, indudablemente improcedente 
— Doct, Fallos: 5, 193; 146, 20í> y otros— 

Que en cuanto a las opiniones de Coíom como pe- 
riodista, aceptado que sean suyos los sueltos de que da 
cuenta el ejemplar acompañado del diario "La Epoca'* 
— de la misma fecha del diario de sesiones también 
agregado—, son claramente ajenas al caso contemplado 
por el inc, íi, apartado b), del art. 75 del C,V1. de Procds. 
Orim. 

a los demás incisos del art, 75 citado, los otros funda- 
mentos del escrito de fs. 22, entre los que figura desde 
luego, la circunstancia de estar sometidos a juicio po- 
lítico la mayoría de los Ministros del Tribunal, lo que 
no es causa legal de recusación, ni impide por sí solo 
el conocimiento actual de la Corte Suprema en las cau- 
sas pendientes ante la misma — conf. cansn "Trejo y 
otros c. Hugo y Harigaluppo", recurso de hecho, falla- 
da en 18 de diciembre de 194í¡. 
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J*)ü su mérito .90 desestima la recusación formulada 
a fs. 22, con costas, Art. 80 del Cód. de Proceda. Crim. 

T. D. Casares — ('arlos del Cam 
pillo -- R. Villar Palacio. 



IIANS T. U LÍ'TKIiS 

RECURSO EXTRAORDINARIO; Requinto*' Comune», Curslión 
jueticiabU. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la .sen- 
tencia denegatoria de) habcus cttrpm intentado en favor del 
extranjero expulsado de la República Argentina y condu- 
cido por sus ex-enemigos a la /.onu de su país de origen ocu- 
pada por ellos, si no se ba demostrado i|u«> sea el decreto 
de expulsión el único obstáculo tnie impide su regreso. 

VALUO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 28 de marzo de 1947. 

Y vistos: El recurso de queja por denegación del 
extraordinario deducido por Octavio A. Rí va rola eu el 
recurso de habeos corpus interpuesto en representación 
de Gisela Orotewold de L ¡itera o Luetors y sus liijos me- 
nores en favor de llans Tendón» Luis Lüters o Lueters. 

Considerando : 

Que lu expulsión do Lüters c» Lueters del país fué 
dispuesta por el P. E. on virtud del art. i» de la ley 4144 
por haberse comprobado, a juicio del P. E., que se ha- 
llaba implicado en actividades de espionaje a favor de 
las potencias del Eje, y pendiente el recurso de habeaa 
corpas interpuesto a su favor fué deportado en el trans 
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porte de bandera inglesa Higkland Monarcb con des- 
tino a su país do origen, lo que motivó que este Tri- 
bunal declarara improcedente, con lecha 8 de abril de 
liHti, el recurso extraordinario que se había deducido. 

Que el actual recurso de ¡tabeas tarpus se deduce 
a fin de que se declare que el i*. K no debe impedir la 
entrada de Lülers al país, pero aquél se encuentra en 
Alemania, zona ocupada por lus ex-euemigos que fue- 
ron quienes lo condujeron y nuda demuestra, fuera de 
las afirmaciones de la recurrente, que sea el decreto de 
expulsión el únícu obstáculo a su vuelta, lo que, por 
otra parte, resulta problema tico dados los antecedentes 

t¿ue f en consecuencia, cualquier declaración de de- 
recho que pudiera hacer la Uerte sería una declaración 
y abstracta totalmente improcedente, como lo 
;io en el caso análogo del mismo Lulers y en el 
que se registra en el t. '¿U-í, pág. '¿di. Ko es el caso de 
aplicación de la doctrina dul fallo Bernardo üoregger 
y otro — -Ití, -oti — pues allí, según resulta del expe- 
diente que se tiene a la vista, los recurrentes se encon- 
traban en libertad, con domicilio real en Montevideo y 
el único obstáculo a su ingreso era el decreto de ex- 
pulsión inconstitueionalmente dictado. 

Por estos fundamentos y lo dictaminado por el Sr. 
Procurador General de la dación, se desestima el re- 
curso de queja deducido. 

Antonio Sagabna — B. A. Na- 




FALLOS DE LA CQIíTE SUPREMA 

Disidencia del Sn, Ministro, Dr. D. Tomás D. Casabes 
Considerando : 

Que el recurso de habeas cor pus que motiva Ir 
queja ha sido desechado por no existir en los auto3 
manifestación uulcnt k-n de voluntad de Luters de su 
deseo de reintegrarse al país. Trata ríase así de una 
cuestión abstracta, insusccplible de resolución judicial. 

Que esa declaración no es óbice por sí sola para la 
procedencia del recurso extraordinario. Esta Corte, en 
efecto, ha declarado que lo asiste el derecho de decidir, 
a los efectos de su jurisdicción, tal género de cuestio 
nes —Fallos ; l&J, J4ú ; VJ¿, y otros— 

Que por lo demás, iniciuda esta causa por la es- 
posa e hijos de Liiters, están en juego los preceptos de 
los arts. ¿i) de la ley 48 y 622 del Cód. de Proceds. Crim., 
habiéndose en del ¿ni ti va dictado ir solución contraría 
a las pretensiones de aquéllos. 

Que es sin duda exacto que el punto reviste carác- 
ter procesal, y que por lo común cuestiones de tal na- 
turaleza son ajenas al recurso extraordinario. Así se lo 
lia declarado re i te rada mente, y en oportunidad recién tu 
en la causa "Kuslers, Carlos Enrique — habeas cor- 
pus", fallada el ó de lebrero del corriente año. 

Que en ciertas civcunslaiu-ias, sin embargo, la de- 
cisión de tal género de cuestiones puede ser objeto de 
revisión por esta Corle por la vía del art. 14 de la 
ley 48. Kilo sucedo cuando lo resuelto afecta la supre- 
macía constitucional o las instituciones fundamentales 
que el recurso extraordinario está destinado a tutelar 
— Fallos : 433 y los que allí se citan — . 

Que el recurso de habeas cor pus es una garantía 
para la libertad de las personas, que ampara los arts. 
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14 y 18 (le la Const. Nacional invocados por los apelan- 
tes, y la inteligencia de las cláusulas reclamen ta rías del 
misino do que la causa trata, puede ser vital para su 
resultado. El caso encuadra así en el supuesto excep- 
cional contemplado por la jurisprudencia de que se ha 
heclio mención. Oorresponde en consecuencia conceder 
la apelación denegada a fs. 4ft. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 4;">. 

V considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 

Que ní la ley 4S ni el Cód. de Proeeds, requieren la 
petición personal del detenido para la procedencia dei 
recurso de habeos cor pus. Con el claro propósito de 
impedir que la tutela judicial de la libertad i legalmente 
restringida, sea dificultada por los obstáculos materia- 
les que precisamente pueden provenir de aquélla; la 
ley admite al efecto la gestión de parientes, amigos o 
terceros, y aun la actuación de oficio de los magls 
irados —ley 4S, art, 21!; Cód. de Proeeds. Criin., arts. 
622 y filia, 

Que con arreglo a estas consideraciones la perso- 
nería que acuerdan los arts. 20 de la ley 48 y 622 del 
código citado sólo puede dicutirse cuando las circuns- 
tancias del caso la hagan evidente mente innecesaria, lo 
que. no ocurre respecto de un súl>dito alemán deportado 
pendiente el primer habrás car pus interpuesto a su fa- 
vor. El precedente de Fallos: lúa. 248, no tiene otro 
alcance. 

Que el recurso actual tendiente a obtener que se 
ampare a Liitcrs en el ejercicio del derecho a entrar al 
país del cual fué expulsado por el P. E. en ejercicio de 
la facultad que acuerda la ley 4144 según resulta del 
decreto 1821 '46, no puede juzgarse sin relacionarlo con 
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el interpuesto anteriormente con motivo de la ejecución 
del decreto citado y sobre el cual no piulo pronunciarse 
esta Corte, en oportunidad del recurso extraordinario 
interpuesto en él, porque la expulsión había sido con- 
sumada y Lüters se hallaba fuera de la jurisdicción na- 
cional. Es en aquellas actuaciones donde está la razón 
de ser de este recurso. En efecto, no se trata de obtener 
el reconocimiento puro y simple del derecho a entrar 
al país, sino de un derecho a reingresar cuyo fundamen- 
to estaría en haber sido i regularmente privado Liiters 
del derecho a permanecer que como habitante del país 
le asistía al tiempo de la expulsión. Si se prescinde del 
antecedente el recurso caree*, de razón pues eu el su- 
puesto de que quien no es habitante pueda mediante 
un recurso de esta especie obtener que se haga un re- 
conocimiento judicial del derecho a entrar (art. 14 de 
la Const. Nacional). No se ha demostrado ni alegado 
que a la entrada de Lüters al país se oponga otra cosa 
que el decreto de expulsión recordado al principio. 

(Jue reconocida la dependencia a que se acaba de 
aludir, impónese considerar ante todo si han vanado 
o no los términos con sujeción a los cuales la cuestión 
fué resuelta en aquella oportunidad. Díjose entonces, 
tanto por la mayoría como por la minoría del Tribunal, 
que los hechos ocurridos, — el haberse consumado la ex- 
pulsión y hallarse Lüters fuera de la jurisdicción na- 
cional — , hacían imposible la reparación procurada. Lo 
que se procuraba entonces era que Lüters no fuera ex- 
pulsado. Lo que ahora se procura es que aquella expul- 
sión, considerada irregular por el recurrente, no cons- 
tituya obstáculo para el reingreso al país de esta per- 
sona. Lo cual equivale a procurar que se haga ahora, 
con motivo del proposito de reingresar testimoniado 
por la recurrente, el pronunciamiento que en el recurso 
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anterior no llegó a hacerse sobre la alegada irregulari- 
dad del procedimiento de expulsión. 

Que lia de estimarse acreditada la voluntad de Lü- 
ters de volver al país y la posibilidad de traducirla en 
hechos, por las manifestaciones de su esposa que in- 
terpuso el recurso, pues como quedó expresado prece- 
dentemente la personería que acuerda el art. 20 de la 
ley 48 y el 22 del Cód. de Proceda. Crim. para los fines 
del recurso de habeos eorpus, no puede interpretarse 
restrictivamente sin riesgo de imposibilitar el recurso 
mismo, que no se acuerda sólo en los casos de detención 
sino "contra todo orden o procedimiento de un funcio- 
nario público tendiente a restringir sin derecho la li- 
hertad de una persona" (¡iri. (¡17 del Cód. de Procds. 
Crim.). 

Que si ha de tenerse por acreditada dicha voluntad 
nada obsta a que en esta causa, —como en la de Fallos : 
203, 2á<¡ — , se examine ei procedimiento de la expulsión 
consumada. En el recurso anterior obstaba la imposi- 
bilidad de hecho de hacer efectivo un pronunciamiento 
que debía referirse al derecho de permanecer en el te- 
rritorio, luego de consumada la expulsión del recurrente. 
Puesto que aquí se trata de remover el obstáculo que 
dicha expulsión opone al reinqreso, en el supuesto de 
que el procedimiento hubiera sido irregular, la decisión 
que así lo estableciera tendría la eficacia que el recurso 
se propone, cual es la de que en virtud de dicho pro- 
nunciamiento judicial, al intento de reingresar no le 
sea opuesto el decreto de expulsión mientras no se 
cumpla con el procedimiento que se requiere para que 
su ejecución sea regular y válida. 

Que de las constancias del recurso anterior no re- 
sulta que en la aplicación a Lüters de la ley 4144 se haya 
cumplido con la ineludible exigencia constitucional de 
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"oír de buena fe al extranjero 1 * a quieo le es aplicada 
(Fallos: 164, 344). 

Qne t por consiguiente, en la expulsión de Lüters 
dispuesta por el decreto 1821/46, se ha violado la ga- 
rantía constitucional de la defensa (art 18) y mientras 
no ge le dé satisfacción el P. E. no debe oponer al rein- 
greso del nombrado al paía lo resuelto a su respecto en 
el decreto que se acaba de mencionar. 

Por tanto» oído el Sr, Procurador General, con 
el alcance explicado en los dos últimos considerandos, 
se revoca en cuanto ha sido materia del recurso la sen- 
tencia de fs. 41. 

Tomás D. Casares. 



MARTIN i' fí REY RA 1RAOLA v. PROVINCIA 
DE CORDOBA 

PAGO: Pago indebida. Protesta. Forma. 

Es su f ¡rieiito y eficaz ta protesta que permite a las auto- 
ridades la identificación del pravamen impugnado, llevando 
a su conocimiento la disconformidad del contribuyente con 
el mismo y bu fundamento. 

IMPUESTO: Confiscado?. 

En la eausa que persigue se declare coiif ¡acataría la con- 
tribución territorial debe considerarse el rendimiento anual 
medio de una correcta explotación del fundo concreta men- 
te afectado, sin descuento en concepto de rendimiento del 
capital invertido en hacienda ni deducción de intereses del 
capital -tierra, 

IMPUESTO: Confiscación, 

En principio, ni para la valuación del inmueble ni para el 
monto de su rendimiento, deben admitirse sumas menores 
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que las admitidas en la contabilidad del interesado, ni cabe 



IMPUESTO; Confiscación. 

Por regla general no deben tomattie en consideración los 
tirios en que la explotación ha dadü pérdidas, salvo en los 
casos límite, y sobre la base de la demostración concreta 
de que en un periodo determinado en tiempo tales pérdi- 
das revisten regularidad y reducen el rendimiento unitario 
de los años beneficiosos. 

LEY: Principios generales. 

La presunción de constitucional idad de laa leyes nacionales 
y provinciales no debe ceder sino ante una prueba tan clara 
y precisa como sea posible de la transgresión constitucio- 
nal que se les imputa. No basta al efecto la mera estima- 
ción personal de los peritos. 

CONSTITUCION NACIONAL: Camtitucionalitlad e inconstitucio- 
nalidad. Impuestos \j contrihwionex provinciales. Territorial. 

No procede declarar violatorio del art, 17 de la Const. 
Nacional al impuesto territorial cobrado por la Prov, de 
Córdoba respecto del cual no se ha probado en forma clara 
y precisa que sea confismtorio, aunque sen un frravamen 
riguroso. 



Procede la jurisdicción originaria de V. E. en estos 
autos por ser parte demandada una provincia, tener 
el actor su domicilio en la Cap. Federal (información 
de fs. 44), y versar el litigio sobre constítucionalidad 
de una ley provincial de impuestos. 

Limitada la tacba al carácter confiscatorio que la 
actorn atribuye a la ley u f 3787 de la Prov. de Oór- 
dolm, la cuestión resulta de hecho, y queda como tal 



reducir las aceptadas en el juieio. 



Dictamen del Pkocuraimui Gknkral 




t'Al.LOri DE LA CORTE SUPREMA 



Bujeta a la prudente apreciación de V. E., atento lo 
que emerja de la prueba rendida. En igual paso se ha 
Han las cuestiones de dereeho común relativas u exis- 
tencia o eficacia de las protestas. 

Me permito, sin embargo, insistir respetuosamente 
en la salvedad que tengo formulada eu otros casos si- 
milares: si, a juicio de V. E., el impuesto cobrado re- 
sultare inconstitucional por excesivo, procederá inva- 
lidarlo tan sólo en cuanto tenga de exceso, mas no en la 
proporción que la provincia habría podido cobrar, y 
cobra válidamente, a los demás contribuyentes. — Bs, 
Aires, mayo l(i de 1945. — Jtmn Almrvz. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, marzo 2H de 1**47. 

Y vista la precedente causa canil arada ''Pereyra 
Iraola Martín v. Córdoba la Provincia, sobre Lnconsti- 
tucioualidad del imp. de contribución territorial* * de 
la que resnlta: 

Que a fs. 32 se presenta D. Lorenzo J. Butler, upo 
derado de D. Martín Pe rey ra Iraola y manifiesta: 

Que su mandante es propietario de una fracción 
de campo en la Prov. de Córdoba, Depto. Río Cuarto, 
Pedanía 3 de Febrero, zona 0*, denominad» "Los Cha- 
ñares» ' de 8.205 II., 95 a., 5 ca M valuada durante los años 
1939 a 1941, en m$n. 110 por hectárea y en conjunto en 
mtn. 902.700, reducida a m$n. 712.900 por desmejoras. 
En 1942 y 1943 la valuación unitaria fué de m$n. 90 y 
el aforo total de m$n. 738.500, sin admitirse desmejora 
alguna. 

Que en concepto de contribución territorial se pagó 
en 1939 de acuerdo a lo dispuesto en la ley 3787, el 
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14 °/oo de la valuación líquida —mtn. 9.980,60— con el 
10 % de descuento, lo que hace la suma de mtn. 8.982,55. 
Iguales cantidades fueron abonadas en 1940 y 1941. 

Que en 1942 y 1943, el 14 %o sobre el nuevo aforo 
importó mtn, 10.399, satisfechos también con descuento, 
pagándose así en definitiva mtn. 9.305,10. En conjunto 
la contribución territorial durante los cinco años men- 
cionados alcanzó a mtn. 45.557,85 y fué pagada bajo 
protesta telegráfica, cuya copia acompaña, fundada en 
el carácter confiscatorio del tributo. 

Que en efecto, el valor real de los campos del actor 
es muy inferior a la tasación fiscal. No excede de m$n. 35 
por hectárea en 1939 a 1941 y mtn. 38,50 en 1942 y 
1943. El valor total es de mtn. 287.208, los tres prime- 
ros años, y mtn. 315.928,09, los dos últimos. La contri- 
bución alcanza así al 31,27 y 29.45 %» respectivamente 
en ambos períodos, y absorbe el 52,12 y 48,98 % de la 
renta calculada al 6 % durante los mismos. 

Que según la contabilidad del actor la verdadera 
renta del campo "Los Chañares" durante los ejercicios 
1939 a 1942 fué de m$n. 43.491,42 que sumada a la con- 
tribución de ese lapso de mtn. 37,517,85 da un total de 
m|n. 81.009,27 de los cuales el impuesto absorbe el 
46,31 %. Debe además deducirse el rendimiento corres- 
pondiente a las haciendas con que se pobló el campo, 
que al 6 % sobre el valor que les atribuye — entre 
mtn. 147.918 y mtn. 204.354 para los distintos años- 
alcanza a mtn. 43.803,24. Resulta así qne el impuesto 
supera la totalidad de la renta real de la tierra, y es 
por consiguiente confiscatorio. 

Que a continuación analiza los precedentes de esta 
Corte que menciona, referentes a las limitaciones esta- 
blecidas para las facultades impositivas de los Estados, 
por la garantía de la propiedad prevista en el art. 17 
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de la Const. Nacional. Destaca Jas conclusiones de los 
fallos dictados en varias cansas seguidas contra la de- 
mandada por inconstitucional ¡dad del impuesto impug- 
nado en esta demanda, añadiendo que han de tenerse 
en cuenta, a los efectos de lo solicitado en la misma, 
loa gravámenes nacionales que soporta la renta del 
«atribuyen te, y en especial el impuesto a los réditos. 



Qoe funda su derecho en el art 17 de la Const. Na- 
cional y en los arts. 79> y 794 del Cód. Civ., y en defi- 
nitiva pide que se condene a ia Prov. de Córdoba a 
devolver a su mandante la suma de m$n. 45.557,85, con 
intereses y las costas del juicio. 

Que corrido traslado de la demanda la contesta t 
fs. 50 el Dr. Carlos J. Rodríguez, apoderado t\o la Pro- 
vincia de Córdoba, el que manifiesta : 

Que el actor es efectivamente propietario del cam- 
po denominado "Lo* Chañares" con la superficie y 
ubicación que indica y ha pagado los impuestos cuya 
repetición persigue. 

Que las protestas que invoca son en cambio defi- 
cientes, pues no se sabe si su fecha coincide ron la de 
loe pagos; porque debe acreditarse no sólo i expedi- 
ción sino también el recibo de los telegramas respecti- 
vos; y ya que eu los mismos no se precisa la ley cuya 
inconstitucional idad se alega, como lo fundará amplia- 
mente en su alegato. 

Que Jos cálculos hipotéticos y concretos que contie- 
ne la demanda, adolecen de errores fundamentales. Ea 
en efecto elemental y notorio que la materia imponible 
en la contribución territorial, es r en nuestro país, el 
valor venal de la tierra. El gravamen tiene en cuenta 
la renta rirarí liana o diferencial y la denominada co- 
yuntura! o social, que constituyen el secreto del mara- 
villoso poder "que hace de los grandes terratenientes, 
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los más acaudalados de un país*'. El Estado reclama 




ueza 



con 

no ganada "para formar sus finanzas" y sobre tales 
bases científicas debe juzgarse si es un expoliador del 
contribuyente o un ejecutor de la justicia social. 

Que fundados los cálculos de] actor en la renta 
agraria o de explotación, es claro que los mismos son 
erróneos, pues el impuesto grava el valor venal de la 
tierra o su renta presunta. Lo único admisible de los 
mismos es que los capitales invertidos en la industria 
agrícolo-ganadera dan un rendimiento medio del 6 % 
anual. No es exacto que la valuación fiscal doble el 
valor real del campo, pues es técnica y justa ; ni que la 
explotación de la estancia, dé la mísera renta que dice 
el actor, solamente explicable por su abandono, negli- 
gencia o incapacidad. Sólo así puede explicarse el in- 
verosímil argumento de la absorción total de la renta 
por el impuesto. 

Que la Prov. de Córdoba respeta fielmente la Cons- 
titución Nacional y la garantía de la propiedad prevista 
en su art. 17. El impuesto que objeta ta demanda es 
para su gobierno un acto de justicia económica y social, 
tendiente a nacer contribuir a los habitantes con igual- 
dad y justicia al presupuesto estadual, gravando las ri- 
quezas según su cuantía y su origen, a cuyo efecto dis- 
tingue entre las ganancias legítimas del trabajo, el ca- 
pital y la tierra y las " plus valías" no ganadas que 
enriquecen indebidamente a los grandes terratenientes. 
Por lo demás el tributo está fundado en la ciencia finan- 
ciera universal y por ello, concuerda con las garantías 
constitucionales y la jurisprudencia de esta Corte. Y 
toda vez que recae sobre objetos diferentes de los gra- 
vados por el impuesto a los réditos, no existe la 
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posición impositiva alegada. Son así inaplicables los 
arto, 782 y 794 del Código Civil. 

Termina pidiendo que oportunamente se rechace la 
demanda» con costas. 

Que abierta la causa a prueba por auto de fs. 55 
vta., se produjo la que menciona el certificado de Se- 
cretaría de fs. 254. A fs. 258 y 272 se agregaron los ale- 
gatos de las partes, dictaminando el señor Procurador 
General a fs, 286. A fs. 286 vta. se llamaron autos para 
definitiva. 

Y considerando : 

1) Que es dudosa, aute los términos del alegato de 
fs. 272, la subsistencia de las alegaciones formuladas en 
la contestación de la demanda a las protestas de fs. 86 
y sigtcs. En todo caso, dada la prueba producida en 
autos — fs. 3, 4, 5, 6, 7, 108 y 132 — , que justifica la opor- 
tunidad de aquéllas y su recepción por el destinatario, 
no requeriría decisión sino la impugnación fundada en 
la ambigüedad de las reservas por no haberse mencio- 
nado expresamente en ellas la ley cuya inconstituciona 
lidad invocan. 

Que la jurisprudencia de esta Corte ha establecido 
—Fallos: 188, 205; 193, 27; 204, 376; y otros— que son 
suficientes las referencias que permiten a las autorida- 
des la identificación del gravamen impugnado, llevando 
a su conocimiento la disconformidad del contribuyente 
con el mismo y su fundamento. En la especie estos re- 
quisitos aparecen cumplidos, pues tratándose de la con 
tribución territorial aplicada los años 1939 a 1943 en la 
provincia demandada, no ha podido existir error res- 
pecto del impuesto que motivó las protestas objetadas, 
ni sus términos dejan duda de la razón en que se basan. 

2) Que de la prueba producida en autos la de pe- 
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ritos merece especial atención. El dictamen del ing. 
agrónomo, Sr. Martín Ezcurra — fs. 151— establece, en- 
tre otros datos, que el campo del actor es muy propenso 
a la erosión, comprobando su análisis una proporción 
de arena superior al 90 %, Los médanos —vivos y cu- 
biertos — ocupan el 31 % de su superficie. Las lluvias 
son escasas e irregulares, de 630 mm. por año término 
medio. Los vientos fuertes del Norte y Sudoeste carac- 
terizan la zona, así como las temperaturas extremas en 
verano e invierno. Ei establecimiento no es apto para 
la agricultura y está explotado, como técnicamente co- 
rresponde, casi exelusiv amenté con ganado vacuno 
—2.049 cabezas de promedio de 1938 a 1943— he reto rd 
■Je muy buena calidad. Puede sustentar 1/3 de ganado 
mayor por hectárea y debe ser trabajado al mínimo de 
capacidad. Tasa el campo en m$n. 335.08(3,77 y las me- 
joras — alumbrados, aguadas, construcciones, instala- 
ciones de trabajo, montes y pastoreos —en 110.436,30 
m$n. El total es de m$u. 445.526,07, y lia experimentado 
un alza de 30 % sobre los valores de los años 1939/41. 
El arrent 




por 

La explotación lia sido racional y económica, adecuada a 
las condiciones y costumbres de la zona. El capital 
fijo invertido — campo, mejoras, animales de traba- 
jo y cría, mafjuinarias, rodados, implementos — alcanza 
a m$n. 795.746,07. El circulante ha sido de 44.374,60 
mín. anuales, siendo adecuada tanto la proporción en- 
tre uno y otro, como el monto de la inversión. El ren- 
dimiento anual del 6 % es normal para este tipo de 

ieiones del campo y 




lar se para este establecimiento un beneficio neto de 
m$n. 30.08;>,4O —en 1944— o sea m*u. 3,66 por huott* 
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rea, que debe reducirse para los anos anteriores, por 
razón del aumento experimentado por los productos de 
la ganadería, en un 10 % para 1942 y 1943; en el 30 % 
para 1941 ; y en el 50 % en 1939 y 1940. 

3) Que del dirtamen del perito contador, Dr. Ho- 
racio E. Frías, agregado a fs. 369 —y ampliado a fs. 
234 — resulta, entre otras cosas, que los libros del actor 
no están rubricados, pero se llevan de acuerdo a la téc- 
nica contable, sur irregularidades. Conforme a los mis- 
inos durante los ejercicios de 1938/39 y 1939/40, la ex- 
plotación dió pérdida — de m$n. 24*629,59 y 13.565,11 
respectivamente. Los beneficios de los tres ejercicios 
siguientes fueron m$n, 39.524,97; 57.905,85 y 38.890,74. 
En total m$u. 38.194,70 de pérdidas y m*n. 136.321,56 
de ganancias, con un saldo favorable de m$n. 98.126,86. 
Esta ultima cifra se reduce a m$n. 48.554,1)5 en el re- 
ajuste de los libros conforme a las instrucciones de la 
Dir. Oral, del tmp. a los Réditos. Según libros, en el 
año 1939 la contribución pagada con descuento, importó 
el 56,47 % de la pérdida; en 1940, el 70,88 %; en 1941, 
el 19,57 % de las utilidades; en 1942, el 13,84 %; en 
1ÍM3, el 19,31 %. De acuerdo al reajuste antes mencio- 
nado, los mismos porcientos son del 22,20; 57,21; 38,69; 
16,48 y 19,31. Especifica además el valor de las hacien- 
das del establecimiento que varía de m$n. 126.689 a 
204.304,07 entre 1939 y 1943 y calcula el tí % de esas 
sumas que a su vez oscila entre m$n. 7.601,34 y 12.261,24. 
De acuerdo al reajusto los valores y porcientos cam- 
bian solamente ios años 1939 y 1940.* Expresa también 
que en el libro "Diario" del actor el campo "Los Cha- 
ñares" figura valuado desde 1938 a 1942, en 641.600 
m$n. \m valuación fiscal líquida lia sido de m$n. 712.900; 
76.1100; y 738.500 durante el lapso 1939/43. 

4) Que en los precedentes de Fallos: 190, 231 y 
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309; 194, 428; 195, 250; 196, 122 y 511; 200, 138; 201, 
165 y 178; 202, 241 y 204, 376, esta Corte ha entendido 
en casos similares a los de autos. Ha tenido así opor- 
tunidad para decidir, que tratándose de la inconstitu- 
cionalidad de la contribución territorial impugnada po*- 
confiseatoria, debe considerarse el rendimiento anual 
medio de una correcta explotación del fundo concreta- 
mu ii te afectado. No cabe en consecuencia descuento al- 
guno en concepto de rendimiento del capital en hacien- 
das invertido en la misma, como no corresponde reduc- 
ción de intereses del capital-tierra, según así se lo de- 
cidió en los autos seguidos por Da, Adclia María Hari- 
iaos de Olmos contra la Prov. de Córdoba, fallados en 
31 de oetubre de 1945. 

Que por otra parte, ni pura la valuación del inmue- 
ble ni para el monto de su rendimiento, deben en prin- 
cipio, establecerse sumas menores que las admitidas por 
la contabilidad del propio interesado. Desde luego no 
podrían reducirse las aceptadas en el juicio, por opo- 
nerse a ello el principio según el cual el juez no lia de 
acordar más de lo que la parte pide —Fallos: 182, 502; 
188, 116 y otros. 

Que de acuerdo eon lo expuesto, debe concluirse que 
el rendimiento del campo del actor, en los años 1941, 
1942 y 1943, ha sirio de m*n, 39.524,97; 57.905,85 y 
38.890,74 respectivamente. La contribución territorial 
— sin descuento por pago anticipado, como corresponde 
computarla con arreglo a lo admitido en los preceden- 
tes antes citados— fué cu los mismos años, de mfn. 
9.980,00; 10.399 y 10.399 respectivamente, no alcanzando 
así en ninguno de ellos a ser «onfiscatorio. 

5) Que también por vía de regla general, no pue- 
de tenerse en consideración, en pleitos de la naturaleza 
del presente, loa años en que la explotación ha dado 
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pérdidas. De otra manera se impondría la declaración 
de que todo gravamen aplicado al capital, es en tales 
casos* confisca torio. Kilo explica loa precedentes —en- 
tre los mencionados en el considerando que anteeede— 
que sientan el principio a que se viene haciendo refe- 
rencia. Desde luego cabría demostrar en los casos lími- 
te, que en un período determinado de tiempo, tales pér- 
didas revisten regularidad, y en definitiva, reducen el 
rendimiento unitario de los años beneficiosos. Pero esa 
prueba, aun de ser admisible en la especie, falta en 
autos, porque siendo susceptible de demostración con- 
creta, no puede suplirse con la simple manifestación del 
perito agrónomo a que más arriba se ha hecho mención. 
Por lo demás resulta difícil admitir siu prueba cierta, 
una proporción corriente del cuarenta por ciento de fra- 
casos en la industria ganadera. 

ti) La presunta conformidad de las leyes naciona- 
les o provinciales con las normas constitucionales, que 
es el principio cardinal de la división, limitación y coor- 
dinación de los poderes en nuestro régimen institucional, 
no debe ceder - por transgresión a ese principio y a 
esas normas — sino ante una prueba contraria tan clara 
y precisa como sea posible y partícula miente cuando se 
trata de impuestos creados por el poder legislativo en 
virtud de sus facultades no disentidas, cabe tenerse pre- 
sente que el exceso alegado como violación de la propie- 
dad debe resultar no de una mera estimación personal, 
aunque ella emane de peritos ilustrados y rectos, ni de 
circunstancias puramente accidentales y eventuales, si 
no de una relación racional estimada entre el valor del 
bien gravado y el monto de ese gravamen, al margen de 
accidentes transitorios y eireuustunciales sobre la pro- 
ducción y aprovechamiento de aquél; de tal manera que 
Las provisiones del Estado para la debida y eficaz aten- 
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ción de los servicios sociales no dependa sustanc 
te de las contingencias económicas en la producción y 
comercio de los bienes. 

Sostiene el experto que el campo debe trabajarse al 
mínimo de capacidad de uní muí es para evitar los indu- 
dables inconvenientes de orden técnico y económico que 
plantean las permanentes sequías — fs. 155 vta. — ; pero 
esas dificultades y las otras anotadas precedentemente, 
a que no escapan otras regiones semejantes del agro ar- 
gentino, no 
da del inmueble que 
alegada por desproporción excesiva entre ella y el im- 
puesto territorial, aunque éste sea calificado do rigu- 
roso pues la Corte no se pronuncia respecto de la con- 
veniencia o eficacia de un determinado sistema fiscal, 
sino de su manifiesta incompatibilidad con las garantías 
constitucionales. 

(Jue corresponde así rechazar la demanda por no 
estar justificados los extremos necesarios para que la 
misma pueda prosperar. 

En su mérito se desestima la presente demanda ab- 
solviéndose de la misma a la Provincia de Córdoba. Sin 
cosías, por no encontrar mérito para imponerlas al actor. 

Antonio Sagarna — F. Ramos 
Muía — T. I). Casares. 



Año 1Q47 — Abril 



CAMPAÑA POPULAR EX DEFENSA DE LA LEY 1420 

RECt-RSO EX TRA RDtNA RIO: Refitdaito* comunes. Tribunal fo 
Justicia. 

No es óbice a la procedencia del recurso extraordinario 
rojeto di* la resolución del Jefe de la Policía Federal que 
deniepa permiso para realizar un acto público, la cireuns- 
tfineia de que exista contra ella no reetirso administrativo 
reglamentado por decreto del P. E. 

COXST/TVCIO* K ACION AL: Derechos \t narantlas. Derecho de 
reunió», 

El derecho de reunión, no enunciado expresamente en la 
Con sr. ¡Saeional. nace de la soberanía del pueblo y 
de la forma republicana de pobicrun, está implícito en el 
art. 33 de aquélla y se vincula con la lihertad individual» 
de palabra y de asociación. Puede ser resrlamentado, por 
normas uniformes y razonables, que no importen su efec- 
tivo desconocimiento, en la medida que lo requiera el orden 
y la tranquilidad públicos. 

Las reuniones cuyo fin no sen contrario a la Constitución 
ni a las leyes, a la moral y n las humus costumbres, ni por 
razones de oportunidad, peligrosas para el orden y la tran- 
quidad públicos, no pueden prohibirse. No es contrario a 
las instíliii-ioncB la qn ■ Hcnde a propiciar el manteni- 
miento de una ley nacional. 

No es admisible más restricción al derecho de reunión que 
el permiso previo ría ra la utilización de la calle, plazas 
u otros bisares públicos y el avisn para los casos de reunio- 
nes cuantiosas en hipares cerrados. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

REPÚBLICA ARGENTINA 
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CONSTITUCION NACIONAL: ComtitttcioHati<iad t> ¡nvomtitMio- 
nalitiad. liernturione* administrativas. 

El iirt 4 del lidíelo reíd a menta rio de las reuniones del 2 
di» marzo di» IÍ>45, aplijcado pura prohibir una reunión 
lÍL-itJi, es ineoiistitueional. 

Dictamen okl Pao^üitAOOit í¡kni:ieai. 
Suprema < ¡orle; 

Se planten en c-ltK autns una fin^lum ilr procedi- 
mientos {'i|tii|»iii nlth- a la que ¡iludí íw f r Anlulío Horacio 
Ltntdnns (diHannm d<l 1 I ili> ¡iiío-to do 1041, r\p. j„ 
Lib. IX). Kl Si*. Jefe *\v i ri Pdlicíü rVdpral nciró permiso 

a Tlll írni|K> do ciudadanos ipH' pniveciabnil rejmi ise on 

la vía pública para expresar :illí ideas acoren di- la ley 
14*20; e interpuesto roenrso exii-annlinariii para irrito 
V. K., el mismo t'iitii'ionni-Mi no ha heelm Murar fiimlan^ 
dosc en <jii(» f-nti arpólo ni nrt. 1 dc| deoroto 7620/44 
(Bol. Ofic, t nliril .'! ¡M4), sn pesoluefioíi no es rlefínítivfi, 
pues (pieria abierto a los interesados oí dei'Oeho do ape- 
lar al Ministerio d«-l Interior. 

Kl nrt. 1*7 riel (Y>d. de IVoeeil. Criiu. prOvienO: 
**W ju/iraniiouto d>' los tufttis o emttmmmhnes 
a la<¡ ordemnzm nmnit ¡/mf<:< t , ríe piíMcm correspondo 
respectivamente a onda una <!.' estas administraciones, 
vuatuhi fn ftrítfí tío i -u-ithi tic mi ohs tí,- ttrrmto >t cien 
pesos t¡r multa.** 

Hefiérese, pin . a la n-j n ión de falta* o conlrn- 
veneionos eonietfílas pop parí ¡cafare-, lan sóli», no ni 
ejercicio di- 1 1 1 ra «. fuindi mes itHiiiM'ipnlea << policiales; 
y dentro • f • ■ J mi-mo concepto, concede apelación para 
arde l,i n íi' i.i < "¡ i ■«■•■>- ; "in:d i n,nnl<i lo ¡t<oo exceda do 
cineo días di- arrestu <> .piim-c pe*n> dé inulta (aHs. 30» 
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587 y concordantes). Do ahí se ha deducido que siendo 
menor la pena, la resuelto lince ejecutorio a los efectos 
di» la procedencia del recurso extraordinario. 

¿Cuál j's la situación cuando no se traía tío faltas 

contravenciones, ni de penas? Kl código no reglamen- 
ta el ejercicio del derecho de reunión en las plazas o 
calles públicas, materia librada liasla ttqúí a las orde- 
nanzas municipales ti |ns edictos de policía. Ante la 
ausencia de lev reglamentaria, el I*. K.. organizando el 
recurso jerárquico establecido de-de antes, ha admitido 
por decreto ÍMÚ/M {MóL Ofic. abril .'1/44), qué los 
particulares podrían apelar ante dicho Poder contra 
resoluciones de diversos funcionarios catre los <|uc vir- 
hinlnieute quedo comprendido et Sr. .Jefe de Policía. 

1 na apelación parecida se permitió ya por el edicto 
polieial del Ifi de marzo de WKVl para ante el Ministerio 
del Interior: pero pudo objetarse, por entóneos, que no 
entraba en las atribuciones del Sr. .lefe atribuir al Afi- 
nislerio una jnrísdicitín sobre la que éste im se había 
pronunciado. Tal objeción desapareció con el decreto 
de marzo 2K/44. 

Para lo sucesivo, cn-existon dos situaciones legales 
distintas: las resoluciones del Sr. .lefe de Policía impo- 
niendo multas, siguen sujetas, como antes, a la apela- 
ción prevista por el (Vid. de Proeeds. Crini.; y las que 
versen sobre otro género de posibles lesiones a derechos 
individuóles, sólo se reputarán definitivas si el intere- 
sado ríe ja de apelar anle el Ejecutivo, o éste las con- 
firma. Desde luego, mi encuentro (pie el 1*. R. hoya 
violado lev alguna, o extralimite facultades constitu- 
cionales, al reducir algunas facultades anteriormente 
concedidas por dicho Poder al Sr. Jefe de Policía. 

Partiendo de tal liase, Metro a la conclusión de que 
el recurso extraordinario fué bien denegado a fs. líí de 
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los autos principales, y que así correspondo declararlo, 
— Bs. Aires, marzo 12 do 1047. — Juan Airare*. 

PALLO DE LA COfíTK SUPREMA 

lís. A i ros, abril 7 de 1047. 

Y vista lii precédeme queja caratulada *' [{ocurso 
pío bocho deducido eti los autos Campaña Popular do 
Defensa do la ley 1420, apela resolución .I.-tV do la 
Policía Federal" para decidir sobro so procedencia 

Y con sido rando: 

Que oan arreglo a to resuelto en Fallos: 100, 101 y 
en los procedente* que allí so citan, respecto do la deci- 
sión del Jefe de la Policía Federal, en los casos de 
done ¡ración por el misino de permisos de reunión, pro- 
cede el recurso extraordinario. Xo es óbice a olio la 
existencia de un recurso administrativo, según se lo 
declaró en el precedente eilado, y por consiguiente la 
circunstancia de que en la actualidad sea un decreto 
del P. E. el que lo reglamente — y la alegada validez 
constitucional de ésti— no impiile la procedencia de 
la apelación. 

Kn su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario inlcrpue>bi » fs. S del principal. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria m;'is substanciación: 

Que cr>n arreglo a lo resuelto por esta Corte en 
Fallos: j:n, Mb y en lo-, precedentes que allí se citan, 
el dereelin A>- reunión, aunque no expresamente enun- 
ciado en lll Colad, Xaeinnnf, nací' de la soberanía, del 
pueblo y de la forma republicana de gobierno; está 
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implícito en lo establecido por el art. 33 de aquélla y se 
vincula non la libertad individual, de palabra y de aso- 
ciación. (Art. 14 y concordantes de la Const. Nacional.) 

Que puede sin duda ser reglamentado, en la medida 
que lo retiñieran el orden y la tranquilidad pública, 
siempre que las normas que al efecto se dicten sean 
uniformes y razonables y no importen el efectivo des- 
conocimiento del dereebo aludido (Conf. Fallos: 191, 
1ÍI7; lít.'í, 244). A este efecto corresponde reiterar con 
los fallos citados, (pie no tratándose de reuniones cuyo 
fin sea contrario a la Constitución ni a las leyes, a la 
moral y a las buenas costumbres, ni por circunstancias 
de oportunidad, peligrosas para el orden y la tranqui- 
lidad pública, no pueden ser prohibidas. El respeto do 
la garantía constitucional no admite más restricción 
que el permiso previo en los casos de utilización de 
calles, plazas y otros lugares públicos y el aviso, pnra 
las que sean cuantiosas y deban realizarse en locales 
cerrados. 

Que la reunión organizada con el propósito de aus- 
piciar el mantenimiento de una ley de la Xación difí- 
cilmente puede calificarse de atentatorio de las institu- 
ciones, y no se lo lia hecho así en autos. Tampoco se 
lia invocado razón alguna (pie evidencia la impropiedad 
del lugar elegido para el acto. 

Que el art. 4 del edicto reglamentario de las reunio- 
nes de '2 de marzo de 104f> que no autoriza en ¡as calles 
y oíros ¡ti ga res públicos sino las tpie persiguen fines 
"de conmemoración patriótica, de carácter religioso, o 
de propaganda de los partidos políticos con personería 
retMiiocida" pugno por consiguiente en el caso, con los 
principios constitucionales enunciados en los conside- 
randos, y la resolución de fs. -1 (pie con lal alcance lo 
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aplica, prohibiendo el acto a que so ha bocho referencia, 
debe revocarse. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada de fs. 4 
en lo que na sido objeto del recurso extra ordinariez 

Antonio Rau.uín.y — B. A, Nazar 
AxciiortKN'A — F. Hamos Mkjía. 



PIÍOVLWIA DK SANTIAÜO DHL ESTERO v, NAPOLEÓN 

TAISOADA Y OTRA 

REt I fí*0 h \TU 1 f »/»'/»/ V \ R!t>: {;, , ,..,-,.;„•,, hit trai- 

ción del rt i itrsn. Término. 

La manifestación formulada después de dictarse sentencia 
por la cámara de ti peí ación es, en el sentido de une se deja 
'planteado y fundado el recurso extraordinario para unte 
la Curtí' Suprema de «Justicia, si mediara negativa en úU 
tima instancia", del recurso de inM&stitucittaalidad dedu- 
cido en el urden local, constituye una interposición subsi- 
diaría y condicionada del recurso esf ra ordinario y como 
tal htsafieiejitC, si de autos resulta además r|ue la* apela- 
ción del art. 14 de la ley 4.N se intentó luejio centra la sen- 
tencia del superior tribunal local, que declaró impróce- 
dente el recurso (te inennstitueionalidnd traído ante el 
mismo. (') 



UKNMAMlX MERCA v S, a. ERKiORfElCO ANCLO 

JÜRlSPtrrtny y < ovrETRXCtA: (tmpemeia territorial. Ele 
mmto» determinante*, lugar d#l ttomkiUo dv lm parten. 

El pn.piVvii,, del art. C del deereto «'12.347 ha sido atrilutir 
Bomoeteueia a lo* jueces del trabajo de fa Capital cuando 

el demandado se domicilia cu ella — o es allí el lugar del 

trabajo <> de la celebración del contrato — ¡i H .j,' ni ,1,.) 

demandante y con pivseiudmeia en el primer supuesto 
del sitio de la convención y de su cumplimiento. 

(>) 7 aV ul.nJ ti.' \W. FhUoii: 2t!5 ( 2)7 



DB JUSTICIA DE LA NACIÓN 257 
COXSTiTt.TIOX XACW.XAL: C<>„st¡ t ,u tonalidad c inconstancia- 

Es ineficaz la alegación do que el art. 4? del decreto 32347 
invade jurisdicciones provinciales, ni futras la justicia 
provincial no haya heclm cuestión de eompetencui y no 
se deseonnzra ta facultad estadual de crear tribunales ad- 
ministrativas destinados a entender en cuestiones relativas 
a accidentes del trabajo. En tal supuesto el precepto cues- 
tionado se Inmhi a organizar jurisdicción de los jueces 
de (a Capital respeto de personas domiciliadas en ella. 

twlittttd. Lntcs narhuah's. Ailministratiras. 

E] art. 4" del decreto 32.347 no vulnera | a norma de legis- 
lación uniforme del art. «7. iue, 11. de la Const. Nacional 
pues no asiste precepto inequívoco del Cód. Civ. — euva 
iiphcaeiúu incumbe a | nN jueees locales— < }U e contraríe *lo 
dispuesto en el primero. 



HlITAMIíN UKL PHOOÍJRADOn CtKXKIiAL 

Suprema Coito: 

A fs. vtn- y 7(1 so ha planteado, en los términos 
exigidos por los afts, 14 y W de la ley 48, recurso extra- 
ordinario do apelación contra la sentencia de fs. 58 en 
«minio decide intpugjnaciones constitucionales oportuna- 
mente formuladas por el recurrente. 

Correspondo, pues, declarar «pío dicho recurso fué 
bien concedido a fs. fifi y 70 vtn. 

Todas las expresadas impugnaciones —reproduc- 
ción do Jas contenidas desde el escrito de fs, 17/20— 
ffiran alrededor de la invalide/ constitucional del de- 
creto ;IL'.:í47 44 en «untito concierne ¡i \ n creación y fnu- 
eionaniionto de la Justicia del Trabajo. 

Sólo aparece como cuestión distinta de las prenieu- 
cionadas, la t|iie se refiere a la desigualdad que el pro- 
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cedimicnto creado por ese derroto establece entre los 
litigantes y tjuo so considera por la demandada como 
violatoriu do la garantía (pie acuerda ol nrt. U¡ dn la 
Const. Nacional. Asimismo se impugna ol ¡n irado 
decreto on manto su aplicación importa vníj^riir la 
liberta ti de defensa on juicio. 

No encuentro justificadas esas afirmaciones ni de- 
mostrada — art. 15, ley 4S — la relación directa o in- 
mediata <|iie pueda existir entro las garantías consti- 
tucionales invocadas y el caso resuelto. Se trata de 
preceptos procesales aplicables por igual a todos los 
interesados y (pío si bien abrevian los trámites judicia- 
les, no importan vulnerar la igualdad con cpie son oídos 
los litigantes, ni restringir snstancialmcnte su defensa. 

Subsistiría, a^í, el cenrso solamente respecto do 
la creación de la Justicia del Trabajo, impugnada en 
razón de su origen inconstitucional. 

Sobre el particular lengo expedida opinión en causa 
"Martín v. Xicorn'\ M. 474, con feclia 29 do octubre 
de 104"), la ipio doy por reproducida en lo pertinente. 
— Bs. Aires, junio 17 de 11)4(1. — Jitfni Alvares. 

PALLO DK LA l'WfTK St'PHKMÁ 

Hs. Aires, abril 7 do 1ÍU7. 

Y vista la prcceilciite causa seguida por don Ben- 
jamín A. Mu rúa contra la S, A. Privón fien Anglo, 
sobre indemnización por despido, en la «pío se ha con 
cedido el recurso extraordinario a fs. 6t¡ vía. 

Y considerando ¡ 

l¿ue con arreglo a la doctrina dej tallo de esta 
Corle dictado en la causa "M. 174 IX l!Má, Martín 
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Joaquín i\ Ni cora Domingo, i inician i '/ación por despi- 
do" la sentencia apelada en cuanto admite la validez 
de tos Tribunales del Trabajo, debo con [¡miarse. 

Que ta eonstiíucionatidad del nrt. 4 del decreto 
no es discutible por razón de su origen, con 
arreglo a la conclusión a que se llega en el precedente 
considerando, No es tampoco dudoso que el propósito 
del texto legal ha sido atribuir competencia a los jueces 
del trabajo de la Capital cuando el demandado so do- 
micilia en ella — o es allí el lugar del trabajo, o el de 
la celebración del contrato-- a elección del demandante 
y con prescindeiictu, en el primer supuesto, de que el 
sitio de la convención y su cumplimiento no coincida 
con el domicilio — con)', el artículo citado y las conside- 
raciones generales, punto VI — . 

Que en la especie es ineficaz la alegación de que el 
precepto cuestionado invada jurisdicciones provinciales, 
puesto que la justicia provincial no bu hecho cuestión 
de su competencia, lo que equipara esle planteamiento 
al que se contempló en Fallos; 20.'i, 407. TVelurós> allí 
improcedente el recurso porque no existía "litis pen- 
fh-utid" con respecto a ningún tribunal de provincia, ni 
invocaba a su favor el recurrente el fuero federal, ni se 
bahía trabarlo en forma contienda do competencia de 
las que corresponde resolver a esta Corte. 8i, prescin- 
diendo de todo ello, que tampoco ocurre cu esta causa, 
se considera al precepto en sí mismo como regulador 
de la competencia tic los tribunales locales (pie creó el 
decreto ;{'J.;í47 ha de observarse que no os discutible la 
facultad de] Congreso Nacional, en cnanto legislatura 
local, para organizar la competencia de los jueces de 
ta Capital, en supuestos cu que el demandado está hu- 
joto a su jurisdicción por razón del domicilio. Cada 
(lutado - y la Capital en su casi» organiza sus poderes 
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independientemente en tanto do vulnere la Cnnst. Na- 
cional —Fallos: 1ÍJ4, 'MI y otro.s — . La situación de autos 
difiere, pues, de los precedentes de Fallos: 18l>, 103; 
192, 76 y otros nllí citados, no sólo en <|iie fueron resul- 
to» por la vía del art. [) de la ley 4 ( )">">, es decir, con 
motivo de cuestiones de competencia planteadas entre 
jueces, sino también en que no mediaba disposición 
legal que con respecto a la acción personal de que en 
ella se trataba contuviera, como el precepto cuestionado, 
determinación relativa a la competencia que acordase 
expresamente la opción autorizada un osle último. Y en 
cuanto a lo considerado en Fallos: lil"; 1!!(¡, 5:¡0; 
201, 417 y otros análogos, no si.- trataba en ellos del 
régimen de la competencia un orden a la actuación del 
Pcpto. di 1 Trabajo de la Prov. de Bs. Aires en la apli- 
caeión de la ley nacional !)(¡KS, sino de la facultad de 
las provincias para establecer, como lo ha hecho la de 
Bs. Aires con dicho Departamento, un tribunal admi- 
nistrativo con facultades procesales para conocer y de- 
cidir en las cuestiones relativas a los accidentes del 
trabajo. 

Que el argumento basado en la norma de legisla- 
ción uniforme de] art. f¡7, ine. 11 de la Coiist. Nacional 
no es óbice a lo precedentemente expuesto. Desde luego 
porque la interpretación y aplicación del Cód. t'iv. in- 
cumbe a los jueces locales —Fallos: 20.>, 108— y tam- 
bién porque la cuestión cuya resolución requiere el caso, 
es por su na tunde /.a del resorte de la legislación local, 
en tarno no exista un precepto nacional inequívoco so- 
bre el punto. No |o es td art. TJl'J del Cód, t'iv. invocado 
por el apelante, que designa como fugar d< cumplimien- 
to de los eonl ralos aquél en que fueron I.ccIioh *'h¡ fuere 
el domicilio del deudor", norma que no puede consido- 
ruine vulnerada |>"r el otorgamiento le^al de la fncul- 
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tn ti do optar, para In ejecución judicial do lo contratado, 
por el domicilio del deudor, cuando lia sido otro el hi- 
gar en (pie el contrato se hizo y se cumplió. Esto hállase 
además corroborado por el art. 100 del mismo código, 
según el cual "el domicilio de derecho y el domicilio real 
determinan la competencia de las autoridades públicas 
Tiara el conocimiento de los derechos y cumplimiento de 
las obligaciones". Y tampoco es precepto nacional in- 
equívoco sobre el particular el art. ÍM>, i no. 4 V , del mismo 
01101,10 legal, también alegado por la recurrente, pues 
tiene por objeto contemplar de modo favorable la situa- 
ción de quienes contratan cou las compañías en el lugar 
de las sucursales a que el inciso se refiere, por lo cual 
no lo contradice un precepto que, con el mismo propó- 
sito* autorice a atenerse, en cuanto a domicilio de las 
compañías aludidas, al (pie determina el inc. 3° del 
mismo art. 00. 

Kn su mérito y atento lo dictaminado por el Sr. 
Procurado] - (leñera!, se confirma la sentencia apelada 
en lo que ha sido objeto del recurso extraordinario. 

Antonio Saoauna — B. A. Nazar 
ANntouKNA — F. Ramos Mkjía. 
— T. I). Casáis es. 



(JHICOORIO l'OMAIt v. NACI6N Allí i ENTINA 
AMNISTIA. 

l,n ley V2.UTA c* niiiipmiNivíi do \m delito» coiimuick con», 
xtis ciiii tu» poltttCO» ii que st» refiere. 
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PRESCRIPCION: Tiempo <lr, la prencripctirt. Utilería civil. Pres- 
cripción decenal. 

No habiendo transcurrido el plazo del art. 40211 del Cód. 
Civ, entre la fecha do la ley 12 «73 y aquella en que fué 
presentada ln demanda» no lia proscripto la acción corres- 
pondiente al militar dado de baja can anterioridad a la 
ley 11.020 y no reincorporado después de esta por impu- 
társele la comisión de delitos comunes conexos con los polí- 
ticos previstos por ella. 

AMNISTIA. 

Ln facultad del Congreso para eoneeder amnistía* no tiene 
otra limitación que la de que sean generales. Ella 00 le 
impide poner condiciones sobre los hechos, el tiempo y las 
condiciones de su vigencia, por Mué la ley 12.073 ba 
podido establecer válidamente, como lo ba hecho, que la 
reincorporación a que se refiero no tendrá efecto retroac- 
tivo híuo tan sólo para el futuro, Procedo, pnr lo tnnto, 
rechazar la demanda de! militar dado de baja antes de 
la sanción de la ley 11 .020 y no reincorporado hasta 
después de sancionada la ley 12.(i73 por imputársele ta 
comisión de delitos comunes conexos con los políticos, pro- 
movida, con el objeto ele (pie si- le reconozca la antigüedad 
y et derecho n cobrar los uncidos desde la fecha en que 
fué dado de baja hasta aquella en que fué reincorporado 
con arreglo a la lev 12.673, 



Sentencia dei. .Ir ra Federal 

Bs, Aires, 2fi de diciembre de J!M!> 

Y vistos: p.mi resolver estos autos caratulados, "Pomar, 
Gregorio v. 4 hibierno de la Nación s/ reintegración de grado 
militar y cobro de haberes", de los que resulta; 

1") Que a fs. 2, si' presenta el ador deduciendo formal de- 
manda contra el Gobierno de la Nación por reintegración 
de grado militar, reconocimiento de antigüedad y cobro de 
haberes, en mérito de las siguientes comido racione*: 

Dice que por decreta del 1». E. del año l!Kil (julio V.i'M) 
fué dado de baja del Ejército argentino cu cuya oportunidad 
t*nla el grado de teniente coronel y que poHlcriormeutc fué 
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amnistiado (19 de junio dt> 1941), Agrega que la amnistía 
acordada, |fi fm'? en virtud de la ley 12.0*73. Se sostiene que, 
como eon anterioridad Fué dictada ta ley ll.fi26 (año 1932} loa 
beneficios reconocidos ( reintegración del grado en situación de 
retiro con goce df* sueldo) han debido serle ampliados dentro 
de los términos de l¡i recordada ley, abonándosele los sueldos 
devengados desde la fecha de su baja y computándosele asi- 
mismo la antigüedad corrida desde esa Fecha hasta rl 19 de 
junio de 1941. Hace en este sentido una serie de consideracio- 
nes tendientes a demostrar la razón que le asiste para reclamar 
lus beneficios cuestionados, pidiendo en definitiva que ac haga 
hipar a la acción intentada con intereses y t'Ofitaa. 

¡2'>") Declarada la competencia del juzgjidu y corrido tras- 
lado r 1 ■ - la demanda al P. I'V por intermedio de) ministerio del 
ramo, se presenta el procurador fiscal contestando y dice: 

Que la demanda es improcedente. Opone en primer termino 
la defensa de prescripción (arta. H27, íne, 3' y 4023, Cód. 
Civil) 

Agrega n continuación que existe cosa juzgada sobre el 

particular y qu uiseciicntcmentc ninguna revisión judicial 

cabe BObre la Cuestión debatida. Funda esta defensa en el hecho 
de que el actor ha consentido la resolución administrativa que 
le acordó [a reincorporación, sin reserva alguna. Agrega 
que existe por parte del presentante tina renuncia de derechos, 
la que surce de su actitud pasiva frente a la resolución indi* 
cada. Niega por último que dentro de los términos de la ley 
II fi2fi pueda encuadrar ta situación del actor y pide, en defi- 
nitiva que se rechace la demanda erm especial condenación en 
costas. 

:V J 1 Declarada la cuestión debatida de puro derecho, se 
corrió nuevo traslado pur su orden, el que fué evacuado por la» 
partes a fs. Íi2 y fs. ti i. crin ln rpir se llamó aillos para sentencia 
a fs. fifi vta.. y 

Considerando: 1' í^ue teniendo cu cuenta la naturaleza 
de In defensa de prescripción qiir el ♦ re otras articula la deman- 
dada en su escrito de res¡ |e, el juzgado pasará a analizarla 

en primer término, para proni iarse sobre el fondo de la 

Cuestión debatida en el supuesto caso ríe que ella no prosperara. 

l*ffKvri¡trión: íai defensa dH rubro luí sirio ji rl ¡culada P n r 
la demandada de conformidad con lo dispuesto por el nrt. 4023 
del Cód, Civ. Se viivlir'ni' al respecto, que enlrc ta fecha en que 
se dictó la lev II li-jli ( ñu 1932S n desde la le. ha de la bíi.ja 

f193H. y la ríe la iniciación de esta demanda (31 de julio 

ríe 1911}, ha transcurrido con estceso el plazo U'^al de los 10 
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años a que se refiere el invocado art. 4023 para que se opere 
la prescripción articulada. Por su parte Ifi actora sostiene a 
fs. 52. que el plazo aplicable no en el de 10 años, sino el de 
20 años, en razón de su auseneiii. lince n continuación una 
serie de consideraciones tendientes a demostrar la improceden- 
cia de la defensa opuesta y pide en definitiva que se haj?a lunar 
a la acción intentada m la forma expresada a fs. 2. 

2» — Que e (informe l" dispone expresamente el nrt. 4023 
del Oíd. <'iv., la prescripción de las acciones personales en [rene- 
ral se prescriben dentro de los 10 años entre presentes y 20 
entre ausentes. 

La aetora. como se lia visto, sostiene a fs, íí2. que el termino 
de prescripción que te es aplicable en el de 20 años por haber 
estado ausente del país a raíz del proceso que se le ¡nielara 
con motivo de] movimiento revolucionario del que tomó parte 
en el año lí*31. 

Como puede advertirse la defensa carrilluda por la inte- 
resada se funda en una situación de hecho, que. por ser tal, 
ha debido ser prohmla durante la secuela del juicio. 

Oc acuerdo a las constancias existentes en autos, no apn- 
rece demostrado ni probado en forma seria la aseveración hecha 
por la interesada. Las constancias existentes en el sumario 
TÍ-10,10 íll de las que se liaee mérito en el referido escrito de 
fs. Eí2. tendientes a demolí ra r la ausencia a los efectos persc- 
puidos. no son a .juicio ifel proveyenle prueba eficiente ti tales 
fines. De esas constancias surjre evidentemente que Pomar no 
compareció ante el tribunal y en tal sentido se hicieron dili- 
penchis tendientes a obtener su comparecencia mediante un 
pedido de ext nolición. K'lo m> puede constituir una prueba 
tendiente a demorar une <d aclor se domiciliara en el extran- 
jero, nun euaudx pudiera existir alíjnna presunción en este 
sentido. Peto el si.lo hecho de haberse encontrado allí en la 
ocasión a que se refieren esns jrcsl iones, no lo pruehan. Más 
aún, <lc esas constancias no surgen elementos de juicio sufi- 
cientes como para demostrar el tiempo que éste se encontró 
radicado — como afirma a fs, 52— en el extranjero. Faltan 
consecuentemente elementos de juicio suficientes para deter- 
minar ciñiólo tienipn se encontró radicado en el extranjero 
y si lo estuvo realmente, factor muy importante en el en so de 
"autos, cu ra/i 'ni de que el plazo legal ib- los 10 jiños «,<■ fia exce- 
dido cu casi 2 aíuis 

(¡Vente a estti comprobación de lieclio, el Mi^-npfu culicude 

que la prueba r líente a demostrar ta uiHcnela invocada es 

deficiente y tu. | I,- n menos ipn- rechazarla cu nicrilo de las 
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razones expuestas. Evidentemente la situación de prófugo no 
prueba por sí sola la residencia en el extranjero, puesto que ello 
aólo significa su i n comparecencia unte el tribunal. Y siendo 
qUc los elementos de prueba in volados, no reúnen a juicio del 
suscripto ]¡i seguridad necesaria tcudientt a demostrar esa 
ausencia, la defensa (pie en ese suitirio se hace a K 52 debe 
ser desestimada y «sí se declara. 

W — Que tampoco es aceptable el aríriimeuto une también 
haee ta aetora en el mencionado escrito de fs. r>2, cu el sentido 
de rpie la acción tendiente a obtener el reconocimiento riel 
estado militar es compresiva a los estados civiles enumerados 
en el arti wl§ rict C'ód. 01% En primer lugar, debe se íi alarse 
que In cpie se persigue en esia demanda, no es en rigor ©I reco- 
nocimiento del estado militar, desde el nunncnln ojie e] P. E. 
por decreto Kll.-id] riel uño 1!U2 reincorporó al actor al Ejérci- 
to, cu situación de retiro, lo «pie rio por sí demuestra (pie lo tínico 
rei'lamuble en este juicio es el derecho al cobro de los ha he rea 
deven -ra dos y In antigüedad corrida desde la fecha de la baja 
ha.sta el ano 1!M1. Pero sin perjuicio <|e clin, cabe asimismo 
agregar ipic dentro de la ley todas las acciones son prescripti- 
bles enn excepción de las expresamente enumeradas en el invo- 
cario arl. 401í>, dentro de las cuales, no se hallaría ni tiene 
cabida la fpie se refiere al estado militar. Este es un derecho 
que emana directamente de Ta ley especial (¡no rige la materia 
y eomn tal se halla s líjelo a la prescripción eninñn de 1(1 años 
(art, -1023, Cód. f'iv.) según lo ha resuelto invariablemente la 
jurisprudencia en casos análogos. 

4'— Que conforme a lo preceden temen le expuesto y 
de acuerdo a lo (pie resolta de la simple conl'rnntación de fin- 
chas, es indudable rpie la prescripción de la acción intentada 
en este juicio se ha operado de cmi formiriari con lo dispuesto 
por el invocado art. 402.1 del < Vid. Ciw, puesto ipie entre la 
fecha de la sanción de la ley n.tí2íi ('W ( ]e setieinbre-de 11132) 
y la de bi iniciación de la presente demanda C\\ de julio de 
Tí) 11). ha traiiKi-nrrido con exceso e] piasen legal de los 10 aítov 
para (pie se produzca la caducidad articulada. V dentro de 
este orden de ideas no puede considerarse como neto inlerrup- 
livo de la prescripción el riccrel,, i:M..">fl| del año IÍM2 por el 
que se reini-tifporó al actor, loda vez (pie "se decreto se fundó 
expresamente en la ley lL\ü7:i In ipie excluyo implícitamente 

el i uioeiiaieuto de todo otro riei ] t o que no sea id tpic prevé 

la citada ley. 

Por bis pi -denles ern sideraciones, fallo rechazando la 
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demanda instaurada por Gregorio Pomar (Tiente Coronel 
S. R.) contra el Gobierno de ¡a Nación, sin costas. Belísono 
(Jache Pirón. 

Sentencia de la CAmaha Federal 

lis. Aires, octubre 23 de 1946. 

Considerando: 

Que sesúri aparece de los antecedentes apresados a loa 
autos, el teniente eoronel Greporío Pomar fué dado de naja 
del Fjíreito por decreto dictado por el Gobierno provisión a! 
el 22 de julio de 1931, como consecuencia de un suceso de 
carácter político-militar. 

Que con fecha 19 de junio de 1941 Fué sancionada la ley 
12.673, en cvivn art. 1' se establece: ' • Concédese amnistía amplia 
a todos los que con anterioridad a la sanción de la presente 
ley hubieran cometido delitos políticos o delitos militares cone- 
xos con delitos políticos". 

Que de acuerdo con su propia experiencia, el recurrente 
se prosélito ante el Ministerio de fínerra solicitando que la 
amnistía otorgada se rigiese pop la lev 11.626 y no por la 12.673, 
lo que Éfl motivado resoluciones contrarias a las pretensiones 

del actor. , . , 

Que, como w lia visto, la ley 12,673, es de amnistía amplia 
V en consecuencia el teniente eoronel Tomar no tenía por que 
invocar In lev 11.626. pura pozar, desde el día que fué dado 
de baja basta la Fecha, los beneficios concedidos por la 
ley VI 673. 

La Corte Suprema tiene declarado que "la amnistía es el 
olvido de un hecho delictuoso para establecre 3a calma y la con- 
rordi» social"... "extiiiíruc la neción y la pena í * 1 ii ilI ^ es 
hubiese sido impuesta y horra la criminalidad del hecho" (Fa- 
llos t Í65, p. l° n > : y **se sentido peñera 1 se reafirma si se 
apresa que la lev 12.673 dice expresamente que la amnistía 
que e'hi sanciona es "amplia" y comprende a "todos los que 
con anterioridad n la sanción de la presente ley hubieran come- 
tido delitos políticos o delitos militares conexos con delitos 
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polítif 

Que de acuerdo con lo expuesto, la reincorporación acor- 
dada por de reto 131 0(11. de setiembre de 1942, vuelve al de- 
mandante a *u situación anterior, es decir, n la que tema canil- 
do se dictó el decreto del 22 de julio de 1931 por el que se le 
daba de baja. 
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Que siendo esto así; en presencia de las razones legales 

expuestos precedentemente, de conformidad con lo resuelto por 
este tribunal en 21 de abril de 1937, confirmado por la Corte 
Suprema en 8 de setiembre de 1937, con fundamentos, que dada 
la analogía que guarda con el sub júdice se dan por reprodu- 
cidos, concluyese sin esfuerzo que la acción deducida deba 
prosperar. 

Que con respecto a la prescripción opuesta, cabe observar 
desde luego, que el demandante sólo lia podido iniciar su acción, 
como es obvio, recién después de sancionada la ley 12673, que 
es de donde nació su derecho; y es a partir de esa fecha, 19 
do junio de 1941. que empieza a correr el término para la 
prescripción; y es evidente que desde entonces hasta el 31 de 
julio de 1944, que es la fecha del cargo puesto al escrito 
de demanda, no lia corrido ninguno de los plazos establecidos 
en los arts. 4027 ni del 4023 del Cód, Civ. 

En su mérito, se revoca la sentencia apelada, se declara 
haber hifiar a la demanda, haciéndose efectivo el reintegro del 
grado militar que corresponde, reconociéndose la antigüedad 
y los sueldos correspondientes desde el 22 de julio de 1931 al 
19 de junio de 1941, como se solicita en el escrito de demanda, 
de acuerdo con la liquidación que formulara en 1» instancia, 
con sus intereses, desde la notificación de la demanda, sin 
costas atento que el P. E. ha podido creerse con razón probable 
para litigar. — Tloracio (lanía Rams. — Carlos del Campillo. 
— Ricardo Villar Palacio, — ,/iwh A. González Calderón. 
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Bs. Airea, 7 de abril de 1947. 

Y vistos loa autos "Pomar Gregorio c. Gobierno 
do la Nación sobre reintegración", en los que se han 
concedido los recursos ordinarios de apelación inter- 
puestos por ambas partes a fs. 88 vta. y 89 contra la 
sentencia dictada a fs. 87 por la Cám, Federal de la 
Capital. 
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Consido ra ndo : 

No hulio prescripción porgue, procesado militar- 
mente por delitos políticos, mi 1 ii ¡iros y comunes, fué la 
ley 12,<¡73, la i\ui' entendió favorecerle el 1 1 > i n ■ ■ 1 1 1 < ■ coro- 
nel Gregorio Pomar desde que, si bien no se mencí o lia- 
ron —en su texto— los delitos comunes conexos con los 
políticos, tal inclusión estuvo en su espíritu, según re- 
sidía de la disensión parlamentaria durante la cual, en 
la 0¡í m. oY Di pe 1 idos ios Ores. Solá y Couke y Sánchez 
Viamoute, cu nombre de los sectores demócrata uucio- 
nal, radical y socialista, respectivamente, lo hicieron 
constar oM en i endose, con ese sentido, la sanción de 11 'A 
representantes sobre 114 votantes (Oám. de Diputados, 
Diario de Sesiones, año lí»40, t. IV. pág. 011). 

fise debió ser el concepto del P. R. cuando, a soli- 
tud del ten, cu te coronel Pomar, otorgó a éste los be- 
neficios de la ley 12.673, invocada por el misino (eonfr. 
expte. del sumario contra el teniente coronel Gregorio 
Pomar por homicidio al teniente coronel Lino il. Men- 
tí el, fs. 275 y .153). Xo pudo, pues, correr tiempo para 
el ejercicio de la acción de amnistía, antes de la vigen- 
cia de la ley que ]a establecía y (pie lleva h\ fecha de lí> 
de junio ole W4Í y, por lo tanto, la demanda en examen, 
instaurada en 31 de julio de 1944 — fs. 2 de los autos 
principales— tampoco esta preseripta (art. 4023 del 
Cód. Civ.). 

En cambio y entrando al fondo de la cuestión, es 
patente la improcedencia de la aceión de reintegro de 
grado y pairo de emolumentos correspondientes al mis- 
mo desde el 22 de julio de 1031, en qao fué dado de 
baja hasta el lí> de junio de 1P41, fecha de la ley de 
amnistía; ponpie ós t ;t dice categóricamente en su art. 
3 o : "el Poder Ejecutivo reincorporará en situación de 
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'"tiro, a partir la promulgación ti, la presente ley, 
a los oficiales, efe es decir que no solamente no le 
dió efecto retroactivo, sino <pio ex presa monto fijó para 
el futuro sus efectos y ello, después íle una discusión 
amplia en la Cám. de Diputados, que no da lugar a nin- 
gún error de redacción y consiguiente posibilidad de 
interpretación como la que propugna el actor. 

La ley puede limitar los electos de ta misma con 
tal de no : foetar los principios constitucionales y, en 
consecuencia, puede una de amnistía, como la que se 
tiene a consideración, poner condiciones sobre los he- 
chos, el tiempo y condiciones de su vigencia; pudo ex- 
cluir expresamente los delitos comunes y aun los mili- 
la res, como pudo fijar la fecha en que sus beneficios 
podrían hacerse efectivos; o los recaudos especiales 
para su otorgamiento. En el debate parlamentario no 
hubo discrepancia — ni cu la Cám. de Diputados ni en 
la de Rimadores — sobre la fecha desde la cual se pro- 
cedería a la reincorporación de los oficiales, suboficia- 
los y asimilados dados fie baja en 1031: "a partir de 
la promulgación de la presente ley" (Cám, de Diputa- 
dos, año 1040, t. TV. págs. 909 a 041 ; t. V, págs. 336 a 
357; año 1041, t, T, págs. 2S9 y 200; Cám. de Senadores, 
anos 1U40-41. págs. 2(í3 a -ó'(¡). Lo único míe determinó 
en Di imtados un amplio dolíate fué la reforma introdu- 
cida en la Cám. de Senadores sobro la necesidad de 
integrar los años do servicios requeridos por las res- 
pectivas leyes orgánicas del ejército y la marina para 
gozar del beneficio del retiro (i. Y, págs. 336 y sigtes,, 
año 1040). 

El concepto de "amnistía amplia" expresado en 
el art. V' de la ley n" 12.G73 está, pues, rectificado por 
el mismo estalnto en su art. 3* en la forma que se men- 
ciona en el anterior considerando y ninguna norma 
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constitucional puede invocarse para que la justicia de- 
clare nula y sin valor esa modificación dentro de los 
arts. 31 y 67 ', inc. 17, de la Constitución y 14 de la ley 
n* 48. Esta Corte Suprema no lia modificado, en fun- 
ción interpretativa, las leyes claras del Congreso Na- 
cional sohre "amnistía" que el recordado inc. 17 del 
art. Íi7 no lm preceptuado que sean amplias, sin restric- 
ciones, sino que sean "generales" y así t en el fallo del 
t. US, pág. 312, declaró improcedente la amnistía para 
los autores de delitos comunes aun argüidos do conexos 
con los militares y políticos de la revolución del 4 de 
febrero de lí)0.í porque el Congreso no los incluyó en 
la ley n* 4939, e igual norma se aplicó en 17R, 377; en 
el caso del t. 14S f pág. 29,9, desestimó el pedido de aco- 
gimiento a la ley de amnistía n" 11.386 porque ella "se 
encuentra subordinada a la condición de que el infrac- 
tor cumpla con la obligación de enrolarse"; en el fallo 
197, 340 declaró válida la sumisión de la lev !1.62(> a 
condiciones de tas leyes reglamentarias del ejército. 

En su mérito se revoca la sentencia apelada y se 
rechaza la demanda, debiendo pagarse las costas del 
juicio en el orden causado. 

Antonio Rao aun a — B. A. Nassau 
Anchonkna — F. Ramos Mejta. 



ANA MASOTTi T>E TU T SSO Y OTROS v. PROVINCIA 

DE HITENOS AIRES 

PAGO: Pago indebido. Protesta* Alcance. 

Teniendo *ni mienta la r'pncít del año m que se realizó 
la protesta y r] breve tiempo h;'dn¡ transcurrido desde Ya 
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fecha del pago a que se refiere, debe considerarse opor- 
tuna la f|iio se hizo el 2 de enero de 1944 con respecto 
;l un pago efectuado el 29 de diciembre del año anterior. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Si bien el impuesto territorial se mide por el valor de 
la propiedad inmobiliaria, el objeto del gravamen no es el 
inmueble considerado en sí mismo sino la capacidad tribu- 
taria de su dueño, que se mide por la riqueza que sn 
dominio representa. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derecho* y garantía», Igualdad. 

Para .juzgar si el impuesto terri! cirial es o no vi oí a torio 
de la igualdad que establece el art. 16 de la Cnnst. Nacio- 
nal debe tomarse en cuenta la condición de las personas 
que lo soportan en orden al carácter y a la magnitud de 
la riqueza tenida en vista por e) gravamen. La relación 
de «'ste con pl Inmueble queda, así, subordinada a los prin- 
cipios que rigen su relación con el contribuyente, uno de 
[os rúales es que a igual capacidad tributaria con respecto 
a una misma especie de riqueza el impuesto debe ser. en 
las mismas circunstancias, igual para todos los contribu- 
yentes. 

CONSTITUCION NACIONAL: Drrrchos y garantías. Igualdad. 

El impuesto territorial cuyo pnreiento gradúase con rela- 
ción al valor total del inmueble, con preseindencia de 
que pertenezca a varios on condominio, es violatorio del 
art. 1<¡ de la Const. Nacional. 

CONDOMINIO. 

La relación de los condóminos entre ellos y con la cosa 
que tienen en condominio es fundamentalmente distinta 
de la que existe entre los socios y entre éstos y los bienes 
sociales, cualquiera que sea la clase de sociedad. El in- 
mueble en condominio tiene tnntos dueños como condó- 
minos, cada uno de los cuales goza respecto de su parte 
indivisa de los derechos inherentes a la propiedad. El in- 
mueble perteneciente a una sociedad no tiene más dueño 
que esta, sea cual fuere el numero de socios. 
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1MPPÜESTO TERRITORIAL. 

A los efectos tli i la aplicación del impuesto territorial, delie 
atenderse al número de dueños del inmueble pravado, que 
en el caso de una sociedad es uno solo, a la inversa de lo 
que ocurre en el condominio. 

COXS TI 77 C¡0\ XA CIONA h: Const ituéó mUtfad e ¡neo nsi ¡t u «V 
«rtíiVíaíí. Impartió* y fotttrihuriottrs prorinrinir*. Territorial. 

El adicional a la contribución territorial establecido por 
el art, 1<\ inc. 5<\ de la ley 4204 de ta Prov. de Ps. Aires, 
es víolatorin de los arK 4 y 16 de la Const. Xncional en 
cuanto se cobra a los condominos atendiendo al valor total 
del inmueble con prescinden cía del valor de la parte ideal 
de cada uno de ellos. Y en cu ñuto coloca a los condominos 
en inferioridad de condiciones por el solo hecho de ser 
tales, importa una inferencia ilegítima ríe bi leirisl ación 
provincial en una materia reservada al ('oneroso Xncional 
por el art. (17. inc. 11. de la Constitución. 



Dictamen oel PitocuiiAiwm Gknfuvl 
Suprema Corle: 

Con f o i im* lo establecí* la providencia de fs. lo* vtn., 
se lia comprobado suficientemente en estos autos tra- 
tarse de un caso do jurisdicción oriírtnaria de la Corle. 

Versa el pleito sobre la taclia de inconstitucionali- 
dad que oponen los actores al art. 1", inc. ó'-' de la ley 
n 9 4Ü04 tle la Prov. de Bs. Aires, que grava con impues- 
to adicional del tres por mil i los inmuebles cuya va- 
luación esté comprendida entre 1.000.000 y L'.OOO.OOO (le 
pesos. Los actores poseen un campo en condominio, 
cuy» avalúo total (l.lóS.fiOO) está comprendido cuín' 
ambos márgenes; pero sostienen que fué violatorio del 
precepto constitucional de igualdad exigirles impuesto 
sobre un valor de conjunto que excede en mucho el 
monto de la parto correspondiente a cada condómino. 
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Uno de ellos es propietario de tres séptimos de dicho 
campo, y los otros cuatro actores de un séptimo cada 
uno, porción esta última que no alcanza al mínimo fija- 
do por dicha ley para que el gravamen comience a ser 
exigible (¡MIO.GUO). La propietaria de los tres séptimos 
restantes alega asimismo que, con arreglo a doctrina 
de V. E., aún cuando su porción excede el límite míni- 
mo, nada debió eximírsele. Como consecuencia, los cinco 
actores exigen les devuelva e] fisc<> provincial lo cobrado. 

Por lo que se refiere a la constitucional idad de 
aplicar el gravamen sobre el valor total, prescindiendo 
de que ese valor pertenece a cinco propietarios distin- 
tos, nada pudiera agregar ahora a lo dicho por V. E. 
en 187: Íí8f¡. Únicamente adeudan el impuesto Jos pro- 
pietarios; y ante el categórico informe de fs. 57, nin- 
guna duda cabe de que el inmueble en cuestión pertenece 
a cinco dueños con porciones inequívocamente defini- 
das, circunstancia que ni siquiera mediaba en el caso 
resuelto por V. E. a que acabo de aludir. Dedúcese de 
ahí que la Prov. de Bs. Aires deberá devolver lo cobrado 
a los cuatro propietarios cuya porción no alcanzaba, 
por su avalúo, al mínimo legal. 

En cuanto a la propietaria de tros séptimos del 
campo, la situación es distinta, pues si no la tasa del 
tres por mil, siempre le alcanzaría algún impuesto. Sólo 
tiene entonces el derecho de exigir se le devuelva lo que 
se le cobró de más, al fijarse dicha cuota sobre el valoT 
total del campo. Todo ello, siempre que a juicio de V. E. 
la protesta de los interesados se hubiera producido en 
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Bs. Aires, 7 de abril de 1947. 

Y vistos los autos "Busso. Ana Masotti de. v otros 
v. Bs. Aires, la Provincia sobre inconstitucional ¡dad del 
adicional al i ni puesto inmobiliario —ley 4204— de los 
que resulta: 

Que I). Manuel J. Cruz, en representación de Da. 
Ana Masotti de Busso, de Da. Ana María Magdalena 
Busso de Cosl«\ de D. Eduardo Bernardo Busso, de 
Da. Rufina Isabel Busso de Busso y de IX Guillermo 
Edmundo Busso, demanda a la Prov. de Bs. Aires por 
repetición do la suma pagada por sus mandantes inde- 
bidamente y bajo protesta en concepto de adicional al 
impuesto inmobiliario según lo establecido por la ley 
local n* 4204, por los años 1943 y 1044, con respecto al 
inmuchle inscripto en la partida n 9 200 del Registro 
del Partido de Rivudavin. 

Manifiesta que por escritura firmada el 25 de agos- 
to de 1932 ante el escribano de la ciudad de Avellaneda 
D. J. J. Burlet, se adjudicó en condominio a los actores 
un eampo situado en el partido de Rivadavia, Prov. de 
Bs. Aires, compuesto de 4.5S1 Has., 98 65 c, en la 
proporción de 3 7 partes a Da. Ana Masotfi de Busso 
y de 1/7 paFte a cada uno de los dem¡is condominos. El 
título de propiedad fué inscripto el 31 del mes y año 
citados en el Registro de la Propiedad de La Plata bajo 
el n" 93, Registro de Rivadavia. Por escritura firmada 
el V de noviembre de 1939 ante el escribano D. Muriano 
N. Alfaro, los condominos vendieron unn fracción de 
35 ba., 13 a., 40 c, 04 din*., quedando propietarios en 
condominio, en la proporción antea indicada, de una 
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ñc de 4.546 ha., 85 a., 25 e. El inmueble está 
a nombre de loa actores en la Dir. Gral. de 
Rentas de la Provincia en el Registro 88, Rivadavia, 
bajo el n* 200, y su valuación fiscal asciende a 1.158.500 
pesos m/n., .según resulta de las boletas acompañadas 
con la demanda. 

Conforme a la ley provincial n* 4204, vigente para 
los años 1943 y 1944, los bienes raíces do propiedad 
particular están gravados con un impuesto inmobiliario 
fijo del G o/oo y una contribución de caminos del 1 o/oo, 
a lo que se agrega un adicional para los inmuebles cuya 
valuación exceda do $ 3 00.000 m/n., con una escala pro- 
gresiva del 1 ti on al 5 o/oo. A los inmuebles con valua- 
ciones comprendidas entro un millón y dos millones de 
pesos aplícase un adicional del 3 o/oo. 

La provincia demandada cobró a los actores el im- 
puesto inmobiliario de 1943 y 1944 aplicando el adicio- 
nal del 3 o/oo sobre la valuación total de $ 1.158.500 
m/n., como si el inmueble perteneciera a un solo dueño. 
Aquéllos tuvieron que pagar, pues, la suma de pesos 
3.475,50 m n. por cada uno de dichos años. Lo lucieron 
bajo protesta por medio de telegramas colacionados de 
los que acompañan copia, con los cuales se formaron 
los espedientes administrativos mmis. 57.74.V43 y 
77.13fi/44 de la Dirección General de lientas, e impug- 
naron el art. 1* de la ley 4204 "corno violatorio del 
principio de la igualdad (art. 1G de la Const. Nacional) 
en cuanto grava <1e modo igual situaciones diferentes, 
equiparando un bien en condominio a un bien de pro- 
piedad exclusiva de una persona" y dejaron a salvo el 
derecho para entablar la acción de repetición corres- 
pondiente. 

El impuesto debe fundarse en los principios fun- 
damentales de la "generalidad", conforme al cual nin- 
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gún individuo que pertenezca al consorcio político y 
goce de los beneficios que proporciona debe ser eximido 
de los cargas, y de In "uniformidad", que exige que 
cada individuo contribuya en proporción gradúa] de su 
condición económica. Esos principios se concretan en 
la norma general del art. líi de la Oonst. Nacional que 
establece la igualdad como base de los impuestos y las 
cargas públicas, 'm cuanto a las contribuciones direc- 
tas, los arts. 4" y 67, inc. 2% de la Const Nacional 
complementan la norma mencionarla exigiendo el requi- 
sito de la "proporcionalidad" que se refiere a la esen- 
cia del gravamen y no a la población del país. 

El art, 1', inc. 5*, de la ley 4204, tal como lia sido 
aplicado en el caso de autos, es violatorío de los prin- 
cipios enunciados puesto que se ha cobrado el impuesto 
sin tener en cuenta que la capacidad contributiva de 
cada con dómino no puede medirse por el valor total del 
condominio del cual participa, 
porción que en él le corresponde. Así lo ha 
la Corte Suprema en el caso "Méndez y utros v. Prov. 
de Córdoba" — Fallos: 187, f>8G — y anólogos princi- 
pios lian inspirado las decisiones recaídas con respecto 
al impuesto a la herencia cuando no se ha tomado en 
cuenta el monto de la hijuela sino el total del acervo 
hereditario con el resultado de aplicar* diferente grava- 
men a hijuelas del mismo valor. 

La tesis expuesta lia sitio, por lo demás» admitida 
por los poderes Legislativo y Kjeetilivo de la Provincia 
al establecer en el art, 9' de la ley 4834, de impuesto al 
latifundio, que "cuando el inmueble pertenezca a va- 
rios propietarios, y uno, dos o más condóminos residan 
en el extranjero, el impuesto adicional a que se refiere 
el art. 3* {ausentismo), deberá pagarse por cada uno 
de los condóminos ausentes dividiéndose el valor im- 
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ponible on la proporción correspondiente y nplicándose 
sobre In parte que resulte, la escala que fija el art. V". 
Y si bien la ley no contempla expresamente el caso de 
los condominos residentes en el país, el P. K conside- 
rando que *'al referirse en sus artículos 1, 2 y 7 a inmue- 
bles de propiedad de una misma persona o de un mismo 
contribuyente, deja librada a la interpretación del P. E. 
aquellos casos en que establecida la proporción corres- 
pondiente entre la superficie de diebos inmuebles y el 
número de titulares del dominio, no aparece excedido 
el límite fijado a los of cotos del gravamen, en uso de 
sus facultades constitucionales de reglamentación de- 
cretó que para determinar el impuesto en el caso de los 
inmuebles de sociedades cuyos componentes tengan un 
parentesco consanguíneo o afín en primer grado o sobre 
aquellos que pertenezcan en condominio a personas que 
tengan el misino parentesco, deberán observarse las si- 
guientes reglas; a) se dividirá la superficie de la pro- 
piedad o conjunto de propiedades por el número de so- 
cios o condóminos, procedióndose a liquidar el impuesto 
que corresponda cuando resulten parciales de 10.000 
bectáreas o más; c) el límite de superficie gravado se 

socio o condomino, como una 




global resultante del valor promedial de las hectáreas 
empadronadas en el catastro financiero, determinándose 
la tasa del art. V on relación a la superficie que se ob- 
tenga en cada caso. (art. 11 Dee. Reg. n" 20.811 de 
fecha 17 de diciembre do 1942)'*. Posteriormente, por 
decretos del 2ÍÍ de diciembre de 1042 y del líl de agosto 
de 1ÍH3, manteniendo el criterio para liquidar el im- 
puesto y "para evitar una evidente e injusta desigual- 
dad", amplió el concepto de familia, incluyendo parien- 
tes de un grado más lejano. 
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El Fiscal de Estado también ha sostenido, en dic- 
támenes ampliamente fundados, que la liquidación del 
impuesto debe hacerse por persona, con relación a cada 
socio o condomino, dividiendo a ese efecto la superficie 
por el número de socios o condóminos y aplicando a cada 
uno la proporción que le corresponda, para evitar que 
en igualdad de condiciones dos personas paguen impues- 




y el art. I*, inc. 5*, de la ley 4204 tienen 
el mismo fundamento económico y social, por lo que es 
inadmisible que sean aplicadas con criterios diferentes. 

En conclusión, como lo reconoce la provincia de- 
mandada en cuanto al impuesto sobre los latifundios, 
*»! gravamen establecido por el art. í\ inc. 5», de la 
ley 4204 en la forma como ha sido aplicado a los actores 
es violatorio del principio constitucional de la igualdad; 
por lo que procede la repetición con intereses y costas. 

Conforme a la jurisprudencia de la Corte Suprema, 
la ineonstitueionnlidad del impuesto trae aparejado el 
derecho a la repetición de todo lo pagado en concepto 
del mismo; de modo que la provincia debe ser conde- 
nada a devolver a los actores $ G.051 m/n. Mas si el Tri- 
b<- 'al entendiera que no debe procederás así, sino a re- 
ajustar Ja liquidación del impuesto de acuerdo a la tesis 
sustentada en la demanda, el monto de ésta ascendería 
a $ 5.958 m/n. según el cálculo que hacen los actores. 

Que a fs. 21 D. Roberto A. Sola, en representación 
de la Prov. de Bs. Aires, solicita el rechazo de la de- 
manda, con costas. Después de referirse, en síntesis, a 
la pretensión de los actores, manifiesta que por no haber 
recibido los antecedentes administrativos niega todos 
y cada uno de los hechos invocados en la demanda y 
desconoce la autenticidad de las copias de los telegra- 
mas de protesta. 
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Por otra parte, niega que exista la violación del 
principio fie la igualdad invocada por los actores. No so 
trata de un impuesto "personal", caso en el cual la tesis 
de los actores sería inobjetable, sino "real", según la 
terminología de Wagner, suplementario o accesorio de 
la contribución territorial, que es un gravamen directo 
a la cosa, a la propiedad inmueble. No se relaciona, por 
consiguiente, con ln situación del contribuyente según 
su renta o fortuna considerada globalmente, subjeti- 
vamente sino con su situación de fortuna objetiva- 
mente considerada, con abstracción del individuo. Esa 
distinción es formulada por la mayoría de los autores 
— Jéze entre ellos—. El fundamento del impuesto y del 
derecbo de imposición, en el sentido de factor al que se 
vincula el gravamen, es en este caso el inmueble; de 
manera que es indiferente que exista o no condominio. 
Por lo demús, la forma en que esa institución ba sido 
legislada por el Cód. Civ., aproximándolo al contrato 
de sociedad, y estableciendo que las cargas reales que 
graven la cosa obligan a cada uno de los condóminos 
por el todo de la deuda (art. 2689) confirma el punto 

Por otra parte, siendo facultad privativa de las 
provincias la creación o* imposición de gravámenes, es 
inadmisible la subordinación de aquéllas a las institu- 
ciones del derecbo civil, que son extrnñas al derecbo 
administrativo y fiscal. Así resulta del fallo de la Corte 
Suprema publicado en el t. 152, pág. 42 de la colección 
respectiva. 

En cuanto al principio de la igualdad, éste no re- 
sulta violado desde que el gravamen no responde a dis- 
tingos arbitrarios y se aplica del mismo modo a todos 
los contribuyentes que se hallen en la misma condición. 
Nada se opone a que la provincia estableara el impuesto 
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de referencia definiendo la materia u objeto del mismo 
eon prescinctencia del número de titulares del hien afec- 
tad". La preseindencin de esta circunstancia no es arbi- 
traria, ya que está impuesta por la naturaleza del gra- 
vamen y por los principios que dentro de la legislación 
civil definen el condominio. El fallo invocado por los 
actores es inaplicable al caso de autos porque en aquel 
caso, si bien el objeto gravado era un inmueble, el fun- 
damento del impuesto se hallaba constituido por una 
circunstancia personal, subjetiva: la radicación de los 
titulares del dominio fuera del país, que no media en 
el presente. 

Por ello, el representante de ta provincia, solicita 
el rechazo de la demanda, eon costas n los actores. 

Que abierto el Juirio a proel», produjo» la que 
indica el certificado de fs. fU, alegaron las partes* dic- 
taminó a fs. 8") el Sr. Procurador General y dictóse a 
fs. 86 i a providencia de autos para definitiva. 

Considerando : 

Que reconocida la existencia y autenticidad de las 
protestas en el alégalo de fs. 82 sólo ha de considerarle 
lo que en el mismo se alega sobre su extemporaneidad. 
Pero la objeción se debe desechar porque la protesta 
efectuada el 2 de enero eon respecto a un pago hecho 
el 20 de diciembre de 1ÍM3, — la que se hizo el 1' de junio 
de 1S)44 referente ni pago del día anterior es indiscuti- 
blemente oportuna—, cumple satisfactoriamente con los 
fines a que estaba destinada, —poner con oportunidad 
en conocimiento de las autoridades la disconformidad 
de los contribuyentes para que con respecto a ese in- 
greso se tomen las providencias necesarias — , (Fallos: 
182, 21 S; 183, 356) si se tiene en cuenta la época del año 
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desde el pago. 

Que la contri luición territorial se mulo por el valor 
ile ta propiedad inmobiliaria en razón ile la cual se lo 
establece, pero el objeto del gravamen no es el inmueble 
considerado en sí mismo sino la capacidad tributaria 
(pie comporta el ser alguien — persona de existencia vi- 
sible o persona jurídica — propietario de él, esto es titu- 
lar de la riqueza que dicho inmueble constituye. De la 
igualdad» ipie es la base del impuesto (art. líí de la Cons- 
titución) no se puede juzgar adecuadamente si ante todo 
no se considera la condición de las personas que lo 
soportan en orden al carácter y magnitud de la riqueza 
tenida en vista por el gravamen. La relación del impues- 
to territorial con el inmueble que constituye su materia 
debe subordinarse, en consecuencia, a los principios que 
rigen su relación con el contribuyente. 

Que uno de esos principios es el de que a igual capa- 
cidad tributaria con respecto a la misma especie de 

cías, igual para todos ios contribuyentes. 

Que ello sentado, trátase de saber si una contribu- 
ción territorial cuyo porciento se gradúa en relación ni 
valor total del Inmueble, con p rescinde neta de que per- 
tenezca a varios en condominio y de que, por consi- 
guiente, la porción de la que cada uno es propietario 
vale menos, se conforma con las premisas que se acaban 
de enunciar. 

Que en el art. 2073 del Cód. Civ., retomando lo anti- 
cipado en el art. ^308, se define el condominio como "el 
derecho real de propiedad que pertenece a varias per- 
sonas por una parte indivisa, sobre una cosa mueble 
o inmueble". De esta definición, tanto como de todas 
las disposiciones subsiguientes del Código sobre este 
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derecho real, sígnese ser el titular de un condominio 
propietario de la parte indivisa del mismo modo, con 
análogus atribuciones, en la misma forma de relación 
con la cosa —en cuanto ello sea compatible con la natu- 
raleza del condominio — que el dueño único y exclusivo 
(art 2676 del Cód. Civ.). Por ello la relación de los 
condóminos entre sí y con la cosa tenida en condominio 
es fundamentalmente distinta de la que existe entre los 
soeios y entre estos y los bienes sociales, sea cual fuere 
la clase de sociedad de que se trate, puesto que como 
se expresa en el art. 1703 del Cód. Civ. en términos que 
enuncian el principio rector de dichas relaciones para 
toda especie de asociación, "los bienes aportados pol- 
los socios se juzgan transferidos en propiedad a la so- 
ciedad, siempre que no conste manifiestamente que los 
socios le transfirieron sólo el uso o goce de ellos". Esta 
diferencia entre la relación do los socios con los bienes 
pertenecientes a la sociedad por ellos constituida y la 
que tienen los condóminos con las cosas poseídas en 
condominio, es puesta do relieve por la ley de un modo 
singular en el régimen de la administración de la cosa 
común, —para los casos en que su uso, goce o 
en común es imposible—, cuando dispone que al 
mino que ejerciere la administración se le aplicarán "las 
disposiciones sobre el mandato y no las disposiciones 
sobre el socio administrador" (art. 2701 del Cód. Civ f ). 
El inmueble perteneciente a una sociedad tiene, pues, 
un solo dueño, que es la sociedad, sea cual fuere el nú- 
mero de los socios; su unidad física coincide con la uni- 
dad jurídica del dominio ejercido sobre él, mientras que 
el inmueble en condominio tiene tantos dueños como 
condominos, es decir, que está integrado por tanfa3 
partes como porciones ideales de cada uno de estos últi- 
mos, dado que "cada condomino goza, respecto de su 
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parte indivisa» de los derechos inherentes a ta propie- 
dad, compatibles con la naturaleza de ella", y hasta 
"puede ejercerlos sin el consentimiento de los demás 
propietarios" {Cód. Civ., art. 267G). Y como a la con- 
tribución territorial la paga el dueño del inmueble en 
cuanto tal, si el inmueble es de la sociedad os a esa 
unidad de dominio y no al número de socios que ha de 
atenderse. 

Que por ello, gravar al condómino de un inmueble 
con un porciento correspondiente a su valor total im- 
porta regular dicho impuesto en consideración a lo que 
podría llamarse la integridad material del bien, con 
preseindeneia de la realidad jurídica del dominio que 
a ese bien se refiere. Con lo cual so da la incongruencia 
de que, para expresarlo en número sencillos, quien sólo 
es dueño de 100 soporte un impuesto calculado con el 
porciento de una riqueza do 1.000. Esa magnitud del 
impuesto carece, en su caso, de razón de ser. En efecto, 
no se la da el hecho de que el inmueble considerado en 
su material integridad valga 1.000, pues este propieta- 
rio está obligado al pago del impuesto porque en cuanto 
propietario tiene una capacidad de contribuir que se 
mide por la riqueza que su dominio representa, y si el 
objeto de su dominio — su porción indivisa — vale 100, 
cobrarle con el mismo criterio que al propietario de lo 
que vale 1.000 porque esa parte indivisa lo es de un todo 
que tiene este último valor importa, como se acaba de 
expresar, agravar su carga sin razón suficiente, dado 
que la influencia posible que en el valor de la porción 
de riqueza de la que este contribuyente es propietario, 
tenga el hecho de ser parte integrante de una propiedad 
que vale, para seguir con el ejemplo, diez veces más, 
se traduce en el valor asignado a su parte, pues se lo 
calcula dividiendo el valor del inmueble tomado en su 
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integridad por el número do sus condominos. ICste trato 
diferencial no tiene entonces más razón de ser que la 
de contemplar el impuesto un derecho de propiedad 
que reeae junto con el de otros sobre un mismo ¡nmuohle. 
Pero como este dereelio es do idéntica naturaleza al que 
tiene el propietario único y exclusivo de un bien de la 
misma especie que valúa lo mismo que la porción indi- 
visa, el trato diferencial carece de esa justa igualdad 
que la Constitución llama "equidad" en su art. 4 y re- 
sulta ser un acto de hostilidad al condominio. La ley 
provincial en cuestión agrava la condición de ciertos 
contribuyentes sólo en razón de que son dueños de la 
propiedad inmueble que constituye la materia del grn 
vamon de uno de los modos como según la ley civil se lo 
puede ser. Con lo cual, al colocar a estos condóminos 
cu condiciones de inferioridad —en cuanto contribuyen- 
tes— por ser condominos, la provincia toma indirecta 
ingerencia en una materia cuya legislación es privativa 
del Congreso Nacional (art. (17, inc 11, do la Consti 
tución). 

Que esta ingerencia es ilegítima no sólo del punto 
de vista formal, por tratarse de una materia sobre la 
que no pueden legislar las provincias, sino también del 
substancial porque si bien la ley civil promueve la díso- 
lución de los condominios cu que sean parte los menores 
bajo tutela (art. 43íi del CU. Civ.) y facilita la división 
de toitos los demás al acordar a un condómino el derecho 
de pedirla en cualquier tiempo, salvo los casos de indi 
visión forzosa (art. 2092). de ello no se sigue que el 
condominio sea una institución poco compatible con 
el espíritu de nuestro derecho civil, porque con lo pri- 
mero Tío se combate el condominio sino que se resguarda 
la independencia de la administi ación de los bienes de 
menores que no están bajo patria potestad ; y lo segundo 
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os sólo una modalidad del régimen del condominio en 
nuestro Oód. Civ., contrapesada, por lo demás, por todas 
las disposiciones del mismo referentes a la indivisión 
forzosa. Además, a una institución positivamente esta- 
blecida en la ley, no se la puede considerar incompatible 
con el espíritu de esta última que se expresa 
mente en las instituciones sancionadas por ella. 

Que en cuanto a lo dispuesto por el art. 
el cual "cu las carcas reales (pie gravan la cosa, como 
la iiipoteca, cada uno de los condóminos está obligado 
por el todo de la deuda", no se sigue de ello consecuen- 
cia ninguna en orden a ta validez de! impuesto en cues- 
tión, pues aunque las "cargas reales" de que allí se 
trata comprendieran a los impuestos, — no obstante tra- 
tar de ellos el mismo Código en el capítulo de los privi- 
eon independencia de los bienes en vista de los 
se los baya establecido, ya que a ningún impuesto 
le acuerda privilegio espeeial sobre los bienes aludidos 
(arts. y conc), esa solidaridad no modifica en lo 
más mínimo la condición esencial del condomino en 
cnanto dueño de su parte ideal. Esa relación suya con 
ciertas obligaciones del todo no lineen que, en cuanto 
condomino, sea titular o poseedor de otra riqueza que 
la representada por el valor de su cuota parte. Y es a la 
medida en que la participación en un condominio com- 
porta capacidad tributaria y no a cualesquiera de las 
obligaciones anejas a la condición de condómino, a lo 
que debe atenderse en la determinación equitativa de 
un impuesto. 

Que respecto a la presumible finalidad social del 
adicional en cuestión, ba de distinguirse ante todo el 
problema que respecto a su validez constitucional puede 
plantearse según se lo considere en sí mismo o se lo 
examine en el modo de recaer sobre los propietarios 
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del inmueble en vista del cual se lo establece. Lo pri- 
mero no es cuestionado en autos, ni lo hubiera podido 
ser con éxito en cuanto comporta agravación del gra- 
vamen detonninada por la extensión y valor do! inmue- 
ble considerado en su integridad física, pues no cabe 
duda, —y esta Corte a su lo ha reconocido reiterada- 
mente — , que tiene razón do ser el establecimiento de 
distintas categorías de bienes, según su valor v su ex- 
tensión, con distinta magnitud de gravamen, puesto que 
la distinción corresponde a diversas capacidades eontr- 
butivas. Pero otra es la cuestión cuando dichas calego 
rías se establecen atendiendo sólo a la unidad material 
del inmueble con prescíndencia de que, por tratarse de 
un condominio, al valor del bien así considerado no 
corresponde la capacidad tributaria de cada uno de los 
dueños. En esa relación está la raíz de la justicia, 
— equidad e igualdad — de un impuesto, y por eso nada 
puede proponerse el Estado mediante un sistema impo- 
sitivo si comporta lesión de esa raíz. Y es patente, según 
quedó ex plica tío en los considerandos anteriores, que lo 
comporta el hecho de imponer a los condominos el pago 
de la contribución con un porciento que no corresponde 
al valor de su parte ideal (Conf. doctrina de Fallos: 
184, 592 y 187, 586). 

Que si bien es jurisprudencia de esta Corte Su- 
prema que la devolución de lo pagado es un efecto nece- 
sario de la declaración de ineonsf itueionnlidad del res- 
pectivo gravamen, en el presente caso median las 
circunstancias de qne la parte actora ha manifestado 
en la demanda (fs. 13 vta, in fine y 14) expresa con- 
formidad con la restitución de la diferencia entre lo 
pagado y lo que se le pudo cobrar válidamente y de 
que la liquidación que al objeto formula a fs. 14 por la 
suma de $ 5.95S m/n. no ha sido impugnada por la parte 
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contraria y es, adornas, exacta. Es patente que en esas 
condiciones sólo procede hacer lugar a la demanda por 
dicha cantidad. 

Por tanto y de acuerdo con lo dictaminado por el 
señor Procurador General se declara que el adicional 
establecido por la ley de contribución territorial de la 
Provincia de Buenos Aires n* 4204 es vi ol ato rio de los 
arts. 4 y 1G de la Const. Nacional en cuanto se cobra 
a los condominos atendiendo al valor total del inmueble 
con prescindeneia del valor de la parte ideal pertene- 
ciente a cada uno de ellos. Y se dispone que la Provincia 
de Buenos Aires debe devolver a los actores, en el plazo 
dn noventa días, la cantidad de pesos cinco mil nove- 
cientos cincuenta y ocho moneda nacional, con intereses 
al tipo de los que cobra el Banco de la Nación Argen- 
tina a partir de la fecha de la notificación de la de- 
manda. Sin costas. 

Axtonio Sagauna (En disidencia)* 
— B. A. Nazab An choren a. — 
F. Ramos Mkjía. — T. D. Casabes. 



Disidencia del Su. Ministro Decano 
De, P. Antonio Saoakna 

Por los fundamentos expuestos, en discrepancia, en 
los casos de Aramayo y Méndez contra la Provincia de 
Córdoba, semejantes al presente {Fallos: 184, 582 y 
187, o8(J) se desestima la demanda. Con costas. 

Antonio Sagarna. 
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HECTOR A. PFÍRTER 

JÜRlSmCClOS Y COMPETENCIA: Competencia federal Causas 
penales. Por el lugar, 

ReMilíandn prima faeie de los antecedentes de la cansa 
qih 1 el procesad i) ha participado pomo coautor n cómplice 
en el hurto de efertm de propiedad de la Nación cometido 
en un cuartel del Ejercito, corresponde declarar la compe- 
tencia de la justicia federal. 

Dictamen peí. PnocrrRADOit Oeneii.m, 
Suprema Corte: 

En esto proceso incoado contra O. Héctor Adolfo 
Pfirter por cuculí mnionto, a raíz de la sustracción de 
efectos — medias, camisas, sálianas, etc. — pertenecien- 
tes ul Ejercito Argentino, se recurre n V. E. para que 
dirima la contienda negativa de competencia trabada 
entre los Rres. jueces de sección de Paraná y cío pri - 
mora instancia en lo civil y comercial de Diamante 
(Prov. de Entre Ríos), como consecuencia de haber 
declarado amitos jueces no ser de su competencia el co- 
nocimiento de la causa (fs. 44 vtn., 4(> vta., 4!» vta., y 52). 

De ac uerdo con lo dispuesto por id nrt. 9* de la 
.ey 4.0;>á, a V. E. corresponde dirimir dicho conflicto 
jurisdiccional. 

A esla altura del proceso, y atenías las constancias 
de autos, pienso que corresponde continúe interviniendo 
el Sr. Juez Federal de Paraná, quien por razón de la 
naturaleza de los efectos sustraídos, de propiedad do 
la Nación, es el competente para conocer en la misma. 
En tal sentido dclie ser dirimida la contienda aquí 
planteada. — - Bs. Aires, febrero 28 de 1947. — Juan 
Altares. 
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Bs. Aires, 7 do abril de 1947. 

Y vistos: La contienda de competencia trabada 
entre el Sr. Juez Federal de Paraná y el Sr. Juez de 
Primera Instancia en lo Civil, Comercial y Criminal de 
Diamante, Entre Ríos, para conocer en el juicio seguido 
contra Héctor Adolfo Pfirter por hurto. 

Considerando ¡ 

Que, según surge prima facie de las testimonios re- 
mitidos, la participación del procesado en los hechos 
que motivan el proceso sería la de coautor o de cómplice 
y como éstos han sido cometidos en el cuartel del "Regi- 
miento 3 de Artillería y algunos de los efectos substraí- 
dos son, además de propiedad de la Nación, la compe- 
tencia del Sr. Juez Federal surge de lo dispuesto por 
el ar*. 23, ines. 3' y 4», del Cód. de Proced. Crim. y 
Correec. para la Justicia Federal, Capital Federal y te- 
rritorios nacionales —Fallos: Ifití, 103; 197, 161 y 200—. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dic- 
taminado por el Sr, Procurador General de la Nación, 
se declara que es competente para eonoecr en el juicio 
el Sr. Juez Federal de Paraná. 

Antonio Sao auna — B. A. Nazar 
Anchokena — F. Ramos Mejía. 
— T. D. Casares. 
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TRISTAN ACIIAVAL RODRIGUEZ v. JORGE MALLOL 

Y OTROS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Lugar 
del detito. 

Cuando los actos de comisión de un delito se han real izado 
en diversos lupa res, debe considerárselo cometido en aquel 
. en que ha producido sus efectos. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia federal Camas 
jicnalts. IMitan t/w obstruye» el normal funcionamiento dé las institu- 
ciones nacionales. 

Corresponde a la justicia federal del lagar en que el su- 
puesto delito habría producido sus efectos, conocer en la 
querella sobre exacciones i legales y mal desempeño de los 
cargos de funcionarios públicos promovida contra varios 
funcionarios de Obras Sanitarias de la Nación con motivo 
de haber impuesto al querellante el uso de medidor de agua 
en el inmueble del mismo situado en el territorio de una 
provincia, 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones 
Intervención de la Corte Suprema. 

Aunque la contienda de competencia se haya trabado entre 
un juez federal y otro ordinario de la Capital, la Corte 
Suprema puede y debe declarar la competencia de otro 
juez que realmente la tenga. 



Dictamen del Procurador General 
Supremo, Corte: 

A rníz de haber impuesto la Administración Nació* 
nal del Agua tarifas con medidor a la casa de la calle 
Madero 440 (Alta Gracia, Piov, de Córdoba), D. Tris- 
tán A chaval Rodríguez inició querella, en representa- 
ción de los propietarios de dicha finca, contra el 
ex-Administrador General do aquella repartición del 
Estado iriíf. Jor^e Mallol y contra otros funcionarios 
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de la misma, imputándoles la comisión de los delitos 
de exacciones ilegales y mal desempeño en sus cargos - 
de funcionarios públicos; pero ocurrió a tal efecto ante 
el Sr. Juez de Sección de la Cap. Federal. 

Dicho magistrado conceptuó no ser de su compe- 
tencia el conocimiento de la causa, por considerar que 
la comisión de los delitos imputados resultaría produ- 
cida con motivo de los informes y resoluciones dictadas 
en los expedientes administrativos tramitados ante la 
Administración Nacional del Agua en Bs. Aires, por 
lo que se trataría de una repartición local ; y en razón 
de ello, remitió las actuaciones al Sr. Juez de Instruc- 
ción en lo Criminal de la Capital (fs. 24). Pero como 
éste también conceptuó no ser de su competencia el cono- 
cimiento de la querella {fs. 27), y aquél insistió en su 
anterior pronunciamiento (fs. 30 vta.), so recurre a V. E. 
para que dirima la contienda negativa de jurisdicción 

ftSÍ Vas razones invocadas por el Sr. Juez de Instruc- 
ción en !o Criminal son suficientes, a mi criterio, para 
justificar su declinatoria: el o los delitos origen de esta 
querella resultarían comet- en Alta Gracia, y no en 
esta Capital al tramitar 'us actuaciones administrativas 

aludidas. , 

En tal sentido corresponde dirimir la 
contienda. - Bs. Aires, febrero 27 de 1947. 
Alvarez. 




FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, 7 de abril de 1947. 

Y vistos: La contienda de competencia trabada 
entre el Sr. Jnez Federal en lo Criminal y Correccional 



FALLOS DE LA C0BTE SUPREMA 



de la Capital y el Sr. Juez de Instrucción a cargo del 
Juzgado n* 2 de la Justicia Ordinaria paro conocer en el 
juicio caratulado "Achaval Rodríguez Tristán su que- 
rella e. Jorge Mallol, Rogelio Eiris y Enrique Real por 
infracciói, a los arts. 248, 249, 26fi y 277 del Cód. Penal". 

Considerando : 

Que la querella se fundu en que las Obras Sanita- 
rias de la Nación, con i ti ter vención de los acusados, le 
impuso a los querellantes el uso de medidor de agua 
en una finca que poseen en Alta Gracia, Prov. de Cór- 
doba, y les cobró, en consecuencia, una tasa que con- 
sideran arhitraria. 

Que de lo expuesto se deduce claramente que los 
hecho; se habrían realizado en trámites administrativos 
ante Obras Sanitarias do la Nación ejerciendo esta enti- 



ter nacional y cu cumplimiento de una ley nacional, lo 
que determina la procedencia de la jurisdicción federal 
de acuerdo con el art, 2.1, i ti es. 3' y 4«, del Oód. de Proc. 
Crim. y Corree. Doctrina de los Fallos: 184, 67, 195, 
132; 197, 161. 

Que los hechos, en caso de constituir los delitos 
imputados, se habrían cometido en Alta Gracia, Cór- 
doba, lugar donde se habrían producido sus efectos, 
puesto que fué allí donde los querellantes debieron usar 
el medidor de agua y abonar la tasa que consideran 
arbitraria. Es, por lo tanto, competente para conocer 
en el juicio el Sr. Juez Federal de Córdoba, La doctrina 
general, lo ha dicho la Corte en 191, 484, es que cuando 
los actos de comisión de un delito se realizan en dife- 
rentes lugares es lugar de la comisión del delito aquel 
en que éste ha producido sus efectos. Doctrina admitida 



dad sus funciones fuera de la Cap, 
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por el Código Penal en su art. 1», inc. 1', al decir que 
el Código se aplica por delitos cometidos o cuyos efectos 
deban producirse en el territorio de la Nación Argen- 
tina o en los lugares sometidos a su jurisdicción — 
Couf. la doctrina de los Fallos: W6, 542 y 543; 
197, 152—. 

Que si bien la contienda viene trabada solo entre 
el Sr. Juez Federal y el de Instrucción de la Justicia 
Ordinaria, ambos üe la Capital, la Corte debe declarar 
la competencia del juez que realmente la tiene, pues un 
pronunciamiento distinto carecería de razón de ser. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo 
dictaminado por el Sr. Procurador General de la Nación 
se declara que ei conocimiento del presente juicio co- 
rresponde al Sr. Juez Federal de Córdoba. Remítase 
el expediente al Sr. Juez Federal de la Capital a sus 
efectos, con conocimiento del Sr. Juez de Instrucción. 

Antcxio Sao aun a — B. A. Nazar 
AnC-hokena — F. Ramos Mejía. 
■ — T. D. Cas.mif.s. 



ERNESTO nifilíOUNO v. R, A. LA MARTOXA 

HECVRSO EXTRA O li DISA RIO : liryihitos ¡Mpios, Cuentión fe- 
deral. Cuestiones federales sernas. I»t< rpn tariú» Ui Constitución 
jWichftal. 



La sentencia <iuc puede consograr una restricción snhstan- 
.-iul de la defensa en juirio. es apelable por Ib vía del 
art 14 de la ley 48, cuantío ademas el punto federal na 
sido introducid* en la causa por aquélla. 
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CONSTITUCION NACIONAL; Derecho, y garantía». Defensa m 
juicio. Procedimiento y sentencia. 

La inviolabilidad de la defensa en juicio requiere que se 
dé al litigante oportunidad 'e ser oído y además se le 
permita el ejercido de sus dereeboa en la forma y con las 
solemnidades que establecen las leyes procesales. 
La sentencia de segunda instancia que fundada en la inva- 
lides de la substitución de un poder, anula de oficio actua- 
ciones anteriores y posteriores a la sentencia de primera 
instancia, inclusive la notificación de la misma, y sin em- 
bargo declara a aquella firme, priva al interesado de la 
intervención que le corresponde en el juicio y de los recur- 
sos que la ley le otorga, sin fundamento atendible en la 
conducta procesal del interesado y contraría la garantía 
de la defensa en juicio. 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

De los autos "Imbro/jnn Ernesto v. La Mar tona 
8. A. t exp. 230-1", remitidos a \\ E. por la Ciím. de 
Apel. de la Justicia del Trabajo, surge que a fs. 43 el 
Sr. Juez a qtto tuvo a D. Iván JIoussay por represen- 
tante de la demandada, resolución que quedó consentida. 
Como consecuencia, el expresado Housaay continuó in- 
terviniendo en el litigio, asistió a diversas diligencias 
de prueba, fué notificado de la sentencia de primera 
instancia <fs. 89), interpuso apelación para ante la Cá- 
mara y en subsidio recurso extraordinario para ante 
V. E. {fs. 91), y expresó agravios (fs. 95), La parte 
acto ra no resulta haber objetado esa personería. 

No obstante ello, la Cámara ha declarado de oficio, 
a fs. 100, que Houssay careció de poder en forma, y que 
por lo tanto, corresponde tener por nula su interven- 
ción y dar por firme y no apelado, al fallo de primera 
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instancia. Con tal motivo la parte demandada viene a 
V. E. en queja por vía directa. 

Tratándose, como ae trata, de cuestiones de índole 
procesal o de la interpretación de textos de derecho 
común, obvio es que la sentencia de la Cámara sólo 
resultaría revisible por la Corte Suprema si, a juicio 
de V. E., lo resuelto comportaría frustrar arbitraria- 
riamente el derecho de la parte lioy recurrente a la 
utilización de la instancia extraordinaria admitida por 
el art. 14 de la ley 48, — Bs, Aires, marzo 28 de 1947. 



Y vista la precedente queja caratulada " Recurso 
de hecho deducido por la demandada en los autos Ira- 
brogno Ernesto c. La Martona S. A." para decidir so- 
bre su procedencia. 



Que la sentencia apelada de fs. 100 del principal 
puede importar una restricción substancial del derecho 
de defensa en juicio. En tales condiciones el recurso 
extraordinario interpuesto sobre la base del art, 18 de 
la Const. Nacional es procedente, en atención también 
a que el punto federal lia sido introducido en la causa 
por el pronunciamiento mencionado — conf. Fallos: 201, 
159; 204, 482 y otros—. 

En su mérito se declara mal denegado el recurso 
extraordinario a fs. 120, punto 2). 

Y considerando en cnanto al fondo del asunto por 
no ser necesaria más substanciación: 
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Bs. Aires, abril 9 de 1947. 
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Que la circunstancia de que el punto referente a la 
substitución del mandato no sea de en ni éter federal, no 
impide que en la especie, y por vía de la anulación 
parcial de los trámites realizados sobre la base del 
poder ineficaz, se haya privado al recurrente de su legí- 
timo derecho de defensa. 

Que si en efecto, tanto ciertos trámites anteriores 
corno los posteriores a la sentencia de primera instan- 
cia — inclusive la notificación de ésta — se han cumplido 
con el mandatario substituto, la resolución que los de- 
clara inválidos y firme la sentencia apelada, a parte de 
la in negable contradicción en que incurre, equivale a 
una condena sin la debida intervención en el juicio de 
la parte vencida. La inviolabilidad de la defensa requie- 
re con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, que se 
dé al litigante oportunidad de ser oído y además, que 
se le permita el ejercicio de sus derechos en la forma 
y con las solemnidades que establecen las leyes proce- 
sales — Fallos: 165, 290; 180, 148; lí>3, 408 y muchos 
otros — . Y no puede considerársela respetada por un 
auto que sin fundamento atendible en la conducta pro- 
cesal del interesado, le priva de la participación que lo 
corresponde en la secuela del pleito y de los recursos 
que la ley le otorga. 

En su mérito se revoca la sentencia, 
fs. 100. Y vuelvan los autos al tribunal de su 
cia a los efectos del art. 16, primera parte, de la ley 48. 

Antonio Saoarna. — B. A. Nazar 
Anchorexa. — P. Ramos MejLv. 
— T. D. Casares. 
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ORESTE NOBILI v, ROSA NOBILI DE JENSEN 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestione* no 
fedérate*. Interpretación de normas locales de procedimiento». 

Los resoluciones denegatorias de embargos preventivos so- 
liei huías sobre la ba*e de disposiciones de derecho común 
y procesal, son insusceptihles de revisión por vía de recurso 
extraordinario por versar además, lo deeidido, sobre la 
apreciación de los hechos de la causa ('). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas locales de procedimientos. 

El auto que se remite a una resolución anterior firme, no 
puede ser objeto de reeurso extraordinario por fundarse 
en la existencia de cosa juzgada {-), 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requintos propios. Cuestiones no 
federales. Interpretación de normas Incales de procedimientos. 

La jurisprudencia referente a sentenHiis arbitrarías es de 
aplicación excepcional y no permite la intervención de la 
Corle Suprema en las incidencias ocurridas en el trámite 
de los .inicios de plena jurisdicción de los jueces locales ( 3 ). 



HORACIO B. VIEYTÍA v. NACIO* A TíC ENTINA 
ADA. 

El ¡indi tur del Consejo de (¡tierra Permanente para elases 
y tropas de la A ni: rola asimilado a militar por decreto del 
30 de diciembre de 1!I26 licué cano-ter militar y derecho 
a cobrar el sueldo correspondiente a su prado. 

PRESCRIPCION : Co m ienzo . 

La prescripción de la acción correspondiente al auditor del 
Consejo de Guerra Permanente para clases y tropas de la 



(i) P do nbril do IÍ47. FaUVs: ITS, 117; 187, 624; 204, 582. 

(ü) FíiIIpS: '205, Gi3. 

(3) Faltos: 193, 4!>6; 194, 220. 
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Armada para cobrar el sueldo correspondiente a su prado 
comienza a correr desde la fecha del decreto que lo asimiló 
a militar con respecto a los haberes anteriores, y desde el 
vencimiento de cada mes di servicio en cuanto a los poste- 
riores. 

PRESCRIPCION: tiempo de la prescripción. Materia efcft Pres- 
óripciún quinquenal. 

La acción del militar asimilado para cobrar las diferenciaa 
de sueldo correspondientes a su grado prescribe a los cinco 
n nos 

PRESCRIPCION: Interrupción. 

No es intetruptivo de la prescripción el decreto que, si 
bien reconoció el derecho al cobro de las diferencias de 
sueldos, fuó observado por la Contaduría Oeneral de la 
Nación sin que mediara insistencia del P. E. 



Sentencia del Juez Federad 

Bs. Aires, octubre 5 de 1944. 

Y vistos: "Para resolver en definitiva este juicio seguido 
por Ti. Horacio B. Víeyra e. la Nación, s. nulidad de decretos 
y cobro de peSO&i y 

Resultando; 

T. Que el nefor manifiesta que por decreto de fecha 14 de 
acrosto de 1H2H fui designado auditor del Consejo de Guerra 
Permanente para Clases y Tropa de la Armada, y por el del 
30 de dieiembre de lí>2fi se dispuso su asimilación al grado de 
capitán de navio de la Armada. 

Ello establecido, solicitó Te fueran liquidadas las diferen- 
cias de sueldos resultantes entre lo que realmente bahía perci- 
bido entre los años 1923/27 y lo que le correspondí» por el 
grado a que se lo había asimilado, a cuya solicitación se pro- 
veyó que la difereneia le correspondía recién desde ,-l ílfl de 
diciembre de 102fi. fecha del decreto que estableció su asimi- 
lación. En e«e concepto, a partir del 1* de fehrero de 1927 se 
le suspendieron los descuentos que se le habían estado efee- 
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tuando en su aneldo de auditor y con destino a la Caja Nacional 
de Jubil. y Pens. Civiles 

Ahora bien, cabe dejar estahleeido que el carpo de auditor 
del Consejo de Guerra Permanente para Clases y Tropa de la 
Armada, siempre fipuró en las leyes de presupuesto con la indi- 
cada denominación, hasta que, sobrevenida la revolución del 
6 de setiembre de 1030. el Oohierno Provisional por acuerdo de 
ministro* del 13 de mayo de 1931. —que nunca fué ratificado 
por ley—, estableció o fijó el presupuesto de la Administración 
para ese año con las nuevas den om i nación es de 1 escalafón que 
creó, para ln (pie sólo se tuvo en cuenta el sueldo y no la natu- 
raleza de la función ; y considerando que él en ese tiempo tenia 
un sueldo de pesos mil. pues al efecto se 1c quitaron $ 200 que 
tenía asignados en coneeptf, de "ayuda de costas*' y "asis- 
tente", se lo incluyó en el referido escalafón que comprendía 
;l todo el personal con una asinmición no mayor a dicho sueldo. 

La suspensión de 1os descuentos que se le hahínn efectuado 
para la Caift Nacional de Jubil. y Pens. Civiles, perduró hasta 
mediados del año 1030. a partir de cuya fecha volvieron nue- 
va mentó a hacerle descuentos de sn sueldo por el mismo con- 

Ante este nuevo hecho promovió una pestión tendiente a 
que expresamente fueran decíanlos militares Ins servicios que 
presta ha como auditor, lo que dió limar al decreto de 10 de 
rnavo de 1937 que así lo reconoció, a partir del 14 de octubre 
de 1923 cuando en realidad debió serlo n partir del 14 de 
agosto de 1023. . . 

Habiendo quedado establecido, por consúmente, irrevo- 
cablemente su asimilación militar, y luepo reconocido que sua 
servicio* de auditor eran militares, se presentó al P. E para 
que entre otres cosas, declarara de lc;rí*imn abono las diferen- 
cias de haberes y suplementos que se le adeudaban. A raíz de 
dio el P. E. dictó el decreto de IR de aposto de W-lt 
por el cual quedó reconocida de lepítimo abono la suma 
d, í S14P3.47 m'n.. por el concepto espresado. Pasadas las 
actuaciones a la Contaduría Henera) de ln Nación para que 
practicara ln liquidación pertinente, dicha dependencia admi- 
nistrativa observó el referido decreto, 

A todo eMn. el lfi de febrero de 193*. se dictó el deereto 
n» Irruir. nn-oHtnrin de la "Pedamentación de las leyes de 
justicia milito* lüta fe Armada", que entró en vipencia recién 
é 20 de abril de 1H3R. 

Por el arf 4' de dicho decreto fueron derogados nume- 
rosos decretos entre los cuales se halla el de fecha 30 de diciem- 
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bre de 1926, que estableció la asimilación militar de m cari» 
de auditor e 

Re refiere luego a un proyecto de ley remitido al Congreso 
por el I . B„, que no tuvo sanción del mismo pero que quedó 
en cambio como un antecedente favorable a Ja pretensión que 
sustenta en este juicio, y agrega, que en este estado de cosas 
llego la oportunidad de ser considerado el presupuesto para 
e ano 193% por uno de cuyos artículos, el 50, f„Ó aumentado 
el numero de oficiales superiores de la Armada, v se creó un 
Cuerpo Jvriaico de la Armada' 1 constituido coñ el "actual 
auditor del Consejo de Cuerra Permanente para í'hises y Tmpa 
de la Armada" y con ios tres asesores letrados que pregaban 
servicios en diversas dependencias administrativas del Minis- 
terio de Marina. 

Promulgado el presupuesto de 1030. que e*s la ley 12.578, 
ni papársele los haberes, se le descontó )a mitad dé] sueldo 
correspondiente al mes de enero, por haberse dictado el ileeríto 
del 10 de marzn ríe 1939, que interpretó erróneamente ta ley 
de presupuesta. Esto din motivo a un reclamo que interpuso, 
reclamo que se hizo extensivo a la bonificación o suplemento 
correspondiente a su antigüedad en el gni dn de capitán de 
navio por los cinco meses de 1030. Desestimada su solicitud 
se VIO en la necesidad de acudir o la justicia. 

Por último, por decreto de fecha 30 de mayo de 103ÍJ. se le 
concedió el retiro que solteító de conformidad con lo dispuesto 
por el art. 2* de la ley 9651 y con la escala del título 1TI de 
ta lev orgánica de la Armada n» 4S5Í1, con una pensión 
de 100 % del sueldo fie su empleo de auditor inspector que es 
equivalente a capitán de navio del "Cuerpo General " según 
la ley 4856. 

Por todo lo exnnesto solicita se declare la nulidad de los "* 
decretos del 16 do febrero de Wlft y 10 de marüo de 1039 v que 
la Nación debe paparte por concepto de diferencias de ha'heres 
y de los correspondientes suplementos deliciados enmo auditor 
del Consejo de Cuerra Permanente para Clases y Tropa de 
la Armada, asimilado al grado de capitán de navio (auditor 
inspector^ desde el 14 /le a«íosto de 1023 hu^a el 31 de diciem- 
bre de 1033, iu"Tu«ive, la suma do dinero resultante de Ta liqui- 
dación correspondiente a practicaje, con intereses desde el 18 
de aposto de 1037 sobre la can tifiad que el decreto de esta Úl- 
tima fecha reeonnció que se le adoudaha v desde el día de ta 
notificación de esta demanda sobre la suma restante reclamada 
con costas. 

A fR. 13 ampliando su demnndn, solícita, asimismo, la mili- 
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dad del decreto fiel 29 de mnrsm ríe 19;íb, pues el P. E. no ha 
podido, por carencia de poder jurisdiccional, dejar sin efecto 
por sí v unte sí el decreto del 18 de agosto de 1937. 

II.* Que el ex procurador fiscal, Dr. Víetor J. Paulucci 
Cornejo, al contestar la demonda, opone en primer término la 
prescripción decenal que fija el art. 4023 del Cód. Civ. ( en 
inapto al hipotético derecho del actor a que se le reconociera 
"estado militar" en calidad de capitán de navio asimilado, 
desde el 14 tle agosto de 1923 en adelante y a todas las conse- 
cuencias de este estado militar: el sueldo, entre ellas. 

Opone también, la prescripción quinquenal que autoriza 
el art. 4027. íne. 3», del Cód. Civ.. contra las diferencias de 
haberes supuestamente devengadas hasta el 13 de febrero 
de 1935. o sea. con más de cinco años de anterioridad a la pre- 
sentación judicial, 

Anticipándose a un posible argumento, hace notar que el 
decreto del IB de a»os|o de 1937 no constituye reconocimiento 
que pueda interrumpir la prescripción, 

Ese decreto y su antecedente el del 19 de mayo de 1937, 
no tuvieron nunca existencia jurídica, porque eran inconstitu- 
cionales e ilcsíales, lo que los taraba de absoluta nulidad y 
porque el mismo 1\ E., en la forma y oportunidad que corres- 
pondín. los dejó sin efecto. 

En i rundo al fondo del nsnnto y dando por reproducidos 
todos bis dictámenes producidos en las actuaciones administra- 
tivas dice que la solución del caso evidentemente está impuesta 
por la lev orgánica de la Armada 4Sófi. tít. 5 I. cuyo art 4*, 
expresamente dispone que: "son empleados civiles: los audito- 
res.., " Esa calidad se infiere asimismo, del art. 6' y su tabla 
que no enumera al Cuerpo Jurídico en general ni a los Audi- 
tores, en nnrt ¡ciliar, entre los cuerpos y empleos nublares. 

Las disposiciones del Cód, de Justicia que se refieren a la 
asi m ilación militar, no chocan eon aquellos preceptos sino que 
armonizan perfectamente, desde que la propia ley 4856. art. 5», 
concede a los empleados civiles "accidentalmente asimilación 
militar", es decir, la jerarquía necesaria para desempeñar su 
misión específica y reglar sus relaciones con lo» militares; y 
va de suyo que el reconocimiento de esa jerarquía sólo tiene 
por mira el mejor servicio y el mantenimiento de la disciplina. 

SÍ el actor entonces, por imperio de la ley orgánica de la 
Armada im tenía "estado militar" (art. 5». a contrario) claro 
resulta que sólo mediante la reforma de esa ley podm habérsele 
otorgado el beneficio que reclama ; su derecho, entonces, recién 
ha nacido con el art. 59 de la ley 12.578. 
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La Constitución (art. 67 inc. 7, 17, 2.1 y 28; art. fifi, 
ines, 2, 4 y 16) prohibe al P. E. acordar carácter militar a los 
■ervieios del demandante y, en consecuencia, concederle bene- 
ficios que sólo pueden dimanar de esc " estad n militar". 

Los decretos 106.067 y 112.633 (exp. adm., fs. 20 y 137), 
son entonces manifiesta e insanablemente nulos, sanción que 
les imponen los arts, OSO, 986. 1038, 1044. 1047 v concorda ntes 
del CÓd. Civ. 

El P, E., en efecto, no pudo conceder estado militar al 
demandante pon pie n| hacerlo, habría "creado" (nada menos) 
un cargo de nfieial superior que no existía en la ley orgánica 
de la Annada: tampoco pudo mandar pagarle sueldos de capi- 
tán de navio porque la ley de presupuesto no autorizaba tam- 
poco ese pasto. Y puede agregarse que tampoco pudo recono- 
cerle el grado de enpitán de navio, ni aun en la hipótesis de 
que hubiera existido legalmente el cargo, sin acuerdo del 
H. Senado. 

A igual conclusión se llega dentro del derecho adminis- 
trativo, si se estudia el procedimiento seguido por el poder 
administrador. 

Dictado el decreto 112,633 que ordenó el pago de las dife- 
rencias de sueldo sub-lite. la Contaduría Oeneral de ja Xaeión, 
de acuerdo a lo dispuesto por los nrts. 22, 25 y concordantes 
de la ley 428, planteé la observación que corre a fs. 13 íexp. 
adm.) y el P. E. lejos de insistir en acuerdo de ministros, 
dictó cí decreto Fecha 20 de marzo de 1038. en cuyo art. 4* 
resuelve no insistir en la orden de paso. Por todn lo cual, poli- 
cita el rechazo de la demanda en todas sus partes, con costas. 

Y considerando i 

I. De las aet naciones ndministrntiras traídas como prueba 
por el actor resulta lo siguiente: 

Con fecha 30 d' k diciembre de 1026, el P. E.. per decreto 
ir? 25.706 dispuso que la asimilación que correspondía al audi- 
tor del Consejo de Cucrra Permanente para Ha «es y Trepa 
de la Armada, era la establecida para los auditores de los con- 
sejos de Ouerrn Permanentes, en el decreto de octubre 14 de 
1905. reglamentario del art, 10. Cód. de Justicia Militar ron 
la equivalencia que dispnnc el art. fi. Cap. T. tít. TI de la ley 
4856 (ts. 74). Esta equivalencia es la de capitán de navio. 

Posterinrmentc. con mntivo ríe nuevas gestiones que reali- 
zara el actor, el P. E.. fundándose en los decretos anteriores, 
de octubre 14 de 1!)05 y diciembre 30 de 1026, reconoció expre- 
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sámente "como militares los servicios prestados por di Dr. Ho- 
racio R. Vieyra como auditor del Consejo de fluerra para 
Clames v Tropa de la Armada, a contar desde el 14 de octubre 
de l n 23" (decreto n* 1OR.007. de mayo 13 de 1937, fa, 26). 

Tomo consecuencia de lo aquí resuelto, el ministro de 
Marina dispuso la inclusión del actor en las listas de revista 
del personal militar, como auditor del Consejo de Guerra Per- 
manente, asimilado a capitán de navio (fs. 127), 

A estos, antecedentes administrativos deben nc«írarse loa 
judiciales que resultan de los dos juicios que el actor promovió 
contra la Nación y que también se han traído romo prueba. 

En et primero de ellos entablado contra la Caja Nacional 
de -Tumi, y Pens. Civiles, por devolución de descuentos efec- 
tuados cu sur haberes, en concepto de aportes para la ex T* re " 
sada Caja, se admitió la demanda por haberse considerado 
expresamente que los servicios prestados como auditor del Coii- 
seio Permanente eran de carácter militar y estaban, por consi- 
guiente, excluidos riel raimen de In ley 434ÍK Este pronun- 
ciamiento fué confirmado por la Corte Suprema en fallo de 
fecha iunio 18 de 1041. 

En el otro, que tramitó ante este mismo Juzgado y Secre- 
taría aetuftria, y en el que perseguía Vieyra la devolución de 
lo míe indebidamente se le descontara por aplicación del art. 52 
de la lev 11,821. v se le acordara el suplemento por antigüedad 
del art. ru, tít. tf. de la lev 4850, ln Cámara Federal de Apela- 
ciones de esta Capital, al fallar definí! i vam ente el pleito con 
fee'ia 13 de nnviemhre de 1ÍU2, volvió n reconocer el carácter 
mil i lar de los servicios prestados por el actor. 

Así pues, tonto a dminist rali vanante como judicialmente, 
ha quedado reconocido en forma expresa el carácter militar de 
los servicios prestados por el actor como auditor fiel Consejo 
de flnorni Permanente para Clases y Tropa de la Armada. 
Son entonces, infundiólas las impugnaciones que en ese sentido 
se hacen en la contestación de la demanda, tanto sobre la falta 
de estado militar, como sobre la prescripción operada respecto 
a la ación para demandar su reconocimiento. Lo mismo ocurre 
con ja pretendida indi dad del decreto n° 10P.0fí7 de mayo 19 
de fflfo Existe al respecto cosa juzgada y sobro ella no puede 

volverse. ■ . 

11, l'na de las consecuencias que el reconocimiento de ese 
estado militar comporta, es el derecho del actor al poce del 
sueldo, suplementos e indemnizaciones que correspondan a su 
empleo. Así lo determina expresamente el art. 18. inc. 2», tit. II, 
cap. ITT. de la ley 4856 y !a Cfim. Federal lo ha reconocido 
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en el recordado fallo del 13 de noviembre de 1942 al declarar 
que le corresponde percibir el suplemento del 10 % por anti- 
güedad, conforme al art. 34, del título y ley citados. 

Sólo queda por determinar si se ha operada o no la pres- 
cripción que opone la demandada, de la acción deducida para 
hacer efectivo el cobro de la diferencia entre los haberes perci- 
bidoa y los que le correspondían por su asimilación. 

A este respecto es de importancia fundamental el decreto 
n» 112.633 de ajrosto 18 de 1937 por el cnal el P. E. reconoció 
de legítimo abono la cantidad de $ 84.483,47 m/,, al Dr. Hora- 
cio B, Vteyra. en concepto de diferencias de haberes desde octu- 
bre 14 de 1923 hasta el año 1936 inclusive (fs. 134). Según 
sea que se considere que el P. E, haya tenido o no facultades 
prra dictarlo y que se lo repute subsistente o no después de las 
observaciones de la Contaduría General de la Nación, consti- 
tuirá un neto interruptivo de la prescripción o carecerá de efi- 
cacia a tal efecto. 

El Código de Justicia Militar, que reglamenta la organiza- 
ción y competencia de los tribunales militares, dispone en el 
art, 19 que "el P. E. establecerá la asimilación de los vocales 
abogados del Consejo Supremo y de todos Ion demás funciona- 
rios letrados de la Administración de Justicia Militar". Como 
•us disposiciones son comunes al Ejército y la Armada, este 
artículo riire la situación de los funcionarios letrados de los 
consejos de guerra , tanto militares como navales, entre los que 
se encuentran los auditores. El carácter imperativo de esa dis- 
posición es indudable y por eso el P.'E. al conferir al actor 
la asimilación a capitán de navio, no ha hecho ni ra cof- que 
cumplir ron tal explícita disposición leiral que le ha de' jado 
el establecer esa asimilación. Por otra parte, ya lo había hecho 
con anterioridad con los funcionarios letrados de los consejos 
de (¡Tierra del ejercito, dictando el 14 de octubre de 1905 nn 
decreto por el cual asimiló a generales de brigada a los vocales, 
al fiscal general y al auditor general del Consejo Supremo de 
Guerra y Marina, y a coroneles a los auditores de los consejos 
de guerra permanentes, Este último decreto se ha venido cum- 
pliendo desde entonces sin objeción alguna por parte de la 
Contaduría General fie Ta Nación, que no ha observado el pago 
de sueldos correspondientes a esas asimilaciones, hechos a fun- 
ción a rms para cuyos nombramientos no se requirió acuerdo 
del Honorable Senado Nacional y muchos de los cuales han 
pasado a situación de retiro con el goce de la pensión que acuer- 
da la ley 4707. Todo ello así resulta del extenso informe del 
Ministro de Guerra que corre de fs. 64 a 68 del juicio seguido 
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por el Dr. Vieyra contra la Nación, por devolución de descuen- 
tos, que tramitó por la Secretaría actuaría. 

El P. E. lia obrado así en ejercicio de facultades legítimas, 
y también lo ha hecho al reconocer por el decreto N 9 112.633 
el derecho del actor a percibir las diferencias de haberes entre 
lo realmente cobrado y lo que cnrrespondía como capitán de 
navio, puesto que, como ya se ha dicho, el goce del sueldo, 
suplemento e indemnización es uno de los derechos inherentes al 
estado militar. Luego, este decreto reconociendo su derecho a 
percibir esas diferencias no es sino una consecuencia del que le 
acordó la asimilación. 

Ahora bien, ese decreto que fuÓ oportunamente observado 
por la Contaduría General de la Nación, tiene un doble aspecto. 
Es una orden de pafro y un reconocimiento de obligación. Sólo 
en el primero ha podido ser observado por la Contaduría, en 
el ejereicio de las atribuciones que al efecto le confiera la ley 
428, y al no insistí rse en él por acuerdo de ministros, como 
expresamente lo exige el art. 18, esa orden de pago no ha que- 
dado perfeccionada, y en consecuencia, no ha podido producir 
sus efectos como tal y por eso el actor Re ha visto obligado a 
promover este pleito, pero subsiste en todos sus efectos legales 
como reconocimiento de obligación. En efecto, según untes se 
ha expresado, el P. E. obró dentro de sus facultades legales 
al acordar al actor la asimilación a Capitán de Navio y uno 
de los derechos que esa asimilación le confiere es el del goce 
del sueldo correspondiente al grado* Luego al declarar por 
ese decreto, que es de legítimo abono el pago de las diferen- 
cias entre la remuneración que a ese grado corresponde y la 
percibida por el Dr. Vieyra durante el desempeño de sus fun- 
ciones de Auditor, ha ratificado el P. E. sus resoluciones an- 
teriores y reeoroeido expresamente la obligación del gobierno 
nacional de pagar esas diferencitis. Las consecuencias de ese 
reconocimiento ha sido ln de interrumpir la prescripción res- 
pecto a las diferencias de sueldos desde octubre 14 de 1923 
hasta el 31 de diciembre de 193fi (arts. 718 y sigts. y 3989, Cód. 
Civ.). Así pues, la prescripción que opone la demandada fun- 
dada en el art. 4027, ine. 3*. del citado Código, no se ha 
operad» porque la demanda fo ha deducido antes que transcu- 
rriera el termino allí señalado, a contar desde la fecha del 
decreto N* 112 633. Hólo se ha preseripto la acción del actor 
en cuanto a las diferencias de haberes anteriores al 14 de 
oetuhre de 1923. que han sido excluidas del citado decreto. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que la Nación 
debe abonar ni Dr. TIoracio B. Vieyra las diferencias que co- 
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rrespondan entre lo que real m en e percibió como auditor del 
Consejo de Guerra. Permanente para Clases v Tropa de la 
Armada, desde el 14 de octubre de 1923 hasta el 31 de diciem- 
bre de 1038 y lo que le correspondía en concepto de sueldos, 
suplemento» e indernn iza c iones como capitán de navio asimi- 
lado, con intereses n estilo de los que cobra el Baneo de la 
Nación, que se liqu i fiarán desde la fecha de la notificación 
de la demanda, y con costas, — Eduardo A. Qrtiz Itasnaldo 



Fallo de la CAmaka Federal 

Bs. Aires. 1° de febrern de 1945. 

Considerando : 

Que la base de la cual parte el actor pani reclamar la 
difereneia de li abe res entre el que percibiera y el de capitán 
de navio, es el decreto del 30 de dieiemhre de 1H2G (fs. 74 
aet naciones administrativas) que dispuso su asimilación a ese 
frrado en su calidad de auditor del Consejo de Cu erra Per- 
manente par» Clases y Tropa de la Armada. Con dicho decreto 
nació para el actor el derecho a reehimar el sueldo del «irado, 
cosa que recién ha hecho judicialmente en 19 de octubre de 
1940 al iniciar este juicio, scl'ún resulta del <*ar»n de fs. 11. 
Sin enihariro, no es aplicable al enso la disposición del nrt. 
4023 del Cód, Civ. porque la deuda que reclama formada por 
la acumulación de las diferencias desde 1923 a 1Ü3R, no era 
exigible. como Jo requiere el texto citado, desde la fecha d*4 
decreto antedicho. Lo único esipible en esa época eran las 
diferencias entre 1923 y 1926: pero las , «tenores han ad- 
quirido tal carácter solamente al vencimiento de cada mes de 
servicios. Por eso no es aplicable en el sub-Hf? la prescripción 
decenal sino la quinquenal fart. 4027. inc. 3", del Cód i ¡jo 
citado), para cada una de las diferencias mensuales y a contar 
desde la fecha en que los haberes fueron devenpados. Así 
quedó cstnblecido en el caso de Arturo Santos contra la Nación 
(C. B. Fallos: 1045 :4Pftl siempre que no hubiera orden de 
papo que c«|jj#al izara las diferencias atrasa.' as. 

Que en el presente caso, se ha desechado en primera ins- 
tancia la prescripción por entender el Sr. juez n-quo que el 
decreto de fecha 1H de aposto de 1937 (fs. 134 exp. adm.) 
que dispuso reconocer al actor como de legítimo abono un 
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crédito por $ 84.483.17 m/n. tenía efecto interruptívo de la 
prescripción; pero debe tenerse en cuenta, en primer lugar, 
que no puede hablarse de interrupción de la prescripción con 
respecto a las diferencias mensuales que ya habían proscripto, 
■s decir, las anteriores en míis de cinco años a la fecha del 
decreto; y sobre todo, que ese acto administrativo no quedó 
firme, pues fue observado por la Contaduría General de la 
Nación (fs. 13"> act. adm,) lo que motivó un nuevo decreto 
del P. E.. el de 29 de marzo tle 1938, fs, 1938. por el cual 
en su art, 4'. dicho decreto resolvió no insistir en el anterior 
en virtud de la observación indicada. 

Ningún texto lepa] autoriza la interpretación restrictiva 
que hace el Sr, Juez a-quo do los alcances y consecuencias de 
las observaciones de aquel cuerpo, croado por la ley para con- 
trolar la inversión de los dineros del Estado, Por lo contrario, 
la Corte Suprema en el caso de Jesús María Sala zar, citado 
por el Sr. procurador fiscal de Cámara (Fallos: 187 :483) 
dejó establecida la importancia fundamental de la interven- 
ción de la Contaduría en los actos administrativos que dis- 
pongan gastos o que tensan como consecuencia nuevas eroga- 
ciones para el Estado, "Por lo demás, dice la Corte, si el P. E. 
aceptó que se le formula ni esc reparo — desde que no lo 
desestimó como impertinente, inconsulto e incompetente — no 
es pnsihle qiir l;i justicia se sustituya a ese Poder en la apre- 
ciación de sus propias privativas facultades cuando ellas no 
invaden las de otros poderes de la Constitución", En con- 
secuencia, al acta tidministrntivo que pam porfero ¡finarse ne- 
cesitaba de la conformidad de la Contaduría o de la insistencia 
del Ejecutivo en acuerdo de ministros y que no obtuvo ni 
uno ni otro de esos requisitos, sino, por lo contrario, una ma- 
nifestación expresa del poder administrador de que no insistía 
en su anterior determ uición. no puede asignársele existencia 
legal ni puede surtir los efectos de un acto interruptívo de la 



Que de tal manara, no teniendo tampoco efecto interrup- 
tívo las gestiones administrativas, conforme a reiterada y cons- 
tante jurisprudencia es forzoso admitir la prescripción de todas 
las diferencias de baberos anteriores en cinco años a la fecha 
de interposición de la demanda; y como el Tribunal comparte, 
en cuanto al fondo del asunto, los fundamentos dados por el 
Sr. juez a-qttti, que no lian sido desvirtuados en esta instancia, 
el derecho del actor queda reducido al cobro de las aludidas 
diferencias correspondientes al período com prendí do entre oe- 
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Í ab íojo Clu8Í ^ de 1933 y diciembre de «38, pues desde enero 
de 1939, en virtud de la ley de presupuestos, yo las percibió. 

En su mentó, se liace lupar a la prescripción quinquenal 
opuesta y en consecuencia se modifica la sentencia de fs 144 
declarándose que la Nación debe abonar al Dr. Horacio B. 
Vieyra, Jas diferencias que correspondan entre lo que realmente 
percibió como auditor, desde octubre de 1935 a diciembre de 
1938 y lo que le correspondía en concepto de sueldos, suple- 
mentos e indemnizaciones como capitán de navio asimilado, 
con intereses a estilo de los que cobra el Banco de la Nación 
desde la fecha de notificación de la demanda. Costas de ambas 
instancias por su orden, atento el resultado del asunto y la 
naturaleza de la defensa que prospera. — Carlos del Campillo 
— Varios Herrera. — It. Villar Palacio. — Juan A. dómales 
Calderón. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Bs. Aires, lfi de abril de 1047 

Y vistos : Los del i eenrso de apelación ordinaria 
interpuesto por el actor y la parte demandada contra el 
fallo de la Cám. Ped, do Apelación de la Capital, en el 
¡jnieio promovido por el Dr. Horacio Benjamín Vieyra 
contra el Gobierno de la Nación sobre cobro de dife- 
rencias de sueldos y suplementos que le corresponderían 
en su calidad de asimilado a la marina de «ruó ira de la 
Nación. 

Considerando: 

Que el recurso de nulidad concedido a fs. 181 a la 
parte actora, no lia sido sostenido en el memorial de 
fs* 186, ni la sentencia contiene violaciones de la forma 
y solemnidad de las que por expresa disposición de dere- 
cho corresponda su anulación. 

Por ello y sus fundamentos se confirma en todas 
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bus partes el fallo recurrido. Costas por su orden en 
todos las instancias. 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES v. JOSE BUSTELO Y 

JOSE L. GATTI 



INTERESES: Liquidación. Tipo de intereses. 

A falta de interés convencional el que se manda pajjar en 
las sentencias debe liquidante ni tipo cobrado por el Banco 
de la Nación en las operaciones ordinarias de descuento. 

INTERESES : Generalidades. 

No resultando de autos que baya mediado negligencia 
del acreedor en lu realización de los trámites pertinentes 
para la percepción de los fondos, los intereses corren hasta 
el día del retiro del cheque por el capital (*). 



INCOMPATIBILIDAD. 

Las funciones directivas de las instituciones de enseñanza 
universitaria, como las de la docencia de ese mismo carác- 
ter, no son legnl ni reglamentariamente incompatibles coa 
los cargos judiciales. Tampoco lo es el cargo de delegado 
interventor en ima facultad ton el de secretario judicial, 
aun cuando podría suscitarse dudas si se tratara de un 
juez de los tribunales federales. 



Antonio Sagarna. — B. A. Nazab 
Anchotiena. — F. Ramos Mejía. 



FRANCISCO L. MENEOAZZI 



(l) 16 do abril do 1947. 



no 
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Dictamen del Procuradoh (>:neral 
Suprema Corte: 

Por nota ele fecha 15 del corriente mes, el Sr. Juez 
Federal de La Plata Dr. J. Bilbao la Vieja consulta 
a V. K si podría ser conceptuado Incompatible con las 
funciones de secretario de actuación de aquel juzgado, 
el cargo de delegado interventor en la Facultad de Cien- 
cias Jurídicas y Sociales do la Universidad de dicha 
ciudad, tarea que desempeña conjuntamente desde el 27 
de febrero ppdo. el Dr. Francisco Luis Menegazzi ; agre- 
gando que este último fué ser re ta rio del delegado ínter- 
ventor en la misma Facultad desde el lfi" de noviembre 
de 1946. 

V. E., por acordada de fecha 21 de febrero de 1945 
{204: 5, expte. g, 442, 443 y 4*4) dio su conformidad 
para que los Srt-s. presidentes de las cámaras federales 
de apelación actuaran como interventores de las univer- 
sidades nacionales. Pienso que tal antecedente autori- 
zaría a contestar afirmativamente, y en términos gene- 
rales, la consulta que ahora se formula con visible re- 
tardo; salvo que, a juicio del Sr. Juez Federal de La 
Plata surgieran dificultades emergentes de la superpo- 
sición de horarios n otros motivos susceptibles de per- 
judicar el buen servicio de la secretaría judicial. Xadio 
puede apreciar mejor que dicho juez, jefe del secretario 
aludido, si ocurren o no esas circunstancias en el caso 
particular actual, — Bs. Aires, marzo 18 de 1947. — 
Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 18 de abril de 1947. 



Autos y vistos: la presente consulta sobre incom- 
patibilidad de cargos formulada por el Sr. Juez Fe- 
deral de Sección de La Plata, Dr. Jorge Bilbao la 
Vieja, y 

Considerando : 

Que las funciones directivas de una institución de 
enseñanza universitaria ban sido equiparadas siempre a 
las de la docencia de ese mismo carácter las cuales 
nunca fueron consideradas incompatibles con cargos 
judiciales ni por las leyes, ni por disposiciones del P. E., 
ni por las reglamentaciones de esta Corte. 

Que al no tratarse del gobierno ordinario de una 



tribunales federales, pero no, si como en este caso, no 
lo es, y el juez ha jo cuya autoridad desempeña el cargo 
judicial informa que el ejercicio de la función directiva 
de que se trata no lia perturbado el recto cumplimiento 
de sus obligaciones en la Secretaría. 

Que por todo ello y no existiendo sobre el particu- 
lar disposiciones generales establecidas por esta Corte 
en el ejercicio de sus atribuciones de superintendencia, 
no hay en el caso razón suficiente para considerar in- 
compatible el cargo de Secretario de actuación con la 
función de Interventor de la Facultad de Derecho de 
la Universidad Nacional de La Plata que desempeña 
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el Dr. Francisco Luis Menegazzi, lo que, oído el Sr. 
Procurador General, así se declara. 



Antonio Saoarna. — B. A. Nazar 
Ancitorena, — F. Ramos Mejía, 
— T. D. Casares. 




JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Personas 
comprendida». 

El decreto n' 16.4í>0/45. que excluye del régimen de la 
ley 10.650 a quienes no desempeñan tareas específicamente 
ferroviarias, es a plica lile al personal que en la fecha de 
aquel no había obtenido aún su jubilación. ( J ) 



Sentencia de la Cámara de la Justicia del Trabajo 



Vistos y Considerando: 

Que para resolver la cuestión sometida a decisión del 
tribunal, es previamente necesario resolver cual es la norma 
legal aplicable al caso en examen, en atención a la divergencia 



Buenos Aires, dieiembre 9 de 1!MG. 
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cretos-lcyes 14.534/44, 16.490/45 y 18.627/45, conviene recor- 
dar los criterios de hermenéutica que al respecto tienen fijados 
la doctrina y jurisprudencia de los tribunales, incluido el de 
este cuerpo "Lo normal y corriente en materia de jubi- 
laciones es dar con la interpretación estricta de sus normas" 
(Kamíkez Oronda. Raimen jurídico de las obligaciones, p 23) 
Por lo demás, como lo tiene resuelto esta sala m re Carrizo! 
í, , rt £"l imM ' sohrc Vwsún solicitada por Silvia Carril 
(ley 10 »;.0), en octubre 10/946 r "...es doctrina fijada en 
invariable jurisprudencia de la Corte Suprema, que en materia 
de beneficios enterantes de leyes de previsión social, ei otor- 
gamiento de los mismos debe recularse según las normas de la 
lev vipente en e! momento en que se acuerdan (Fallos: 180, 
261 y 182 238, etc.). Doctrina de la cual se desprende, como 
natural y lógica consecuencia, la retrooctividad de la ley nue- 
va, mientras el derecho del presunto beneficiario no se haya 
convertido en adquirido e irrevocable, para lo cual según lo 

SmJ* 811 * 1 * eI i,wrpo f™' 1 - Luis, en la Lev, de agosto 
¿¿/94b para configurarlo no hasta tener el derecho- facultad» 
sino liaherlo ejercido o que el mismo hubiere tenido efecto" 
(BAUDnv-LAcAXTixERiE y Houcqtjes-Fovrcade, t 1 n » 133) 
Por lo demás, agregó esta sala en el recordado caso que - "ha- 
biendo sentado igualmente el alto tribunal que el art 9 Cód 
Civ. no le es aplicable cuando se trata de leyes de previsión 
social, que por sus fines, por los principios que las inspiran, 
por las obligactones que traen aparejadas, y por SUS beneficio» 
reúnen todos los requisitos necesarios para clasificarlos como 
de orden publico ' (Lo Lr ff , t . 9. p, 304), resulta evidente la 
aplieabihdad al raso del art. 5. Cód, Civ. Arg. t l n ]„ z de estos 
principios sostenidos reiteradamente por el cuerpo en materia 
de la naturaleza del caso sub-examen. en que considerada la 
cuestión resulta en opinión del tribunal definitivamente acla- 
rada. KfertivJimente: el recurrente no poseía cu el caso más 
que un derecho en expectativa", tanto más cuanto que su 
aplicación no se había hecho efectiva, ni por ól ni por el 
empleador, al régrmen de la ley 10.650. Frente a esta 
tuación. el texto del decreto del Pod. Ejec. Xne. n» 16 490/45 
le es rigurosamente aplicahle, bastando' por otra parte para 
aventar cualquier duda, si la hubiere, la lectura de los'cónsi- 
derandos del cuerpo legal mencionado. Ello, las disposiciones 
riel mismo, y los principios precedentemente recordados, tornan 
inoficioso examinar si es aclaratorio o modificatorio del rr"i- 
men establecido por el decreto 15.534 '44 ; en cualquier hipóte- 
sis ambos son aplicables al caso, Resultando acreditado en 
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autos que el recurrente no desempeñó "tareas específicamente 
ferroviarias en los molinos harineros", no puede enmaderarse 
amparado en el raimen de la ley 10.650 (art. 1* del decreto 
16.400/45). 

Por ello v fundamentos pertinentes de la resolución recu- 
rrida v del 'memorial de fs. 37, que el tribunal hace suyos, 
se resuelve confirmar la resolución recurrida en euontn ha sulo 
materia de recurso. - Armando David Machera. — Jorge ¡y. 
Juárez. 



Dicta m kn del Pnorriuuon Geneuai. 
Suprema Corte 

El recurso extraordinario resulta procedente en 
esta causa, toda vez que lia sido puesta eu tela de .inicio 
la interpretación y aplicación de disposiciones de ca- 
rácter federal, y la sentencia apelada obrante a fs. 4(i 
es contraria al derecho invocado por el recurrente. 

En cuanto a! fondo del asunto, ha sido resuelto 
por aplicación de la doctrina de V. É. cu ISO: 261; 
181: 127; lflS: 107, y otros. Corresponde, pues, confir- 
mar el fallo apelado, en cuanto pudo ser materia de 
recurso. Bs. Aires, febrero '27 de 1047. — Juan Aluarez. 

FALLO DE LA CORTE HUPHEMA 

Bs. Aires, 18 de abril de 1047. 

V vistos: el recurso extraordinario deducido en 
los nulos "Afrailar Domingo Baúl, sobre jubilación de 
la ley n" 10.050". 

De acuerdo eon el precedente dictamen del Sr. Pro- 
carador General y la doctrina sustentada por esta 
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Corte Suprema ro reí C. S. 180: 261 ; 181: 127; 198: 107, 
etc., sg confirma la sentencia apelada en cnanto ba 
podido ser materia de recurso. 

Antonio Sagahna. — B. A. Nazab 
Anciiouena. — F. Ramos Mejía. 
— T. D. Casares. 



ROBERTO O. MACCHI v. INSTITUTO NACIONAL DE 

PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito* propios. Cuestión fe- 
deral Cuestione* federales simples. Interpretación de loa leyes fede- 
rales. 

Procede el recurso extraordinario fundado en el nrt. 21 
de ?:i ley 10.650 reformado por la ley 11.308, contra la 
sentencia que lo interpreta en el sentido de que incluye 
entre las imposibilidades morales la ignorancia justif ¡enría 
del obrero de hallarse incapacitado en forran permanente 
y decide, por razones de hecho irrevisibles, que esta si- 
tuación es la que se presenta en el caso de autos. 

JUBILACION DE EMPLEADOS FERROVIARIOS: Jubilaciones. 
Extrao rdinaria. 

La expresión "imposibilidad moral" empleada en c! art. 
21 de la ley 10 650 reformado por la ley 11.308 comprende 
toda imposibilidad real qne no sea física, caso en el cual 
hállase la ignorancia justificada o excusable cuando la 
decisión de que se trata requiere un determinado cono- 
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Senté ?criA iitc la Cámaha de la Jpstuia tu: i. T ka ha. jo 

1K Aires, noviembre H da 1H4(i. 

Visto i'l recurso interpuesto y Considerando : 

Roberto Osvaldo Macehi «curro de la resolución dictada 
el ó tic julio de 10 ló por la que se 1c deniega ln .jubilación 
extraordinaria solicitada de acuerdo a ta que establece el art. 20 
de ta ley 10,650, 

Entiende la Caja Ferroviaria del Instituto Nacional de 
Provisión Social que la dis$rostCÍO!i Sel **t. 21 de 1á ley 10oT>n. 
resuelve el caso, ya que este precepto señala d Termino por el 
cual los derechos se resuelven. 

K\íiii itia«la l;t<í actuaciones rcsiiha que el actor trabajaba 
en et l*'. C. Sin) corno foguista desde el afín VX\í\ hasta 11*11 
— fs. 1 (expíe*. 4ií.í)05V— . Causando su cesantía la enfermedad 
prolongada ■ tas distintas actuaciones certifican que tal en- 
fermedad existió evidentemente, 

('orrespiiiide establecer en nu' condiciones inirresó a pres- 
tar servicio el recurrente a h\ citada compañía to que se re- 
suelve de acuerdo ¡d forifiulflrio n* 50 V.. 42."»fl7. resultando 
sin observai'ión enluce-. Kn .-nTiseenePeía y atenta a lo pim- 
t nal izado cti el expediente, :í.'i.fiS4 se licúa a la conclusión que 
1>. Roberto Osvaldo Macehi tenía la - enfermedad en evolución 
alrededor de un a Tu» ante* -le sn cesantía y que la labor que 
desempeñaba contribuyó a su mayor desarrollo por las condi- 
ciones de trabaja de Foguista. 

VA Tribunal comparte esta aseveraeióón y en consecuencia 
corresponde decidir la interpretación del derecho que se pre- 
tende frente a los textos legales. 

Rl dictamen y conclusión módica de fecha Í10 de septiem- 
hre de Í046, determina una fecha precisa que responde a un 
hecho pasado: reei.'n abo ra valorado y conocido su alcance 
y proyección. Los textos lcL-ab's recordíjdns riel art. 21, enervan 
tos derechos cuando ellos no son ejercidos, sino dentro de un 
período fie seis meses desde la separación del cargo, salvo el 
cas 1 ' de imposibilidad física o moral para gestionarla. 

Él reettr rente desde antes de sn salida y después de ella 
se encontraba internado en el Hospital f^an Juan de Dios, de 
la ciudad de La Plata. \o obstante ello redar ó devolución de 
aportes a los que se le deniega con fecha 1S de noviembre r|c 
1ÍÍ4I1. Posteriormente en octubre 31 de 11)44 sosteniendo que 
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recién tío tic ta eonstal ación plena de su estado ejerce su dere- 
cho para gestionar su jubilación extraordinaria. 

La prescripción ]ejr;d del ¡jrt. 21. s<* considera |>lena do 
aplieaeióu filando existiendo el conocimiento do] dereeho y o) 
tacho en el plazo señalado, no «o ejereeiij pues nadie puede 
póteneíalmente solicitarte, si lo desconoce y precisamente los 
casas áe excepción son Iuk de jubilación extraordinaria que se 
resuelven por los, hechos y el derecho citando documentada- 
mente se prueban* y a partir de 9¡t fecha une se declara; 
enmicMZii ailti él plano del art, "21 de !a lev 10,65(1, Eu el 
caso presente se resuelve fa^rablemente a la petición del 
actor, teniendo la evideneia {pie hi enfermedad tuvo s¡u vvo- 
[iifir.tr desencadenante cu el ejercicio de su trabajo y <pie recién 
BC reconoce como tal con relación a aquella sit nación. 

Por todo edii y de acuerdo con el dictamen del Kr. Pro- 
curador General del Trabajo, se revoca hi resolución del Ins- 
filnto N'arimial de Previsión Social, ^tosida a fs. ¡ífi vta"„ en 
eminto hti pídu materia de recurso. — Rodolfo ü. YaUinnehi. 

— fhotihit/o l*fhlffú. 

■ 

Dll'TAMKS PimeriUhna. i í F.XKUAI. 

Suprema Corte: 

El rcourso extraordinario interpuesto a fs. 53 es 
¡mpriH-oíleiilo, t ruin w¿ que lo resuello por fl tribunal 
r/ífí> lo ha sido por npn?eiaciótl do los; hechos invoen- 
dos para probar la imposibilidad física o moral do D. 
Roberto Osvaldo Maechi para gestionar su jubilación 
por invalidez. 

Cnnvsponde. pues declararlo nial eoneedido a fs. 
53 vta.; así lo solicito, lis, Aires, diciembre :{0 de lí>4ti. 

— Juan Airnrcs. 

FALLO l>F, LA CORTE SITUE Al A 

Tis. Aires, 18 tic abril de 1947. 
Y vistos; el recurso extraordinario deducido en 
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tos autos Roberto Osvaldo Mncehi «. jubilación por in- 
validez do la ley n tf lO.tióÜ; y 

Considerando : 

Que si bíélJ ta sentencia apelada se Cunda en com- 
probaciones de hecho, juzga que éstas autorizan la con 
cesión del beneficio reclamado, no obstante lo dispuesto 
en el art -l de la ley KUíoU tal como lo reformó la 
lev U-.:]OK, interpretando <pi (1 el obrero estuvo en la 
ignorancia de su verdadero estado de salad, es decir, 
de que se bailaba en las condiciones indicadas en el 
art -i), ine. - de la minua ley (presentación de fs. 17), 
hasta muchos meses después de vencido el plazo que 
establece el art. 21. Lo cual importa interpretación de 
lo que en dicho precepto debe entenderse por "impo- 
sibilidad moral", v es materia propia dH recurso ex- 
traordinario. 

Que abstracción hecha de lo relativo a si el obrero 
Maechi estuvo o no en la ignorancia aludida y de qué 
naturaleza era esta última en el casi) — enosf iones de 
prueba cuya conclusión es irrevisible en el recurso de 
que aquí se trata — , debe considerarse correcta la inte- 
ligencia que la sentencia atribuye al art. 21 al incluir 
entre las imposibilidades morales la ignorancia en que 
el obrero se halle di- que por una cansa "evidente y 
exclusivamente imputable ni servicio" está incapaci- 
tado "en forma permanente*'. La expresión "impo- 
sibilidad moral", empleada en la ley a continuación 
de la de "imposibilidad física" debe considerarse com- 
prensiva de toda imposibilidad real que no sea física. 
Y la ignorancia justificada o excusable, constituye pa- 
tón! emente una imposibilidad de esa especie, cuando la 
decisión de (pie se trata requiere un determinado co- 
nocimiento. \ 
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Por tanto, oído el Sr. Procurador Genera), se con- 
firma en cnanto ha sido materia del recurso \i\ sentencia 
apelada de fs. 4S 

Antonio Raoarna. — H. A. NaZak 
Anchorexa. — F. Ramos Mejía. 
— T. D. Casaiies. 



FítAÑCTSCO DE MATTIA v. NACION ARGENTINA 

PRRSf ¡tft'CJ OX : Ca mirnzo. 

í ai prescripción de la acción tendiente a obtener el retiro 
ntílitaí* que eóTNmpuwla por inutilización para la carrera 
de las armas, tm comienza a correr desde la feeba del 
decreto que ordenó la baja n el retiro sino desde el ins- 
tante en que el derecho nació y pudo ser exigido por el 
interesado. En el caso de un suboficial de la Armada 
declarado definitivamente inútil, dieba oportunidad es 
aquella i'ii la que el interesado tuvo mnneimñ uto ¡Te esa 
declaración, seiniu resulta de la anotación firmada para 
constancia de ello en el respectivo expediente por el jefe 
de la repartición en une prestaba servicios, 



Skntknvi \ m:r, Avkz Fi:nn:\j. 

Hs. Air***, julio 7 de 1945. 

Y vistos ; esle juicio seguido por D. Francisco Pe Mattia 
contra la Nación sobre atañen!» de retiro inilitíir y 

l'esiiltandn : 

I. Que el actor manifiesta que a raí?, de un accidente que 
sufriera mientras desempeñaba mis funciones de cabo prin- 
cipal electricista de la Armada fué retirado por decreto del 
3 de setiembre de VXV2 c»n el (>,! v 'c de su sueldo. 
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No obstante, de conformidad a lo resuelto por la Corte 
Suprema cu el cuso de Srrapio Orbe. Ip corresponde el sueldo 
íntegro del irrado inmediato superior pues su inutilidad fué 
debida a "herida producida en acto de servicio". 

Por ello y fundado en to dispuesto por el art. 17, lít. 111. 
di' la ley 4*riíi pide se condene a la Ñ lición a acordarle la 
pensión en la forma -pie lo .leja expuesto y abonarle las dife- 
rencias qne se le adeudan desde el día do su retiro, con inte- 
resas y costas, 

II. Que el Sr. l*roe. Fiscal al contestar la demanda opone 
$n primer termino la prescripción decenal que autoriza .-1 art. 
4023 dnl (Vid, l'iv.. pues de las actuaciones administrativas 

agregadas resulta f|i I actor se Itirió el 27 de mayo de 1!<3Ü 

y (pie ya e) ó de Noviembre de 1030 fué declarado inútil para 
el servicio militar, debido a la amputación del dedo herido. 

En el mejor de Jos casos para el actor, la prescripción 
habría empezado a correr con el dictamen de la .ínula Supe- 
rior de Reconocí miento Médico que así lo declaró. 

Como se ve, en ambos casos, habría transcurrido el tiempo 
nwsariu para que se hubiera operado la prescripción que 

opone. 

Aunque lo estima innecesario, opone también la que le- 
gisla el art. -W21, ine. 3*. del código citado en cuanto a las 
diferencias de sueldos supuestamente devengados con ¡inte- 
rioridad a los citu-o ;iñns de interpuesta la demanda. 

En cuanto al fondo del asunto, da por reproducido los 
dictámenes del Sr. Auditor General de Guerra y Marina, re* 
caído en el redamo administrativo que oportunamente luciera 
el actor, 

V por todo U expuesto, pide el rechazo de la demanda. 

con costas, 

Y Considerando : 

1. Que siguiendo un orden lógico de prelución rnrres- 

potiue n\ primer termino « -id-rar 1» prescripción extlntiva 

de la acción opuesta como defensa por la demandada v que 
se funda en el jirt. 4tVJ3 del Cód. Civ. 

Dicha prescripción se habría cumplido a juicio del Sr. 
Truc, Fiscal por haber transcurrido más de diez años desde 
el día del acídente sufrido por el actor o en e] mejor de los 
casos para éste, desde que su incapacidad fué declarada por 
la Junta Médica que lo reconoció. 

En cambio, según sostiene el actor, el cómputo para el 



■ 
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comienzo de liL misma no puede ser otro que e] de la fecha 
i leí decreto que Ir acordó el retiro, pues aparte de que fui 
recién entonces que ye reconoció sn i ncapnritlad. no habría 
podido ejercer ¡Hites acción alguna contra el Estado desde el 
momento que, do conformidad al artículo de la ley en que 
funda mi demanda, ¡nido hasta ese momento ser ascendido. Por 
tanto, siendo el derretí citado de fecha li de setiembre de 1932. 
no ha pasado hasta el día de la iniciación de ta demanda el 
tiempo indispensable para qne se opere ln prescripción. 

11. Que sejíún resulta de las actuaciones admiuisl rntivas 
iiííresjadas. el actor se accidentó <•! 27 fie mayo de 1931 y cono* 
ció su incapacidad letra 1 al tomar vista del expediente en el 
nial la Junta Médica que ln reconoció, dictaminó declarándolo 
inútil para el servicio, cosn que ocurrió entre el 2!) de marzo 
y ÍP de abril de lí)32 — Fs. 40 — . Como se ve, cual (pitera sea 
la. fecha que se tome para el cómputo de la prescripción, esta 
-so hnhrí» cumplido el día '2'2 de abril de 1ÍI42 en que se 
en'ahin esta demanda, 

La argumentación que hace el actor de que mientras no 
se je acordó el retiro no -.c encontraba habilitado para accionar 
por (■uanto no podía saber si de acuerdo al art. 17 de la ley 
sería o no ascendido carece de iodo valor, pues al tomar la vista 
a que se ha aludido, conoció los traadles qne se real i /a han para 
sil retiro, to que tónicamente excluía todo propósito de ascenso. 

Til. Atenta la conclusión a que se llcím en el conside- 
rando anterior, el suseripln estima innecesario tratar todas 
las demás cuestiones debatidas en la litis, por cuanto en nada 
modificarían el resultado del pleito. 

Por estas consideraciones, fallo: declarando preseripta esta 
acción seguida por Francisco de Mal tía conlra la Nación sobre 
aumento de pensión militar y rechazando, por tanto, la de- 
manda. Sin costas atento la naturaleza de la defensa que 
prospera. — E. .1. Orfh V,asuahh>. 

Sentencia m; la Cámaka Ww&iáh 

lis, Aires, noviembre 7 de Ií>4í>. 

Vistos y Considerando: 

Este Tribunal en los casos de Isidoro Romano Denoni, 
Tomás Mateo ( imiüAhv. y Claudio Antonio Dut'fy, todos contra 
"1 fjobieniM de la Nación, ¡aliados en 11, 1G y 25 de julio 
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ppdo., respectivamente. Ho declarado que el termino fie la 
prescripción de la acción comienza a correr desde la fecha en 
que el interesado conoce las cuic-ectirncias riel accidente que 
le provocaron su incapacidad para el servicio. 

En el presente caso no puede negarse que el actor tuvo 
we conocimiento el 1" de abril de ]í>3- imrque la constancia 
de fs. 40 es suficiente para afirmar que De MaHía se enteró 
del estado del expediente y tan es así fpje observó el rómpalo 
de sus servio ios y pidió que se ají regaran otros -curau se 
efectuó posteriormente — manifestando que ya había elevado 
un certificado. 

Las objeciones respecto n defectos de forma de esa noti- 
ficación que se arguyen en la expresión de agravios carecen de 
eficacia, pues no s<* conocen las normas preestablecidas en las 
actuaciones de la Armada Nacional que autoricen, sí fuera el 
caso, a considerar su nulidad. 

Por estas consideraciones y sus fundamentos, se confirma 
la sentencia apelada de fs. que declara proscripta la acción 
deducida por Francisco De Mattia contra la Nació» sobre au- 
mento de pensión militar y rechaza, en consecuencia, la de 
manda, sin costas atenta la naturaleza de la defensa que 
prospera. — Carlos //«'rfvra. — Carlos thl C<ímpiB#. ./. A. 
González VuUIrrón. R Villar Pütty'm, — Alfonso E. Patearé 
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lis. Aires. 18 tic- abril de 1047. 

V vistos los nulos * l I)e Wnttin Francisco o. la Ka 
eión s. reintegración de grado y cobro do sueldos'*, en 
los que se lm concedido al actor el recurso ordinario 
de apelación. 

Considerando: 

Que, como In ha establecido Id jurisprudencia (le 
estn Corte Suprema (Fallos: -i C), 1*7- 1 la prescripción 
de 1« acción tendienle a obtener el retiro militar por 
inutilización comienza a correr desde el instante en que 
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el derecho al mismo nace y es cxiirililc por el interesado, 
sin que el plazo se suspenda o interrumpa por las 
actuaciones administrativas. 

Que cti el caso de autos ese derecho surgió en el 
instante en (pie la Junta Superior de Reconocimientos 
Mediros declaró inútil al ador (i's. :«»). Las notas del 
Xr. Director General del Personal agreg&dág a fe, 31 
y *Í7 y él decreto del I*. K. de fecha 'i de setiembre de 
líí;i l J, dictado de acuerdo a las mismas y sin otro re- 
quisito que el informe de la junta mencionada, demues- 
tran (pie en esa época no bacía taita más para dejar 
establecida la inutilidad del ador (ley 48o(¡, tít. III, 
art. 10) ; » lo dial se a^rcira que ella no lia sido objetada 
ulteriormente. 

La pretensión del actor con forme a la cual c.1 de- 
recho al retiro no suriíC hasta .pie éste sea concedido 
por el P. )&., de manera que el plazo de la prescripción 
de la acción para exigir el pajeo ele ta pensión corres- 
pondiente comenzaría a correr desde entonces, y no un- 
tos, contraría la recordada jurisprudencia de esta Cor- 
to y las disposiciones de la ley 4S5fí que en el tít. III, 
reconoce el derecho de los militares a obtener ese be- 
neficio cuando "fueran declarados inútiles para el 
servicio activo" (art. ICO o cuando "queden inutiliza- 
dos para la continuación de su carrera" (arts. 15 y 17). 

La arirumeutaeióii desarrollada por el apelante so- 
bre la base de las hipótesis aparentemente contradic- 
torias 1)111*. a sn juicio, originaría la solución opuesta a 
la que sustenta, carece de eficacia porque prescinde de 
la diferenrin que existe entre la situación de! militar en 
actividad, por una parte, y por !» otra, en retiro sin 
las obligaciones y sin las restricciones a la actuación 
privada que necesariamente impone la primera. Tanto 
es así que el actor sólo refiere sn argumentación al 
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monto <Io la pensión en vez do referirse sil derecho al 
retiro, del cual la pensión respectiva no es inás que uno 
de sus efectos (ky 4S.1ÍÍ, lít. II, art. 21; h't. (IX, art. I "). 
Kl militar puede exigir el reconocimiento do ese dcre- 
eho desiie que se halla en la condiciones previstas por 
la ley, pues uaee de ésta y no del deerefo que lo adunia. 
La exigüidad de ese derecho no sólo 'stá subordi- 
nada ;il reconocimiento de] mismo por el I'. K.» sino 
que tampoco lo es tú a la posibilidad del otorgamiento 
del ascenso previsto por el art. 17, til. III, de la ley 
4856, desde que éste no obstn al retiro e importa, en 
realidad, acordar al interesado la pensión del ^rado 
inmediato superior a que se refiere la primera parte 
de la citada disposición. 

Que el actor estuvo en condiciones de exigir el 
otorgamiento del retiro correspondiente desde que tuvo 
conocimiento de |¡i decoración de su inutilidad por la 
.Tunta Superior de Reconocimientos Médicos (ley 4Sr>(i. 
tít. Til, arfe. 1f» t IT). 17; Folios: 2(1T>, 272). De las cons- 
tancias de nulos resulta que ello había ocurrido a más 
tardar el 1" de abril de VXV2. fecha de la nota firmada 
a fs. 40 por el .Tefe del Arsenal Xaval de Bs. Aires, 
SegUli la cual 14 se le dio vista de este expediente al cabo 
principal electricista (R. A. 27J)()Í>) Francisco De Mat- 
tia, quien manifiesta hallarse conforme con los servi- 
cios que se detallan a fs. v, y solicita se le computen 
tos que prestó como ayudante electricista en la I' región 
naval desde mediados del año 1 í>1 T hasla abril de 1¡>1ÍJ, 
cuyo certificado mam fiesta haber remitido en oportu- 
nidad a esa Dirección General". Para desestimar las 
impugnaciones del actor con res poeto a esa notificación, 
basta referir que se formulan mas de trece años des 
pues de habérsele concedido el retiro por el decreto 
de fs. M (v. eariro de fs. íV>) : que ni 
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fada en la tli rtinndn ( fs. 1) ni en la ampliación de la 
misma donde, sin embargo, se refiero a las actuaciones 
administrativas (fs. 51); que el actor na ha presentado 
ni ofrecido prueba alcona tendiente a demostrar la 
verosimilitud de mis afirmaciones en cuanto a la forma 
de hacerse las notificaciones; que el expediente que 
menciona la nota en cuestión, del que se f lió vista al 
cabo de Mattia, es precisamente el 4 D-721 1!)32 sobre 
m reconocimiento médico, a fs. :í del cual está abro- 
jín do el informe definitivo do la Junta Superior de 
Reconocimientos Módicos, y que el pedido de cómputo 
de servicios a que se refiere la recordada nota sería 
inexplicable si no mediara el conocimiento por el in- 
teresado de la necesidad de retirarse por haber sido 
declarado definil ivnmente inútil para el servicio. 

(Jue, por fin, las actuaciones mencionadas a fs. 122 
y 122 vta. no importan, en modo alguno, el reconoci- 
miento del derecho invocado por el actor. Así resulta 
de las categóricas afirmaciones de] Procurador Fiscal 
en el sentido de haberse cumplido la prescripción (fs. 




Antonio Saga esta. — \\, A. Xazau 

A NT 1 1 01! K X A , I'\ lí A M OS M RJ í A . 

— T. I), <*ASAHKS. 



vLLíJS [>E LA CORTE SUPREMA 



JUAN R. OLIVERA v. NACION ARGENTINA 

PENSIONES LITASES: P«n$kmea a lo? militare*, inutilización 
para la rarrtrtt (A ''-'^ir Ejército. 

has. disposiciones del decreto n* 20.375/44. ra! i finido por 
la ley 12.91:1, son aplicables a los casas de inutilización pura 
la tarrera de las armas previstos por la ley 4707 y produ- 
cidos durante la vigencia de ésta, en los que no inedia 
otorga miento de pensión de retir», (') 

PBNSÍOSKS Mí UTA 11 ES; Pensiones a frur militare*. LnütÜisaeió* 
para lo carrera militar. Ejército. 

El concripto dado de baja a consecuencia de un accidente 
en acto de servicio Ocurrida durante la vigencia de la lev 
4707. (pie le ha producido una incapacidad para la vida 
civil que no excede de! Ü % tiene derecho, con arrezo 
a los arts. 2fB del decreto ¿f),37f>/44 y 42 del decreto 
22.55!)/45, a una pensión de retiro equivalente al 30 <? t 
de i sueldo que para el grado de cabo fijaba el presupuesto 
Vigente en el ano en que fué dado de baja. 



ka i-i j > i»f: la coim: sitkema 



Bs. Aires. 18 de abril do VM1. 

Y vistos los autos "Olivera duun líoeiol e. tiobiei- 
no de la Nación s. pensión militar", en los que se lia 
concedido el recurso ordinario de apelación interpuesto 
por el Fiscal de la (Yitn. Federa! de Mendoza contra 
la sentencia dictada a fs. K)7 por dicho tribunal. 



(1) Kn la míem*. f relia fué resintió en igual sentido el .juieio pro 
innviJu ¡«or Jimn í'it'troniero ranlni la Nneinn, en el cual el Tribuna) 
reprodujo los fundamentos oiparstos en e) caso ilc Juan R. Olivera y 
«MtWgó que "el urt. 21U del deereto S9.*7*/44 no nc refiere a la vigenna 
do (<«\>< ,-ííh . tan fti>U> n Ui* n>t»ln mentí ih necesarina pura Iíi npljc-iirtfn de 
ius dt»|i(ísiriones y que, en ruíuno a Ion retiro?, el incoa Teniente ha 
sido idiviiiila media uL- el decreto :iÜfi5íl/45". 
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Considerando: 

Que la demanda de fs. 3, presentada el 24 de julio 
de 1042 ante el Juzgado Federal de San Juan, tiene por 
objeto lograr el reconocimiento del derecho que el actor 
pretende tener a In pensión de retiro prevista en el 
art. 1S, ttt, III, de la ley 4707, con motivo del accidente 
ocurrido en acto de se rv icio el 5 de octubre de 1933, a 
raíz fiel cual sufrió In pérdida completa de la falange 
ungueal del dedo pulgar de la mano izquierda y fué 
dado de baja dos meses después por habérselo declarado 
inepto fiara el servicio de las armas. 

Que la ley 4707 fué modificada por el decreto n° 
2<>.37.V44, dictada el 2íi de octubre de 1ÍH4 y ratificado 
por la ley 12.í>13, sancionada por el actual Congreso el 
1!) de diciembre ppdo. 

Que de acuerdo a la doctrina sustentada por esta 
Corte Suprema en el fallo que pronunció el 24 de marzo 
ppdo. en la cansa Martín v. Xicora, cuyos fundamentos 
so dan aquí por reproducidos en lo pertinente, y por 
versar la presente sobre el derecho a que se otorgue 
una pensión a quien no ha obtenido aún ninguna, corres- 
ponde resolver el caso con arreglo a las disposiciones 
de la ley 12.01.1, cuya aplicación no vulnera derecho 
alguno adquirido por el ador i fallo del t. 20T), pág. 147 
y los citados en el primer considerando del mismo, 
conforme a los cuales mientras el beneficio no haya 
siilo acordado a la persona que lo solicitó, ésta sólo 
tiene un derecho en expectativa que puede ser válida- 
mente alterado por la ley). 

Que de acuerdo con lo expuesto en el considerando 
precedente, es lóirieo interpreta •• el art. 22.") del decreto 
20.M7."> 44 en eí sentido de que se refiere a las pensiones 
que en cada caso particular hayan sido otorgadas a los 
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respectivos hencfíeíarios por la autoridad competente 
ptevio los trámites administrativos correspondientes. 

Que, por lo demás, oso es |n resuelto por esta Corte 
Suprema his juicios seguidos respectivamente por 
Eduardo A. Hundió (Fállosí $02, 310) ; Ernesto .1. GMn 
(settemure 12 ác 194")} y Ernesto lí. Tal.aros (diciem- 
bre ."j de ü'45), todos mal ra la Nación, |>or eoliro de 
pensiones militares randado en la ley 4"n~. 

<¿ue los infirmes ] o-esentados a IV. Tili por la .Inula 
Superior de Reconocimientos Médicos del Ministerio de 
Guerra v a fs. lllS por el perito médico tercero demues- 
tran qe |;i incapacidad sufrida por el actor a consecuen- 
cia del ací-tdr-iitc ocurrido cu neto del scrvli-io UO ex- 
cede del 9 %, 

E» su mérito y de acuerdo -i lo establecido en el 
apartado tin.it del art 200 del decreto -J!U7Ó 44 y en 
el secundo apartado del arl. 42 del decreto 22.55&/4fc 
de setiembre 2í¡ de 1!>4.\ reglamentario de aquél en la 
partí 1 referente a reí i ros, se refnrmn la sentencia ape- 
lada y se declara que el Gobierno de la Nación delie 
conceder al actor una pensión equivalente al treinta 
pOT ciento del sueldo que para el grado de calió fijaba 
el presupuesto vidente en el año en que fué dado de 
lia ja, y pagarle los lint te res devengados a parí i r del 
24 de julio de líl.TT. coa las costa* de primera y segunda 
instancias a cargo ile la demandada. Las de esta tercera 
instancia deberán pagarse en el orden causado atento 
el resultado fie la apelación. 

A x tosió Sao Ait x v. — fi, A. Nazai; 
A stiihuUvNa. — F. Ramos Me.tía, 
— T. D. Casabes. 
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AM ATORE liOTTl'líl v. AI AHI A EtfTHER POERO 

DE líOTTFRl 

JVIiisma Hh\ \ VOMPKTFSCiA: Incidentes if rne?twtn>s to- 
fían*. \ ~«r<*>s. 

Los tribunales « 1 1 ■ t- deeivtarnn el divorcio son los compe- 
tente* para ni linter cu lo relativo a la tenencia di» los 
lii.jns ili'l iijjíi ririiniiiii. rt-spt'i'tu de l;i enal lian adoptado 
las medida»; provisionales pertinente», sin haberse pronun- 
ciad" cu furnia definitiva sobre él punto. 

.wntsnrrctny y ( ompktexci.\: fneittmm » eimtim* 
nexax. V arfas, 

Fifis iri hutía les «pie decreta ron el divorcio sin pronunciarse 
en secunda instancia sobre la separación di- bienes de- 
mandada rnujiinlamcnt u ai|iit*l. ;i la que li¡ihía hecho 

lugar el Pallo de primera instancia, son los competentes 
para entender en la nueva demanda solw ^i'pararínn de 
bienes y liquidación de la sociedad conyugal promovida 
por el esposo, asimple la mujer haya trasladado su domo 
edío ;i n( ra provincia después del divorcio. 



I )h - t,\M \ '.s oj-t. l'mx i'lrMKH: ( ¡fn KK.vL 

Suprema ('orto: 

D@cr< dudo pot* lo justicia de primera itistaíicia en 
lo civil tic la ciudad de Córdoba el divorcio do los cón- 
viisres María Kstlicr Bocio do Kotturi v Anmtoro Bol- 
turi, ordenándose además la Ütpiiducioil eje la .sociedad 
conyugal ( fs. 74 vta., exp. 20.706 de la Gap. Federal), 
esa resolución fué confirmada por el tribunal de al- 
zada en cuanto al divorcio se refiere, sin pronunciarse 
sobre ln luy.idaeión de la sociedad conyugal (fs. 86 



Posteriormente fueron deducidas demandas por D. 
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Anmtorc Botturi contra Da. María Esthcr Boero de 
Botturi ante el Sr. Juez que conociera en el juicio de 
divorcio, por disolución de Ja sociedad conyugal y pin 
fijación del régimen de visitas ai hijo de ambos; a raíz 
ile lo cual presentóse la demandada ante la justicia de 
primera instancia en lo civil de esta Capital, plantean- 
do inhibitoria» en razón de haber fijado su domicilio 
en esta ciudad. Y como los tribunales de ambas juris- 
dicciones conceptúan ser de su competencia el conoci- 
miento de dichas acciones (fs. ÍMJ vta., 110, 121 y 123 
vta., exp. citado), se recurre a V. E. para que, en virtud 
de lo dispuesto por el arl. íí de la ley 4055, dirima el 
conflicto planteado. 

De las constancias de autos concluyese que es al 
Sr. juez de Córdoba a quien compete el conocimiento 
de las acciones deducidas por Don Amatore Botturi. 
La circunstancia de que Da. María Esfher Boero de 
Hotturi haya establecido su nuevo domicilio en la Cap. 
Federal después de decretado el divorcio, sólo surte 
efectos Olí sus relaciones con terceros; no así para caso 
de tratarse, como en autos, del ejercicio de acciones 
que se encuentran eslreehaniente ligadas al juicio de 
divorcio t ra mi tai lo en Córdoba. Ese, y no otro, es el 
aleance atributóle aquí al inc !T } del art. 90 del Cód, Civ. 

Por otra parte, sr- plantean ante el .juez de Córdo- 
ba enes, iones referentes a visitas al hijo cuya lenencia 
pro vis* tria fué acordada por el mismo a Da. María 
Estlier Boero de Holluri < fs. S vta., exp. de divorcio, 
a .sr re «ra do por cuerda floja» y juicio sobre tenencia del 
expresado menor, paralizado según constancia de fs. 
:>04 vta., IT cuerpo) ; situación que nunca podría ser 
modificada por el juez de otra jurisdicción. Xo se ad- 
vierte cómo la mujer divorciada pueda crearse un nue- 
vo domicilio, distitilo ihd de su esposo, para oponerlo 
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en causa donde han de disentirse con éste cuestiones 
referibles al ordenamiento de la familia y régimen de 
liquidación de los bienes conyugales, acerca de las cua- 
les yn hay ante los tribunales de Córdoba» según se ha 
visto, pronunciamiento ejecutoriado para las partes en 
lo que concierne a la .jurisdicción. 

A mérito de lo expuesto, y en base a las razones 
expresadas por el Sr. Juez de Córdoba en su sentencia 
do fs. 22 (exp. n* 204) Ja presente contienda debe ser 
dirimid? en favor de la competencia de dicho juez. Así 
corresponde declararlo. Bs. Aires, diciembre 28 de 
1946. — Juan Alvares. 
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Bs. Aires, 18 de abril de 1947. 

Autos y vistos: Considerando; 

Que no es dudosa la competencia de los tribunales 
de la ciudad de Córdoba para conocer en lo relativo a 
la tenencia del hijo de los cónyuges María Esther Boero 
de Botturi y Amatore Botturi, cuyo divorcio fué de- 
cretado el 16 de octubre de 1942 por la Cám. 2» de Apel. 
en lo Civ. y Comercial de la nombrada ciudad. Pues, 
por una parte, trátase de una cuestión evidentemente 
conexa con dicho juicio sobre divorcio, del cual es una 
consecuencia necesaria (art, 76 de la ley do matrimonio 
civil) y, por otra, las constancias de los dos cuerpos del 
expediente sobre tenencia del menor revelan que ambas 
partes consintieron la jurisdicción de dichos tribunales 
que, con motivo do los pedidos formulados por aquéllas, 
decretaron las medidas que juzgaron pertinentes sin 
haber adoptado aún una resolución definitiva (corifr. 
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Fallos: 181, 125; 195, 23fJ; ley 48, art. 14, I* parte, y 
doctrina del art. 12, ine. 4'*). 

Que las partes aceptaron también la competencia 
de los tribunales de la ciudad de Córdoba para decidir 
lo referente a la separación de bienes pues, pudiendo 
no haberlo hecho por no tratarse de una consecuencia 
necesaria del divorcio (tfód. Civ. t art. 1306) demanda- 
ron no sólo éste sino, además, la separación de los 
bienes (expediente sobre divorcio, fs. f>. 21, 385, 400, 
417 y 458). 

Es verdad que la sentencia de segunda instancia 
no contiene decisión expresa en cuanto a ese punto y 
que, de admitir que ello y el silencio do las partes 
importó excluirlo del juicio, como lo entiende la Cáma- 
ra 2* do Apel. en lo Civil de esta Capital por aplicación 
de la doctrina procesal que juzga correcta (fs. 110), la 
situación resultante podría ser equiparada a un desis- 
timiento tácito que haría desaparecer los efectos de la 
prórroga de jurisdicción aludida (eonfr. Fallos; 113, 

390; 201, 450). 

La sobición del punto dependería, pues, del alcance 
y efecto qne con esponderá atribuir a la sentencia pro- 
nunciada por el tribunal cordobés. Es indudable que, 
en cuanto a ello, lo más ajustado al principio de la 
autonomía do las provincias sería atenerse a lo que 
decidiera el propio tribunal autor del fallo en cuestión 
(Const. Nacional, nrts. 104 a 108; ley 4S, art. 14, T* par- 
te; doctrina de Fallos: lí>fi, 200; lí>9. 475). Lo cual 
unido a la circunstancia de que las constancias de los 
expedientes remitidos a esta Corte Suprema ponen 
de manifiesto que, en el presente caso, la separación 
de bienes no es otra cosa qne una consecuencia casi 
inevitable de los extremos a que han llegado las rela- 
ciones entre los cónyuges y del divorcio de los mismos. 
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basta para demostrar la existencia de un vínculo de 
conexidad suficiente para determinar la competencia de 
los tril uníales ante loa que tramitó el litigio sobre di- 
vorcífi y separación de bienes. 

pa su mérito, de acuerdo a lo dictaminado por el 
Sr. Procurador General declarase que d Sr, Juez de 
X* Instancia de la ciudad de Córdoba es el competente 
para conocer en las cuestiones sobre tenencia de hijo 
y separación de bienes entre Da, María Rstber Boero 
de Uolluri y D. A mato re Botturi. En consecuencia, 
remítansele los autos y íi airase saber al Sr. Juez de 
!• Instancia en lo Civil de esta Capital en la forma di' 
estilo. 

Axiwio Saoakna. — B. A. Nazau 
Anchoreíta. — F. Ramos Mejía. 
— T. D. Casa «es, 



ARHAIIAM DAIIER v. NACION' ARGENTINA 

PRESCItlPCIOX: Principio* grttvrtjtrs. 

La cuestión referente a la prescripción debe decidirse con 
arre-rio a la naturaleza ilel derecho litigado y eon pres- 
CLudeucia de su calificación pnr Jais partes. 

r>REZrit?PrfON: Tiempo de Ja prescripción. Materia civtX Pres- 
cripción anual 

Es improcedente la prescripción anual opuesta a la acción 
por reparación de los daños ocasionados por una obra 
pública cuya licitud no se discute — uu dique o represa — 
y por incumplimiento de una obligación de hacer —la 
de reparar una acequia— qfce es ajena al régimen de los 
hecho» ilícitos. 
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PRESCRIPCION: Tiempo de ta prescripción. Materia civil. Fres- 
cripción (trienal. 

Las acciones por daños y perjuicios derivados de una 
obra pública licita prescriben a los diez años. 

PRESCR ¡PC : i 'omien zo. 

Por regla {rene ral h\ prescripción (fe la» acciones por in- 
demnización de perjuicios corro a partir de la fecha del 
evento dañnso, pero cuando el daño es posterior al hceh" 
que lo causa, su curso comienza con la realizar ion del 
perjuicio. Si la realización del perjuicio constituye un 
proeesu de duración prolongada o indefinida, la víctima 
de la acción dañosa tiene acción para demandar la repa- 
ración del perjuicio futuro cuando éste sea cierto y sus- 
ceptible de apreciación. Corre tanuñén desde ese momento 
la prescripción. t . . 

Para las etapas nuevas y no previsibles del perjuicio 
puede admitirse prese ri pe iones independientes. 

PRESCRIPCION: Comienza. 

La acción de daños y perjuicios provenientes del anega- 
miento de un campo a raíz de la construcción de un dique, 
corre a partir de la feclia en que el fenómeno referido 
originado por el embaucamiento de materiales de arrastre 
y captación y afloramiento de las ngnas estuvo equilibrado. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera wtanria. 



La simple referencia a los memoriales presentados en laa 
instancias anteriores no constituye expresión de agravios 
ante la Corte, si además se manifiesta ser el referente al 
monto ile la indemnización el único agravio del recurrente 
contra ta sentencia apelada. 

DEMANDA: Requisitos de ta demanda. Forma. 

Es obligatoria la estimación de los perjuicios en la demanda, 
cuando ella sea posible, y la condena no debe exceder lo 
solicitado por el actor. 
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Es. Aires, diciembre 13 de 1945. 

Y vistos para resolver estos autos cara tillados "Daher. 
Abraham v. (¿obieruo de la Nación B. daños y perjuicios". 

Considerando : 

l y Que planteada la demanda en los términos de los es- 
critos de fs, 4 y 15, según se relaciona en la sentencia de fs. 253, 
el juzgado, acatando el pronuncia miento de la Cám, Fed. co- 
rriente a f. 275 por la que se rechaza la prescripción anual 
(art. 4037. Cód. Civ.). entrará a considerar las demás articula- 
ciones promovidas en esto juicio. 

2" La parte demandada en su escrito de responde opuso, 
conjuntamente con ln prescripción anual (art. 4037, Cód. Civ.) t 
la prescripción decenal (art. 4023, C. cit.l. sosteniendo que ella 
también se b abría producido en el caso de autos. Sobre el 
particular conviene señalar, como lo hizo en la sentencia de 
t 253. ( ¡ue. como el fenómeno de encenagamiento ha debido pro- 
ducirse progresivamente desde la fecha de la construcción del 
dique 11 San C ¡irlos" (año 1928) hasta el año lí>32, fecha en 
que el perito ingeniero Sein considera que éste ha llegado a 
su actual situación de estabilización, el término legal de los 10 
años sólo ha podido producirse parcialmente y respecto a de- 
terminados daños incluidos en la reglamentación de f. 5. Ello 
hace que la defensa invocada deba ser desestimada en principio, 
sin perjuicio de que el juzgado tenga en cuenta lo expuesto a 
los daiW constatados en las tierras de propiedad del actor se 
caso que prospere la demanda intentada. 

Tampoco es neeptable la articulación que se hace en el 
escrito de responde^ en el sentido de que el reclamo intentado 
no puede progresar por haber quedado firme ln resolución 
denegatoria do mayo 21 | í>.10. 

Como la misma defensa lo reconoce, niiuriiua disposición 
legal establece término alguno para apelar de dichas resolu- 
ciones. Consecuentemente debe admitirse que contra esas re- 
soluciones siempre puede ocurrirse judicialmente por medio de 
las acciones pertinentes sin más limitación que la que impone 
la prescripción. 

3* Que en manto lince a! fondo de la cuestión planteada, 
sólo resta al juzgado, en la situación analizada, resolver la 
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parte relativa a ia existencia de la responsabilidad imputada 
por la adora, así como la existencia del daño, y en caso afir- 
mativo ot monto del mi^mo. Incuestionablemente, a estar a loa 
informes producido* por los peritos actuantes en esfc juicio, 
los daños eonst litados en las tierras de propiedad d< 1 actor se 
hfin prodtieido como consecuencia de la construcción del dique 
"San Carlos", hecho que por lo demás se halla también corro- 
borado por la declaración de los tcstipos qne d n ponen a fs. Gfi. 
74. 7fi. 78. 80 y 82. 

Ln prueba en lo que a ello se refiere es lo suficientemente 
abundante como para aceptar la responsabilidad y la existen- 
cia de los daños en los término-! invocados a f . ó. ' 

4* Que en cnanto al monto qne esos daños lian significado 
para ta parte afectada, el suscrito tomará como liase para ello 
los referidos informes periciales que son lo suficientemente 
ilustrativos a esos efectos. 

Respecto al área de las tierras afectadas ñor el fenómeno 
de encenagamiento. Ins peritos están de acuerdo en que ella 
llega n anas 80 ha. más o menos. 

El vnlor proveniente por la pérdida de esa extensión de 
tierra fué c<-timadn por el perito Sein en $ 44.^-^0. A esa suma 
a prega ta ríe $ h\120. más (a de $ 4^0 por pérdida de alamh ra- 
llos enterrados, la de $ 7-"»0 por material extraído por la de- 
mandada de canteras de propiedad del ¡ictor, y a ello agrega 
la suma ñé $ 23,ufi0 en concepto de írritos nuc deberán efec- 
taarae para el arreglo definitivo de la acequia. 

Este último rubro fue justipreciado en ta suma de £ 27.000 
por Tos peritos Rovalctti y Sobí Fitrneron. 

En definitiva, de acuerdo al informe del perito ingeniero 
Sein. la suma total por los distintos rubros señalado*; licuaría 
a $ 7."i.iifi0. Ahora bien, teniendo en cuenta que en el carrito 
de demanda la actora limitó sus pretensiones a la suma de 
$ 4"). 000, la condena por razones de orden procesal nunca podrá 
exceder di 'di a cantidad. 

A ello debe asimismo nffretrnrsc qne como parte de los 
daños reclamados se lian producido con anterioridad a los 10 
irnos d" t¡: tVudni d<' l;i in i *ia«'ióii de la presente demanda, semín 
así b* hito notar en el con^derando 2* de esta sentencia. Y no 
existiendo cu auto*- suficiente:, elementos de .inicio como para 
poder discriminar la parte de los daños que por la razón seña 
íada deben ser excluidos de la suma que en defiuitiva se fijará 
por esc concepto, id juzgado, de conformidad con lo dispuesto 
por el nrt. 220. f'ód. Proe. de la Capital fd>< aplicación suple- 
toria, art, 374. ley óO), resuelve diferirlo al juramento estima- 




$ 30.000 en concepto de toda indemnización. 

Por las precedentes consideraciones, fallo declarando que 
el Gobierno Nacional deherá abonar a Abraham Dalier la suma 
que éste jure le corresponde en concepto de daños y perjuicios 
dentro de la de $ 30.000 que el jugado ha establecido en el 
cnn-idcríindo 4" de esta sentencia, más sus intereses al estilo de 
los que peretbp e! Banco de la Nación Argentina desde la fecha 
de la notificación de la demanda y las costa* del juicio. — Be- 
Hsario (htrhc Pirán. 



Considerando: Robre dos cuestiones resueltas en la sen- 
tencia en recurso pueden concretarse los agravios de la actora: 
la procedencia de la prescripción y el monto de la indenmiza- 
ción reclamada. 

Hostieno que no es aplicable la prescripción del art. 4023, 
Cód. Civ., porque en los casos de daño continuo la prescrip- 
ción sólo puede empezar a correr desde que ese año concluye. 

Est<> tribunal acepta la interpretación adoptada por la 
Chm. Civil 2° en cnsos análogos (J. A., t 70. ps. 150 y 653) en 
los que se estableció que, como dentro de nuestro régimen legal 
tridas las a en ion es snn prescriptibles (art, *|01í>), y a falta de 
una disposición expresa sobre el particular, debe estarse a la 
norma general del art. 4023 en cnanto fija el termino de 10 
años entre presentes y 20 entre ausentes. 

Respecto del monto de la indemnización sostiene que de- 
mandó por $ 45.000, "o la cantidad que V. S. encontrara justa 
de acuerdo a la prueba que se produzca" y, que por consiguien- 
te, resultando de esa pruebo que se justiprecian los daños y 
perjuicios en una cantidad mayor, no puede limitarse su pre- 
tensión a la cantidad que expresara en la demanda. 

El tribunal entiende que la Aspiración máxima del actor 
era la suma de $ 45.twn y que la salvedad que se consignaba 
tenía el propósito de evitar la plus petilio, como ocurre gene- 
vnl mente en .inicios de esta índole. 

Refirma esta conclusión la circunstancia do haberse dedu- 
cido la demanda después de más de 11 años de sufrir los per- 
juicios de cuyo resarcimiento se trata, lap«o más que suficiente 
para que pudiera Daher haberlos apreciado. 



Sentencia de la Camaha Federal 



Bs. Aires, septiembre de 1946, 
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Stría distinta la conclusión si el caso suh jútlice procurara 
una indemnización que por la brevedad de los términos para 
evitar l.i prescripción de la acción, el actor se hubiera visto 
constreñido a determinarlos cmi apresuramiento o sin disponer 
de una base concreta. 

Siendo así. teniendo en enenta ía parte de la proscripción 
que prospera y la opinión de! perito injreuinm Sein. es equita- 
tivo fijar el monto de la indemnización en la suma de $ 35.000. 

En euanto a las obras tendientes a dejar expedita la aeo- 
quia *' Piedras Blancas", que tamhién so reclama en ta deman- 
da, deben aceptarse las conclusiones del perito torceré tendien- 
tes a evitar los perjuicios cansados por el dique nivelador 
construido por H Gobierno Naeínnal en el paraje denominarlo 
Los sauces". 

Por estas consideraciones y por sus fundam?ntos se con- 
firma la sentencia apelada en cnanto declara que !a Nación 
deberá resarcir a Abraham Daher los dimos y perjuicios sufri- 
dos, y se la modifica respecto de ía suma dentro do la cual el 
actor deberá prestar el juramento estimatorio, que se fifu eu 
la de $ 35.000. más sus intereses desde la fecha de la notifica- 
ción de la demanda ai eslilo de los que percibe id Banco de 
la Nación Argentina y las costas del juicio; y que en el término 
de 180 días debe realizar las obras aconsejadas por el perito 
tercero para dejar expedita la acequia "Piedras Blancas" a 
que se refiere el otrosí de la demanda. — Uornrio García Rams 
— Cnríomhr Campillo. — Juan A. González fnUhrAn, 

FALLO DE LA CORTE Sl'PÍJEM A 

Bu. Aires, abril 1*1 de 1947. 

Y vistos estos nulos caratulados ¡ ♦'Daher Abraham 
e. Gobierno de 1 ji Xaoión s, daños y perjuicios'* en los 
que so ha concedido o] reeurso ordinario do apelación a 
fs. 317 y 318. 

Y considerando: 

1) (¿uc respecta do la sentencia tic ln iVnn. Fe- 
(ícral de fs. :iLÍ han dedneidn apelación tanto la parte 
aotora como la demandada, expresa ndo ambas los res- 



339 



pectivos agravios a fs. 320 y 323. De lo expuesto en los 
mencionados memoriales se desprende que las cuestio- 
traídas al conocimiento del Tribunal son las si- 




a) Prescripción de un año — art 4037 del Cód. 
Civ.— admitida por la sentencia de primera instancia de 
fs, 253, revocada a fs. 275, 

b) Prescripción de diez años, parcialmente de- 
clarada a fs. 314. 

c) Monto de la indemnización. Y, 

d) Procedencia de la obligación de liacer impues- 
ta por el fallo apelado. Las dos primeras y la última 
son propuestas por el Gobierno Nacional demandado; 

dos partes, limitando el actor sus 




a la suma sei 
de los daños sufridos. 

2) Que desde luego no es razón suficiente para la 
procedencia de la prescripción anual la circunstancia 
de que en la demanda se hayan invocado las disposi- 
ciones del Cód. Civ. referentes a los hechos ilícitos. 
El punto debe en efecto decidirse con prescindencia 
de la calificación de las partes y de ncuerdo a la na- 
turaleza del derecho litigado, tanto a los efectos de 
de la prescripción del art, 4037 del Cód. Civ. 
: 183. 25; 187, 678 y otros— como para su 
rechazo. 

Que por lo demás, el Tribunal encuentra ajustada 
a derecho la aplicación que la Cám. Federal apelada 
Ivace al caso, en la sentencia de fs. 275, de la doctrina 
del precedente de Fallos: 1H5, fifi. Trátase en efecto 
en la especie de los daños sufridos por un inmueble 
del actor, a raíz de la construcción de una obra publica 
cuya licitud no se discute —un dique o represa— y del 
incumplimiento de la obligación contraída para la con 
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servación y reparación de una ncequia. El derecho que 
en tales circunstancias pueda asistir a Daher es ajeno 
al régimen legal de los hechos ilícitos y por consiguiente 
la prescripción de un año opuesta, improcedente. 

3) Que de acuerdo con lo establecido en los pre- 
cedentes considerandos la prescripción que en et caso 
podría haberse operado sería la de diez años prevista 
en el art. 4023 del Cód. Otv. Corresponde decidir si se 
lia cumplido. 

Que para Ins acciones de daños y perjuicios el 
término de la prescripción corre por lo común a partir 
de la fecha dei evento dañoso, porque es también lo 
ordinario que el perjuicio sea consecuencia inmediata 
del hecho y el damnificado esté así desde entonces en 
condiciones de demandar la reparación pertinente. Pe- 
ro tanto la jurisprudencia de esta Corte —Palios: 
196, 41— como la generalidad de los tratadistas han 
admitido para los casos en que el daño es posterior al 
hecho que lo causa, que el curso de la prescripción co- 
mienza con la realización del perjuicio — conf. Sourdat, 
Traité Genérale de la Responsabilitr, etc., t. 1, p. 639, 
n* 637; PlaKiol y Ripekt, Traite P ra fique de Droii 
Civil Fra^ais, t. 7, p. 685, n* 1352; Baubry Lacantí- 
nerie, Trntiafo Teórico Prafica di Diritto Chile, t. 28. 
p. 2fl8, n° 384 ; JÜAZKAun, Traite Théoriquc et Pratiqm 



canee de postergar el comienzo de la prescripción hasta 
la total terminación de aquél. Tanto valdría en efecto,' 
como la impreseriptibilidad do la acnión, incompatible 
con la norma del art. 4019 del Cód. Civ. Por la aplica- 
ción de la regla que la prescripción corre a partir del 
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en que el derecho puedo sor ejercitado — doct. 
del art. 3956 del Cód. Cív.; Fallos: 56, 428 y 441; 196, 
41— es necesario admitir entonces que su curso comien- 
za cuando sea cierto y susceptible de apreciación el daño 
futuro. Xo parece, cu efecto dudoso, que quien sea 
víctima de una acción dañosa, tenga acción para re- 
clamar la reparación de los daños ciertos provenientes 
de la misma, aun si ellos son en parto futuros — Ma- 
zkauo, ob. cit, t. 3, p. 168, n* 2079— como por lo demás 
se admite, en cierta manera, sin dificultad en los casos 
de perjuicios adecuados al pronóstico sobre las secue- 
las de accidentes y otros casos análogos. El mismo 
Sotjitoat, citado por la nctora, admite una tesis seme- 
jante. Por otra parto el Tribunal acepta, también con 
SorttUAT, que las distintas etapas del daño pueden jus- 
tificar el curso independiente de la prescripción a par- 
tir de cada una de ellas eon tal sin duda, que se trate 
de aspectos nuevos y no previsibles; del perjuicio — 
Oonf. doct. Fallos: 196, 41. 

4) Que esto último supuesto, eoincidente con la 
solución dada al caso en la sentencia recurrida, no es 
sin embargo el de autos. No se lia alegado en efecto, la 
existencia do daño imprevisto y subitáneo alguno, y por 
lo contrario, la argumentación desarrollada en el curso 
del pleito ha tendido n sostener la continuidad y el 
paulatino acrece ni amiento del fenómeno de ombnnca- 
uñento y anegación causante del perjuicio, que por lo 
demás comprueben los dictámenes producidos en ñutos. 

Que en cambio el Tribunal un encuentra que pueda 
afirmarse que diez años antes de la iniciación del juicio 
la situación de hecbo fuera tal que obligara razona- 
blemente a prever la existencia y magnitud de los per- 
juicios cuya reparación persigue el pleito. F,s cierto 
que el dique o represa cuya construcción originó el 
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embargamiento de materiales de arrostre y la captación 
y afloram i ünto de las aguas y el consiguiente encena- 
gamiento do la propiedad dol actor, empezó a funcionar 
en 1928, y es cierto también que antes de 1£>30 Daher 
inició varios expedientes administrativos — agregados 
por cuerda — en los que incluso invoca el fenómeno re- 
ferido— conf. fs. 1 del exp. 16.076, D., 1929; 44 del 
exp. 26.744, R., 1928 y exp. 09785, escrito de fs. 28 entre 
otros. Pero no lo es menos que su existencia fué en- 
tonces desconocida por las reparticiones técnicas de la 
administración nacional y por la resolución ministerial 
de fs. 74 del expodiente citado en primer término. Por 
otra parte, con arreglo a las conclusiones del documen- 
tado dictamen del Ing. Néstor S. Sein — fs. 180 y sigtes,, 
esp. a fs. 205, contestación a la pi egunta 4» — el tér- 
mino del embancamionto es ilimitado, aunque en los 
dos o tres primeros años alcanza su mayor magnitud, 
pudiendo en el caso, en atención a la irregularidad de 
las crecientes, considerárselo equilibrado en 1932. 

Que esta conclusión que el Tribunal acepta, la fe- 
cha que se inició la causa —27 do setiembre de 1940— 
y la doctrina admitida en el considerando tercero im- 
ponen el rechazo de la prescripción de diez aííos sus- 
tentada en esta instancia por la demandada. Las 
constancias de los expedientes 8840, 23.H57, 09788 y 
09785, referen! es principalmente a la destrucción de 
una acequia en la finca de Paher y a sus reclamaciones 
respecto del Intendente de Riego de Son Carlos, don 
Frank Guschonik, no obstan a lo precedentemente re- 
suelto, pues no contradicen los hechos en que se basa 
el promnu'iamienlü. que por lo demás, no desconoce la 
existencia de daños anteriores a la fecha señalada para 
el comienzo de la prescripción en el proceso de la reali- 
zación ile los mismos, definido se^ún lo ya dicho, en 
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1932. Esta conclusión, sin embargo, no autoriza por sí 
sola la modificación del fallo recurrido. Ya se ha dicho 
que respecto de la prescripción no se han expresado 
agravios por la parte actora, pues no basta al efecto la 
simple referencia a los alegatos presentados en las ins- 
tancias anteriores, cuando expresamente se manifiesta 
ser el referente al monto de la indemnización el único 
agravio de Da lie r contra la sentencia apelada. 

5) Que el monto de los perjuicios fué avaluado 
en el escrito de demanda en m$n. 45.000. Así se lo ex- 
presó entonces de manera o 1 ira, como era por lo demás 
debido, conforme a lo dispuesto en el art. 57, inc. 3, de 
la ley 50. Es exacto que esa obligación, establecida tam- 
bién por la jurisprudencia do esta Corte —Fallos : 173, 
53; 190, 225 y otros— reconoce excepción para los ca- 
sos en que la determinación exacta de lo demandado 
no sea posible. Así lo admitía ya Caravantes — T. 2, 
pág. 10, núm. 443— mencionando entre tales supuestos 
precisamente el de la reclamación de daños y perjuicios 
íconf. también Fallos: 66, 173). Pero parece fuera de 
duda que la excepción no rige cuando la apreciación 
del perjuicio por el damnificado sea posible, como ocu- 
rre en la especie, y como por lo demás acontece con 
frecuencia en las demandas de esta naturaleza (conf. 
Palios: 142, 114 j 193, 221 y otros). En tales condicio- 
nes lo resuelto al respecto en la sentencia apelada es 
ajustado a derecho (conf. Fallos: 202, 81). 

Que esta conclusión conduce a confirmar también 
la suma señalada por la Cám. Federal en concepto de 
indemnización. Admitido en efecto que, en caso de pros- 
perar totalmente la demanda, la condena no podría su 
perar la suma demandada con arreglo a la doctrina del 
considerando precedente, a falta de prueba cierta de 
los perjuicios cuya prescripción admite la sentencia de 
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fs. ÍÍ14 y no lia sido objeto do agravio alguno ante esta 
Corto, la deducción do In suma do inín. 10.000 os ajus- 
tada a las modalidades do la omisa a que más arriba 
se ha hecho referencia. 

(i) Que ou cuanto a la obligación impuesta a ta 
X ación fio reí .arar la acequia a que se refiero el otrosí 
de la demanda, no se ha expuesto anle el Tribunal 
razón alguna para eximir de olla a la demandada, enyn 
responsabilidad por la destn avión do aquélla sería 
evidente aun de no mediar el convenio invocado en loa 
autos, por aplicación do la doctrina de Fallos: lí>,% fifi 
y conforme a elementales dio ados do la justicia. 

Kn su mérito se confirma la sentencia apelada de 
fs. .'U+ en lo rpie ha sido objeto do apelación. 

Las costas de esta instancia se pagarán por su 
orden atonto el resultado do ambos recursos. 

Antoxio Sao auna — B. A. Nazah 
Anciíohfn'a — F. Ramos Me.iu 
— T. J\ Casa u es. 



FRANCISCO BORO AS CORVA LAN Y OTRO 
v. MARCOS RESNIK 

RECVltSO KXTfíAOHDtXAIitO; tttqumto* ,*>mwfie*. Cutniián 

jutfirmhlr. 

I>i'scsriniJi<In pnr habérsela propuesto tardíamente In obje- 
ción formulada por la parte demandada a lu validez eoim- 
titneiniml de In «-ivíh-íóij le los Trihnnnies del Trabajo, no 
procede cí rerurso ex t ni ordinario fu n (Indo en la misma 
euestión respecto de un auto que aplica non Kaneiún dis- 
ciplinaria modelada ai letrado palrminanU' del deman- 
dado ('). 



(O 2t Hhril <|» 10 IT. Tu) U>«: IB 7, «MI; 16 1, Wi ; "0.1, 300. 
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I NT ECUACION* DE LA CORTE HCPKEMA PARA LA 
DECISION E)E LAS CAUSAS 1>E MAYOR URGENCIA 

Ku lia. Aires, a 16 de maya de 1941, reunidos en la 
Sala de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación el Sr. Ministro de la mismu, Dr. D. Tomás 
I). ('usures y los Síes. Vocales más antiguos de la Ca- 
ntata Federal de Apelación tle la Capital, Drcs. D. Car- 
los del Campillo y I>- Ricardo Villar Palacio, que in- 
tegran el Tribunal con arreglo u lo dispuesto por el art 
l y de la ley 41f¡'J y Ja acordada de lecha í> de febrero de 
1 *lí>::, eon asistencia del Sr. Procurador (ieneral Su- 
plente, Dr. D. Saúl M. Kscobur, teniendo en cuenta la 
necesidad de establecer un procedimiento que permita 
resolver las cansas de mayor urgencia en la actual si- 
tuación del Tribunal, acordaron: 

[•—Que basta tanto sean designados los ministros 
l ¡hilares de la Corte Suprema se dará preferencia para 
su decisión a las siguientes causas, siempre que por sus 
modalidades requieran solución inmediata: recursos de 
habeas eorpus y de hecho; excepciones al servicio mili 
tur; juicios provenientes de la justicia del trabajo j ju 
¿ilaciones y pensiones; cuestiones de competencia j in 
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cidentes; desalojos y los domúa juicios en que medien 
ana logas razones do urgencia. 

2* — A efecto de lo dispuesto en el número prece- 
dente el Tribunal será integrado de acuerdo a lo esta- 
blecido por el art. I 9 de la ley 41 G2 y la acordada del 
5 de febrero do 1903, con los dos Vorales más antiguos 
de la Cámara Federal de Apelación de la Capital, Drcs. 
D. Curios del Campillo y D. Ricardo Villar Palacio. 

,T— Kn los juicios que provinieran de la Cámara 
Federal de Apelación de la Capital, integrarán la Cor- 
te Suprema dos Vocales de díclia Cámara que no liu- 
biernn intervenido en el fallo de la causa, por orden 
de antigüedad determinada por el del juramento pres- 
tado. 

4° — b)\ Tribunal así constituido procederá a fallar 
las causas de referencia una vez consentido por las 
partes el auto por el que se les haga saber la inte- 
gración. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando 
se comunicase y registrare en el libro correspondiente, 
por anle mí de (pie doy fe. - T. I). Casaicks, — Caklos 
del Campillo. — R. Viu.au Palacio. — Sai'l Aí. Esco- 
ba». Ramón T. Mémikx (Sn&h 



SAIAWnnft MIARA v (' o F I. A. 

natitiad. Drrretm nmiunutr*, \'nriot. 

En QQlMtifcUdlona] '« hT r¡ hit»- ióii i|i> fuiii'inni'4 jijtliciiili'K II 

la t'<miÍNií'»ti «Je ( Viifilím-h'iN fi-cii*lji jhip- i-l iji'i'i'i'rn :rj,:tl7, 
i|iu* urii.'iilii |n i'jminlrritiiti' oi1«<rvi>ii<'ifta n f uih iniuti loH. 
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Dictamen del l'uacutunoii General 
Suprema Corte 

KI recurso extraordinario i n le r puesto a fs. 59 de 
los ¡míos principales Ihiia Jos reipiisitos exigidos por 
el art. 14 do I¡i l (> .v 4S (J04: 401, nota 2). Correspondo, 
[hh's, declarar que fue mal denegado a fs. 60. 

Kn cuanto ¡il fondo del nsunto, versa sobre la pre- 
sunta inconstitucional i dud del decreto 32,347/44. Tal 
cuestión lio sido resuelta por V. E. con fecha 24 del mes 
pasado mí los aillos "Martín v. Xiooru", declarando 
que la ley 12.!>4S, al ratificar con fuerza legal el refe- 
rido decreto, |u validó con electo retroactivo a la fecha 
de su publicación y sin interrupción alguna desde en- 
tonces, sin que esa retroactividad sea, en el caso, con- 
traria a la Coust. Nacional. 

Kt recurrente impugnu también el decreto 32347/44, 
en cuanto acuerda funciones judiciales a la Comisión 
de ( '(mediación que crea, a pesar, se dice, de que es 
una entidad administrativa, dependiente del P. E. 

Mu 1S7: 7!l, V, 10. resolvió que la intervención del 
Jíeptfi. del Trabajo de la Prov. do Bs, Aires en los 
casos de accidentes, no era violatoria del art. 18 de la 
Oonst. Xacioinil, toclu vez que la misma estaba sujeta 
a lu intervención final de la justicia. 

Laa atribuciones que el decreto 32.347/44 acuer- 
da a la Comisión de Conciliación son más restringidas 
que las del l>eplo. del Trabajo, pues como refiere el 
pmpio n-eu nenie, sus funeioues se limitan a recibir la 
demanda, la exmíostaclóti u la misma, biH oxcopcioncu 
y HUJ correlativas coulestucioiu-s y el ofrecimiento de 
pruobaK, Irutiiihln previamente de lograr un arreglo 
entre lu* puno*. Ni» logrado 6hU\ la Hindnnomoióii doi 
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pleito» excepción hecha de la recepción de escritos pre- 
mencionacla, se efectúa ante los jueces de primera ins- 
tancia y, en su caso, de la Cámara de Apelaciones. 

Considero, pues, que* esfa tacha no basta tampoco 
para declarar hicoustitaciuinid el decreto N v 32.347/44, 
siempre que V. E. mantenga la doctrina del fallo a que 



acabo de aludir. 

En consecuencia, corresponde confirmar el fallo 
apelado en cuanto pudo ser materia de recurso. — Bs. 
Aires, abril 2Í> de 1ÍH7. — Juan Alvares. 



Y vista la precedente queja caratulada "Recurso 
de hecho deducido por la demanda en los autos Miara 
Salvador e/. C.O.RI.A. (Consorcio Financiero e In- 
dustrial Argentino S. A.)" para decidir sobre sn pro- 
cedencia. 

Y coitside raudo : 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 59 
del principal lia deludo concederse por estar cumplidos 
los requisitos necesarios al efecto. 

Kn su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador General, se declara mal denegado 
el recurso extraordinario a fs. (JO, 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por 
no Hcr necesaria más substaneiarión : 

Qnt la sentencia apelada debe confirmarse en lo 
que rcHih'lve renpeelo di- la validez de los Tribunales del 
Trabaja, punto sobre el eiml existo ya jurisprudencia 
de esta Corte -enuf. ñutos "Martín Joaquín v. Nicorn, 
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lis. Aires, mayo 23 de 1947. 
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Domingo, indemnización por despido", fallados en 24 
de marzo del corriente año y otros análogos — . 

Que la atribución de funciones judiciales a la Co- 
misión de Conciliación, por el decreto ;J-.¡Í47, no susten- 
ta tampoco la taclia de ineonstituciottalidad que se for- 
mula a fs. 15. — La cuestión referente al otorgamiento 
de facultades de tal naturaleza a organismos adminis- 
trativos, en materia de derecho del trabajo, lia sido 
considerada válida por esta Corte — Fallos: 187, 79; 
19<¡, 530 y otros— en tanto se trate de medidas compa- 
í i liles con el respeto de los dereclios y garantías cons- 
titucionales, que en el supuesto que en la especie se 
plantea integran además un sistema que no desconoce 
sino que acuerda preponderante intervención a fun- 
cionarios judiciales. — Por lo demás el Tribunal lia 
declarado igualmente (pie está "justificada la creación 
de un procedimiento y una jurisdicción especiales, ten- 
dientes a la más efectiva y expedita tutela y cumpli- 
miento" del mencionado derecho del trabajo — Fallos: 
205, <J8 y los allí citados. 

Kn su mérito y por los fundamentos del dictamen 
del Sr. Procurador (lencral. se confirma la sentencia 
apelada de fs. ÍWÍ en lo que ha podido ser objeto de 
recarso extraordinario. 

T. D. Casahrs — Carlos drl 
OAmpiIjLQ — H. Villa» 
Palacio. 
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SUPERINTENDENCIA 
ESCRIBANOS DE MARINA. 

M ¡t'ntras la Corte Suprema no reglamente la incorporación 
ele los protocolos de los escribanos de Marina al Archivo 
«> la .Justina Federal, ellos deberán ser depositados ni el 
Archivo C enera I de los Tribunales de la Capital sin per- 
jurio de la superintendencia «pie incumbe a la Cámara 



lis. Airea, 26 do mayo de 1947. 

Atenlo lo dispuesto por el art. 298, inc. 1», de la 
ley 1893 y no haberse reglamentado aún por esta Corte 
la incorporación de lo» protocolos de los Escribanos 
de Marina al Archivo do la Justicia Federal, para que 
no sufra dernorn la regular exigencia de que se entre- 
guen al archivo todos los protocolos "con excepción de 
los cinco últimos", lo cual, mientras la aludida regla- 
mentación no se establezca sigue incumbiendo al Jefe 
del Archivo General tle los Tribunales tle la Capital, 
comuniqúese a la Kxcnia. Cámara Federal de esta Ca- 
pital que hasta tanto la Corte Suprema no reglamente 
Ja incorporación do los protocolos aludidos a! Archivo 
de la Justicia Federal Jos Escribanos de Marina de- 
berán depositarlos en el Archivo General de los Tribu- 
nales de la Capital en el tiempo y del modo que de- 
termina la ley ISÜ.'I. Klh, sin perjuicio de la facultad 
y los delicies de superintendencia que sobre dichos 
esci-j líanos micuiiíIh' a csu Kxemn. Cámara, según re- 
sulta tic lu resolución de esta Corte registrada en el 
t. 1HI ( pág. \;\ di< la colección de sus Fallos. — T, D. 
Casona, 
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COLEGIO DE ABOGADOS DE LA CAPITAL 

SUPERINTENDENCIA, 

El permiso acordado al Calofrió de Abobados de !a Capital 
para tener su asiento en el Palacio de Justicia no com- 
porta la facultad de ceder sus locales. 

Bs. Aires, 27 de mayo de 1947. 

En cumplimiento de los deberes y ejercicios de las 
facultades de que es responsable en la emergencia de 
acuerdo con lo dispuesto por el art. 16 del Reglamento 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación del 11 
de octubre de 1863 y 104 de la ley 1893, el infrascripto 
dispone comunicar al Colegio de Abogados de la ciudad 
de Buenos Aires: 

1*— Que el permiso para establecer su asiento en 
e) Palacio de Justicia acordado teniendo sólo en vista 
a dicha institución y sus fines específicos no comporta 
la facultad de ceder para ningún objeto sus locales que 
como parte integrante del Palacio siguen hallándose ba- 
jo la policía de esta Corte. 

2»— Que el infrascripto, en cuanto responsable ac- 
tual del orden del Palacio entiende deber mantenerlo 
ajeno u toda actividad pública que no sea la de la admi- 
nistración de la justicia, para lo cual requiere la cola- 
do ración de las autoridades del Colegio con el objeto 
de que, mientras la ocupación de los locales de quo dis- 
pone no sea objeto de regla me litación especial, sólo so 
Los empleo partí reuniones privadas de sus autoridades 
y sus Koi'ios, las asambleas estatutarias, el uso público 
do ta biblioteca y el funcionamiento de siih eensultorios. 

Póngase en conocimiento del Tribunal y comuní- 
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qnese por oficio del secretario de superintendencia al 
señor Presidenta del Colegio de Abogados. Hecho lo 
cual archívese. — 7*. D. Casares 



ALÉ ARDO SCOTTI v. GUILLERMO ALVAREZ MOLINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Grávame*. 

No causa gravamen h\ aplicación del decreto 30.-IÍÍ9. para 
la regulación tío honorarios en juicios no susceptibles de 
apreciación pecuniaria, porque no introduce modificación 
especial al crito rio admitido por el art. 2» de la lev 30Í14. 
Por eon&ijruí^nte el recurso extraordinario fundado en la 
i neo nst i tue ion al ¡dad del primero, no procede ('). 



nruRcvrox r¡ en eral del impuesto a los 

REDITOS v. Ll'IS RA KA EL T. O RAZIAN! 

RECURSO EXTRA ORO I NA RÍO : Requisitos propfof; Sentrneja de- 
finitiva. Resolueitmes anteriores a la sentrnvin definitiva. Juicios de 
apremio 1/ ejfrittiros. 

No tratando^ ■ de ejecución de sumas exorbitante* no pro- 
cede en principio el recurso extraordinario en Ion juicios 
de apremio tendientes 11 la percepción de la renta pública, 

EXCEPCIONES; Cíate*, tnhahilidnd de titulo. 

La excepción de inhabilidad admitida por el art, t!° de la 
ley 12.151 —57 del T. O.— no permite la consideración 
de los errores en el procedimiento administrativo sobre 
cuya base se lia eHtahh cidn la deuda de impuesto» a los 
red i tos ni la discusión di 1 la existencia Je Ni misma. 

IMPX/SSTO A Los REDITOS; Procidimitnto y rteuno*» 

La **x¡si iu de) jirt, f>7 del T O. en inateria de mullan, 

Ctiy« eju'iicióu sólo prt de cuntido se ciieiientran ejeeij- 

loriada*. no en susceptible de exletiHÍÓn a la deuda de 
iliipueitoM, 

(i) 9P ilt. mim- At IWf, tWir «i ft» Mj I7H, 109 1 l«t>, IM f MI, 
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Dictamen del. Procurador General 
Suprema Corte: 

D. Luis Rafael T. G razia ni presentó sus declara- 
ciones juradas relativas al impuesto a los réditos por 
los años 1939 a líM'J. Sometidas ellas a control, Réditos 
formuló en 18 setiembre de lí»44 la planilla de repa- 
ros que corre agregada en copia a fs. 96-99 del expe- 
diente administrativo anexo; y después de recibir di- 
versos reclamos de G razian i, con fecha 20 de marzo de 
1945 el Sr. Gerente (Sene ral resolvió requerir del deu- 
dor, por vía de apremio, $ 19.690. 32 (fs, 115). Hallará 
V. E. esa resolución en la foja inicial del presente juicio. 

El demandado sostuvo ser improcedente el apre- 
mio, entre otras razones, porque Réditos le linbía con- 
cedido una hreve espera para el pago, y además, la 
expresada orden de la Gerencia no reviste calidad de 
resolución "ejecutoriada en los términos del art. 57, 
T. O., de la ley 11.683 (2 V ine. a} de la iiM2.1ñl). Des- 
estimadas esas defensas, trae ahora G razia ni un re- 
curso extraordinario a V. K, 

[ai primera excepción comporta cuestión de hecho 
que en ningún euso hubiera podido servir de funda- 
mento al recurso; aparte de que, vencida muy luego la 
espera el deudor no hizo el pago, ni lo lia hecho todavía. 

Tumpo, o la segunda excepción puede ser conside- 
rada por V. 15. en esta instancia, puque se trata do 
impuestos fiscales impagos, no de multas; y además 
lo único discutido es un» cuestión de índole procesal: 
determinar si el |>ago del ereditu que el Kimui alega 
I ner contra G razian!, según lo expresa la boleta du fe. 
I, lia podido o xigirse por vía de apremio. 
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Bajo tales conceptos el actual recurso resulta im- 
procedente, y así corresponde declararlo. — Ba. Aires, 
abril 2 de 1ÍM6. — Jmn Alvares. 



Y vista la precedente cansa caratulada: "Fisco 
Nacional (I)Ir. Oral, del Imp, a los Réditos) & Oraziani 
Luis Rafael T. sobre impuesto réditos — vía de apre- 
mio" en Id que se ha concedido el recurso extraordi- 
nario a fs. 31 vtíi. 

V considerando: 

Que no cabe en la especie prescindir del principio 
conforme al cual el recurso extraordinario no procede 
respecto de las sentencias dictadas en juicios de apre- 
mio tendientes a la percepción de la renta pública — 
Fallos: 204, 574 y loa allí eitados. No se trata en efecto 
de la ejecución de una suma exorbitante, ni basta la 
naturaleza de las cuestiones ahora planteadas para 
apartarse de la regla mencionada. 

Que por otra parte, Ja causa se ha iniciado sobro 
la base de una boleta de deuda expedida conforme a lo 
dispuesto por el art, 2, ¡no. a, de la ley 12.151 —57 del 
T.O.— doctrina de Fallos: 1!M, 55; ]í>7, 133 y otron. 
Los c-rores cu OJIO pueda haberse ¡iiiwrid.i, tanto en 
la forma de los procedimientos administrativos so! re 
la base de lo* i iiiiles se lia establecido la deuda, como 
respiM'tu de la existencia ile la misma, pueden contení. 

piarse en el Kubaiguiímte juicio ordinario de repetición, 

pero tío i n el apremio, || la incepción de inhabilidad 
lulmiliilii para el minim lia I. redueirm», como lo tjuie 
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re la ley, a lo extrínseco del título, ea decir, a lo ex- 
terior del mismo. 

Que la exigencia del art. 57 del T. O. respecto a 
las multas, cuya ejecución no admite sino cunndo las 
mismas se eneur.itran "ejecutoriadas", no es suscep- 
tible de extensión a los impuestos. Y ello, aun prescin- 
diendo del argumento gramatical que el texto permite, 
porque el referido requisito es consecuencia de la im- 
procedencia del cobro de las multas mientras las mismas 
no estén definitivamente aplicadas, conforme a lo dis- 
puesto por la ley ll.fí83, mantenido por la ley 12.151 
— Fallos: IDO, 14 — . Tal régimen no rige para los im- 
puestos, cuya definitiva procedencia queda, según se 
lia di el io, sujeta a determinación en juicio ordinario pos- 
terior. En su mérito y por los fundamentos del prece- 
dente dictamen del Sr. Procurador (ieneral se declara 
mal concedido el recurso extraordinario a fs. ¡il vta. 

T. D. Casares — Caiilos i>kl 
Campillo — Ií. Villa* 

■ - - -i 

Palacio. 



.11 'A N OSCAR SARRAUTTE 

SKfíVK It) MIUTAIL 

líl lii-nimnn un tumi entii vompnMHlirin en hi rjtrrpui^n 
jirevKlii |».r .1 m i. I ¡, ¡nr 4", iM iltvn'lit 20,;i7íi/44. 

kai.i.ii ni: r,\ muvv m uprjsma 

Hs, Airen, 211 de mayu de l!M7. 

Y vÍhIon Jur* HUliiM : "Narran! le Juan tincar su «*- 
ecpeiúii del servieiii militar"» m l«* que ne ha concedido 
«I wtirNQ exlniuidiiiunn ¡ntei jincHln por el Hr. de 
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tensor oficial contra la sentencia denegatoria de la 
excepción solicitada. ' 

Considerando : 

Que tanto el art. 63, inc. c) de la ley. 4707, como 
el art. 41, inc. 4' del decreto 29.375/44, ratificado por 
la ley n* 1 2.913, refiérense simplemente al " hermano' \ 
sin (salificar diclio vínculo. 

Que por tratarse de un precepto claro y expreso y 
admitir nuestro derecho positivo el parentesco natural 
(Oód. Civ. arts, .'SO.'), 3fi!i y concordantes) en principio 
corresponde entender, con arreglo a los propios térmi- 
nos de Ja disposición legal, que ésta comprende tanto 
al hermano legítimu como al natural. 

Que esa conclusión hállase, además, impuesta por 
la razón de ser de la excepción examinada, con la cual 
procúrase evitar que caigan en la indigencia los her- 
manos menores a cuyo sostén provee él ciudadano lla- 
mado a prestar el servicio militar. A ello cabe aún 
agregar que la circunstancia de tratarse del servicio 
militar en tiempo de paz, establéenlo en vista de una 
posible necesidad futura, pone bien de relieve la dcs- 
proporeíón del sacrificio actual que su cumplimiento 
importaría en el presente caso, al privar fie su único 
sostén a cinco hermanos menores huérfanos e impe- 
didos. 

(¿ue si bien la existencia de una obligación legal 
de prestar alimentos a cargo del ciudadano sujeto al 
servicio t |e las armas puede constituir un argumento 
en favor de la procedencia de la excepción en ciertos 
casos, como el d i nieto natural (Fallos: 202, 102} de 
ello no se sigue que la falta de esa obligación legal 
imponga la conclusión opuesta en una materia que no 
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está regida por el Código Civil sino por una ley espe- 
cial, tanto menos si esa conclusión fuera contraria, co- 
mo lo sería en el caso de autos, a los principios en que 
se fundan las excepciones previstas por la ley. 

Que con los documentos presentados a fs. 1 y si- 
guientes; los informes de fs. 14, 15, 16, 18, lí) y 20 y 
las declaraciones de los testigos de fs. 23 y 24 se ba 
^robado que el peticionante sostiene con el producto 
de su trabajo personal a sus cinco hermanos menores 
huérfanos y, además, impedidos por razón de enfer- 
medad o de su edad. 

En su mérito y haciendo uso de la facultad esta- 
blecida en ct art. lfi, 2» parte, de la ley 48 en atención 
a la índole de la causa, se resuelve revocar la sentencia 
apelada y declarar que el ciudadano .luán Oscar Sa- 
rrautte está comprendido en la excepción prevista en 
el art. 41, inc 4'\ del decreto 29.375/44, ratificado por 
la ley 11913. 

T. I). Casares — Carlos del 
Campillo — R. Viiaab 
Palacio. 



ISIDRO ST'SO 



JURI^ntrCIOX ¥ 0ÚM&ETB8CIA: Competencia militar, 

Subsistiendo de dcrwbo el estado de ¡rucrni. enrresponde 
a la justicia militar t -m,occr en la eausa nohro mfraeciea 
al art (¡41 riel Cfid. de Justicia Militar atribuida a mi 
cantinero del Ejercito en perjuicio de un nfieiat de este 
v «obre lesione* imputadas al segundo de los nombrados, 
hechos ocurridos en un vivac donde se realizaban manio- 
bras militares. 



FALLOS DE La CORTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

En un vivac donde se realiza han maniobra? mi- 
litares, .so suscitó un i acídente entro el cantinero del 
Ejercito, Isidro Susn, y el entonces mayor I). Gustavo 
Memlivil, Jefe del Batallón ir 4 de ( 1 omunicaciones. 
Como consecuencia del mismo v \ jete nombrado elevó 
un informe rcNiundo los hechos al Juez Federal de 
Córdoba por considerar a Suso inetirso en el delito que 
castiga ,.i ar t. ('41, segundo párrafo, del Cód. de Jus- 
ticia Militar, (:fs¿ 4). A su vez Suso radicó denuncia 
ante el Comandante de la 4' División del Kjórcito (fs. 
12/15). 

E] Si*. Juez de Sección se declaró incompetente para 
conocer en el caso, por considerar que, pruna facie, se 
trataría del delito de lesiones cometido por un oficial 

(fs. :í5J ; y en cuanto al posible delito de desacato impu- 
tado al cantinero por entender que éste debe ser juz- 
gado por la justicia militar, dado el actual estado de 
guerra subsistente de derecho, que hace aplicable la 
norma establecida por el art. 11 í) inc. 3 9 del Cód. de 
Justicia Militar (fs. 48 vta.) Citó en apoyo de su tesis, 
el fallo dictado por V. E. eon fecha 28 de febrero ppdo., 
in re "Pedro Oppertti y otros". 

Pasados los antecedentes al Sr. Juez de Instrucción 
Militar, declaró éste a fs. 46 la incompetencia de ese 
fuero sosteniendo que la justicia federal es la que debe 
entender por tratarse de un delito imputado a un civil, 
cometido en jurisdicción militar. 
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El Sr. Juez Federal de Córdoba mantuvo su de- 
cisión a fs, 48 vta,, y remitió el espediente a V. E, a 
fin de que dirima la cucstu'u de competencia negativa 
que ha quedado trabada. Corresponde a la Corte ha- 
cerlo, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 9 de la 
Ley 4055 y correlativo, y art, lfil del Oód. de Justicia 
Militar. 

Eu cuanto al fondo del asunto, creo que los fun- 
damentos legales expuestos por el Sr. Juez Federal a 
fs. 48 vta., como asimismo la jurisprudencia de V. E. 
allí citada, son suficientes para decidir que compete a 
la Justicia Militar conocer en este proceso, pues, como 
se afirma, el heclio habría ocurrido bajo el imperio del 
estado de guerra. 

Corresponderá en ron secuencia, decidir la presento 
contienda cu favor de la competencia del Sr. Juez de 
Instrucción Militar. — Bs. Aires, mayo 14 do 1947, — 
Saúl M. Escobar. 



FALLO HK LA rOIíTK SITIÍF..MA 

Bs. Aires, 29 de mayo de 1947. 

Autos y Vistos : Para resolver la contienda de com- 
petencia negativa trabada en la causa "Huso Isidoro, 
s. a. de desacato". 



Que atento lo dispuesto por el art. 119, ine. 3', del 
de Justicia Militar y lo resuelto por la Corte 
el 28 de febrero ppdo. en los autos contra Pe- 
dro Oppertti y otros (Fallos: 207, 112) correspondo 
a la justicia militar conocer en la presente causa. Por 
ello así se declara, de conformidad con lo dictaminado 
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por el Sr, Procurador General. En consecuencia, remí- 
tanse los untos al Sr. Juez de Instrucción Militar del 
Comando de la 4* División de Ejército y hágase saber 
en la forma de estilo al cír. Juez Federal de Córdoba. 

T. D. Casakps — Carlos del 
Campillo — E. Villar 
Palacio. 



